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Mi principal objeto en la publicación de estos Principios ha sido 
facilitar el estudio de una parte importante del Derecho de Gentes, 
de que las obras mas estimadas que sobre esta materia se han dado 
á luz en nuestra lengua, no suministran suficiente noticia, ya sea 
por haberse introducido en la jurisprudencia internacional nove- 
;;)s dades que los autores de aquellas obras no alcanzaron, ya porque 
^^¡li^ considerándola bajo un punto de vista puramente especulativo y 
^ abstracto, no tanto fué su ánimo exponer las leyes positivas que 
^ reconoce la república de las naciones, cuanto investigar los prin- 
cipios generales de que deben deducirse estas leyes para que afian- 
cen la seguridad y bienestar común. 

Las discusiones á que han dado lugar las pretensiones mutuas 
de beligisrantes y neutrales én las guerras de Europa y América 
durante los últimos ochenta años, han lijado no pocos puntos dudo- 
sos, especialmente en lo relativo al comercio marítimo, deslindando 
los derechos y la jurisdicción de unos y otros, y estableciendo re- 
glas precisas de procedimiento y adjudicación en los Iribuúales 
de presas. Hallábase esparcida esta nueva doctrina en voluminosos 
repertorios de causas judiciales, recopiladas en Europa y en los 
Estados Unidos de América; y, si no me engaño, apareció por la 
primera vez bajo una forma regular y metódica en el Tratado de 
las leyes sobre el comercio y manufacturas de la Gran Bretaña 

por Joseph Ghitty, dado á luz pocos años há (1). Esta obra es un 

^ . ' ,1 . ■ ■ 

« ... 

(I) A Ireatise on t!ie laws of Gommercc and Manufaclur^s aiul theCon- 
. tracts relaling tlieretd — By íoseph Chiiiy, Esq. of the Middie Temple, 
Bar ri8ter at iaw; Lon4oo,c 1824. . ' ' 
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completo resumen de la jurisprudencia mercantil de Inglaterra : y 
sus primeros capítulos contienen una exposición luminosa del 
Derecho de Gentes moderno en lo que mira á la navegación y al 
comercio. 

Posteriormente se publicaron en Nueva York los Comentarios de 
las leyes americanas^ por el juez James Kent, que en la priíuera 
parte de ellos ha dado un excelente compendio de la Ley Universal 
de las naciones, según se entiende y practica en el dia. Aunque el 
autor americano, en la materia común á ambas obras, hace poco 
mas que reproducir y aun copiar verbalmente al inglés, tiene el 
mérito de abrazar todas las partes del Derecho de Gentes (mientras 
que Ghitty se ciñe exclusivamente al comercio), y de señalar los 
puntos en que la interpretación de este Derecho por el gobierno y 
judicatura de su país. no, está acorde con los principios de la Gran 
Bretaña y de otros Estados. 

Estas son las dos obras .que mas constantemente me han servido 
del siglo XVlll. Me he valido asimismo de otra obra americana, el 
Código diplomático de Eliiot, que entre otras cosas . contiene un 
sumario i nstructivo^ aunque demasiado conciso^ de las mas intere-* 
santos decisiones de los, juzgados de aquella república en causas 
de Derecho de Gentes. He tenido también á la vista las Ordenanzm 
Marítimas de la . Francia, promuteadas . por Luis XIV, con las 
modificaciones que han recibido posteriormente, y he indicado las 
diferencias mas notables que presenta, la práctica de la nación fran- 
cesa en varias épocas. Y en fin, deseoso de reunirían un solo 
cuerpo todas las nociones elementales indispensables, he insertado 
en la tercera parte de estos Principios un extracto del Manual 
Diplomático del Barón de Mai^tens, donde espero que se hallará 
reducido á pocas páginas, todo lo sustancial de este útil prontuario 
de la Diplomacia. .UKMierna. 

Incorporando lo quehettooiada de esias fuentes con la doctrina 
de Yaltel, ajustada áJosJíaútes de unos elementos que pudieran 
servir á la instrucción. de^tos. alumnos ide jAirispradencia, y apro- 
vechándome de las obnas.de otros célebres publicistas, cuando ihe 
creido hallar en ellas. Indicacioiaes útiles, he procurado poner á la 
vista de.misjóvefies ¡QOJ»patriotas. un bosquejo rédueódo, pevo 
comprensivo, del estado actual de la ciencia. 

No he escruptiüttldo adoptar literalmente él texto, dé los autores 
que sigo, aunque sienñpre compendiándolo,. yt^ocurando. guardar 
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la debida consonancia y uniformidad en las ideas y en el lenguaje. 
Cito los pasajes de que bago uso, ya como autoridades y compro- 
bantes, ya para indicar los lugares en que pueden consultarse y 
estudiarse á fondo las materias que toco. Si alguna vez me sucede 
apartarme de las opiniones de aquellos mismos que me sirven de 
guia, manifiesto las razones que me asisten para hacerlo así. Guando 
trato de cosas que están suficientemente elucidadas en las obras de 
Vattel, Martens y otros, trasladadas ya al castellano, soy breve, y 
me limito á presentar como en una tabla sinóptica todo aquello 
que he creido digno de encomendarse á la memoria ; pero en las 
materias que tenian algo de nuevo, he juzgado de mi deber exteji- 
derme algo mas, apuntando la historia de las instituciones ó usanzas 
internacionales que menciono, comprobando su existencia y expo- 
niendo los fundamentos con que se ha tratado de sosteneMas ó 
impugnarlas. Según este plan, que me ha parecido el mas ütil y 
cómodo para mis jóvenes lectores, lo mas ó menos extenso de las 
explicaciones no tanto es en razón de la importancia de cada ma- 
teria, como de la dificultad de estudiarla en librfis que no se hallan 
á mano, y en idiomas cuya inteligencia empieza apenas á propa- 
garse entre nosotros. 

Quisiera que esta obra correspondiese de algún modo al liberal 
patrocinio que el Gobierno de Chile, con su acostumbrado celo por 
el fomento de los estudios, lia tenido á bien dispensarle. Mi ambi- 
ción quedarla satisfecha, si á pesar de sus defectos, que estoy muy 
lejos de disimularme, fuese de alguna utilidad ála juventud délos 
nuevos Estados Americanos en el cultivo de una ciencia, que si 
antes pudo desatenderse impunemente, es ahora de la mas alta 
importancia para la defensa y vindicación de nuestros derechos 
nacionales. Si á lo menos esta tentativa sirviese de estímulo á 
otras, en que con mas luces, mas tiempo y mas abundantes mate- 
riales que les que yo he tenido t mi disposición, se deseaipeñase 
mejor la materia, me lisonjearla de no haber trabajado sin fruto. 
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Santiago, julio de 1844. 

La indulgencia extremada con que se han recibido estos Princi- 
pios, el uso que se ha hecho y hace de ellos en varios estableci- 
mientos de educación de las Repúblicas Hispano-Americanas, y los 
escasos que por algunos años hablan llegado á ser en Chile los 
ejemplares de la primera edición, no obstante sus repetidas reim- 
presiones en América y Europa, me han impulsado á publicarlos 
de nuevo, revisándolos, exponiendo mas á fondo y con mas claridad 
la doctrina de algunos capítulos, y procurando hacer esta obra mas 
digna, bajo todos respectos, de la favorable acogida que se le ha 
dispensado, y de la liberalidad con que el Gobierno de Chile ha 
contribuido una y otra vez á su publicación. 

Para este nuevo trabajo he podido consultar no pocos libros de 
que antes conocíamos apenas los nombres, y que, gracias al celo de 
nuestro Gobierno por la propagación de las luces, ocupan hoy el 
lugar que merecen, en las bibliotecas de los tribunales y de las 
secretarías de Estado. He multiplicado las citas, no para ostentar 
una erudición que no tengo, sino para indicar á los jóvenes las 
fuentes ái que deben dirigirse, cuando en el curso de su carrera 
literaria ó profesional deseen apoyar sus opiniones en autoridades 
respetables, ó examinar mas profundamente las cuestiones que 
ocurran. Fácil me hubiera sido multiplicar todavía mas estas citas, 
copiando las que se encuentran al pié de cada página en otras 
obras elementales; pero casi siempre me lie limitado á las que yo 
mismo he tenido á la vista. Estoy convencido de que en las apli- 
caciones prácticas de esta ciencia valen mucho menos las deduc- 
ciones teóricas, que las reglas positivas, sancionadas por la con- 
ducta de los pueblos cultos y de los gobiernos poderosos, y sobre 
todo por la decisiones de los tribunales que juzgan hajo el Derecho 
de Gentes; y esta convicción que me sirvió de guia en la edición 
anterior, ha sugerido casi todas las ampliaciones, ilustraciones y 
notas, con que he deseado mejorar la presente. 
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Bogotá, 8 do Julio de 1846. 

Señor José María de Rojas. 

Mi estimado amigo : -— Los Principios del Derecho Interna- 
cional es la primera obra científica de una utilidad general é in- 
cuestionable» que se ha dado á luz en la América Española. En ella 
no encontrarán que objetar los hombres de ninguno de los partidos 
que alternativamente se hacen del poder en estas Repúblicas; por- 
que en esta obra no se trata sino de las leyes ó reglas de conducta 
que las naciones ó estados deben observar entre si para su segu- 
ridad y bienestar común. 

Esta definición, que es seguramente la mas exacta y lamas lacó- 
nica que hemos visto en ningún tratado de Derecho de Gentes, y 
que es mas precisa que la de Vattel, nos da en su laconismo la 
explicación del misterio de haberse podido reducir á un volumen 
de tan pocas páginas la iumensa doctrina que se contiene en las 
muchas obras que el Sr. Bello ha tenido que estudiar, que analizar, 
que extractar al fin para darnos lo que hasta hoy no habla visto la 
luz pública en ninguna lengua , es decir, los Principios del Derecho 
InternacionaL Antes se habían escrito muchos tratados con diver- 
sos títulos, y muchos de ellos de un mérito inestimable para su 
tiempo ; pero ni Grocio en su obra del Derecho de la Guerra y de 
la Paz, ni Puffendorf en su Derecho Natural y de Gentes^ ni Wolfio 
en su Derecho de Gentes, ni Real en su Ciencia del Gobierno^ ni 
Vattel en su conocida obra que le hizo adquirir el título de Príncipe 
de los publicistas, ni ninguno de los que hasta hoy se han dedicado 
á tratar estas materias interesantísimas, haif podido presentarnos 
una colección de doctrinas que pudiera merecer el nombre de 
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tratado completo de los Principios del Derecho InternacionaL Cada 
uno de estos hábiles maestros de sus respectivos tiempos trató la 
materia según su modo particular de verla, y fué sacando gra- 
dualmente la ciencia, digámoslo así, del caos en que se encontraba, 
pero sin poderla descubrir toda, porque ella era demasiado grande 
para presentarse á los ojos de los liombres de una vez, sin confun- 
dirlos. Era preciso que se fuese dejando conocer parte por parte, 
para que llegase el dia en que el todo fuera conocido. 

Vattel, el mas metódico, el mas juicioso, y de mas claro ingenio 
y mayor elbcüencia entre los escritores sobre estas materias, no 
abrazó todos los ramos que comprende el Derecho Internacional 
con el mismo acierto, ni con la necesaria extensión que ellos 
requerían. Notamos en su obra muchos vacíos que quizá no pro- 
ceden de otras causas, sino de que ni el comercio ni las guerras 
marítimas eran entonces de la consecuencia que en nuestros diad. 
En todo lo que tiene relación con el derecho marítimo es necei^ito 
ir á buscar en otras fuentes las noticias de los usos y cotstuialMrefl 
de las diversas naciones europeas. Así, en lo relativo al corso, á los 
bloqueosi á las presas, á las visitas de buques extranjeross ali 
alist«mi<entO'eü países neutrales, á los embargos de b«ques no 
nacionales para emplearlos en la gtterra> seria en ymo qípérer 
hallarlo en Vattel, porque en su tiempo no se hablan agitado ias 
cuestiones que se agitaron después ; y sin la obra de4 Sr. Bello, 
s^ia preciso ir á buscar todo esto en diferentes autores modernos^ 
coikio en Azuni, en K^^t, en Wheaton, en Ghitty, en Elliot, en Vaün, 
en SchmalZ) en Gapmany, en Pardessus, en Merlin, en Martens, en 
la» decisiones de los almirantazgos de Inglaterra, de Francia y de 
los Estados Unidos, y en fin, en la multitud de obras que se han 
publicado después de los días de aquel Gran Maei^ro del Derech 
de frentes. 

El publicista veneíolano^ componiendo esta obra importantísittia), 
ha hecho un servicio de valor inestimable, no solo á aquellas 
gefttes á qtrienes seria mtly difícil hacerse de todos líos libro» que 
debeft compoá^r la bibliotsea del iioaibre que quiefe conoeéf á 
fondo elodferecbo'int^nadonal^ sino á aquellos mismos que poMeB 
la mas complé<)a «oleccm de publicistas ; porque él ha hecho el' 
trábalo <|ue tenería que hacer el mas etstudáoso de t<»dK)s eUo#; y 
ciiertojfiMBte este tua^bafo ei^ de los tilas piefilosds, pues se isetre^^ de 
uB g^io partkttiiar pam emprenda reducir á un ouerpd de ^oe^ 
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trinas todas las qué se hallan diseminadas en mütbas y muy volu- 
ratnosas obras;- puMkadas en dirersas léngnas.' Para hacer esto 
ooflvo se debe, es indispensable, no solo saber' perfectamente los' 
varios idiomas en qne aquellas obras est&n escritas, sino tener un 
profundo conocimiento de las materias y una versación en ellas, 
qoe no es dada & todos los literatos, ni á todos los jurisconsultos; 
Por est0, si q<]^>emos formamos una idea del mérito extraordinario 
de esta obra, debemos considerar cuánto estadio, cuánta atención' 
necesita poner un hombre para hacer un buen extracto de una' 
sola obra en que se trate de diversas materias, y después de con- 
sideradas estas dificultades, pasar k calcular cuánta mayor atención, 
cuánto mayor cuidado no serán necesarios para extractar muchas 
obras voluminosas para sacar de todas ellas lo ctue sea conveniente 
para presentar un cuerpo de principios de una ciencia. Esto es lo 
que solo es dado conseguir á ios maestros, á los talentos superiores. 

Ciertamente el Sr. Belk) no ha compuesto su libro en poco tiempo. 
Hace treinta años que yo le conozco estudiando los Principios del 
Derecho Internacional /y él fué el primero de quien yo tuve las prue- 
bas de 1^ deíictencta del Derecho de Gentes de Vattel en todas las 
ctiestiones que interesaban á la causa de la emancipación de la 
América Española, y fué él quien me hizo conocer la necesidad 
de estudiar á los escritores mas modernos. Desde entonces este 
sabio y patriota americano se ocupaba en el estudio, cuyo fruto 
tenemos á la vista -, y desde entonces se proponía damos estos Prin- 
cipios del Derecho Internacional para que se hiciesen populares en 
estas Repúblicas, y sirviesen en la ventilación de nuestros negocios 
con las demás naciones. 

El profundo saber del Sr. Bello ha sido en Chile de un gran be- 
neficio á aquel país, porque encomendado de las relaciones exte- 
riores de aquel gobierno durante todas las administraciones qne se 
han sucedido unas' á otras por el espacio de diez y ocho años, se 
han dirigido los negocios internacionales con las potencias europeas 
con el conocimiento, el tino y la prudencia que convenia, y se ha' 
atiborrado Chile los desagradables resulladós que se han tenido en< 
otras Repúblicas, por baber creído malos políticos que cada uro* 
puede hacer en «u pafs lo que le da la gana, como si las naciones 
no se debiesen unas á otras los respetos y consideraciones que se 
deben en todo el mundo civiliwido los individuos entre sí. Y el' 
modo siempre airoso con q«e Chile ha salido en todas sus cuestio- 
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nes con Inglaterra, con Francia y con los Estados Unidos, es ia 
prueba concluyente de que no siempre es ia debilidad, sino la im- 
prudencia la que causa el mal éxito de los negocio i que se ventilan 
entre los Estados fuertes y débiles; porque cuando se sabe hacer 
eyidente la justicia del débil» se hace ceder al fuerte, por el temor 
que se le infunde de desopinarse él mismo en el concepto universal. 
Pero el Sr. Bello no ha tratado de adquirir su vasta erudición 
para hacer el monopolio de ella : ha querido que sus desvelos sean 
aprovechados por todos los americanos sus compatriotas : ha hecho 
k toda la América Española el presente de toda su riqueza en cono- 
cimientos políticos; porque el sabio como él no es egoístu, ni tiene 
mezquinas ambiciones, sino que se considera como el ciudadano 
de todas las naciones. El que dice en una parte de su obra que el 
Derecho Internacional considera al género humano esparcido sobre 
la faz de la tierra como una gran sociedad de la. que cada nación 
es miembro, y en que las unas respecto de las otras tienen losmiS' 
mos deberes que los individuas de la especie humana entre si ; y 
el que en otra parte asienta que los hombres están obligados por 
la naturaleza á favorecerse unos á otros en cuanto puedan, siempre 
que les sea dable hacerlo sin echar en olvido lo que se deben á si 
mismos, era preciso que nos diese el ejemplo de su doctrina, y en 
efecto nos ha [Probado que él tiene por principios suyos los que nos 
da para todos. 

No me resta que decir en elogio de la obra del Sr. Bello, sino que 
SU' segunda edición, corregida y aumentada por él mismo, hace 
ventajas considerables á la primera, como las haria, sin duda algu- 
na, la tercera d la segunda y la cuarta á la tercera ; porque un 
hombre del genio del autor, un sabio que siempre estudia, no sa- 
tisfecho nunca con su saber, y persuadido de que la ciencia es una * 
fuente inagotable para el sediento de ella, es preciso que haga pro- 
gresos mientras viva, y que mejore sus obras cada vez que las re- 
toque. Yo me habia propuesto hacer la comparación de algunos 
textos de la segunda edición con los correspondientes de la primera ; 
pero lo he omitido, porque este trabajo, puramente mecánico, lo 
hará tan bien como yo cualquiera que lo emprenda; y así solo re- 
comendaré al que pueda tener ambas ediciones, que las conserve 
como un testimonio del progreso que se hace en el estudio de cual- 
quier materia por aquel que no deja de estudiar mientras vive. 

Gloríese, pues, Venezuela de haber producido en esta última é])oca, 
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entre muchos hombres eminentes, dos de los tres mas grandes ca- 
pitanes de la América, y el primero de los publicistas de este con- 
tinente, cu ya obra hubiera por sí sola dado celebridad a cualquiera 
de los miembros del Instituto de Francia, ó de los socios de la Real 
Sociedad de Londres. Gloríese también el Gobierno de Chile de haber 
merecido la recomendación de este sabio por la generosidad con 
que ha contribuido h la publicación de los Principios del Derecho 
Inteimacional, cumpliendo con el deber que, según Vattel, tiene 
toda nación de contribuir á la felicidad y perfección de las demás 
en todo lo que pueda ; no olvidando que el mismo gobierno ha 
prestado igual protección al sabio naturalista francés Mr. Gay, para 
que este hiciese conocer la historia natural de Chile, no solo á los 
chilenos, pino á todos los hombres estudiosos de la tierra. Estos 
son beneficios universales, de aquellos que ningún espíritu de par- 
tido puede desconocer, y que yo, poco amigo de los actuales gober- 
nantes de aquel país, debo ensalzar, porque estos beneficios harian 
la gloria de mis mas íntimos amigos. 

Nada mas tengo que decir á Vd. sobre el juicio que he formado 
de la, obra del Sr. Bello, y con esto quedo de Vd., como siempre, 
su amigo y servidor. 

Antonio José de Irisarri. 
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NOCIONES PRELIMINARES. 



1. l>efinicion del Derecho de Gentes. — ± Autoridad de gae emana. -> 
3k Sanciones. -* 4. División en interno y externo. — 5. En natural ^é 
instituido. — 6. Su fnerza obligatoria. — 7. Autoridades 6n materia de 
Derecho Internacional. 



El Derecho Internacional ó de Gentes es la colección de las 
leyes ó reglas generales de conducta que las naciones ó Esta- 
dos deben observar entre si para su seguridad y bienestar 
común. 

2. 

Toda ley supone una autoridad de que emana. Gomo las na- 
ciones no dependen unas de otras, las leyes ó reglas á que 
debe sujetarse su conducta recíproca, solo pueden serles dicta- 
das por la razón, que á la luz de la experiencia, y consultando 
el bien oomun, las deduce del encadenamiento de causas y 
efeotos que percibimos en el universo. El Ser Supremo, que 
ha establecido estas causas y efectos, que ha dado al hombre 
un irresistible conato al bien ó la felicidad, y no nos permite 
sacrifícar la ajena á la naesta^a^ es por consiguiente el verda- 
den» autor de cistas leyesy y la ra^on no hace mas que ínter* 
pwtasPlag. El Derecho ftjternacional ó de Gentes no es pues 
(>tea->06«a qif# el Natural^ que, aplicado á las naciones, con<- 



12 PRINCIPIOS 

sidera al género humano, esparcido sobre la faz de la tierra, 
corno una gran sociedad de que cada cual de ellas es miem- 
bro, y en que las unas respecto de las otras tienen los mis- 
mos deberes que los individuos de la especie humana entre .sí. 

3. 

Toda ley supone también una sanción^ esto es, una pena que 
recae sobre los infractores, y mediante la cual el bien común, 
de que la pena es una garantía, se hace condición precisa del 
bien individual. 

El Derecho Natural tiene tantas sanciones diferentesj cuan- 
tas son las especies de males que pueden sobrevenirnos á con- 
secuencia de un acto voluntario, y que no se compensan por 
bienes emanados de ese mismo acto (entendiendo por bien 
todo sentimiento de felicidad ó placer, y por mal todo senti- 
miento contrario). Estos males ó son producidos sin la inter- 
vención humana y en fuerza solo de las leyes físicas que go- 
biernan el universo material ; ó consisten en la pena interior 
con que nos afecta la aprehensión de los padecimientos ajenos ; 
ó nos vienen de la aversión, ira ó desprecio de los demás hom 
bres : de aquí la sanción que podemos llamar físicay la san- 
ción simpática^ la sanción de la vindicta humana ó sanción 
social. Esta última, en el seno de la sociedad civil, se ejercita 
y se regulariza en gran parte por las leyes positivas y la 
administración de justicia. 

Pero hay otras dos sanciones, que consagran, por decirlo 
así, las anteriores, y dan al Derecho de la naturaleza toda su 
dignidad, colocándolo bajo la tutela de la Divinidad y de nuestra 
propia conciencia. La sanción de la conciencia ó sanción moral 
es la pena que en un corazón no enteramente depravado acom- 
paña al testimonio que el alma se da á sí misma de la irregula- 
ridad de sus actos ; y la sanción religiosa consiste en los casti- 
gos con que la Divinidad ofendida conmina á los que violan 
sus leyes. 

La sanción de la vindicta humana es la que obra entre las 
naciones del modo mas general, constante y eficaz. Pero aun 
ella influyo con mucho mas vigor y regularidad en la conducta 
que observan unos con otros los individuos, que enlasrelacio- 
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nes mutuas de los pueblos ó de las potestades supremas. En 
el estado civil, medianamente organizado, la fuerza de la so- 
ciedad, empleada contra los infractores de las leyes, es superior 
á la de cualquier individuo, por poderoso que sea. Pero las 
naciones no han constituido una autoridad que, armada con 
la fuerza de todas, sea capaz de hacer cumplir á Jos Estados 
poderosos ni aun aquellas reglas de equidad natural que están 
reconocidas como mas esenciales para la seguridad común. 

Ni podemos decir que el interés particular de cada nación la 
induce á cooperar con las otras al escarmiento de la inhumani- 
dad ó injusticia. Los Estados, como los individuos, suelen de- 
cidirse por motivos inmediatos y momentáneos que obran vi- 
vamente sobre sus pasiones; y desatienden los que se les 
presentan á lo lejos de un modo especulativo y abstracto. Una 
nación formidable por su poder insulta á un Estado débil. Las 
otras, atendiendo á su seguridad propia, deberían coligarse 
para castigar el insulto. Mas adoptando esta conducta, tendrían 
que someterse desde luego á todas las calamidades y contin- 
gencias de la guei ra, para evitar un peligro incierto y distante. 
Asi vemos que cada una de ellas, aunque susceptible de vivos 
resentimientos cuando se le hace una injuria, mira con indife- 
rencia, ó á lo sumo con una indignación tibia y pasajera', los 
agravios ajenos. 

Ademas, para obtener la reparación seria necesaria una 
liga de Estados ; semillero de disputas y querellas, que em- 
peoraría muchas veces los males en vez de ponerles remedio. 

No por eso hemos de pensar que la opinión de los hombres, 
su alabanza ó vituperio, su amor ú odio, carezca de todo in- 
flujo sobre la conducta de los Estados. Hay circunstancias que 
dan vigor, aun en la politica, á este gran móvil de las acciones 
humanas. La primera es la cultura intelectual, que difunde las 
sanas ideas morales, y propende continuamente á cimentar 
las relaciones de los pueblos sobre la base de la justicia, que 
es la de su verdadero interés. La segunda es el incremento de 
la industria y del comercio, que hace apreciar cada vez mas 
la seguridad, la confianza mutua. La tercera es la semejanza 
de instituciones : toda la historia testifica que los pueblos que 
se rigen por dogmas, costumbres y leyes análogas, simpatizan 
mas vivamente unos con otros, y se sujetan á reglas mas equi- 



tativas en sus negocios comunes. La cuarta, en íln, es la igual- 
dad, ó lo que puede suplir por ella/ el equilibrio de intereses 
y Tuerzas. Un Estado que por su excesiva preponderancia . 
nada teme de los otros, puede emplear el miedo y la compul- 
sión para hacerlos servir á sus miras : rodeado de iguales, 
se verá precisado por su interés propio á cultivar su buewa 
.voluntad y á merecer su aprobación y confianza. 

La operación de estas causas se descubre á las claras en tei 
historia de las naciones modei*nas. Si las de Europa y Amé- 
rica forman una familia de Estados, que reconoce un Derecho 
jcomun infinitamente mas liberal que todo lo que se ha llamado 
con este nombre en la antigüedad y en lo restante del globo, 
lo deben al establecimiento del cristianismo, á los progresos 
de la civilización y cultura, acelerados por la. imprenta, al es- 
piritu comercial que ha llegado á ser uno de los principales 
reguladores de la política, y al sistema de acciones y reaccio- 
nes, que en el seno de esta gran familia, como en el de cada 
Estado, forceja sin cesar contra las preponderancias de toda 
especie. 

4. 

La palabra Derecho tiene dos sentidos. En el primero (que 
es en el qué se ha tomado hasta ahora) significa una colección 
ó cuerpo de leyes ; en el segundo significa la facultad de exi- 
gir que otro ejecute, omita ó tolere algún acto ; facultad que 
tiene por objeto inmediato el beneficio de la persona en que 
existe, pero que debe promover al mismo tiempo el beneficio 
común. Derecho en este sentido supone siempre una obligst- 
cion correlativa de ejecutar, omitir ó tolerar algún acto; por- 
que es evidente que no podemos tener la facultad de exigir un 
servicio positivo ó negativo, si no existe en alguna parte la 
necesidad de prestarlo. 

Los derechos (y por consiguiente las obligaciones) son per- 
fectos ó imperfectos. Derecho perfecio, lia nado tambian exter- 
no^ es el que podemos llevar á efecto, emploandio, si es 
necesario, la fuerza ; .en el estado de naturaleza, la fuerza 
individual; y en la sociedad civü,.la fuerza pública de que está 
armada la administracion.de justicia. Deracho.ii^piir/^to«.ó 
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merajmnte interno, es aquel q«e no puede llevarse á efecto sin 
el cofisentimicnto de la parte obligada. 

Esta diferencia consiste en lo mas ó menos determinado de 
las leyes en que se fundan los derechos y las obligaciones. 
Los actos de beneficencia son obligatorios, pero solo en cir- 
cunstancias y bajo condiciones particulares ; y á la persona 
que ha de ejecutarlos es á quien toca juzgar si cada caso que 
se presenta se halla ó no comprendido en la regla : porcfue si 
esta fuese general y absoluta, producirla mas daño que bene- 
ficio á los hombres. Debemos, por ejemplo, socorrer á los in- 
digentes ; pero no á todos, ni en todas ocasiones, ni con todo 
lo que nos piden ; y la determinación de estos puntos pertenece 
exclusivamente á nosotros. Si fuese de otro. modo, el derecho 
de propiedad, sujeto á continuas exacciones, perdería mucha 
parte de su valor, ó mas bien no existiría. 

De aquí resulta, que aunque la necesidad moral que consti- 
tuye la obhgacion, existe siempre en la conciencia^ hay muchas 
obligaciones, que sometidas al juicio de la parte que ha de 
observarlas, lo están consiguientemente á su voluntad, por 
lo que toca á los efectos externos. Un particular ó una nación, 
que desatiende una de estas obhgaciones, obra mal sin.dyida, 
y se labra, no solo la desaprobación de la Divinidad y la de s« 
propia conciencia, sino la censura y aversión de los hombres; 
mas no por eso podrá el agraviado recurrir á lafuerza para hacer 
efectivo el derecho ; porque en materias que por su nalm*al in^ 
determinación no admiten una regla .precisa, lo que se hiciese 
para corregir la voluntad, destruiría la independencia del. jui- 
cio, á que por el ínteres mismo del género humano deben su- 
jetarse las obligaciones de esta especie. 

Decir que un servicio que se nos pide es de obligación im- 
perfecta, es lo mismo que decir que el exigirlo por la&ierza 
seria violar nuestra libertad y hacernos ipjuria. 

El Derecho de gentes, ó la colección de las leyes ó reglas 
internacionales, se llama iniernOf.eu cuanto. xnira únicamente 
á la conciencia, y determina lo que está manda, permite ó< vedc^; 
y externo, en cuanto determina las obhgaciones cuyo cumpli- 
miento puede exigirse por la fuerza. .Y de lo expuesto, ae signe 
evidentemente que ¡puede una ziaoion efilar oUjígaída' á prestar 
un servicio, fií^un el Derecho interno, al mismo* tiempo que 
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tiene la facultad de rehusarlo, segua el Derecho externo. Una 
nación, por ejemplo, está obligada en el fuero de la concien- 
cia á franquear sus puertos al comercio de las otras, siempre 
que de ello no le resulte daño, como regularmente no le re- 
sulta, sino mas bien utilidad y ventaja ; pero si por razones 
buenas ó malas determinase prohibir todo comercio extranjero, 
las otras naciones, con quienes no hubiese pactado permitirlo, 
deberían someterse á ello : y si apelasen á la violencia ó la 
amenaza para compelerla á que lo permitiese, le harían una 
grave injuria (1). 



5. 



Se llama Derecho de gentes natural^ universal, común, pri- 
mitivo, el que no tiene otro fundamento que la razón ó la equi- 
dad natural, y voluntario, especial, convencional, positivo, el 
que han formado las convenciones expresas ó tácitas, y cuya 
fuerza solo se deriva mediatamente de la razón, que prescribe 
á las naciones, como regla de importancia suprema, la inviola- 
bilidad de los pactos. 

El Derecho de gentes universal puede producir todo género 
de obhgaciones. En cuanto produce obligaciones perfectas, 
suele llamarse necesario. 

El Derecho de gentes positivo autoriza siempre á emplear 
la fuerza para hacer cumplir las obligaciones que prescribe. 
A veces, al mismo tiempo que positivo, es natural y necesario, 
porque no necesitaba de una convención para producir obliga- 
ciones externas; otras natural y voluntario, porque sin la con- 
vención obhgaria solo en conciencia ; y otras enteramente ar- 
bitrario, porque saca toda su fuerza del pacto. 

Derecho consuetudinario es el que nace de la costumbre, 
esto es, de lo que se practica entre dos ó mas naciones sobre 
alguna materia. Una costumbre, si se refiere á cosas indife- 
rentes ó que la ley natural no ordena ni prohibe, solo obUga 
á las naciones que han querido observarla ; y esta obligación 
se origina de un contrato tácito, en que por el hecho de adop- 

(1) VaUel llama necesario al Derecho interno y voluntario ul externo. 
Pero en el lenguaje de Grocio, Wolíio y otros publicistas, voluntario apli- 
cado al Derechj de Gentes es lo* mismo que convencional ó arbitrario. 
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tar voluntariamente una práctica, parece que nos empeñamos 
á regirnos por ella. Por consiguiente el Derecho consuetudi- 
nario es una parte del convencional ó positivo. Pero no hay 
ninguna razón para suponer que adoptando una costumbre 
hemos querido empeñamos irrevocablemente á observarla. 
Podemos, pues, asemejar las obligaciones del Derecho con- 
suetudinario á las que nacen de aquellos pactos que cada parte 
se reserva la facultad de terminar cuando quiere, dando noticia 
á la otra con la anticipación necesaria para no causarle per- 
juicio (1). 

Aunque el Derecho primitivo es de suyo inmutable como 
fundado en relaciones constantes de orden y justicia, puede 
variar mucho en sus aplicaciones por causa de las diferentes 
.circunstancias en que suelen hallarse las sociedades humanas. 
Puede ser ademas mejor conocido é interpretado en una edad 
que en otra ; y asi es que, relativamente á éste como á los 
otros ramos del saber, se han visto incontestable^ adelanta- 
mientos en los tiempos modernos. Finahnente hay convencio- 
nes y costumbres que son legitimas según la conciencia, y que 
no dejan por eso de producir efectos externos, porque la in- 
dependencia de cada Estado seria quimérica, si los otros se 
arrogaran la facultad de llamarlos á cuenta y de invahdar sus 
pactos. 

El derecho introducido por los pactos y la costumbre es al 
derecho' primitivo de gentes lo que el código civil de cada 
pueblo es á los preceptos y prohibiciones de la ley natural. 
Especifica, pues, y regulariza lo que en el Derecho primitivo 
era vago y necesitaba de reglas fijas. Dictaba, por ejemplo, la 
naturaleza que las naciones tuviesen apoderados por cuyo 
medio comunicasen entre si, y que se dispensase á estos una 
completa seguridad en el desempeño de su cargo ; pero dejaba 
por determinar la forma de sus credenciales y la extensión de 
sus inmunidades ; puntos que si no se fijaban, abrian campo 
á desavenencias y fraudes. Esta determinación pudo hacerse 
de varios modos, y era menester que convenciones expresas 
ó tácitas fijasen alguno como en efecto lo han hecho. 

Desgraciadamente quedan todavía muchos casos en que por 

U) Marteos. Précis du DroU de Gen$, Liv. II, ch. 3. 

2 
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la vaguedad de las leyes naturales se necesitan reglas especia 
ñcsas que sirvan para evitar las coiUroversias ó dirimirlas. La 
prescripción nos ofrece un ejemplo. Las leyes civiles han de- 
ñnjdo con bastante precisión el, título natural que la posesión 
tranquila de largo Uempo nos da á la propiedad de las cosas ; 
pef o en el Deipeebo de gentes no bay todavía regla alguna que 
determine el espacio de tiempo y las demás circunstancias que 
s^ requieren para que la posesión prevalezca sobre todo otro 
titulo. 

En una familia de naciones^como la que forman actualmente 
las pueblos cris-tianos, cuando se halla establecida una de estas 
r^eglas que corrigen la necesaria imperfección de las leyes 
naturales, la nación que caprichosamente.se apartase de ella 
obrarla contra el interés general. Importa, pues^ sobremanera 
conocerlas. 

El Derecho convencional puede considerarse también bajo 
otro aspecto : él es con relación al primitivo lo mismo (¡ue los 
pactos de los particulares con relación á las leyes y estatutos 
de cada pueblo. Él forma las alianzas, transige las diferencias.^ 
solemniza las enajenaciones, regula el comercio, crea en fin 
gran número de obligaciones especiales, que modifican el De- 
recho común, pero que solo tienen vigor entre los contratan- 
tes, interesando por consiguiente poco ó nada á la ciencia, si 
no es en las naciones q.ue se rigen por ellas ^1)* 

(1) Es preciso confesar qa9 de Estado á Estado la difereDcia entre el 
Derecho naioral externo y el Derecho consnetuáinario es de pura teoría. 
YerdMid es qiie Jiay un cierto número de aKÍotnas morales qne nadie dis- 
puta en abstracto ; pero su aplicación á los casos ¡particulares ocasiona 
dudas y controversias á cada paso. Así vemos que el llamado Derecha 
natural es variable y fluctuante, no solo de siglo á siglo, sino de náciau 
á osicioi) ; y que una regla práctica, por razonable y equitaUíra que pai^zca^ 
y por luminosas gue sean las demostraciones de los escritores que la de- 
fienden, no empieza á ser de rigurosa observancia, sino cuando la ha 
sancionado la costumbre. ¿ De qué sirve, pues, «1 Derecho natural por sí 
solo, si al cabo es el Derecho coiosueiudinario el que lo interpreta y pro* 
mulga? Pero hay mas. La costumbre que lo da á conocer y le imprime el 
carácter de ley, no supone en realidad la libre aquiescencia de los pueblos 
q«e se gobiernan por ella. En la república de las naciones kay una aristo* 
cracia de graiides potencias, quie e» en la quiO d^ hecho reside exclusiva»> 
mente la autoridad legislativa : el juicio de los Estados débiles ni se 
consulla ni se respeta. Lo peor es que las versiones del código internacio- 
nal autorizadas por los diferentes miembros de esa aristocracia de Estados, 
son á veces contradictorias ; jiay p«Btos cafüales en qae sieade opueslo» 
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6. 



Las naciones modernas de Europa han. reconocido él Dere- 
cho de gentes como una parte de la jurisprudencia patria. 
« Por aquellos estatutos (dice Sir W. Blackstone), que se han 
hecho de tiempo en tiempo en Inglaterra para reforzar eáta 
ley universal y facilitar su ejecución, no se han introducido 
reglas nuevas, sino solo se han declarado y explicado las an- 
tiguas constituciones fundamentales del reino, que sin ellas de- 
jaría de ser un miemhro de la sociedad civilizada. »'E1 canciller 
Talbot declaró que el Derecho de gentes en toda su extensión 
era una parte de las leyes británicas. Los tribunales de los 
Estados de la ^Federación Americana han expresado una doc- 
trina semejante. 

La legislación de un Estado no puede alterar él Derecho de 
gentes, de manera que las alteraciones obliguen á los subdi- 
tos de otros Estados ; y las reglas establecidas por la razón ó 
por el consentiraiiento mutuo, son las únicas que sirven, no 
solo para el ajuste de las diferencias entre soberanos, sino 
también para la administración de justicia de cada Estado en 
todas aquellas materias que no están sujetas a la legii^lacion 
doméstica. 



7. . 

Tío hay un código en que estén recopilados los preceptos, y 
prohibiciones del Derecho internacional, áea natural,,. sea ins- 
tituido ; lo que produce incertidumbres y dudas, que los Es- 
tados poderosos no dejan nunca de interpretar á su favor. A 
falta de este código se recurre ordinariamente á las obras de 
los autores mas acreditados de jurisprudencia internacional, 
como son Grocio, Wicquefort, Puffendorf, Barbeyrac, Byn- 
kersckofik, Burlamaqui., Wolño, Valin, Vattel, Emerigoi^, 
Azuni, Pothier, Martens, Pardessus y otros. En algunos pun- 
tos no es uniforme su doctrina.; pero donde los prihcypales 

los intereses de los Eslados poderosos es opuesta su jurisprudencia; y en 
que por consiguiente las naciones que carecen de voto deliberaliyo para el 
arreglo de los nepnos covujmi, mo «sabea 41 qué «tenevie. 
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escritores están de acuerdo, hay una fortísima presunción á 
favor de la solidez de sus máximas, y ninguna potencia civi- 
lizada se atreverá á despreciarlas, si no tiene la arrogancia de 
sobreponerse al juicio del género humano ; de lo que á la ver- 
dad no han faltado ejemplos en los últimos siglos y en la parte 
mas culta de Europa. 

Vattel es el escritor mas elegante y popular de esta ciencia, 
y su autoridad se ha mirado tiempo há como la primera de 
todas. Su obra ha sido citada con respeto en los juzgados de 
almirantazgo, donde se ventilan causas que conciernen á esta 
clase de jurisprudencia, en los debates de las asambleas le- 
gislativas y en las negociaciones diplomáticas. Pero « Vattel 
(dice un autor moderno) carece de precisión filosófica. Sus 
discusiones son á menudo vagas y á veces fastidiosamente 
difusas. Después de todo, no hay obra alguna que dé nociones 
exactas del Derecho de gentes natural é instituido, y cuyas 
máximas se hallen suficientemente apoyadas en argumentos, 
autoridades y ejemplos. De la edad de Grocio á la nuestra ha 
crecido considerablemente el código de la guen'a ; sus leyes 
se han fijado con exactitud y se han mitigado en gran parte. 
La captura marítima y las obligaciones y privilegios de los 
neutrales han llegado á ser asuntos de la mas elevada impor- 
tancia. Ocurrimos, pues, ahora, como á fuentes mas seguras 
y auténticas, á las decisiones de los almirantazgos y demás tri- 
bunales que administran justicia en casos de Derecho de 
gentes, y á las ordenanzas y reglamentos que han publicado 
algunas potencias para la dirección de sus juzgados y para no- 
ticia de las naciones extranjeras (1). » Los tratados entre dos 
ó mas naciones pueden rara vez citarse como pruebas del De- 
recho natural de gentes, á no ser que en .ellos se propongan 
los contratantes interpretar y registrar las obligaciones natu- 
rales, y en este caso no solo suministran una autoridad res- 
petable, sino una verdadera norma de derecho, á que deben 
conformarse en su conducta con los' demás Estados. Ademas, 
cuando en gran número de convenciones se estipula sobre 
algún punto una regla uniforme, tenemos fundamento para 



(I) Kent. Commentarits on American Law^ P. I, lect. 1. 
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inferir que es dictada á todos por la razón, á lo menos según las 
circunstancias en que se halla entonces el mundo politice (1). 
Consideraremos á las naciones primeramente en el estado 
de paz ; después en el de guerra ; y daremos al fin una breve 
idea de los medios de comunicación entre los soberanos ó del 
Derecho diplomático. 

(1) Wheaton. Elements of international Lato. P. I, ch. 1, J 14. 
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CAPITULO r. 

o» LA NACIÓN T EL SOBttRA'NO, 

9. Nacicm é> Estada. — 9^^ Igualdad, iiKJépendeiircia y sobe^tm^ áe ítié iM- 
Clones^ — ^ 3. Soberanía originaria, actual y tJtalar. — 4. Inmanente y 
transeúnte. — 5. Personalidad de las naciones. -- 6. Derecho de un Estado 
al reconocimiento de los oíros. — t. Derechos que se derivan de ía iri- 
depetidencia y sOiboraiit& do l4ís naciboes. -^ 8« ^ei^petuidad d» las na- 
ciones. 



Nación 6 Estado es ona sodedad' dé hombres que tiene por 
objeto la conservación y felicidad de los asociados; que ée go- 
bierna por leyes positivas emanadas de ella misma, y es dueña 
de una porción de territorio. 

Siendo los hombres naturalmente iguales, lo son también 
los agregados.de hombres que componen la sociedad uni- 
versal. La República mas débil goza de los mismos derechos y 
está sujeta á las mismas obligaciones que el imperio mas po- 
deroso (1).. 

(i) Véase la nota de la pág. 18. Nociones preliminares. 
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Como una nación rara vez puede hacer algo por sí misma, 
esto es, obrando en masa los individuos que la componen, es 
necesario que exista en ella una persona ó reunión de perso- 
nas encargada de administrar los intereses de la comunidad, y 
de representarla ante las naciones extranjeras. Esta persona ó 
reunión de personas es el soberano. La independencia de la 
nación consiste en no recibir leyes de otra, y su soberanía en 
la existencia de una autoridad suprema que la dirige y repre- 
senta. 

3. 

El poder y autoridad de la soberanía se derivan de la na- 
ción, si no por una institución positiva, á lo menos por su tácito 
reconocimiento y su obediencia. La nación puede trasferirla de 
una mano' á otra, alterar su forma, constituirla á su arbitrio. 
Ella es pues originariamente el soberano* Pero lo mas común 
es dar este nombre al jefe ó cuerpo, que independiente de 
cualquiera otra persona ó corporación, sino es de la comur 
nidad entera, regula el ejercicio de todas las autoridades cons- 
tituidas, y da leyes á todos los ciudadanos, esto es, á todos los 
miembros de la asociación. De aquí se sigue que el poder 
legislativo es actual y esencialmente el soberano. 

El poder legislativo, el poder que ejerce actualmente la so- 
beranía suele estar constituido de varios modos : en una per- 
sona, como en las monarquías absolutas ; en un senado de no- 
bles^ ó de propietarios, como en las aristocracias; en una ó 
mas cámaras, de las cuales una á lo menos es de diputados 
del pueblo, como en las democracias puras ó mistas ; en una 
asamblea compuesta de todos los ciudadanos que tienen de- 
recho de sufragio, como en las Repúblicas antiguas; en el 
principe y en una ó mas cámaras, como en las monarquías 
constitucionales que, según el número y composición de las 
cámaras, pueden participar de la aristocracia, de la demo- 
cracia, ó de ambas. 

En algunas monarquías constitucionales se supone que la 
sanción real es lo que da el vigor y fuerza de leyes á los 
acuerdos de las asambleas legislativas : esta es una fíccion 
legal ; el príncipe tiene en ellas el título^ aunque no el poder, 
de soberano. 
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4. 



La parte de la soberanía á que se debe atender principal- 
mente en el Derecho internacional es aquella que representa 
á la nación en el exterior, ó en que reside la facultad de con- 
tratar á su nombre con las naciones extranjeras. Los tratados 
son leyes que obligan á los subditos de cada uno de los sobe- 
ranos contratantes; pero la autoridad que hace esta especie 
de leyes, y la autoridad de que proceden las leyes relativas á 
1» administración interna, pueden no ser exactamente una 
misma. En las monarquías absolutas lo son; en las monar- 
quías constitucionales y en las Repúblicas suelen ser diferen- 
tes. Así en Inglaterra el príncipe, que concurre con los Pares 
y los Comunes en la formación de las leyes internas, dirige 
por sí solo las relaciones exteriores, y contrata de Unitivamente 
con las potencias extranjeras. Adoptando el lenguaje de algu- 
nos publicistas, se puede llamar soberanía inmanente la que 
regula los negocios domésticos, y transeúnte la que representa 
á la naeion en su correspondencia con los otros Estados (1), 

Es importante determinar á punto fijo cuál es la persona 
ó cuerpo en que reside esta segunda especie de soberanía se- 
gún la constitución del Estado, porque los pactos celebrados 
con cualquiera otra autoridad serian nulos. 

Importa ademas que los actos de esta soberanía no salgan 
de la esfera de las facultades que la están señaladas por la 
constitución^ porque todo contrato en que los excediese, ado- 
lecería también de nulidad. 

Sin embargo, es preciso observar que la constitución de un 
Estado no es una cosa fíja é inmutable, sino que experimenta 
(como lo acredita la historia de casi todos los pueblos) ya vai- 
venes violentos que la arrastran de un extremo á otro, ya alte- 
raciones lentas y progresivas que la hacen tomar diferentes 
formas con el trascurso del tiempo ; de manera que seria mu- 
chas veces dificultoso á las naciones determinar cuál es en 
cada una de ellas el drgano legítimo de representación externa 
y hasta dónde se extienden sus poderos, según las leyes vi- 

(1) Heinecc, De Jure Nat. et Geni. Lib. IL cap. 7, | 135. 



gentes; y así la mejor regla á que los Estados extranjeros 
pueden atenerse en esta materia, es la posesión aparente de la 
autoridad con quien tratan, y la aquiescencia de la nación á sus 

9CU>S, 

La cualidad esencial que hace á la nación un verdadero 
cuerpo politice, una persona que se entiende directamente con 
otras de la misma especie bajo la autoridad del Derecho de 
gentes, es la facultad de gobernarse á sí misma, que la consti- 
tuye independiente y soberana. Bajo este aspecto no es menos 
esencial la soberanía transeúnte que la inmamente ; si una na- 
ción careciese de aquella, no gozaría de verdadera personalidad 
en el Derecho de gentes. 

Toda nación, pues, que se gobierna á sí misma, bajo cual- 
quiera forma que sea, y tiene la facultad de comunicar directa- 
mente con las otras, es á los ojos de estas un Estado inde- 
pendiente y soberano. Deben contarse en el número de tales 
aun los Estados que se hallan ligados á otro mas poderoso por 
una aHanza desigual en que se da al poderoso mas honor en 
cambio de los socorros que este presta al mas débil; los que 
pagan tributo á otro Estado; los feudatarios, que reconocen 
ciertas obligaciones de servicio, fidelidad y obsequio á un se- 
ñor; y los federados, que han constituido una autorídiad común 
permanente para la administración de ciertos intereses ; siem- 
pre, que por el pacto de alianza, tributo, federación ó feudo, 
no hayan renunciado la facultad de dirigir sus negocios inter- 
nos, y la de entenderse directamente con las naciones extran- 
jeras. Los Estados de la Union americana han renunciado esta 
ulthna facultad, y por tanto, aunque independientes y sobera- 
nos bajo otros aspectos, no lo son en el Derecho de gentes. 

Dos ó mas Estados pueden ser regidos accidentalmente por 
un mismo príncipe, como lo hemos visto en la Gran Bretaña y 
el HanQver. Cuando por la uniformidad de la ley de sucesión 
están inseparablemente unidos, como el Austria, la Bohemia, 
la Hungría y el reino Lombardo-Véneto, su independencia 
recíproca desaparece respecto de las naciones extranjeras (1); 

(1) Wheaton't EkmmU^, P. I, ch'. % J 6. 
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6. 

La indepeaviisnciaiy seiierani» de mw nacioit e«^á k>sojo6 ^ 
las otiFa& un heeho, j áe este hechO' nace naiiiralniente eb dero^ 
choi de comanieas con días sobre el pié de' igualdad y de biMmp 
covrespendeneia.. Sá se present» pues un* Estadb) nuevo por Iw 
colonización de un pais recién desculMertos é' pev la desmen^-- 
bracion de unE^ado antiguo, á los demae Estados solo toeff 
averiguar si lai nueva asociacioa e^ independienf«F da hechoy 
y ha ealableeidei ana autoridad que dirija á su& miembrosr, 
les repreaente,. y se haga en cierto modo responsable de sw 
conducta al universo^. Y si es así, no pueden justamentie déjjar 
de reconocerla,, como un miembro de la sociedad de lai3 no-^ 
cionei^v. 

En el caso de separarse violentamente de ana antigua na«- 
cion y constituirse en Estados independientes una ó mas á& 
las provinciae de que estaba aquella compuesta, se ha preten- 
dido que las otras naciones estaban obligadas á respetar Ibd- 
derechos de la primera, mirando á las provincias separadas' 
como rebeldes y negándose á tratar con ellas. Mientras dura 
la contienda entre los dos partidos, no hay duda- que una na- 
ción extraña puede abrazar la causa de la metrópoli contra las 
provincias, si lo cree justo y conveniente, asi como la de lae 
provincias contra la metrópoli en el caso contrario. Pero un»^ 
vez que el nuevo Estado ó Estados se hallan en posesión dW 
poder, no hay ningún principio que proliiba á los otros reeono»^ 
cerlos por tales, porque en esto no hacen mas que reconocer* 
un hecho y mantenerse neutrales en una controversia ajena. 
Las Provincias Unidas de los Países Bajos habían sacudido e 
yugo de la España antes de espirar el siglo XVI, pero la Es- 
paña no renunció sus derechos oo^re elfos- hasta la paz de 
Westlalia en 1648; y las otras naciones no aguardaron esta re- 
nuncia para establecer relaciones directas y aun aliane?aB inti«- 
mas con aquel nuevo Estado» Lo miemo sucedió en el intef^ 
valo entre 1640, en que el Portugal se declaró independiente 
de la España^ y en 1668 en que la España reconoció esta inde^ 
pendencia. 

Pero seneiante conductor de paple de las olni& naeionee, n» 
solo esi ücijba sino necesaria, porqms^ jtemo^ ¿aqpttso Mr. PianitiMiy 
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en su nota de 25 de Marzo de 1825 al Sr. Rios, ministro espa- 
ñol en la corte de Londres, justificando el reconocimiento de 
los nuevos Estados americanos por la Gran Bretaña, « toda 
nación es responsable de su conducta á las otras, esto es, se 
halla ligada al cumplimiento de los deberes que la naturaleza 
ha prescrito á los pueblos en su comercio reciproco, y al re- 
sarcimiento de cualquiera injuria cometida por sus ciudada- 
nos ó subditos. Pero la metrópoli no puede ser ya responsable 
de actos, que no tiene medio alguno de dirigir ni reprimir. 
Resta, pues, ó que los habitantes de los países cuya inde- 
pendencia se halla establecida de hecho no sean responsa- 
bles á las otras naciones de su conducta, ó que en el caso de 
injuriarlas, sean tratados como bandidos y piratas. La primera 
de estas alternativas es absurda, y la segunda demasiado 
monstruosa para que pueda aplicarse á una porción considera- 
ble del género humano por un espacio indefinido de tiempo. 
No queda por consiguiente otro partido que el de reconocer la 
existencia de las nuevas naciones, y extender á ellas de este 
modo la esfera de las obligaciones y derechos que los pueblos 
civilizados deben respetar mutuamente y pueden reclamar unos 
de otros. » 

Al ejemplo de la restauración de los Borbones al trono fran- 
cés después de una lai*ga serie de años y de revoluciones, 
ejemplo alegado por el ministro español en prueba del inex- 
tinguible derecho de los soberanos legitimes, contestó victo- 
riosamente Mr. Canning, que todas las potencias europeas, y 
España una de las primeras, habian reconocido los varios go- 
biernos que, expelida la dinastía borbónica, dominaron la Fran- 
cia por mas de veinte años; y no solamente los habian recono- 
cido, sino contraído aUanzas con todos ellos y especialmente 
con el de Bonaparte; contra quien, si se coligó toda Europa, 
no lo había hecho por un. principio de respeto á los derechos 
de la antigua familia, sino alarmada por la insaciable ambi- 
ción de aquel conquistador. La Inglaterra abrió negociaciones 
en 1796 y 97 con el Directorio ; hizo la paz en 1801 con el 
Consulado ; la hubiera hecho en 1806 con el Imperio, si hubie- 
sen podido ajustarse los términos ; y si desde 1808 hasta 1814 
no quiso dar oídos á las indicaciones pacificas de la Francia, 
procedió asi por coiísideraá^ion á la España sola, con quien el 
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Emperador pertinazmente rehusaba tratar. Mr. Canning añade 
que aun en 1814 la Gran Bretaña no distaba de una paz con 
Bonaparte sobre bases razonables ; y que, aun excluido Bona- 
parte, fué materia de discussion entre los aliados si conven- 
dría colocar en el trono francés un principe de la familia de 
Borbon. • ' . 



7. 



De la independencia y soberanía de las naciones^ se sigue 
que á ninguna de ellas es permitido dictar á otra la forma de 
gobierno, la religión, ó la administración que esta deba adop- 
tar ; ni llamarla á cuenta por lo que pasa entre los ciudadanos 
de esta, ó entre el gobierno y los subditos. La intervención de 
la Rusia, Prusia y Austria en los negocios internos de la Polo- 
nia, y el derecho que á consecuencia se arrogaron de desmem- 
brarla y de extinguir por fin su existencia política, se miró ge- 
neralmente como un escandaloso abuso de la fuerza. Durante 
el curso de la revolución francesa ocurrieron varios ejemplos 
de esta violación del derecho que tienen las naciones indepen- 
dientes para constituirse como mejor les parezca. Tal fué la 
invasión de la Francia por las armas prusianas en 1792, y la 
hostilidad declarada por la "Francia en las épocas subsiguientes ' 
de su revolución contra los Estados monárquicos. Tal fué tam- 
bién la invasión de Ñapóles por el Austria en 1821, y la de.Es- 
paña por la Francia en 1823 bajo pretexto de sufocar un espí- 
ritu peligroso de innovaciones políticas. La opinión pública se 
ha declarado contra esta especie de intervención como inicua y 
atentatoria. 

No Uay duda que cada nación tiene derecho para proveer á 
su propia conservación y tomar medidas de seguridad contra 
cualquier peligro. Pero este debe ser grande, manifiesto ó 
inminente para que nos sea lícito exigir por la fuerza que otro 
Estado altere sus instituciones á beneficio nuestro. En este 
sentido decia la Gran Bretaña á las cortes de Europa en 1821 
(con ocasión de las medidas anunciadas por la llamada Santa 
Alianza contra las nuevas instituciones de España^ Portugal y 
Ñapóles, y de los principios generales que se trataba de fijar 
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para la conducta futura de los aliados en iguales casos), c que 
ningún gobiei*no estaba mas dispuesto que el británico á sos- 
tener el derecho de cualquier Estado á ij2íerveMh\ cuando su 
seguridad inmediata ó sus intereses esenciales se hallaban se- 
riamente comprometidos por los actos domésticos de otros 
Estados ; pero que el uso de este derecho solo podia justüi- 
carse por la mas absoluta necesidad, y debia reglarse y limi- 
tarse por ella ; que de consiguiente no era posible aplicarlo 
general é indistintamente á todos los movimientos revolucio- 
narios ; que este derecho era una excepción á los principios 
generales, y por tanto solo podia nacer de las circunstancias 
del caso ; y que era peligrosísimo convertir la excepción en 
regla, é incorporarla como tal en las instituciones del Derecho 
de gentes. » a Los principios que sirven de base á esa regla » 
decia la Gran Bretaña « sancionarían una intervención dema- 
siado frecuente y extensa en los negocios interiores de los 
otros Estados : las cortes aliadas no pueden apoyar en los 
pactos existentes una facultad tan extraordinaria ; y tampoco 
podrían atribuírsela á virtud de algún nuevo concierto dijtlo- 
mático entre ellas, sin arrogarse una supremacía inconciliable 
con los derechos de soberanía de los demás Estados y con el 
interés general, y sin erigir un sistema federativo opresor, 
que sobre ser ineficaz en su objeto, traería los mas graves 
inconvenientes (1). » 

Por consiguiente, la limitación, de las facultades del prín- 
cipe, los dei'echos de la familia reinante, y el orden de suce- 
sión á la corona en los Estados monárquicos, son puntos que 
cada nación puede estatlecer y arreglar cómo y cuándo lo 
tenga por conveniente, sin que las otras puedan por eso re- 
convenirla justamente, ni emplear otros medios que los de la 
persuasión y consejo, y aun esos con circunspección y res- 
peto. Si una nación pone trabas al poder del monarca* si le 
depone, si le trata como delincuente, expeliéndole de su ter- 
ritorio ó condenándole tal vez al último suplicio ; si excluye de 
la suce&icn un individuo, una rama ó toda la famiUa reinante ; 
las potencias extranjeras no tienen para qué mezclarse en ello.» 
y deben mirar estos actos como los de una autoridad indepen- 
da CMCMfar é0 Lard Cattlireogk de i9 de ¿«mtd de ta» ék» Córfm'de 
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¿Rente <itt© jwzga y o4[»*a«n materias <le jsu eompetencía priva*- 
tiva. Es ci^to ípie la nación que ejecutase tales aotos sin muy 
graves y calificados motivos, obraría del modo mas criminal y 
desatentado ; pero después de todo, si yerra, i nadie es res- 
ponsable de «US operaciones, en tanto que no infrinige los de- 
rechos pwfectos de los otros Estados, como no los infringe 
en 'esta materia, pues no es de suponer que conservando em 
independencia y soberanía; haya renunciado la facultad de 
constituirse y arreglíar sus negocios domésticos del modo qua 
mejor le parezea. 

La Francia ha ejercido recientemente estos actos de sobe- 
ranía nacional en la revolución que derribó la rama primogé-^ 
nita de Borbon, y elevó en su lugar la de Orleans. Las grandes 
potencias continentales, después de haber estado algún tiempo 
en expectativa, han reconocido solemnemente la nueva di- 
nastía. 

Supongamos que dos principes se hubiesen obligado á man- 
tenerse el uno al otro en posesión del trono ; este pacto se 
aplicaría á los caeos en que una tercera pote ncia quisiese tur- 
bar á cualquiera de los contratantes en la posesión del trono ;. 
pero seria monstruoso considerarlo como una liga personal 
de estos contra los respectivos pueblos. El título de propiedad 
patrimonial que se atribuyen algunos príncipes sobre sus Es- 
tados, se mira en el día por Los mas célebres publieistas como 
una quimera : -el patinmonio privado es para el bien de sw 
dueño ; pero la institución de la sociedad civil no ha tenido 
por objeto el bien del príneipe, sino el de los asociados. 

De lo dicho se sigue 1**, que en los casos de sucesión dispu- 
tada, la nación es el juez natural entre los contendiesnles ; y 
2*, que la renuncia qu^ hace un miembro de ia familia reinante 
de sus derechos á la corona por sí y sus descendientes, no '©s 
válida en cuanto á los últimos, si la nación no la confirma. Los- 
que son llamados «i trono por una ley fundamental que deter- 
mina el orden de sucesión, reciben este derecho, no -de sus an- 
tepasados, sino déla nación inmediatamente. Por eso se creyó 
aecesario en España que las renuncias de las infantas Ana y 
María Teresa de Austria, casadas ^on Luis XIII y Luis XIV 
de Francia, recibiesen la forma de leyes acordadas e» 
cortes, y efectivamente se les dio esta íovws. en las de Madrid 
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« 

de 1618 y 1662 ; con lo que fueron legalmente excluidas de la 
sucesión á la corona de España los descendientes de aquellas 
princesas. 

Sigúese también de lo dicho, que cuando un soberano cede 
á otro una provincia ó distrito, por pequeño que sea, el titulo 
del cesionario puede solo nacer del asenso de la parte que se 
supone cedida, la cual por su separación del todo á que per- 
tenecía, adquiere una existencia nacional independiente. Le es 
lícito, pues, resistir á la nueva incorporación, si la cree con- 
traria á la justicia y á su interés propio. Lo que se llama cesión 
en este caso es una simple renuncia. 



Finalmente, una nación, cualesquiera alteraciones que ex- 
perimente en la organización de sus poderes supremos y en 
la sucesión de sus príncipes, permanece siempre una misma 
persona moral ; no pierde ninguno de sus derechos ; sus obli- 
gaciones de todas clases respecto de las otras naciones no se 
menoscaban ni debilitan. El cuerpo político subsiste el mismo 
que era, aunque se presente bajo otra forma, ó tenga diferente 
órgano de comunicación. 

Los príncipes restaurados han querido á veces excusarse de 
cumplir las obhgaciones contraidas por los gobiernos que les 
han precedido, calificándolos de usurpadores, y como tales, 
incapaces de ligar á la nación con sus actos. Pero esta excep- 
ción es inadmisible. La Francia, durante la Restauración, la 
opuso largo tiempo á los Estados Unidos de América, que re- 
damaban cuantiosas indemnizaciones de propiedades ameri- 
canas ilegítimamente confiscadas en la época precedente; pero 
tuvo por fin que abandonarla. « ¿Debemos nosotros (decia el 
duque de BrogHe, ministro de negocios extranjeros, á la Cá- 
mara de Diputados en la sesión de 31 de Marzo de 1834), ¿de- 
bemos nosotros, como lo habia hecho el gobierRO de la res- 
tauración , ó mas bien, como habia intentado tímidamente 
hacerlo, alegar la irresponsabíHdad de un nuevo gobierno por 
los procedimientos del antiguo? Un efugio tan vergonzoso era 
indigno de nosotros. » 
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Tal es el principio general : bien que sujeto á limitaciones 
que indicaremos mas adelante (1). 

Aun cuando un Estado se divide en dos ó mas, ni sus dere* 
chos, ni sus obligaciones padecen detrimento, y deben gozarse 
6 cumplirse de consuno, 6 repartirse entre los nuevos Estados 
de común acuerdo (2). Bynkerschoek censura la conducta de 
la Inglaten*a que rehusaba á la Holanda la libertad de pesca, 
pactada entre Henrique III de Inglaterra y Felipe archiduque 
de Austria, alegando que el pacto se habia celebrado con el 
archiduque, no con los Estados, generales. Él acusa también 
de mala fe á la Dinamarca, que no quiso guardar á aquellos 
Estados el pacto de Espira, ajustado con el Emperador Carlos Y 
á favor de los belgas (8). 

Cuando un Estado es totalmente absorbido ó conquistado 
por otro, los derechos y obligaciones de ambos respecto de 
las naciones extranjeras subsisten íntegros en el nuevo Estado, 
compuesto de los dos. Y si un Estado es parcialmente subyu- 
gado por otro, conserva su existencia y su identidad, y por 
tanto sus derechos y obligaciones anteriores (4). 



CAPITULO II. 

DE LOS BIENES DE LAS NACIONES. 

1. Bienes de la nación. — 2. Tíuilos. — 3. Requisilos que legilimaa la 
apropiación. — 4. Cuestión relativa á la alia. mar. — 5. De algunos 
titalos en particular : Ocupación. — 6. Prescripción — 7. Restos de la 
comunión primitiva. 

Los bienes de la nación son de varias especies. Los unos 
pertenecen á individuos ó á comunidades particulares (como 

(1) P. I. c. 9. 3. 

(í) Rutherforth. ituttit, of Natural Lato, II. ch. 10, § 14. Wliealiion. 
Elements of Internat Law, P. I, ch. 2, i 16, 17, etc. 

(3) Quasitiones Jur. Pub. L. 11, c. 25, 1. Schmalz mira esta negativa 
de ia Dinamarca como justa y conforme ai Derecho consuetudinario Je 
Europa : Le Droit det Gens Européen. L. I, ch. 3. 

(4) WhMitoD. Elementi of internat. Law. P. I, w ch. 2, ¡ 16, 17, 18. 
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á.ciudade69.ntooastodoj$t(gi?diiHos)jy.4»eiUaB^ 
lares ; los otros á la comunidad» ootoe^i ¡^ ¡m Umama jfióbtimm. 
Div)den«e esto^ úliímoe »a IneMs comunas^ de Ja torntíHt <^yo 
uso.0g íQcUuitiatameBia de iodee .Uu^ <iiidÍMÍdiiáMi -de .aUü, omk) 
son ]a3 caU9firPlA;E^f no^ tago^^ canalaiu.y bim^^fe is c^ 
rom ó deM BepúMica^ Imísuíúos.ó «itáo dMUnadoft 4 di£í»i- 
rentéis ot^jeto» ^de sfirvtcio.púbUea, .\*s* ^ ÍQvii&amauos jf 
arsenales, ó pued^n.consi&tir^ eomo ips.bieaes de io» pAsticu*- 
lares, en tmTaa, casas, haciendas, boaqua^i^ minas, qna#e ad- 
ministran por cuanta dsl.Estado.^en.mu^bles; nn iv^dami .y 
aceiones. 

2. 

Los títulos en que se funda la propiedad de la nación 6 son 
originarios ó accesorios ó derivativos, 'Lon primeros se reducen 
todos á la ocupación, sea que por ella nos apoderemos de co- 
sas que verdaderamente no pertenecían á nadie, como en la 
especie de ocupación que tiene con mas propiedad este nombre ; 
ó de cosas cuyos dueños han perdido -por un abandono pre- 
sunta el derecho que tenian sobre ellas, como en la prescrip- 
ción ; ó finalmente de cosas que por el derecho de la guerra 
pasan á la clase de res nullius y se hacen propiedad del ene- 
migo que las ocupa. Los títulos accesorios son los que tenemos 
al incremento ó producto de las &om»-míie&^nLS. Y los deriva- 
tivos no son mas que trasmisiones del derecho de los prime- 
ros ocupadores, que pasa de mano en mano por medio de ven- 
tas, cambios, donaciones, legados, Acjjudicacionds, «te. Todo 
derecho de propiedad supone consiguientemente una tw5upa- 
cion primitiva. 

.3. 

Las cosas fueron ledas úl {H^iftcipio ^onttinos. Apropiáitm^ 

selas los hombres por grados : primero las cosas muebles y los 
animales ; luego las tierras, los rios, bs Iag03. ¿Cuál es el lí- 
mite puesto á la propiedad porja naturaleza? ¿Cuáles las c»* 
ractéresoon que se distinguen tes cosas «fue el jCriador Retes- 
tinado para repartirse entre los hombres, de las que deben 
permanecei* para«iem|n:« eoJn «(MBuinioo psrá 



DE DEREQItt) ;inKBIIlf ACIOI^AL . 35 

Si toda propiedad supone, según hemos visto, una ocupación 
primitiva, es evidente que no son susceptibles de apropiarse 
las cosas que no pueden ocuparse, esto es, aprehenderse y 
guardarse para nuestro propio y exclusivo uso y goce. 
' {jFtenoila iSii6oeptibilidadde«er«o«9edaB bo es iH nfíKxyfe- 
qníaito que tegiJtiffiíe ia «propáacisfi tde.éas roosas, ó *la posesión 
fue itomaHios dia* sellas oon ánino lie ireservaiiaB á nuec^a uti- 
lidad excii^íiva. Porque si. uña ooea permaneciendo «oomi 
puede sarvirá todas. «in;.nMiia0fiainrse ai deterieranse, y «in 
fpie («ditto meiocal deilos luios embaraGeal nie fa» otros, y sí 
por lolaw partie, pena, que uaa «osa mes nada todss Ias ntilída- 
dfís (deique as oiypAz, «o es .Bceettario empiear en día mngtrm 
elaliKwacion ó beneficio.: no hay éuda que pertenece al paffvi- 
momo indivisible de la eepecie iiumana, y que no es permitído 
»arearia con el müo ée la ptsíipiedad. 

lL^ tierra, p(Mr ajeoiplo, fwuMJte oeuparee realmente, svpwBSto 
que. que podemos oercaria, gttanlnia,ideíenderla: la tierra no 
puede servir indistintamente al uso de todos-; sus productos 
son .limiUdisfi ; «n el estado de oomunion primitiva un Tssto 
distiito serifl lapénas sufeioile para 4sumÍBistfar*ó un cofto 
número de Emilias wul subcktenoia miserable : la tíemí, eo 
fiA,:iio acude txm abuadanles «squiliiios «ino pormedio «le una 
dispiMidiofia pT;^paraci(»i y culftiin^ de que nndie "se haría •cargo 
sin k espemnca de poseerla y dkfrulairkiá su arbüroJ La tierra 
M, puefi^ eonnesitemente a^pn^áadyk). 

Oapacidad de ocsupacáon ^raaíl, atiüdmd liraüsiia, de que ne 
fmedm m^rowedtatfse muehas á un tieaqpo/yque'se agitad 
«EOMnciba yorc^al iiso, y neeesidad de una induslria queme* 
iaee {sucosas y las adaple é ias JKoeBidfidéshiiiiiatias, tales 
son las circunstancias que las constituyen apropiables. Lapri- 
flieeaipor >si«sola)no'bastA-8ÍQ k -segonüa ó ia taneere.lja pri- 
mean baoe posiUela apvQpiacsiou yilas'Otnrs das ia liaeen'fegí- 

vGon re6pectí».áilas casas ifue^inealarrigttraaanieiite apro- 
piadas sirven ya al uso'AesalgiuiQa tadivíduus ó-pueMos, sería 
aafiaaniDifimii!e(|ttiaito3Bafi; q»a kapruptaeíou^ao'perfucftcase 
á'Mleüasra» átqaa aeihiclaBaaiai atHfspaaaalíi awiilo ^sim^ití^ 



36 PRiNapios 



4. 



Hemos visto que la tierra es apropiable. ¡Lo es igualmente* 
el mar ? Selden, Bynkerschoek y Chitty creen que si : Grocio, 
Puffendorf, Vattel, Barbeyí'ac y Azuni lo niegan. En primer 
lugar examinemos si es ó no capaz de ser ocupado realmente. 

Un estrecho de poca anchura, un golfo que comunica con el 
resto del mar por una angosta boca, pueden ser fácilmente 
guardados y defendidos por la nación ó naciones que señorean 
la costa. Esto mismo debe decirse de un gran mar interior, 
como el Caspio, el Euxinoy aun el Mediterráneo todo; pues no 
hay duda que si los Estados que lo circundan quisiesen apode- 
rarse de él de mancomún y excluir á las demás naciones, no 
tendrían mayor dificultad para hacerlo, que una tribu de indí- 
genas para reservar á su exclusivo uso un espacioso valle acce- 
sible por una sola garganta. 

La ocupación de un mar abierto, v. g. el Océano índico en- 
tre los trópifeos, seria mucho mas difícil aun para el Estado 
que fuese dueño de todas las tierras contiguas ; y la dificultad 
subiría muchos grados, si se tratase de una porción de mar, 
distante de todo establecimiento terrestre ; pero no seria de 
4odo punto insuperable pai^a una gran potencia marítima. Su 
posesión podría ser á veces turbada; mas no por eso dejaría de 
ser efectiva. Basta cierto grado de probabilidad de que tur- 
bándola nos exponemos á un mal grave, para constituir una 
posesión verdadera ; pues aun bajo el amparo de las institu- 
ciones civiles hay cosas cuya propiedad no tiene mejor ga- 
rantía. 

. En realidad, ni aun el dominio efectivo de todo el Océano es 
por naturaleza imposible; bien que para obtenerlo y conser- 
vanlo seria menester una pi^eponderancia marítima tan exor- 
bitante, y favorecida de circunstancias tan felices, como no es 
de creer se presente jamas en el mundo. 

Mas aun extendiendo esta capacidad de ocupación cuanto 
se quiera, no habrá razón para afirmar que « tanto el Océano 
como los otros mares pertenecen, á manera de las demás cosas 
apropiables, á los que sin valerse de medios ilícitos son Afls- 
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laníe poderosos para ocuparlos y asegurarlos (1), » porque; 
esta sola circunstancia no justificaría la apropiación. 

La utilidad del mar, en cuanto sirve para lá navegación, es 
ilimitada: millares de bajeles lo cruzan en diversos sentidos 
sin dañarse ni embarazarse entre si ; el mismo viento, dice 
Puffendorf, se necesitaría para impeler todas las escuadras del 
mundo, que para una sola nave ; y la superficie surcada pos 
ellas no quedaría mas áspera ni menos cómoda que antes. El 
mar, por otra parte, no lia venido á ser navegable por el tra* 
bajo ni por la industria de los hombres : en el mismo estada 
se halla ahora que al principio del mundo. Debemos, pues^ 
mirarlo, por lo que toca á la navegación, como destinado al usa 
común de los pueblos. 

Se dice, que la navegación de un pueblo perjudica real- 
mente á otro, ya quitándole una parte de las ganancias que* 
sacaría del comercio, si no tuviese rivales ; ya exponiendo á» 
peligro sus naves y sus costas, particularmente en tiempo de 
guerra. Parece, pues, justificada la apropiación de los mares, 
aun en cuanto navegables, por el menoscabo evidente de uti- 
lidad que el uso de unos pueblos ocasiona á otros (2). Pero de: 
este raciocinio se inferiría que el mas fuerte tiene siempre de-^ 
reeho para convertir en monopolio cualquiera utilidad común, 
por ilimitada, por inagotable que sea, y que si pudiésemos 
interceptar el aire y la luz, nos seria licito hacerlo para vender 
el goce de estos bienes á los demás hoíhbres; principio palpa- 
blemente monstruoso. Las naves y las costas de un puebla 
que fuese único dueño del mar, estarían mas seguras sin duda; 
pero las naves y las costas de los otros pueblos estarian mas 
expuestas á insultos ; y la equidad natural no nos autoriza 
para proveer á nuestra seguridad propia á expensas de la 
ajena. 

Como medio de seguridad basta el dominio de aquella pe- 
queñísima porción de mar adyacente, que no puede ser del 
todo libre, sin que este uso común nos incomode á cada paso, 
y que podemos apropiarnos, sin hacer inseguro el temtorio de 
los demás pueblos, y aun sin embarazar su navegación y co»- 
mercio. 

(1) Ohitty's Commercial Lato. Yol. I, chap. 4. 

(2) Chitty. ib. 



No debelaos^ pam^ cc«terla»^^viHiiajas<i»ttnr'iB W i op56 (y<>»> 
bido únicaomsto w la^fiíwzay ni 1» ge^oríáaé ' egeelMivar'qfae^nyi 
floitarikdlH.^dtoiiáio', entre' las fhrtod nsttQiwleis y Ifenlo» oi^as 
Huvmwlé^gttÍBiBit lar aiMPopiactont 

Se alisga también qmo ei amnieeeBftef á» eieFüa ' espéeie dé 
pyeparaem?; q«e latdiiQhistm>del arq^itocto n!a*rai'y del na^ve-i» 
gante es» lo «qt^ele ba hecho útil a* horobre (i) . Pero é las uHüm- 
(bidés qtie'iia p«rebto saca ^l mar por medio de lanavegaetiMiy 
nada contribuyen ld« arsenales y« los bunfues de ' olto pueblo : 
cada cual trabaja por su parte con la ñindada esperaiusa de que 
lareQompensa'de sus tereae no le será arrebaladfaii; y elv ser 
comunes leS'rnares^ léjo^dedBbitiitavteBta' esperanza, lé sirvede 
fundamento. No es estelo que sucedería, si fuesen^ comunes-la» 
tttrras : nadie po<Ma contar con el producto del campo qu#hu- 
biese arado y sembrado; los industriosos trabajariaa pararlos 
boi^zanes. Es verdad que mientras es libre la nav^picioii de 
lids mares, uit deseubiiraienibo en las artes de coBStruecioa, en 
la' náutica ó en la g<eo^aña, no apirovecha exclusivamenle á la 
nación- inrenilora'; pero ,eila reporta las prímeras Tentajas 1 7 
después que ha sido suñtcé^atemente premiaday es cwaido^ el 
nsrento útil en^ra en e4 patrimonio común de los pa«¿)k»s. Eaibd 
es el curso ordinario de las cosaís, y sin dispuifta, e^ qQe.pao^ 
dñee mayor suma de utilidad al género* humana; povoonsi*- 
guíente,' el mas jift&to.. 

No hay pue^ motivo* alguno <|ui^ legitime la apuopíiacioA «del 
Bfliar bajo el aspecto en. «pie ahora< lo consideramos. Ademas,, 
él: sirve yaá la navegaaien de casi todos los pueblas: este es 
un usQ que les pertenece, y de que no es lícito des^ojartosv 

Pero bajo o4aro aspecto el mar es. semejante á la tierra.. Hay 
muehas producciones marinas, que se hallan oircunseriUtsá 
ciertos parajes; porque asi como las tierras no dan todos unos 
mismos frutos, launfioco todds los» maiíes^ suminiifl^an. unos 
mismos productos. El coral, la» perlas, el ámbar, las ballenas, 
no se batían sino em linaiítadas porciones del Qeéaoo, que se 
empobrecen diariam^^ite y ai ñn^ se aigotoi. Las balieaas: £re»- 
cuentabanen otro tiempo ei golfo úqx Vizcaya ;::húif día m ae^ 
cesario perseguirlas hasta las costas de Groenlandia^ y de 

(1) Chitty. Commércial Law. Vol, I, chapt. 4. 
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áei mijt«rhor f^^hfis hmiet mm álñeih yméam ñraeileoscí su 

de-unoftmare» á afcpos. No sien*), pues imgotableg^, eg licito 
áí u» pii^i)to aproptetree los pai*aj«»- en qne m mec^ntímuí Mas 
esto se entiende sin despojar á. otros de un dereuhíK ardquir^o. 
Si dos ó mas naciones frecuentan lisav n^isoaa pe6qíaería,rno 
puedan 03ail«if seiiratiMBn^Mile^ y p«R qüeaágtina'de eHa»s€í la 
apropie, es, necQsarió tí cóií«eatímiento dé los demás partí- 

5. 

DdtenuÚMidos loe obj.et0s qye soa. capaces de apropiación, 
yew (juétérmiifoif; habíireímos de aqtffeH^s m«id©«i de adquirir 
en que el Derecho de geirtes tiene algo de peculiar que me- 
nwoa notorfta. N^&limitftueeaos en esta eapétulo á la oeupaeion 
de las tierras nuev^mentchdtesctrbterttfsí y á la ptesefípcionj re* 
g«r;^ando las accesiones territoriales para el que sigue, y la 
captaim bélica patít mrnháo- se- trate- de Id eioneemidatei: á la 
guerra. ^ J^J^J 

GuAisáo una nacioii. eacuefttra un pais inhabitado y sin- duafio, • ■ 

pmáé apoderarB^^'dfe él legitifiMHnetfte, y iinafveaqiiéliíai ma- 
nifestado hacerlo así, no es lícito alas otl*as despojarla de 
asia adquiísieioa*' Bl Mve^dor que haice viaja» de d^seubri^ 
iflfetitíe, euaMdo hallé í«la« ú(9ftl»a» tierras desiertas, tomapo- 
sesión dé ellas á nombre-de su soberano, y este título es ge- 
Tb&toAmesít^resfeMof.^i te- sMomfsaaa. wm p^isesiao real, Pero 
esto soló no bastíi': ün pueblo no tiene derecho par»* ocupar 
r^ioaes inaiensas q^e no es.ca^az de habitar y cultivar ;.por- 
cpie la natiflmieza,-dMÜlimida la tierna á la» neeesidadM á» los 
Kombre.s. en ¡general, soló faculta .á cada nacíoü para apropiarse 
i» parte qpa ha naBoeste^poy no. para impedir^ á lai»^ o4ra^ que 
Üagerar lo mmso á mx vea*. El Deroeho de geutei^' n© reconoce 
pues la propiedad y sobeJ?aniá de una nación sino sobre los 

países vacíos qué ha ocupado da haeib€>^'di»< que^ ii»' forjsoadc) 

■ ■' ■ • 
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establecimientos, y de que está usando actualmente. Cuando 
se encuentran regiones desiertas en que otms naciones han 
levantado de paso algún monumento para manifestar que toma- 
ban posesión de ellas, no se hace mas caso de esta vana cere- 
monia, que de la bula en que el papa Alejandro VI ortogó á 
los Reyes Católicos el dominio del Nuevo Mundo recientemente 
descubierto (1). 

(1) Vattel. L. I, ch. 18, § 207. 

Es preciso confosar que alganas potencias han llevado sus pretensiones, 
á tita1o.de descubridoras ó de primeras ocupantes, mas allá de los limites 
trazados en la doctrina anterior de Vattel. Ellas se han atribuido sobre 
vastas regiones del continente americano el derecho exclusivo de adquirir 
de los naturales el suelo, comprándolo ó conquistándolo : derecho que toda s 
^ han hecho valer á su vez, y deben reconocer mutuamente. De este pacto 
tácito resultan varías consecuencias importantes. 

la La- potencia descubridora ó ^primera ocupante, aun respetando la pose- 
sión de los indígenas, ejerce una especie de supremacía ó dominio directo, 
reconocido de las otras naciones ; de manera que á ella toca privativamente 
ajustar con los indígenas las controversias que pueden nacer del conflicto de 
derechos sobre el suelo : y si una tercera potencia turbase de cualquier 
modo esta especie de dominio directo, semejante acto se miraría como una 
•. agresión hostil, que podría repulsarse con las armas. 

A, 2.U- 2« En virtud de este dominio directo, la potencia descubridora ó primera 
*^'" ocupante, tiene la facultad de dar ó vender el suelo mientras se halla 

lodavía en poder de las tribus nativas : confiriendo á los compradores ó 
donatarios, no un titulo absoluto, sino sujeto, al derecho de posesión de 
estas tríbus. 

3» Las naciones pueden trasmitirse unas á otras este dominio directo 
por tratados. .Así lo hizo la Francia á la Gran Bretaña en el de Utcecht 
de 1713, cediéndole toda la Acadia ó Nueva Escocia, gran parte de la cual 
estaba en poder de las tríbus indígenas. Asi lo hicieron la Francia á la 
Gran Bretaña y la Gran Bretaña á la Francia en el tratado de 1763, esti- 
pulando que el deslinde de los territorios de las dos naciones en la Amé- 
rica Setentrional seria una linea que desde las fuentes del Misisipí corriese 
por medio de aquel rio y de los lagos de Maurepas y Pontchartrain hasta 
el mar. Por ese tratado cedió la Francia todo el paí» al Este, del Misisipí, 
aunque los indios ocupaban en él una vasta y preciosa porción, y la 
Gran Bretaña Cisdió por su parte todas sus pretensiones al país de Oeste, 
en que no poseía una pulgada de tierra. En el mismo sentido y jmr este 
mismo tratado cedió la Espaiia á la Gran Bretaña la Florida, y todas las 
tierras Sudeste de aquel río, mucha parte de las cuales estaban en posesión 
de los' indios. La Francia, cedió después la Luisíana á la España, y la 
España la retrocedió al cabo de algún tiempo á la Francia^ quo la vendió 
por fin á los Estados Unidos, aunque habitada de numerosas tribus de 
naturales, que vivían en salvaje independencia. De la misma especie han 
sillo las trasmisiones de dominio por la Gran Bretaña y la España á los 
Estados Unidos en aquel continente. 

4a El derecho que los indios pueden conferir á otros por venta, dona- 
ción ó cualquier otro título, no menoscaba de ningún modo el dominio 
directo de la nación descubridora, ó primera ocupante; y el efecto de 
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Se pregunta si una nación puede ocupar legítimamente al- 
guna parte de un vasto espacio de tierra, en que solo se en- 
cuentran tribus errantes, que por su escaso número no bastan 
á poblarlo. La vaga habitación de estas tribus no puede pasar 
por una verdadera y legítima posesión, ni por un uso justo y 
razonable, que los demás hombres estén obhgados á respetar. 
Las naciones de Europa, cuyo suelo rebosaba de habitantes, 
encontraron extendidas regiones, de que los indígenas no te- 
nían necesidad, ni hacían uso alguno sino de tarde en tarde. 
Érales, pues, lícito ocuparlas y fundar colonias, dejando á ellos 
lo necesario para su cómoda subsistencia. Si cada nación 
hubiese querido atribuirse desde su principio un territorio in- 
menso para vivir de la caza, la pesca y frutas silvestres, nues- 
tro globo no hubiera sido capaz de alimentarla centésima parte 
de los habitantes que hoy lo pueblan. 

. Las tribus pastorales que viven errantes dentro de ciertos 
límites sin haberse repartido la tierra entre sí, llevando de un 
paraje á otro sus movibles aduares, según sus necesidades y 
las de sus ganados, la poseen verdaderamente, y no pueden 
ser despojadas de ella sin injusticia (1). Pero hay alguna afini- 
dad entre este caso y el precedente, y seria difícil fijar los 
caracteres precisos que distinguen la posesión verdadera de la 
que no lo es, y el uso racional y justo del que tiene un carác- 
ter diverso (2). 

semejante titulo, por lo tocante á ía propiedad de la tierra, se rcdnce á 
incorporar al comprador ó donatario en la nación ó tribu que se lo ha 
conferido. ' (Véase el interesante discurso del juez Marshall en la Corte Su- 
prema de los Estados Uoidos ; Wheaton** Eeports, YIII, 543 y tig,) 

(1) Vallel. Liv. II, chap. 7, § 97. 

{%) La doctrina de Schmalz sobre este panto es algo diferente de la de 
Vaitel. « La propiedad de las tierras ne adquiere solo por el cultivo, por- 
que ella debe ser la recompensa del trabajo, no la presa de la fuerza. De 
aquí es que el mero acto de tomar posesión no da ni propiedad real ni 
derecho alguno que se extienda á mas de lo que dure la ocupación. Un 
Estado europeo no puede pues verdaderamente adquirir nada en las re- 
giones desiertas <le las otras partes del mundo, sino por los trabajos 
agrícolas de sus colonos que, rasgando con el arado terrenos incultos, 
avasallan de este modo la tierra á la soberanía de su madre patria; ¿Mas 
basta qué punto es permitido usar de este derecho contra los indígenas? 
Donde quiera que el cazador salvaje ó el pastor nómade lleva una vida 
errante, la tierra carece de dueño, y nada prohibe su cultivo al colono in- 
dustrioso. ¿ Á qué titulo se arrogarían las hordas nativas el dominio de 
un suelo, que no han querido marcar con el trabajo ? » {Droit det Gent 
Européen» L. IV, ch. 1.) - 
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Pmetawá k p w iWBt kptmn íí)l. Log • OTCtfitiorcs de DeveeiHxte 
f entes distinguat dos ospecsesí 1» maespion j lá'ppeseeipeiam 
{mipi«meiiteáiebiLLkiifnBei* es la adqitimeion de dómi»ies 
fimdteda en o&a lai^B posMíen^BO intemimpida ni dispatadati 
é se^tEif Wolfio, Is adquiBácáoo de ásunitúo fundada en laa 
sdmsácfno pmaumo. Difeendaee de la del Deneeh« k^omu» 
en que estft exi^e otur* pMseiBkm de oáMrto námevo de aíM, 
prefijada por las leyes, naiéntiSB que <eQ k del. Derecho ée 
gentes- ettiempo esindetermiiHiáo. 

La {Nresoffpsioii propiamaiita dicha es la extíustoa de un 
devecho fundada: ea ek largo intonralo de tiempo durante ed 
cual ha dejado de usarse^. ó^segiia la^defínicion da Wolño, la 
patuda de un derocho' en v»riud de un ooasmtímieiito prér 
sttnlo. 

La usaeapioB «s relativa á krpsrsieua que adquiere ; la ouaL, 
mediante ella, se ooBvisito en dueoo L^ítimo de lo que ha 
poseído iar^o tiempo : la preseripoion propiamente didiaes 
telativa á nn derecto quet^.pQr im>í haberse ejei*oido largo tiemr 
pío, se extingue. UsueapimM ai donÚAÍo : Loe dsjfechoa^ y 
accione» prescriben. 

Como la palabra usucapión es de uso raro es las lenguas 
modernas, sino es en el estilo del foro, se acostumbra emplear 
el \évxümo:preacripei(m todas las v^eces que no. hay necesidad 
d^ señalar particularmentela priiwera» especie. 

La prescripción es aun mas importante y necesaria, entre 
las nacioikes que entre los individuos;, oosoo que lasr desave- 
nencias de aquellas tienen resultados harto mas graves, acar- 
iieando muclias veces la guerra. Exigen la. paz y la dicha del 
género humano, aun mas iraperiosamente que en el cas© de 
los particulares, que no se turbe la posesión dé los soberanos 
,m¡QO con losr mas calificados motivos, y que después- de ciario 
Homero de años se minj^t^m»© justa y sagrada. Si ftiese pe**- 
mitido ra&trear siempre el orígien de la posesión, pocos dére^ 
ohos habri» qpse: no pudioson disputaMe; Se engañan puos los 

(1) Lo que sifué «e ha tomado principalmeoie 4e Vatttit Lr I^irG«|^ it. 
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que creen que la prescripción no tiene fundamento alguno en 
la justicia natural : ellos confunden el derecho, que incontes- 
tablemeate emana de la razón como necesario para la seguri- 
dad en el goce de los bienes, con las formas y requisitos' á*' que 
las leyes civiles han determinado sujetarlo. 

La prescripción puede ser mas ó menos larga^ que se' llamar 

ordí&aria^ y puede ser también inmemorial. A'queflá requiéri^ 

tres Gosas : la duración no interrumpida de cierto numero de 

. años ; la buena fe del poseedor ; y que el propietario se haya 

descuidado realmente en hacer valer su derecho. 

Por lo que toca al número de años, una Tez qué el Derecho 
convejQcional lo ha dejado por determinar, las circunstancias 
q}xe prestan motivo para presumir en el supuesto propietario 
de un antiguo derecho, un verdadero abandono, aunque no 
ppsitiv-amente expresado, harán tal vez mas fuerza que el mero 
trascurso del tiempo. Los ejemplares ocurridos podrán tara- 
bieii sei'vir de norma ; y sobre todo, á nadie debe de ser per- 
mitido recusar 1» regla que él mismo hay* adoptado en sus 
cojilroyersias con otros. 

Si el poseedor llega á descubrir que el verdadero propieta- 
x'io no es él sino otro, está obligado en conciencia á la restitu- 
ción de todo aquello en que la posesión le ' haya hecho mas 
rico. Pero no puede oponei'se la excepción de mala fe, aun 
contra la prescripción ordinaria, sino es en los casos de evi- 
dencia palpable : en los otros se supone siempre que la nación 
ka poseída de buena fe. 

En orden al descmdo de-l ppopietepi» eon «ecesanas tfwi 
eondicioaes ; 1^ que no haya habido ignorancia invencible de 
mk parte, ó de parte de aqueilos «de quieiae&s» áexwA su dei*e^ 
cho ; 2* que haya guardado silencio "jj^ qudio jrueda jueté- 
ficar este silencio con razones plausibles,, como la opresión ó 
el fundado temor de un msil grave. 

La prescripción inmemorial da al poseedor un título iocoii- 
ii»Míertible (1). 

(.1) Marteas {Précú. L. 11^ caj^ 4) opóaa que la prescripción no debe 
ser coosiderada coulo una Xuente del Derecho de gentes ; que por ella aá 
Smedea adquicirse deceoJi^s ni i^acderse: que ni el Uerecho universal la 
Mconoee, n¿ el positiiío la. ka. inuoducido ; qua á la vaodftd las j^oteaciáfi 
la logan <á <nanu4o«-.y «e $pB»Hm^é% sim efectos .hióanda ppotMtas ^asa 
la conservación de sus derechos, con lo que j^reiüfti sifoam.la^ AbUgafiion 
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Pero (1) los derechos de propiedad de que están revestidos 
tanto la nación en cuerpo como los individuos que la compo- 
nen, no han extinguido de todo punto en los demás individuos 
y pueblos la facultad de servirse de los objetos apropiados. 
Esta facultad, resto de la comunión primitiva, subsiste ó re- 
vive en dos casos : en el uno es el derecho de necesidad y en 
el otro el derecho de uso inocente. 

El primero es aquel que la necesidad sola nos da para ciertos 
actos que de otro modo serian ilícitos, y sin los cuales no po- 
demos cumplir una obligación indispensable, v. g. la de con- 
servarnos. Es preciso, pues, para que este derecho tenga ca- 
bida, que se verifiquen dos condiciones : es á saber, que Ik 
obligacioii sea verdaderamente indispensable, y que solo por 
el acto de que se trátanos sea posible cumplirla. Si, por ejem- 
plo, una nación carece absolutamente de víveres, puede obli- 
gar á sus vecinos* que los tienen sobrantes, á que le cedan 
una parte de los suyos por su justo precio, y aun arrebatárselos 
por fuerza, si rehusan vendérselos. Y no solo reside este de- 
recho en el cuerpo de la nación ó en el soberano, sino en los 
particulares. Los mainneros arrojados por una tempestad á 
una playa extranjera, lo tendrían para obtener á viva fuerza los 

de romper el silencio cnando se les usurpa lo qae no tienen ánimo de 
abandonar ; pero que su lenguaje sobre este punto ta sido muy vario y 
contradictorio; y que como ningún tratado ni costumbre ha fijado el tiempo 
necesario para la prescripción, nada se ganaría con admitirla en teoría. 

Estas razones no parecen concluyentes. 1° La ciencia y paciencia del 
dueño que no carece de libertad para reclamar sus derechos, es una prueba 
natural de que los abandona. 2o La prescripción es necesaria para la 
seguridad de las antiguas posesiones ; ¿ qué derecho habria seguro sí se 
permitiese rastrear su origen en la oscuridad de ios tiempo*? Lo que es 
indispensable para la tranquilidad de los propietarios y la paz del género 
buroano, es de Derecho universal. 3o El uso de las protestas es un recoiio- 
cimiento formal de la prescripción; de ellas se infiere legítimamente que 
el silencio dé un motivo fundado para presumir abandono ; y el lenguaje 
contradictorio de las potencias no prueba mas en esta materia que en 
muchísimas otras : nunca faltan al interés alegaciones especiosas para pa- 
liar la injusticia. 4» La indeterminación del tiempo es un inconveniente ; 
pero el Derecho universal es indeterminado y vago do suyo ; y mientras 
el Derecho positivo lo fija, la razón, atendiendo á las circunstancias de 
cada caso, lo interpreta y lo aplica. (Véase Wheaton. P. II, c. ♦, § 4.) 

(1) Yattel. liv. II, chap. 9. 
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medios indispensables de subsistencia, si se los rehusasen ios 
habitantes. 

Una necesidad igual de parte de la nación á quien se de- 
manda el socorro, invalida el derecho del demandante. 

El demandante queda obligado á satisfacer, cuando le sea 
posible, el justo precio del socorro obtenido de grado ó por 
fuerza. 

Utilidad ó uso inocente es el que no produce perjuicio ni 
incomodidad á los demás hombres y particularmente al dueño 
de la cosa útil. Derecho de utiüdad inocente es el que tenemos 
para que se nos conceda este uso. 

Este derecho no es perfecto, como lo es el de necesidad, 
pues al dueño de la cosa es á quien toca decidir si el uso que 
se pretende hacer de ella le ha de perjudicar ó no. Si otro que 
él se an'ogase la facultad de juzgar en esta materia y de obrar 
en consecuencia, el dueño de la cosa dejaría de serlo. Sin em.- 
bargo, cuando la inocencia del uso es absolutamente indubi- 
table^ la repulsa es una injuria, que autoriza á la nación ofen- 
dida para hacerse justicia apelando á las armas. 

Si por las leyes y la costumbre de un Estado se permiten 
generalmente ciertos actos á los extranjeros, como por ejem- 
plo, transitar libremente por el país, comprar ó vender cier- 
tas mercaderías, cazar ó pescar, no se puede excluir de este 
permiso á un pueblo particular sin hacerle injuria, porque 
eso seria negarle, lo que por el hecho de concederse indife- 
rentemente á todos, es aun en nuestro propio juicio una uti- 
lidad inocente. Para que una exclusión particular de esta es- 
pecie no se mirase como una injuria, seria necesario que se 
apoyase en algún motivo plausible, como el de una justa re- 
torsión ó el de la seguridad del Estado. 



«6 



mtmm'mmmrmmmmmmmmmtmmmmmti'mmmF^ 



CAPITULO IIL 



DEL TERRITORIO. 



1. Partes del territorio. — 2. Límites y accesiones territoriales. — 3. fn- 
VfolabHidtfA ^1 ferfÜeTM^. ^ 4. fiervi4«mbff«s. ^ iTréuáto por .agMB 
ajenas. 

i. 

JEÍ territorio de ima nación es toda aquella parte de la su- 
|;ierílcige deLgloho, de que ella es dueño, y á (jue se extiende 

»n &obemzúa« 

El territorio comprende, en primer lugar, el suelo que la 
nación habita, y de que dispone á su arbitrio para el uso de 
.ftUiS individuos ^y del Estado. 

En sesudo lugar, compréndelos ríos, lagos y mares in- 
teriores. Si- un río atraviesa diferentes naciones, cada una es 
dueño de la parte que baña sus tierras. Las ensenadas y pe- 
queños golfos de los rio§, Iñigos y mares qué limitan su suelo, 
le pertenecen igualmente. Los estrechos de poca anchura, 
como el de los Dardanelos, y los grandes golfos que, como el 
Delaware de "los Estados Unidos de América (1), comunican 
con el resto del mar j)or un canal angosto, pertenecen asi- 
mismo á la J3dción qujB posee bs tierras contiguas. 

El territorio comprenda, en tercer lugar^ los ríos, lagos y 
mares contiguos hasta cierta distancia. Parala determinación 
de esta distancia, por lo que toca á los rios, hé aquí las reglas 
que deben tenerse presentes : 

1» El pueblo que primero se ha establecido á la orilla de 
un rio de pequeña ó mediana anchura, se entiende haber ocu- 
pado toda aquella parte del rio, que limita su suelo, y su do- 
minio alcanza hasta la orilla opuesta; porque siendo tal el 
rio, que su uso no hubiera podido servir cómodamente á máí 

(1) Kent. CommenU P. I, leet. 3. 
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i»jm |M^lb^<Mi;j^80Í0Ei AikjdeBtafiiado .iiii$OBt*i^&y jpAia que 

v¡B& delirio, v«fg. >pttiiiiÍaiaAw4|¡pf^iQ& óitofpesca» 

8' &i «ale río ^#Qpiíra-(4Q» .«anioaa^^ jy .oinguna de .Im .áñs- 
fmáe probar pii«rtdifl ii^ imUíiiñawimki,M donútrnáím de 
ttoa Y 0^1^ asieieQ^aáe hasta el suMbe .deljio. 

guaís tiene el ámaimp d» JÍAJXiUiSiá.ú^ ei^^ 
la ribef» que oeüpo. 

5* NíAguna de e^teas* :«a^]a» áerbe siFevaieeeF,iiií i^ooten.los 
fmíos expreso^^ ni coatra.Iaia]^^ y pecifioa posesión qi«d uft 
Estado leoigA, ^ ejercer exclusÍYamente actos, de #ob^*anía 
9abr« teda laai^hura dalrie que.le sÍEvedeiUnúte (1). 

Esto mismo ee . apUca ,ó ioie .lacios. Asi, de .ia prioridad de 
ealabledmieato á la orüJa de un lago .p^queoo.ó medijGK^ra, 
8e>presume oeupaa^e» -f deminio, joaayoüsaiente «i iré ha .hec]K> 
uso de .sus agJUAs para ia navegaecion ó .la.y^aca ; y «i no ¡^agod» 
prolmrse prioridad de eatablecimieaU^, óai>elii«ig£> es de una 
grande exten^on» lo mas natural es eenoiderar á cada 'pueUo 
eomo ^éñúP de una.perte propor&ionada á la .longitud de k 
aridjia que ocupa; aubordtoándoseii^iodjO i3ase0^»&las. realas á 
la antigua y ,tran(|uila posesión y á Ijos .pactas. 

JSa <^uanto al mari;bé aqui jina reg^ que está ..generalmente 
admitida : cada naeion tiene derecho .para cojw»idei*ar como 
perteneciente á su4antitofiá> y.aiajeto á su ^uriisdiccion el. mar 
que.baña susi;costa(i,.baata. ciencia disitaneia, que se estinsí por 
aiai&ance deiüro áe camn^ óiuoa legua.marina (^). 

(1) Watlél. L. I', ch. «, §^te». 

(S) Aunque el Congreso d» lo8(fi«lisiidos UftMfl» éb Aüéhfltt tía rritrnaninHn 
«H» JwuúUciiNi idiiitovittiaíkyi jbí jrilwvHUdft .á .tonar eouQcimmlo do Ja» 
pfesas que se hiciesen á menor distancia de la costa, algunos ministros y 
jurisconsultos americaivos han sostenido que aquellos Estados podrian legw 
ttmoBWttle «Kiead^ fnMp«fÍDrtauA«*Uá ét\ liri) Aba»SMa,»kr9iia»Í0Mé» 
)a porción de aguas que corre ensm «ieitos ipromottioriQS .ai^o di»teMi4i»8 
túmwM. asibú Aam vy ««1 «nbo tl&od, eaire Jhmf rkot f la .4^ ta .ée ..lliQtiiAttiack, 
MüttOita y el a g iamagO y y ^«¡ata «i.iei^.-aiBf láe .Ia Fl«rifbk j el.lliiif^t 
flÍÉ«M. .^MMitenf .t|>. .1, i^ei^ 4^ «Wluat«n.iP. .1, c. 4, ti 70 JU >(¿mn ^c«- 

dferiMM sienta 4fm -em HMwaiWilrUfcias «e YeoNMo» ti dnwii» «teMH. 
la S li<ia mt ia,.«k Mas It^Mw a» lft«««aift. ^JMttt.di. iii,<^. ti, 4I «1^) &«pb 
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Ademas de las bahias, golfos, estrechos, comprendidos entre 
costas y promontorios que pertenecen al Estado, varías nacio- 
nes se han atribuido jurisdicción y dominio sobre ciertas por- 
ciones del mar, á titulo de posesión inmemorial. Tal era la 
soberanía de la República de Venecia sobre el Adriático. La 
supremacía que ha reclamado la Gran Bretaña sobre los es- 
trechos contiguos {tbe narrow seas) se ha reducido á exigir 
que se hagan en ellos ciertos honores al pabellón, los cuales 
se le han concedido ó rehusado según las circunstancias, y 
nunca han sido reconocidos por una aquiescencia general. 

Mientras las costas del Euxino fueron poseídas exclusiva- 
mente por la Turquía, se pudo mirar aquel mar como cerrado 
{mare clausum) , y la Puerta Otomana tuvo derecho para pro- 
hibir su navegación y la de los estrechos por donde comunica 
con el Mediterráneo ; pero después de las adquisiciones de la 
Rusig en aquellas costas, el imperio ruso y las démas potencias 
marítimas navegan libremente el Mar Negro, y sus naves mer- 
cantes pasan sin estorbo los Dardanelos y el Bosforo ; derecho 
que les fué expresamente reconocido en el tratado de Adriano- 
poli, celebrado en 1829 entre la Rusia y la Puerta. 

Los publicistas daneses alegan posesión inmemorial á favor 
de la supremacía de Dinamarca sobre la Sonda y los canales 
entre el Báltico y el Océano. En virtud de esta posesión, re-» 
conocida por varios tratados, cobra la Dinamarca un impuesto 
á las naves que transitan por aquellas aguas. Hay naciones 
privilegiadas que solo pagan los derechos que se fijaron en el 
tratado de 1645 entre Dinamarca y Holanda : las no privile- 
giadas se sujetan á una tarifa mas antigua sobre las merca- 
derías . especificadas en ella, y pagan uno y un cuarto por 
ciento sobre todos los otros artículos. 
El Báltico se ha considerado por las potencias marítimas de 

soberanía á mas distancia qae la de tres leguas marinas'y concedida por la 
costumbre. (L. IV, c. 1, y L. V, c. 2.) 

Las palabras á una Utiua marina de la cosía en el acta del Congreso, 
significan, según la interpretación de los jozgados americanos, á una legua 
marina desde la línea de bajamar, y no desde los arrecifes ó bancos, sepa- 
rados de la cosía. {EllioCs Diplomatie Code, Befer. n. 286 y 611.) Sir 
William Scott, en el caso de la Anna (RobinsonU BeporU. V, 385), mira 
como parte de la tierra los islotes, aunque desiertos, á la embocadura d 
los rios, y cree que deba contarse desde ellos el mar terriloríai. 
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6U& costas como un mar cerrado para otras nacionesi relativa* 
mente al derecho de la guerra, de manera que, mientras están 
en paz las potencias del Báltico, no es licito, según ellas, á 
ningún beligerante cometer hostilidades en sus aguas. La 
Inglaterra ha declarado que no reconoce semejante principio 

Alejandro, Emperador de Rusia, por elúkase de 4 (16, nuevo 
estilo) de Noviembre de 1821, se atribuyó el dominio exclu- 
sivo de toda la costa norueste de América, desde el estrecho 
de Behring hasta el grado 51 de latitud Norte, de las islas 
Aleutias sobre la costa oriental de Siberia, y de las islas. Kuriles 
desde el mismo estrecho hasta el cabo del Sur, en la isla de 
Ooroop, á los 45 grados y 31 minutos de latitud Norte; vedando 
á todas las demás naciones la navegación y pesca en las islas, 
golfos y puertos dentro de estos límites, y prohibiendo que 
las naves extranjeras se acercasen á los establecimientos rusos 
allí situados, á menor distancia que la de 100 millas italianas, 
so pena de confiscación de la carga. Alegaba la Rusia tres títu- 
los : el de descubrimiento, el de ocupación primitiva y el de 
paciñca y no disputada posesión por mas de medio siglo : aña- 
diendo que estas aguas formaban un verdadero mar cerrado, y 
que sin embargo sehmitaba á prohibir por aquella disposición el 
contrabando. Varias potencias reclamaron ; y por una conven- 
ción de 5 (17) de Abril con los Estados Unidos, se estipuló que 
serian libres la navegación y pesca en todos los puntos no 
ocupados ; que los Estados Unidos no formarían establecimien- 
tos sobre las costas' é islas adyacentes al Norte de los 54 gra- 
dos 40 minutos de latitud, ni la Rusia al Sur del mismo para- 
lelo ; y que no se baria comercio con los natui'ales, en licores, 
armas y municiones de guerra (1). 

Á la verdad, puede suceder que ciertas porciones del mar 
sean propiedad peculiar de ciertos Estados ; mas para desva- 
necer la presunción general á favor del uso común, seria me- 
nester que el que se atribuye este dominio exclusivo, estable- 
ciese sus títulos de un modo claro y satisfactorio, probando el 
reconocimiento expreso ó la aquiescencia de otras naciones, v. g. 
por pesquerías de que estas hayan sido excluidas; por el cobro 
de impuestos á que hayan estado sujetas ; por el largo ejercicio 

<i) y^h«aton. P. 1, c. 4, { 5, 9. 



d^ una jarisdicekm ao diablada ; por presidioa^iiortaAeías qud 
atestígün habenie pfooiamado j sofitaDúdo ri derecho (i>. 

En cuarta iugar, el lerríiorío de una nacioa induye las is- 
las cireuodadas por sus aguaSi.Si iina ó mas iabift ae hallan en 
Bftedio de un rio ó lago que dos Estados posean por mitad) la 
linea divisoria de laa aguas deslindará las islas ó partos de ellas 
que perteneaean á cada Estado, á menos que ha]ra paetos ó 
mía larga posaron en contrario. 

Con respecto á las islas adyacentes á la costa, no es tan es- 
trióla la regia. Aun las que se hallan sátuadas á la distancia 
de 10 ó 20 leguas, dehen re^nitarse dependencias naturales 
del territorio de la nación que posee las costas, á quien im- 
perta inñnitamente mas que á otra alguna el dominio de estas 
islas para su seguridad terrestre y marítima. 

En quinto lugar^ se conaideran eomo partes del territorio 
los buques nacionales^ no solo mientras flotan sobre Las aguas 
de la nadon, sino en alta mar ; y los b£geles de guerra perte- 
aecientes al Estado^ aun cuando navegan ó están surtos en las 
aguas de una potencia extrajera. 

Últimamente, se reputan partas del territorio de un Estado 
las casas de habitación de sus agentes diplomátiooa, residentes 
en país extrajere (2). 

(1) Sir W. Scott, ea el ca&o del Twee Gébraeders» {ftobinsim't Beports, 
ni, p. 336.) 

(2) Diseorso del ¡vtet Ifarshal en la Cañara de ÜepreAentantes de los 
Estados Unidos. (Apéndice á WheatúwAt JH€p»rt$, V ; Pardsssas. DroU 
Commercial. P. VII, t» VI. c. 4, se«t. 1,) 

Cuando se dice que el buque de guerra surto en las aguas de una poten- 
cia extranjera forma parte del territorio de la nseioa cuya bandera ilefa^ 
se usa de una expresión metafórica, con la caal soiasoeate se quiere decir, 
que el buque de guerra que entra en un puerto amigo con permiso ex- 
preso ó tácito de la autoridad local, en virtud de este permiso está 
Meato de la jurisdiecioa del soberaoi» en eayo territorio se halla. (Caso 
de la goleta Echatigé, en la Corte Suprema de los Estados Unido». Cra»' 
eh*8 Reports, YII, p. 116) £1 comandante de un buque de guerra no 
puede menos de ejercer sebre s« oficialidad y narínería 1m foeaUades de 
imperio y Jorisdieeieii ^ sa la bao eoafiado por las layes y ord^naaaaa 
del gobierno á quien sirvo : este es un deber suyo, y una necesidad del 
servicio y de la disciplina donde quiera que se halle : permitiéndosele 
eauar» se le peraáie «i eiarokio de esus facultades con enteta indepeB- 
cía; y ¿esto e» á lo que se extiende, y esto lo que significa su terriUn 
riálidad nacional. Algunos han censurado esta expresión como impropia, 
y es innegable que ella ha dado motivo á errores y abusos. 

« Viendo ejercer (dice Azuoi. DroU. MarU., p. 3, art 7} los dsreshos 



DE OEREcm' mrÉmkaovkL. ít 



2. 



• í 



Nada importa mas á las nadoiies para precaver disputas f 
j^uerras, que fijar con la mayor exactitud los linderos ó tér^» 
BÚnos. de sus territorios respectivos. Estos linderos puedes: 
ser naturales ó demarcados. Los linderoB nsturaks w&st loftt 
n&ores, rios, lagos y córdiUeras. Los demarcados son lineass^ 
reetas imaginarias, que se deftermiinan de cualquier modo : Im 
mas común es señalar su8< intersecciones por medio de colum- 
nasy padrones, ú otros objetos naturales ó artificiales. 

Llámanse territorios arciíinios los que tienen limites natu^-' 
rales. Se presume que es arcifínio el territorio situado á las 
orillas de un rio ó lago, ó á las faldas fíe una cordillera : k( 
parte litoral necesariamente lo es. 

Cuando el territorio es limitado por aguas, la línea divisoiúa 
que lo separa de los Estados vecinos ó de la alta mar, se 
determina por las reglas expuestas en el articulo precedente. 
Si el limite es una cordillera, la linea divisoria corre por sobra 
los puntos mas encumbrados de ella, pasando por entre loa 
manantiales de las vertientes que descienden al un lado y al 
otro. 

Es propia de los territorios arciñnios, limitados por rios ó 
lagos, la accesión aluvial. En virtud de este derecho les acre^ 
cen las tierras que con el trascurso del tiempo deja á vec^s 
descubiertas el lento retira áa las aguas. 

de soberanía» basta el de imponer la pena de maerte, algunos autoiM^ 
d» cnyo nttmero es Hnbner, han pretendido que se debían mirar estoi 
boquee eoono territorio extranjero, por la especiosa rasoa, qa» si d paraje 
ocupado p«r las naves de guerra coniinuase bajo el dominio del soberaaa 
dét puerto, no seria lícito ejercitar allí unos actos tan formales de jnris- 
lüeeion. Pero es fácil resolrer esta dificultad reflexionando que esta jurís* 
dÍDMon te jUiBda en la Balnialesa del mando núlitur qfoe n. 0j6rca Á botáw 
y conserva la integridad de su fuerza todas las \eces que el soberano de 
puerto consiente en recibir una nave de guerra como taf. Sin ésta conser- 
yarioii átl pader militar sería imposible mantener la disciplina. Et ejercicio 
de este poder en lo inletíor da la nave es una coaseeueBcia neossittria de tai 
acogida que se le concede^ y no un derecho propio del comándame de la» 
áare, y mocho menos un derecho de territorio. » 

hm tmilorialiftad da> lo» buques merBaole^ ea alta mar^ y la de iai 
casas de los ministros diplomáticos, tampoco deben tomarse al pié de la 
letra, porque están sujetas á vacias limitacionos, quordarenová conocor á 
su tiempo. 
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Guando un rio ó lago deslinda dos territorios, sea que per- 
tenezca en común á los dos Estados riberanos fronteros, ó que 
estos lo posean por mitad, ó que uno de ellos lo haya ocupado 
enteramente, los derechos que tienen ambos sobre este lago ó 
rio, no sufren mudanza alguna por aluvión : las tierras insen- 
siblemente invadidas por las aguas, se pierden para el uno de 
los riberanos, y las que el agua abandona en la ribera opuesta, 
acrecen al dominio del otro^ Pero si por algún accidente 
natural el agua que separaba dos Estados se entrase repenti- 
namente en las tierras de uno de ellos, pertenecería desde en- 
tonces al Estado cuyo suelo ocupase, y el lecho ó cauce aban- 
donado no variaría de dueño (i). 

No es licito hacer á la margen de un rio ninguna obra que 
propenda á mudar su corriente con perjuicio de otro Estado. 

3. 

El territorio es la mas inviolable de las propiedades nacio- 
Tiales, como que sin esta inviolabilidad las personas y los bie- 
nes de los particulares correrían peligro á cada paso. 

De dos modos puede violarse el territorio ajeno : ocupán- 
dolo con ánimo de retenerlo y señorearlo, ó usando de él con- 
tra la voluntad de su dueño y contra las reglas del Derecho 
de gentes. 

Los Estados ambiciosos suelen valerse de diferentes pre- 
textos para apoderarse del territorio ajeno : el mas ordinario 
y especioso es el de la seguridad propia, que peligi'a, según 
ellos dicen, si no toman estos ó aquellos limites naturales, 
que los protejan contra una invasión extranjera. Pero conce- 
der á los pueblos un derecho tan indefinido, seria lo mismo 
que autorizarlos para despojarse arbitrariamente unos á otros, 
y en vez de cimentar la paz, ninguna regla seria mas fecunda 
de discordias y guerras. 

Debemos ademas abstenernos de todo uso ilegitimo del ter-, 
ritorio ajeno. Por consiguiente no se puede sin hacer injuria 
al soberano, entrar á mano armada en sus tierras, aunque sea 
para perseguir á un enemigo, ó para prender á un delincuente. 

(1) Grot, De Jure B. et P. L. II, c. 3, { 16, 17. 
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Toda nación que no quisiese dejarse hollar, miraría semejante 
conducta como un grave insulto, y no haria mas que defender ' 
los derechos de todos los pueblos, si apelase á las armas para 
rechazarlo y vengarlo. No nos es licito, sin el consentimiento 
de una nación que no nos ha hecho injm'ia, ocupar, ni aun mo- 
mentáneamente, su territorio, sino cuando este es el único 
medio de defender el nuestro, amenazado de una invasión ine- 
vitable y próxima ; y aun entonces, pasado el peligro, estaría- 
mos obligados á la restitución (1). 

A. 

El territorio del Estado, como las heredades particulares, 
suele hallarse gravado con servidumbres diferentes. Las unas 
pertenecen al Derecho natural; las otras al convencional ó con- 
suetudinario. 

Las primeras no son quizá otra cosa que modificaciones 
del derecho de utilidad inocente. 

Podemos sentar como un principio incontestable y de fre- 
cuente aplicación á las cuestiones relativas al uso del terri- 
torio ajeno, que un inconveniente ó perjuicio de poca monta 
no nos autoriza para rehusar un servicio de que resulta una 
grande y esencial utilidad á otro pueblo, y que allanándose 
este á compensarnos completamente aquel perjuicio, el caso 
se reduciría á los de un uso de evidente inocencia, cuya de- 
negación seria justa causa de guerra. 

Pasemos á los derechos que una nación tiene por pacto ó 
costumbre sobre las posesiones territoriales de otra, como 
el de cortar madera en sus bosques, navegar ó pescar en 
sus aguas. En casos de esta especie puede suceder que se 
hallen en contradicción dos derechos diferentes sobre una 
misma cosa, y que se dude cuál de los dos deba prevalecer* 
Atenderemos entonces á la naturaleza de los derechos y á su 
origen. 

En cuanto á su naturaleza, el derecho de que resulta mayor 
suma de bien y utilidad debe prevalecer sobre el otro. 

Por ejemplo : si la nación A tiene derecho de cortar ma- 

(1 YaUel, IL, c. 7, { 93. 
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dera en los bosques de la nación H, esto .no quita i. B la JGíh 
. cuitad de desti*uirlos para fundar colonias y labrar fai tiecnt, 
porque si le fuese necesario conservarlos por .consideracioüa 
al uso de A, no solo seria la projpiedad del Estado B ilusoria, 
sino que se sacrificaria la mayor utilidad á la maaor. De la 
misma suerte, el uso de la pesca que tiene M en las aguas 
de N, no embaraza al segundo la facultad de navegar en 
ellas, aunque esta navegación haga menos fructuosa su pes- 
ca, porque este perjuicio es de menos entidad que el otro. 
Pero si P tuviese el derecho de navegar en las aguas de Q, 
no seria lícito á Q echar sobre ellas un puente ó calzada que 
obstruyese la navegación : pues no podria ponerse en balanza 
la conveniencia que le resultaría de aquella obra, con la di- 
minución de bienestar y de felicidad que probablemente oca* 
sionaria con ella á P, embarazando su navegación y oo* 
mercio. 

Por lo que toca al origen y constitución de los derechos, 
que es el punto de mayor importancia, hé aquí las reghi» 
jque parecen mas conformes á la equidad. !• El derecho mas 
,aiitiguQ es por su naturaleza absoluto, y se ejerce en toda su 
íextension ; el otro es condicional, es decir, solo tiene cabida 
^n cuanto no perjudica al primero ; pues no ha podido ©sta- 
l)lacerse sino sobre ese pié, á menos que el poseedor del pri- 
mer derecho haya consentido en limitarlo, 2» Los derechos 
.cedidos por el propietario se presumen cedidos sin detri- 
mento de los demás que le competan, y en cuanto sean con- 
ciliables con estos, si no es que de la declaración del propie- 
tario, de los motivos que este ha tenido para la cesión, ó de 
la naturaleza misma de los derechos, resulte maniñestamente 
lo contrario (i). 

5. 

El tránsito de las naves extranjeras por los mares territo- 
rialefe, se mira en general como un uso inocente, y las nacio- 
nes lo conceden sin dificultad unasü otras (2). 

(1) VaUel. L. I, c. 22, ? 273. 

(2) Chilty't Commercial LatOt I, ?" 4. 
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Lo miflpMi es tiatankamie^T^veaMe á kxs tíos y It^os. La 
diferencia de cifcuni^nicias, m embargo, poroduee algimas 
modiñeaeiones ra^ortantes oMi respecto á los rica, ea ioa 
cuales el tránai^K) por Pugnas alienas suele ser abaobitaiaenljO 
indispensable para el comercio de ios Estados riberanos, Uita 
nación, que es dueño de la parte superior de un rio naTegnble, 
tiene derecho á que la nación que posee la parte inferii»*, no 
le impida su navegación al mar, ni la moleste con reglamen*^ 
tos y graTámenes que no seaoi necesarios pora su propia ee* 
guridad, ó para com}>ensarle la incomodidad que esta nave-* 
gacion la oeasioiie. En el año de 1792, cuando la España po«- 
seia la boea j ambas orillas del Misisipi inferior, y los Estados 
Unidos de América la orilla izquierda de la parte superior del 
mismo rio, se sostuvo ftiertemente por parte de los Estados 
Unidos, que la ley de la naturaleza y de las nacionies les daba 
derecho á la navegación de aquel rio hasta el mar, sugeta solo 
á las reglas que España razonaUemente creyese necesarias i 
su seguridad y á la protección de sus ordenanzas ñscales. 
Sostuvieron edemas ios Estados: Unidos, que como el derecho 
á un ñn acarreaba el derociiQ á los medios indispensables ])ar4 
obtener este fin, la iiscidtad de navegar el Mmsipí Uevaba eoi^ 
sigo la de echar ancla ó amarrar á la piaya, y aun la ^ 
desembarcaren caso necesario (1). 

Gomo las dos riberas del Misisipi están ahora comprendidaB 
en el territorio de la Federación Americana, la navegación d0 
este rio perteneoe exclusivamente á los Estados Unidos (2)« 

El mismo principio se ba seguido y aun ampliado en las 
convenciones de la Europa moderna. Las potencias que con- 
currieron al Congreso <dte Viena en i815, sentaron por bas^ 
para el reglamento de nav^acion del Rhin, el Neckar, el Mein, 
el Mosela, e! Meusa y «I Esciáda, todos los cuales separan 4 
atraviesan diferentes Estados, « que la navegación en todo <!^ 
curso de «stos nos, tlesde el punto ea que empieza cada wao 



(1) KenVt Comment, P. I, lect. í. Caso* del Apollo, sentenciado por 
la Corta Snpronu do lot fittados Uttidpe. Whe^ton*» AeperU, IX, p. 363. 
Véame 4amÍNMi la» instruecioiMs de JefiEer»on, secretario de Estado» á 
loB 8ifeiii0B «mrkaBos en Madrid, s^bre la libre neyegacion del JUisisápii 
Ám$riean State Papers. T. I, p. 253 y sig. 

(2) Wh$aton't EUmenU. P. II. x. i4, i 18. 
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de ellos á ser navegable hasta su embocadura, fuese entera- 
mente libre, conformándose los navegantes á las ordenanzas 
que se promulgasen para su policial las cuales serian tan uni- 
formes entre si, y tan favorables al comercio de todas las na- 
ciones, como fuese posible (1). » 

Adoptóse igual regla para la libre navegación del Elba^ entre 
las potencias interesadas en ella, por una acta firmada en 
Dresde el 12 de Diciembre de 1821. Los tratados de 3 de 
Mayo de 1815 entre el Austria, la Rusia y la Prusia, confirma- 
dos en el Congreso de Viena, establecieron la misma fran- 
queza para la navegación del Vístula y de los otros grandes 
ríos de la antigua Polonia. Principios semejantes se extendía» 
ron al Po {2). 

Las discusiones entre la Gran Bretaña y los Estados Unidos 
acerca de la navegación del río San Lorenzo, presentan la cues- 
tión de la libre navegación de los ríos btgo todos los puntos 
de vista. Los Estados Unidos poseen las riberas meridionales 
de los lagos y del San Lorenzo hasta el punto en que su fron- 
tera setentríonal toca al río : mientras que la Gran Bretaña 
posee no solo esta ribera desde dicho punto hasta el mar^ 
sino todas las riberas setentrionales del río y de los lagos. Los 
Estados Unidos alegaban á favor de la franquicia el juicio de 
la Europa civilizada, expresado en los pactos de que se acaba 
de hacer mención. Agregábase que la navegación de aquel río 
había sído^ antes de la independencia americana, propiedad 
común de todos los subditos británicos que habitaban el con- 
tinente. Pero por parte de la Gran Bretaña se sostenía que los 
publicistas mas eminentes miraban este derecho de tránsito 
como una limitada y accidental excepción del derecho supe- 
rior de propiedad, sin distinguir el uso de un río que corre 
por entre los dominios de una sola nación^ del de cualquiera 
Otra vía de comunicación, terrestre ó acuática, natural ó arti- 
ficial, y sin distinguir tampoco el uso mercantil y pacifico del 
que podía tener cabida para objetos de guerra, ni el uso de 

(1) Acta del Congreso de Viena, de 9 de Janio de 1815, pieía XVI. 
Véase también la convención, de 31 de Mano de 1831, entre varios Es- 
tados riberanos del Rhio, tomo I de ios Árchivei iu Commerct, p. 18, 
Paris, 1833. 

(2) Wheat<m't ElemenU. P. I, c« 4r { 16. 
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las naciones riberanas del de otras naciones cualesquiera^ 
Pidiendo, pues, aquella franquicia los americanos, debían es* 
tar dispuestos á concederla por reciprocidad en las aguas del 
Misisipí y del Hudson, accesibles á los habitantes del Canadá 
por medio de unas pocas millas de acarreo terrestre, ó de las 
comunicaciones artificiales creadas por los canales de Nueva 
York y de Ohio. De aqui la necesidad de limitar un principio 
tan extenso y de tan peligrosa trascendencia, restringiéndolos 
á objetos de utilidad inocente, calificada de tal por el respec- 
tivo soberano ; de reducirlo, en una palabra, á la categoría de 
derecho imperfecto. Ni en la doctrina de los pubUcistas, ni en 
las estipulaciones de Viena, fundadas en el común ínteres de 
los contratantes, había nada que oblígase á considerarlo como 
un derecho natural absoluto. Del mismo modo se interpreta* 
ban las convenciones relativas al Misisipí. Y en cuanto al 
goce común de las aguas del San Lorenzo antes de la inde- 
pendencia, el tratado de 1783, que la reconocía, estableció un 
nuevo orden de cosas dividiendo los dominios británicos de 
Norte América entre la Gran Bretaña y los Estados Unidos. 

Insistían estos diciendo que el San Lorenzo era como un 
es^cho entre dos mares, y que la navegación de los estrechos 
era accesoria á la de los mares que se comunicaban por ellos. 
La Inglaterra y los Estados Unidos poseían exclusivamente la 
navegación de los lagos, y el San Lorenzo media entre estos 
y el mar. ¿Era, pues, razonable que uno de los copropríeta- 
ríos de los lagos, prívase al otro de esta vía necesaria de co- 
municación, formada por la naturaleza? Ni era lo mismo el 
derecho de tránsito por agua que por tierra : este segundo 
ocasionaba incomodidades y detrimentos á que no estaba ex- 
puesto el primero. En cuanto á la regla de reciprocidad, los 
Estados Unidos la aceptaban, pero en circunstancias análogas. 
Sí se descubriese entre el Misisipí y el alto Canadá una cone- 
xión como la que existe entre los Estados Unidos y el San Lo- 
renzo, no vacilaría la Union en aplicar iguales principios á 
ambos ríos ; pero no debe confundirse el uso de un río que 
nace y muere en los dominios de una sola potencia, con el de 
aquellos que corren por las tierras de un», nación y desembo- 
can al mar dentro de los límites de otra. En el primer caso el 
abrir ó no aquellas aguas á las naciones extranjeras, era una 



cii6bUo& de puro eomerao extorior, j él usboiano poAa r^ 
giarla como mejor le peneetese. üw en el ceg-uiido la navega* 
don de todo el rio era un deroefae nstoal de Iss pofeencías 
riberanas superiores, del qne no podían eer privadas por €A 
capricho del Estado qae poseía ia embocadura. En fin, los 
tratados de Viena no probaban que eate deredio naciese solo 
de consideraciones especialea j de convenciones, porque las 
leyes de la naturcleza, aun<]pie suScioitemente obvias é kite- 
Ugibles en sus objetos generales, dejan en duda muchos pun- 
tos particulares^ qne resultan de las varías y complicadas ne- 
oesidades de la navegación y el comercio moderaos. Los 
pactos de Yiena y las otras estipulaciones análogas (decían los 
ministros de la Federación) habían sido un homenaje espon- 
táneo al Supremo Legislador del Universo, rompiendo las ca- 
denas artiñciales y las trabas interesadas con que arbitraria- 
mente se había querido embarazar y obstruir el goce de sus 
grandes dádivas (1). 



CAPITULO IV. 



DEL DOMINIO, EL lUPEmO Y LA JTTRISWCCION. 



1. Dominio. ~ 2. Enajenaciones del dominio. — 3. Imperio sobre los ha- 
bitantes, inclasos los extranjeros. — 4. Potestad legislatira, reguladora 
de ios derechos de propiedad. — 5. Imperio sobre los ciudadanos en 
país extranjero. — 6. Efectos extraterritoriales de las leyes. — 7. Juris- 
dicción. — 8. Materia de la jniisdiccion. — 9. Valor extraterritorial dé 
los actos jarisdiecionales. 



1. 

La utilidad pública exige que el soberano tenga la facultad 
de disponer de todas las especies de bienes que pertenecen 
colectiva ó distributivan^nte á la nación; al establécese la 
cual, se presume que no concedió la propiedad de ciertas cosas 
sino con esta reserva. La fetcultad de dáspoaer, en caso neo^ 
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fiarlo, de cualquier cosa contenida en el Estado, se llama domi- 
nio eminente 6 simplemente dominio (1). 

Hay, pues, dos especies de dominio inherente á la sobera- 
nía : el uno semejante al de los particulares, que es el qm se 
ejerce sobre los bienes públicos ; y el otro superior á estej en 
virtud del cual puede el soberano disponer, no «olo de los 
bienes públicos, mas también de las propiedades de loB'partt- 
culares, si la salud ó la conveniencia del Estado lo requieren. 

Emana de este dominio la facultad de establecer impuestos, 
y el derecho de expropiación j por el cual se dispone de una 
propiedad particular para algún objeto de utilidad publica, in- 
demnizando al propietario. 

Cuando se dice que tal ó cual extensión de país está sujeta 
al dominio de un soberano, se entiende al dominio eminerite, 
y los territorios sobre los cuales este ejerce, se llaman también 
dominios. 

Un Estado puede tener propiedades en el territorio de una 
potencia extranjera, pero no podrá entonces ejercer sobre 
ellas mas que el dominio ordinario, semejante al délos particu- 
lares, porque el dominio eminente pertenece al soberano del 
territorio. 

Los efectos del dominio consisten en dar á la nación el de- 
recho exclusivo de disfrutar sus bosques, minas, pesquerías, 
y en general el de hacer suyos todos los productos de sus 
tierras y aguas, ya sean ordinarios, ya extraordinarios 6 acci- 
dentales : el de prohibir que se transite ó navegue por ellas, 
ó permitirlo bajo determinadas condiciones, quedando á salvo 
los derechos de necesidad y de uso inocente y los establecidos 
por tratado ó costumbre : el de imponer á los transeúntes y 
navegantes contribuciones por el uso de los caminos, puentes, 
calzadas, canales, puertos, muelles, etc.; el de ejercer juris- 
dicción sobre toda clase de personas dentro del territorio ; ye! 
de exigir que las naves extranjeras que entran ó pasan, hagan 
en reconocimiento de soberanía los honores acostumbra- 
dos (2), 



<1) Yaltél, I, 20. i 24á. 

(2) « Cada soberano tiene derecho para fijar «1 xifemojúal jnaritioiD foa 
ha de obaennarse por lae propias naves entre «i, ó md Jm d^ ofmaa- 
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2. 



Gomo el derecho de enajenar los bienes públicos (1) no es 
necesario para las funciones ordinarias de la administración, 
no se presume en el príncipe que no está investido de una 
soberanía plena, á menos que la nación se lo haya conferido 
expresamente ; pero se presume en la autoridad legislativa, 
si por las leyes fundamentales la nación no se lo ha reservado 
á sí misma; y en este último caso no es válida la enajenación 
de territorio ni de los demás bienes públicos, si no la autoriza 
directamente la nación ó una necesidad imperiosa, que da al 
soberano todas las facultades indispensables para la salud del 
Estado. 

Los diferentes miembros de la asociación política se hallan 
reunidos para trabajar de concierto en la felicidad común, y 
por consiguiente ni el depositario de la soberanía, ni la na- 
ción misma tiene la facultad de trancar en ellos, enajenándo- 
los, cualesquiera que sean las ventajas que se prometa de se- 
mejante tranco. La nación no está facultada para la desmem- 
bración de sus provincias sino con el consentimiento de ellas 
ó cuando una necesidad extrema lo requiere para salvar el 
Estado. 

Así como el dominio eminente no comprende por lo común 
la facultad de desmembrar el Estado, tampoco es lícito á una 
provincia separarse de la asociación de que es miembro, aun- 
que sea por sustraerse á un peligro, y aunque, el Estado no se 
halle en situación de darle un socorro eficaz é inmediato. Pero 
esta regla tiene sus excepciones. !• Si una provincia se halla 
en el caso de rendirse á un enemigo ó perecer, la irresis- 
tible ley de la necesidad cancelará sus primeras obligacio- 
nes : jurando fidelidad al vencedor, no hará injuria á su sobe- 
rano natural. 2* Si se alteran las leyes fundamentales del 

clones, en alta mar, ó dentro de la jarisdiceion del Estado ; y asimismo 
el ceremonial que las nayes de todas las ptras naciones observen dentro 
de la jnrisdiccion del Estado, ya entre si,, ya con sus fortalezas ó buques 
de guerra, y los honores con que estas fortalezas correspondan á los que 
reciban. Estos ceremoniales se establecen por sus propias ordenanzas ó por 
tratados con otras naciones. » (Wheaton*t Elementt, P. II, e. 3, | 7.) 
(1) En este articiiAo se ha seguido principalmente á Yattel, I, ch. 21. 
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Estado, los miembros de la asociación política á quienes no 
agrade el nuevo orden de cosas, pueden erigirse en Estados 
independientes ó agregarse á otras naciones. 3* Si el Estado 
se descuida en socorrer á un pueblo que hace parte suya, si 
una provincia sufre una opresión cruel, ó ve que se sacrifican 
constantemente sus intereses á los de otros miembros favore- 
cidos, este pueblo abandonado ó maltratado tiene derecho para 
proveer á su seguridad y bienestar, separándose de aquellos 
que han quebrantado primero las obhgaciones recíprocas. 

3. 

La soberanía, que en cuanto dispone de las cosas se llama 
dominio, en cuanto da leyes y órdenes á las personas se llama 
propiamente imperio. Las funciones del uno y del otro se mez- 
clan á menudo, y un mismo acto puede pertenecer ya al do- 
minio, ya al imperio, según se considera con relación á las 
personas ó á las cosas. 

El imperio recae ya sóbrelos ciudadanos, ya sóbrelos extran- 
jeros. 

El imperio sobre los extranjeros tiene los mismos límites 
que el territorio ; el Estado no puede dar leyes ni órdenes á 
los individuos que no son miembros de la asociación civil, sino 
mientras que se hallan en sus tierras ó sus aguas. 

Sin embargo, hay objetos de administración doméstica en 
que se tolera el ejercicio del imperio y por consiguiente déla 
"jurisdicción, fuera de los límites del territorio. Por un es- 
tatuto británico de Jorge II, estaba prohibido el trasbordo de 
mercaderías extranjeras á la distancia de menos de cuatro le- 
guas de la costa, sin pagar derechos ; y una acta del Congreso 
americano, de 2 de Marzo de 1799, contiene igual prohibi- 
ción (1). Sir WiUiam Scott declaró en el caso del Louis, que 
los Estados marítimos' se han atribuido el derecho de visita y 
registro, en tiempo de paz, dentro de ciertas porciones de 
mar adyacente, que por la cortesía de las naciones han sido 
consideradas como partes de los dominios de aquellos para va- 
rios objetos domésticos, y sobre todo para los reglamentos 

(1) KenVi ComtMnt. I, p. 31 (edición de 1632). 



fiscal» y (fef&HBiTOS, mas inmecttatamefifte (erigidos á stuitó- 
htd y bienestar : tftles so», dijo, nuestras leyes de resguardo 
marítimo, que sujetan las naves extranjeras á este examen, á 
moderadas distancias de la costa (1): En Francia la aduana 
por medio de sus embarcaciones ejerce la policiá has4^ la 
distancia de cuatro leguas de la costa (2). La Corte Suprema 
de los Estado» unidos, guardando consonancia con esta cos^ 
lumbre; ha reconocido que el ejercicio de jurisdicción sobre 
todo üse espacio de mar adyacente, con la mira de proteger 
la observancia de los reglamentos de navegación y qomercio, 
era conforme á las leyes y usos de las naciones (3) . 

La misma Suprema Corte ha declarado repetidas veces que 
las emtHüTcacioned extranjeras, á consecuencia de una ofensa 
aefilra las leyes del Estado, cometida en el territorio, podian 
ser perseguidas y apresadas en alta mar, y llevadas á los 
puertos amaricanos para el competente juzgamiento (4) . Esto 
sin embargo no se extiende al derecho de visita y registro. El 
que aprehende la nave lo hace bajo su responsabilidad : si 
prueba delito que merezca confiscación, queda justificado ; si 
no lo prueba, debe compensar plenamente los perjuicios (5)» 
iSB.ua estatuto británico de Jorge lY se previene que todo bu- 
(|ue naeionaíl ó extranjero, que se descubriese haher estado á 
distancia de menos de una legua de las islas de Guernsey, 
Jersey, Alderney, Sark ó Man, ó dentro de cualquiera bahia, 
msenada ó rio de alguna de dichas islas, teniendo á bordo 
efidCtoa de ilícito comercio, sea confiscado con ellos (6). 

Otra decisión de aquella Corte, pronunciada en 1824, esta- 
blece que el derecho de visitar y registi*ar los buques nació* 
nalea,, y los extranjería destinados á puertos americanos^ con 
la- mira de proteger la observancia de las leyes relativas al co- 
merm> y á la haeienda pública, podía verificarse legítimamente 
m alta mm*, pero no en el territorio particular de otra na^ 



(2) Vincens. Législation commerciale, II, p. 516, 5i7. 
f3) Téase la senttoeia dei jues MarshaH en «I ca«o d«> Chwrch ; T. Bli§» 
ImfI^ €rmdí*$ RéporU, II, p. 171, y sigÚMitet. 
(*) Cranch's ReporU, VI, p. 281. 

(5) Caso de la Mariana fhra. Wheaton'» JUepovts, XI. p. 43. 

(6) Mac. Culloch. Dictionnary of Commeree : v. Smuggling, 
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aún (1). Paro la Alia Corte del almirantazgo faritánieo, en el 
caso del Loas arriba citado^ expresó muy diversa optaion : 
c El dereelMS digo Sír W. ScoU, que redentoEoente se haatn^ 
buido la Suecia de registrar en alta mar los buques extranje» 
ros destinados á puertos aoeeos, ñié resistido por nuesti*o go- 
bierno eoitto- ilegal, y la Sueoia dejó por fin de insistir en 
él (2). » 

Del dominio y del imperio emana la potestad de dar leyea 
sobre la adquisición, goce, enajenación y trasmisión de las 
propiedades existentes en el territorio del Estado. 

La ley dd Estado en que se hallan los bienes raíces, es la 
que determina lo concerniente á ellos, aun cuando sean po- 
seídos por extranjeros ó por personas domiciliadas en país 
extraño; de donde se infiere, según la doctrina común, que* 
si un extranjero posee bienes raíces en nuestro suelo, no puede 
disponer de' ellos, á titulo gratuito en perjuicio de sus descen- 
dientes ó ascendientes, sino hasta concurrencia de lo que per- 
mitan á los ciudadanos las leyes locales ; que no puede liipo* 
tocarlos, sino por les medios y con las formalidades prescritas 
por las mismas leyes ; y que en las sucesiones ab íntestato los 
biejies raices son regidos, no por las leyes del pais á que p^r^ 
teneeió d difunto, sino por las del territorio en que están si- 
tuados los bienes (3). 

(1) Caso del Apellim. WheatiyrC* Reports^ IX, 371. 

(2) Düdion'f Repwh, II, p. 246. 

(3) MerlÍB. Répertorre de Léyiglation, v. Loi, F7, 2. Estas dednccione» 
Bo pareeea admisibles en toda sa latitud, según el puro Deiecho natural, 
üo debemos confundir las leyes que miran especial y directamente á los 
bienes rafees (llanadas estatutos reales) con las* que tocan directamente á 
kts personas, y por nuedio de estas á los bienes, sin consideración á su 
cttüdad de mñebles d iomnebles, ó á su situación en territorio nacional 6 
eiítrafio [estaiutoi persúnaíes). Si en nuestro pais la trasmisión de bienes 
raiees estuviese sajela i re^as especiales ; si, por ejemplo, solo pudiese 
«aeeder en ellos el primogénito, deberían sin duda observarse esas reglas : 
el prímo^nito del extranjero difunto excluiría de esos bienes á sus herma- 
ne», cuales^pner» que fuesen las leyes del domicilio de su padre ó dM 
e«yo. Fsro si la dSfereneia entre nuestras leyes y las extranjeras fuese solo 
relatÍTa á la diñsieii de los bieces por testamento ó ah íntestato, sin dis- 
tinción de muebles ó inmuebles; si, por ejemplo, la^ leyes extranjeras 
llamasen á la viuda á partir con los bijoii, y las nvestras no, ¿ qué ventaja 
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Con respecto á los muebles la regla que se sigue es la mis- 
ma que para los bienes raices. Pero en los muebles se reco- 
noce generalmente que la ley del domicilio del difunto regla 
la trasmisión hereditaria y ab intestato (1). 

La ley del domicilio del que otorga un acto regla las forma- 
lidades á que debe sujetarse el acto, donde quiera que estén 



nos rosnltaría de negar á la viada en los icmuebles la parte que le conce- 
diesen las leyes de su pafs en la herencia de su marido difunto ? La ad- 
misión de la viuda no tendría nada de contrario á nuestras leyes, dado 
que ellas permitan que se dividan los bienes raíces entre los herederps y 
que sean poseídos por extranjeros : el modo en que deban dividirse es un 
punto que no nos concierne, y en que versan consideraciones de otra es- 
pecie, como después veremos. ^ 

Si el extranjero, dueño de los bienes rafees, dispusiese de ellos por tes- 
tamento en favor de una persona que en su país fuese incapaz de heredarle, 
pero que no lo fuese en el nuestro, excluiríamos seguramente al heredero 
testamentario. De la misma manera, si el extranjero, según las leyes de su 
domicilio, no fuese hábil para disponer de sus. bienes por contrato entre 
vivos, sino con ciertos requisitos, y en nuestro país lo fuese sin ellos, el 
contrato por la falta de esos requisitos carecería de valor entre nosotros. 
(Herlin, ib,) ¿Mo es esto reconocer en la enajenación y trasmisión de los 
inmuebles el imperio de los estatutos personales de un país extranjero ? 

La ley que exige para las hipotecas registro especial ó protocolo, es un 
estatuto real : la otorgada en país extranjero no podría dispensarse de estas 
solemnidades. La hipoteca legal exigiría ademas, que concurriesen la ley 
del domicilio y la ley del lugar de los bienes. Si, por ejemplo, la ley 
extranjera da á la mujer casada una hipoteca sobre los bienes del marido 
para la seguridad de los suyos, ¿ producirá este efecto en nuestro país el 
matrimonio extranjero ? Si rige la misma ley en nuestro país, se debe estar 
por la afirmativa. (Merlin. Répert, v. Jiemploi, II, 9.) Reconociendo nos- 
otros el matrimonio le damos los mismos efectos que si se hubiese celebrado 
en nuestro país, y se contrae la hipoteca legal por uno de los medios que 
nuestras leyes prescriben. Pero ¿ qué seria si esa hipoteca legal fuese des- 
conbcida en nuestro código? Las hipotecas legales son criaturas de la 
ley; la ley extranjera no es entre nosotros ley ; no puede por consiguiente 
gravar con esa prenda los inmuebles de nuestro suelo. Y si se alega que 
un matrimonio extranjero, ya que no produzca entre nosotros la hipoteca 
legal, producirá á lo menos una hipoteca convencional, en virtud de la 
volundad de los esposos expresa ó tácitamente incorporada en el contrato 
nupcial, seria necesario para este efecto la observancia de las solemnidades 
á que por nuestras leyes están sujetas las hipotecas convencionales. Lo 
mismo seria si la hipoteca legal á favor de la mujer casada no rigiese en 
el país del matrimonio, aunque rigiese en el nuestro. En este caso, aun 
reconociendo nosotros el matrimonio extranjero, no podríamos darle otros 
efectos que los que han querido darle los contrayentes, en quienes debemos 
presumir la voluntad de conformarse á las leyes bajo cuyo imperio viven. 

(Pothier. De la Communauté légale, 11, 13.} 

(1) Wheaton't Elemenit, II, a, | 5. 
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situados los bienes muebles de que en él se dispone (1) : sin 
perjuicio de las solemnidades externas necesarias para que 
conste la autenticidad del acto en el país donde debe producir 
sus efectos. 

Finalmente cualquiera influencia que se conceda á las leyes 
de un Estado sobre los bienes situados en suelo extraño, debe 
siempre quedar salvo el derecho del fisco de cada nación para 
suceder en los bienes que existen en ella, á la falta de todo 
otro heredero. El fisco en este caso sucede menos como here- 
dero que por su derecho á ocupar los bienes vacantes ; derecho 
inherente á la soberanía territorial. 



5. 

Con respecto á los ciudadanos el imperio no esté circuns- 
crito al territorio. Así es que son responsables al Estado de su 
conducta por actos de infracción de las leyes patrias, aun co- 
metidos en territorio extranjero. 

Hay leyes meramente locales, que solo obligan al ciuda- 
dano mientras se halla dentro de los límites del territorio. 
Hay otras de cuya observancia no podemos eximirnos donde 
quiera que estemos, como son aquellas que nos imponen 
obligaciones particulares para con el Estado ó para con otros 
miembros de la asociación civil á que pertenecemos. Así todo 
acto de hostilidad de un ciudadano contra su patria. es un cri- 
men donde quiera que se cometa. Así el ciudadano que testa 
en país extranjero, debe dejar á sus hijos ó á sus otros here- 
deros forzosos, cuidadanos del mismo Estado que él, las legí- 
timas que por las leyes patrias les pertenecen; y estos here- 
deros, defraudados de sus legítimas, tendrían acción para que 
se les enterasen de los bienes del testador existentes en el 
territorio patrio (2) . 

En general las leyes relativas al estado civil y capacidad 
personal de los ciudadanos, ejercen su imperio sobre ellos 
donde quiera que residan. Tales son las que determinan la 

(i) Loctu regit actum, Wheaton, t6., § 8. 

(S) Vattel, II, 8, § 111. Bnrlamaqni. DroU de la IVaiure el des Gem, 
Vil, P. 3, ch. 10. 

6 



^6 «UNQiPiet 

•edad en que &t fmede sonteaar nMObrisoAiiia, de «lecBsidad del 
^Gon9G(iitiniieiilodeáos:paáses pana eoaiiraeolo, Jos áoifteduaen- 
tos que lo bmesi ilícito ó nulo,, y iae obliQpadanM á .que por la 
unión conyugal se sujetan ambos consortes . Lo músmo Be 
«plica'álaB leyes que oreglan la ílegiUiiúdad á» dos ih^os, los 
«ños .Je la ipiüíeKtad y (de la edad mayor, la o^pacidad ó inca- 
pacidad de los menores pana cienfcas íuncioneiD^ y los re^ui- 
•sitos y farmalidades de la emancipación. Todas ^estas leyes <se 
pueden decir que viajan con los ciudadandrs á idooade quiera 
que se trasladan (d). Su patria puede por conaiguianle desco- 
nocer y castigar todos los acios e^jecutados «en contravención á 
ellas, cualquiera que fuese el valor que se diese á tales actos 
en pais extranjero (2). 

Lamisma regla se aplicad la disolución del matrimonio. Ma- 
nifiestos son los inconvenientes que se seguirían, si el que 
se ha casado bajo el imperio de leyes que lo *haoen indiso- 
luble pudiese disolverte mudando de domicilio, 6 lo que se- 
ria peor, trasladándose momentáneamente á otro país, donde 
las leyes autorizasen la disolución. El divorcio quoad vinculam 
pronunciado en estas circunstancias no tendrin Taílor alguno 



^i) WheatorCt Elements, 11, % I 7. Pardessna. DroU eommercial, TI, 
1. Vil, dh. 2, 8 1, 

(ü) Ed algnnabnacioDeB fSe observa <oon imónos m^ez (OfttB ppínqpio. £1 
matrimonio de un extrai^jero que se casó según las leyes el ,país en que 
habia fijado de buena fe su domicilio, es yáíido, según la doctrina de va- 
rios tribunales y pitfblidstas, en todoe los iMíses del mando, y debe set^io 
en la pakiia misma del extrai^eeD, oiullfíiiera Que saa la l^islacion que 
rija en esta. Y aunque la indulgencia no parece que debiera extenderse á 
los que mudan de domicilio, y mucho menos á 'los ^ne se ausentan mo- 
mentánoamente del suyo, con el objeto de sustraerse ¿ tías leyes patriaB, 
porque este seria un acto ejecutado de propósito ad evenionem juris nos- 
tri (Hubert, PrcBlect, t. De Conftictu legum^ sect. 8), con todo, aun en 
ese* caso, el principio que se sigue en algunas partes, relaiivamente «.I 
matrimonio, es que la ley del domicilio prevalece sobre ía ley de -la Jiatiio- 
nalidad del individuo y la ley del lugar del contrato sobre las otras. Esta, 
según los juzgados eclesiásticos de Inglaterra, es una parte del 'bmetího de 
gentes de las nocianes e^istianas, f se veguiria mocha 'oonfasiom j fw^ni- 
eiofl con ireapeoto á la lagilinúdad jdel :nacioaiaDitA, «la snoesion jtor causa <de 
muerte, y varios otros importantes derechos, si no se adoptase como cri- 
terio do la validez del matrimonio la ley del pais en que se ha celebrado. 
La Corte Suprema de Massachuaelts ha aido deia jaisma ApÍAian, .auaicon- 
iesaiido iqae saneante <ddatriaa4itpiignal».á Im priaoijpios^geiierjtadwlitfivos 
á los contratos. {KenVi Comment. P. IV. lect. 26.) 



k 
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ante las leyes bajo cuyo imperio se celebró el matrimonio (i). 
Con respecto al divorcio a mensa et foro es otra la regla. 
Este (Evorcio liene por objeto la tranquilidad de las familias 
y la seguridad personal y doméstica, que no pueden profJe»- 
gerse eficazmente sino por la autoridad local. Así vemos que 
en todas partes se concede con arreglo á las leyes locales (í). 
La excepción mas frecuente al principio de la indelebilidari 
de las obligaciones emanadas de la ciudadanía nativa, es la 
que nace del derecho de los Estados soberanos á naturalizar 
extranjeros, á domiciliarios, y á conferirles los privilegios de 
su nueva naturaleza ó domicilio . Esto , relativamente á los 
privilegios comerciales, está generalmente admitido, y así 
lo observa la Gran Bretaña, no obstante que sus leyes desco- 
nocen de todo punto el derecho de abdicar la ciudadanía 
tíva (S). 



Las leyes dé un Blstado no tienen mas fuerza en otro que k 
que el segundo haya querido voluntariamente concederles.; 
^r iCüosiguiente no produce por si misma obligación aV- 
íguna en los subditos de los otros Estados, que existen fuera 
lAel lecritacio del primeoo; y de ^qui es, por ejemplo, que 
liiia garftntia de neutralidad en una póliza üe seguro no se 
AJisifica por la sentencia de un tribunal extranjero, que baya 
condenado el buque neutral por contravención á cuak)QÍera 
«odefianza ó reglamento, que adicione ó altere en alguna cosa 
el .De!nedM> común de gentes, y que no teoiga á su favor los 

Ik) Lofl doce jueces d« IngUterra decidieron, el año de 1812« ea el caso 
de Lolly, que siendo por las leyes inglesas indisoluble el naatriioonlo sin la 
interveneioD del partanrairio , Ue divoreíAs (quooá vMMwfttm) obtenidos 
inaa ilH iráM qma bbIos f de MDffln Talar «a. Inglatem. UiacaUíóflBaiia 
cuestioii semejan(d« el año de 1813, en La Cámara de los Pares de la Gran 
Bretaña, como tribunal de apelación. Disputábase si «n matnmonfo inglés 
'pofia ser fisocllo povusa oerte eeeoeesa, mm eBiponendo (|v> 1m paft» se 
Wbtettft 4Íoniciliádo en Escocia; y si bien no llegó á aeateaciarse la 
canaa, el Canciller Lord Eldon emitió un juicio conforme al de los doce 
Jueces expresado el año aoiterior, ncgaudo la coaipeUndac 4» jvsgndo iJgino 
extranjero para disolver un matrimonio celel)rado en Inglaterra. (Kent, id.) 

(2) KenVi Comment. ib» 

(3) Wheaton*$,EUmenU,^, %%%^. 



coesUan de pare cofineFolo exterior, j el avberane ^o^ía m- 
gtorla como soejor le parraese. Has en el fueg-undo la navega* 
don de todo el rio era un deneehe nataral de k» potencias 
riberanas superiores, del qne no pedían ser privadas por €l 
capricho del Estado que poseia la embocadura. En fin, los 
tratados de Viena ao probaban que este deredio naciese solo 
de consideraciones especiales f de convenciones, porque las 
leyes de la natureleza, aunque sufici^itemente obvias é inte- 
ligibles en sus objetos generales, de^n en duda mudios pan- 
tos particulares, que resultan de las varias y complicadas ne- 
cesidades de la navegación y el comercio modernos. Los 
pactos de Yieoa y las otras estipulaciones análogas (decian los 
ministros de la Federación) habían sido un homenaje espon- 
táneo al Supremo Legislador del Universo, rompiendo las ca- 
denas artificiales y las trabas interesadas con que arbitraria- 
mente se bahía querido embarazar y obstruir el goce de sus 
grandes dádivas (1). 



CAPITULO IV./ 



DEL DOMINIO, m. IMPERIO Y LA íXmíSDICCION. 



1. Dominio. — 2. Enajenaciones del dominio. — 3. Imperio sobre los ha- 
bitantes, inclusos los extranjeros. -^ 4. Potestad legislatira, reguladora 
de los derechos de propiedad. — &. Imperio sobre los ciudadanos en 
país extranjero. — 6. Efectos extraterritoriales de las leyes. — 7. Juris- 
dicción. — 8. Materia de la jmisdiccion. — 9. Valor extraterritorial de 
los actos juiisdiecionates. 



1. 

La utilidad públiea exige que el soberano tenga la facultad 
de disponer de todas las especies de bienes que pertenecen 
t^lectiva ó distributivamente' á la nación^ al establecerse la 
cual, se presume que no concedió la propiedad de ciertas cosas 
sino con esta reserva. La &inülad de disponer, en caso neaa- 
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«ario, de cualquier cosa contenida en el Estado, se llama domi- 
nio eminente ó simplemente dominio (1). 

Hay, pues, dos especies de dominio inherente á la sobera- 
nía : el uno semejante al de los particulares, que es el q«e se 
ejerce sobre los bienes públicos ; y el otro superior á eate^ en 
virtud del cual puede el soberano disponer, no solo de los 
bienes públicos, mas también de las propiedades de los parti- 
culares, si la salud ó la conveniencia del Estado lo requieren. 

Emana de este dominio la facultad de establecer impuestos, 
y el derecho de expropiación, por el cual se dispone de una 
propiedad particular para algún objeto de utilidad pública, in- 
demnizando al propietario. 

Cuando se dice que tal ó cual extensión de país está sujeta 
al dominio de un soberano, se entiende al dominio eminente, 
y los territorios sobre los cuales este ejerce, se llaman también 
dominios. 

Un Estado puede tener propiedades en el territorio de una 
potencia extranjera, pero no podrá entonces ejercer sobre 
ellas mas que el dominio ordinario, semejante al de los particu- 
lares, porque el dominio eminente pertenece al soberano del 
territorio. 

Los efectos del dominio consisten en dar á la nación el de- 
recho exclusivo de disfrutar sus bosques, minas, pesquerías, 
y en general el de hacer suyos todos los productos de sus 
tierras y aguas, ya sean ordinarios, ya extraordinarios 6 acci- 
dentales : el de prohibir que se transite ó navegue por ellas^ 
ó permitirlo bajo determinadas condiciones, quedando á salvo 
los derechos de necesidad y de uso inocente y los establecidos 
por tratado ó costumbre ; el de imponer á los transeúntes y 
navegantes contribuciones por el uso de los caminos, puentes, 
calzadas, canales, puertos, muelles, etc.; el de ejercear juris- 
dicción sobre toda clase de personas dentro del territorio ; y el 
de exigir que las naves extranjeras que entran ó pasan, hagan 
en reconocimiento de soberanía los honores acostumbra- 
dos (2), 



<1) Valtél, I, ao, I 24á. 

(i) « Cada soberano tiene dsrecbo para lijar «1 .eBr.emoiáal jnaritímo fOA 
ha de obaermrse por las propias naves enUe ai, ó ea& ím áí^ o|nf ma- 



cuestión de pvff« comercio exterior, j aü (Mberam podía re- 
glarla coiDo fioejor le pareciese. Mas en el seg-undo la navega* 
don de todo el rio era an derache natoral de las potencias 
riberanas superíorea, del que no podían b^ privadas por el 
capricho del £lstado que poseia la embocadura. En fin, los 
tratados de Viena ao probaban que este deredio naciese solo 
de consideraciones especiales j de convenciones, porque las 
leyes de la naluroleza, aunque suficioitemente obvias é inte- 
ligibles en sus objetos generales, dejan en duda muchos pun- 
tos particulares^ que resultan de las varias y complicadas ne- 
cesidades de la navegación y el comercio modernos. Los 
pactos de Yiena y las oti«B estipulaciones análogas (dedan los 
ministros de la Federación) habian sido un homenaje espon- 
táneo al Supremo Legislador del Universo, rompiendo las ca- 
denas artlQciales y las trabas interesadas con que arbitraria- 
mente se bahía querido embarazar y obstruir el goce de svui 
grandes dádivas (1). 



CAPITÜiX) IV. 



DEL DOMimO, "EL IMPERIO Y LA JÜHISWCCION. 



1. Dominio. — 2. Enajenaciones del dominio. — 3. Imperio sobre los ha- 
bitantes, inclasos los extranjeros. — 4. Potestad legislatira, reguladora 
de ios derechos de propiedad. — &, Imperio sobre los ciudadanoft en 
país extranjero. — 6. Efectos extraterritoriales de las leyes. — 7. Juris- 
dicción. — 8. Materia de la jnrisdiccioii. — 9. Valor extraterritorial de 
los actos jaiisdiccionales. 



1. 

La utilidad pública exige que d soberano tenga la facultad 
de disponer de todas las- especies de bienes que pertenecen 
colectiva ó distributivamente' á la nación; al establecerse la 
cual, se presume que no concedió la propiedad de ciertas cosas 
sino con esta reserva. La Sscaltad de disponer, en caso neoe- 
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«ario, de cualquier cosa contenida en el Estado, se llama domi- 
nio eminente ó simplemente dominio (1). 

Hay, pues, dos especies de dominio inherente á la sobera- 
nía : el uno semejante al de los particulares, que es el que se 
ejerce sobre los bienes públicos ; y el otro superior á «stej en 
virtud del cual puede el soberano disponer, no solo de los 
bienes públicos, mas también de las propiedades de losjmrti- 
culares, si la salud ó la conveniencia del Estado lo requieren. 

Emana de este dominio la facultad de establecer impuestos, 
y el derecho de expropiación^ por el cual se dispone de una 
propiedad particular para algún objeto de utilidad pública, in- 
demnizando al propietario. 

Cuando se dice que tal ó cual extensión de pfés está sujeta 
al dominio de un soberano, se entiende al dominio eminente, 
y los territorios sobre los cuales este ejerce, se llaman también 
dominios. 

Un Estado puede tener propiedades en el territorio de una 
potencia extranjera, pero no podrá entonces ejercer sobre 
ellas mas que el dominio ordinario, semejante al délos particu- 
lares, porque el dominio eminente pertenece al soberano del 
territorio. 

Los efectos del dominio consisten en dar á la nación el de- 
recho exclusivo de disfrutar sus bosques, minas, pesquerías, 
y en general el de hacer suyos todos los productos de sus 
tierras y aguas, ya sean ordinarios, ya extraordinarios ó acci- 
dentales : el de prohibir que se transite ó navegue por ellas^ 
ó permitirlo bajo determinadas condiciones, quedando á salv© 
los derechos de necesidad y de uso inocente y los establecidos 
por tratado ó costumbre ; el de imponer á los transeúntes y 
navegantes contribuciones por el uso de los caminos, puentes, 
calzadas, canales, puertos, muelles, etc.; el de ejercer juris- 
dicción sobre toda clase de personas dentro del territorio ; y el 
de exigir que las naves extranjeras que entran ó pasan, hagan 
en reconocimiento de soberanía los honores acostumbra- 
dos (2), 



(i) « Cada soberano tiene duredio para ^jar «1 iCsremoAÍal jnaritiaio fOA 
ha de «bau^rse por las ipro¡pias naves enUd «i, é eaa ias A& o^uaa- 



caastioQ de pare ccnaierm exterior, j 6l fiMterane ^M>ék re- 
gláis como mejor le paimece. Um en el fiagundo la nsTOga* 
don de todo el río era un dereeho luitaral de Iss petoncias 
riberanas superiores, del qne no pedían ser prÍTftdas por ^ 
capricho del Elstado que pos^a la embocadura. En ñn, los 
tratados de Vieua ao probaban que este deredio naciese solo 
de consideraciones especiale« j de convenciones, porque las 
leyes de la natureleza, aunque sufici^temente obvias é inte- 
ligibles en sus objetos generales, dejan en duda muchos pun- 
tos partiailares, que resultan de las varias y complicadas ne- 
cesidades de la navegaci(Hi y el comercio modernos. Los 
pactos de Yiena y las otras est^ulaciones análogas (decían los 
ministros de la Federación) habian sido un homenaje espon- 
táneo al Supremo Legislador del Universo, rompiendo las ca- 
denas artiñciales y las trabas interesadas con que arbitraria- 
mente se había querido embarazar y obetrutr el goce de sus 
grandes dádivas (1). 



CAPITULO iV. 



DEL DOMUnO, TSL IMPERIO Y LA JURISDICCIÓN. 



1. Dominio. — 2. Enajenaciones del dominio. — 3. Imperio sobre los ha- 
bitanteS) inclusos los extranjeros. -^ 4. Potestad l^islatiTa, reguladora 
de los derechos de propiedad. — &. Imperio sobre los ciudadanos en 
país extranjero. — 6. Efectos extraterritoriales de las leyes. — 7. Juris- 
dicción. — 8. Materia de la jurisdicción. — 9. Valor extraterritorial dé 
los actos jurisdiccionales. 



1. 

La utilidad pública exige que ei soberano tenga la facultad 
de disponer de todas las- especies de bienes que pertenecen 
colectiva ó distributivamente' á la nación; al establecerse la 
cual, se presume que no concedió la propiedad de ciertas cosas 
sino con esta reserva. La £Bcaltad de disponer, en caso nao^ 

{i) Wheaíon't MÍÉrntrn/^y ék., i «9. 
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«aiMO, de cualquier cosa contenida en el Estado, se llama domi- 
nio eminente ó simplemente dominio (1). 

Hay, pues, dos especies de dominio inherente á la sobera- 
nía : el uno semejante al de los particulares, que es el q«e se 
ejerce sobre los bienes públicos ; y el otro superior á este^ en 
virtud del cual puede el soberano disponer, no solo de los 
bienes públicos, mas también de las propiedades de loe parti- 
culares, si la salud ó la conveniencia del Estado lo ireqmeren. 

Emana de este dominio la facultad de establecer impuestos, 
y el derecho de expropiación, por el cual se dispone de una 
propiedad particular para algún objeto de utilidad pública, in- 
demnizando al propietario. 

Guando se dice que tal ó cual extensión de país está sujeta 
al dominio de un soberano, se entiende al dominio eminente, 
y los territorios sobre los cuales este ejerce, se llaman también 
dominios. 

Un Estado puede tener propiedades en el territorio de una 
potencia extranjera, pero no podrá entonces ejercer sobre 
ellas mas que el dominio ordinario, semejante al délos particu- 
lares, porque el dominio eminente pertenece al soberano del 
territorio. 

Los efectos del dominio consisten en dar á la nación el de- 
recho exclusivo de disfrutar sus bosques, minas, pesquerías, 
y en general el de hacer suyos todos los productos de sus 
tierras y aguas, ya sean ordinarios, ya extraordinarios ó acci- 
dentales : el de prohibir que se transite ó navegue por ellas, 
ó permitirlo bajo determinadas condiciones, quedando á salvo 
los derechos de necesidad y de uso inocente y los establecidos 
por tratado ó costumbre ; el de imponer á los transeúntes y 
navegantes contribuciones por el uso de los caminos, puentes, 
calzadas, canales, puertos, muelles, etc.; el de ejerceor juris- 
dicción sobre toda clase de personas dentro del territorio ; y el 
de exigir que las naves extranjeras que entran ó pasan, hagan 
en reconocimiento de soberanía los honores acostumbra- 
dos (2), 



i\) Vallel, I, ao, ? fi4á, 

(^) cr Cada soberano tiene derecho para Hjar «1 .««remojaial jnaritimo ^pu 
ha de obaennarse por las propias naves eatse a^ ó eaa Jas dd o^ntma- 
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jera pueie ser demandwl» waM» tos tv3mimte9 tmmtiefseB pnra 
su ejecución, aunque no^esté^dorntcilia^oen el reine*. Ler nrámet. 
protección se coneede, segvn aqwillasr leye&, á kw^ centrare» 
celebrados en Franela en£re extrarferos, eon eblf^^acion i» 
entregar un» raercaderia 6 su preeío en Francia. De» la ninsma 
manera, un extranjero', aunque' no está" domiciliado, puede ser* 
citado anlte* Tos tribunafes franceses para el cumplimiento é» 
las obligaciones que* ha contraía con un francesr en Praneia. 
Pfero en ios otros casos no serian eompetentes Jos tribunaées 
franceses, á menos que los contratantes extraípjeros les pror»- 
gasen la jurisdicción, 6 que* hubiesen eliegidb domicilio ea A 
reino para la ejecución del* contrato. 

Y asi seria aunque se probase que en» la nación- disl deman»^ 
diado acostumbraban tos tribunales conocer de contratos otor- 
gados en ella por extranjeros, ó qwe sus leyes ordenaban. á lo» 
ciudadanos someterse relativamente 4 los conti'a!to& celebrados 
en otro país, á los juzgados locales. « Es innegable, » dice Mer- 
lin, « que el gobierno de los Estados Unido» de América^ á 
quien toca administrar justicia á sua ciudadanos, puede dele- 
gar esta administración á- nuestro gobierno para mientras re- 
sidan en Francia ; perp que* sus- leyes obliguen al gobiemoi 
francés á tomar sobre si este cargo, repugna á todos los prin- 
cipios, porque la delegación de jwisdiccion^ de potencia á po- 
tencia, es un verdadero mandfetíor, para cuyo valor es indispen- 
sable que concurra la voluntad de! mandatario. El consenti- 
miento del gobierno amenicano á que sus ciudadanos litigudOi 
ante los tribunales franceses, fliera de aquellos casos en que' 
pueden ser constreñidos á ello, por nuestras leyes, no puede 
imponer obligación alguna á los tribunales franceses sino des- 
pués que nuestro gobierno haya aceptado este encargo y pro- 
clamado la aceptación, hasta» entonces ni aun debe presumirsiEt 
que lo sepan, pues á nuestro gobierno corresponde exclusiva- 
mente hacer saber las reglas qua deterininaban la competen- 
cia de las judicaturas fi*aaeesas (1).. » 

En cuanto á los contratos celebrados en país extranjero es- 
tán igualmente discordes ks %]^ifdQm&> da Io& eaccitores» y^ U 
práctica de las grandes naciones. 

(1) Répert. v, Etranger, 
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V La pfotecdoa que dabe coaoedarsa 4 los asetcaojerog» nü 
s& limita,. » dice Frítot^ « á ase^rs^r la ejieeucioa da ín» dUir 
gadenes ooiiiaraida& eoa ellas aa el tarx IkKüifiby, áoteft hieiialiffaza 
^ cumplinüentQ de las cxhLigaciooas cQat7aida& en pais exlrau* 
j^ro^ y segtm las leyes y formas de. e^vas ua&mse&; y oo &o]q^ 
en las eontroversiasi eatre extranjeros de un misioQ paía^ siiu). 
entre k>s de países. d^v^eirsQs, y aun ealxe eiartrafijeros y duda* 
danos.. .«. En Taglaterra y en tos EsÉados Umáoa da Améfiea 
un extranjero tiene diecion cofatra otro por deudiSifi. contraídas 
ea país extranjero. Nada mas natural ni mas justo que dar á 
las partes k)6 madios de hacer coínplír sus.obligacáQnes> xeoir 
procas. Se diee, es verdad, que la lo^te térra Uava en esto- la. 
mdra da^ atraer el eosnereio á sus puertos, hacieado partíci^ac 
á los extraaos del WBosporo de siasv in^títudiOnes dviles. ¿ Pera 
por ventura haxje mal la Inglaterra en consultar su interés da 
ese modo ? ¿ Y no debieran los d¡@ma^ pueblos saguk su ejfisor 
pío ? Se dice también que los magistirados de una. nación igno^ 
can las leyes de las oteas y es de temar que ks iaterprel^n. y 
apliquen inaL Pearo la razón y la moíraU. qua dehea ©er la ba^ 
de toda legislación, son inmutables y uiniver^sales^de todos Ids^ 
tiempos y países; y é las partes que impLoraa el auxilio da tos 
tribunales es á quien toca dar á eonoeer el espíritu, da sua eoft- 
vendones. y el de las leyes bajo cuyo imperio coaitratapon (!)• » 

Según esta jurisprudencia, todo contrato por lo cpiB tooa á 
su valor, su inteligencia, las obligaciones que, im^onet y ei 
modo de llevarlas á efecto, debe arreglarse á las leyes, dal país 
enqoe se ajustó; pero si ha de ejecutarse en otro- paás, se Le 
aplican las leyes de este último. Por consiguieate, se suponeíi 
incorporadas en el contrato mismo todas las leyes que lo^afecr 
tan; y los tribunales de cualquier país, que tengan Mutual ju- 
risdicción sobre las partes, pueden hacerles cujoiplir síu% obli- \ 
gaciones recíprocas con arreglo, á las eláagaxlaa eiqpiaaas del 
contrato y á las leyes incorporadas en él (2)^ 

La capacidad personal de los contralanfces dapemle- dle. mk 
condición civil en el Estado de que son miemfcros, ¿ cual,, como 
vimos arriba, viaja con ellos adonde quiera que se trasladan. 

(1) Science du publiciste, T. II, p. 364 365V eUL. 

(2) Elliofs Diplomalic Code ; Ref, 24«, t4X 2*. «M» ete. E^x^ Cm- 

mmt, P. V. lect. 39 ; t. II, p. 457. ¡ 

i 
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Si la mujer casada, si el menor, según las leyes de su patria, 
ó del país en que han fijado su domicilio, son inhábiles para 
contratar, sus contratos serán inválidos cualesquiera que sean 
las leyes del pais en que se han celebrado, ó del pais en que 
se quiere llevarlos á efecto. Pero en materias comerciales,^ 
cuando el pais de la celebración del contrato es el mismo en 
que se ha de ejecutar, se atiende solamente á sus leyes para 
calificar la capacidad de los contratantes. Son manifiestos los 
inconvenientes que se seguirían de adoptar otra regla. 

La forma extema del contrato depende enteramente de las 
leyes del pais en que se celebra. Si no se observan estas, el 
contrato es nulo ab initio, y no puede llevarse á efecto en 
ninguna otra parte. Pero hay diferencia entre las formas exter- 
nas del contrato, y las pruebas de su existencia. Las formas 
externas (por ejemplo, si ha de ser por escritura privada ó 
pública, con el sello de las partes, etc.), se determinan por la 
ley del país en que se contrata {lex loci contractus) ; las prue- 
bas de su existencia (por ejemplo, si non ó no admisibles en 
juicio las testimoniales), se determinan por las leyes del país 
á cuyas judicaturas se recurre {lex fori) (1). 

El efecto de las leyes incorporadas en los contratos no se 
extiende, pues, á alterar las formas de los procedimientos ju- 
diciales que son propios del país á cuyos juzgados se ocurre, 
ni las reglas que estos siguen relativamente á las pruebas ó á 
la prescripción (2). 

Aunque la forma en que debe otorgarse un testamento se su- 
jeta á las' leyes locales, para que sea protegido por los tribuna- 
les de otro de país, es necesario que primeramente se autorice, 
ó como dicen los franceses, se homologue en este (3). 

Notaremos también que las leyes ó reglamentos puramente 
fiscales no obran fuera del territorio. La falta de un sello pú- 
blico, que piden las leyes de un país con el objeto de producir 
una renta fiscal, no puede alegarse como causa de nulidad 
ante los juzgados de otro (i). 

Finalmente, ninguna nación está obligada á reconocer una 

(1) WheatorCs Elements, ÍI, 2, í 22. 

<2) Wheaton't Elements, II, 2, § 9. 

(3) Wheaton*8 Elementi, II, 2, J 19. 

(4) Wheaton'i Elements, II, 2, § 22. 
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especie de derecho, que sus leyes han condenado ó proscrito 
como contrario á la ley divina positiva, á la justicia natural, ó 
á las buenas costumbres. Asi el dueño de un esclavo no puede 
reclamar los derechos de tal en países cuya legislación ha abo- 
lido la esclavitud y declarado Ubre á todo hombre que pise su 
suelo, como sucede en Inglaten*a, Francia, Prusia y Chile. 

9. 

Resta ver cuál es el valor de los actos jurisdiccionales fuera 
del territorio del Estado. Las reglas siguientes adoptadas por 
la Suprema Corte americana parecen conformes á los mas sanos 
principios. « Si un tribunal extranjero no puede, según el De- 
recho de gentes, ejercerla jurisdicción que asume, sus sen- 
tencias no tienen valor alguno. » Acerca de la jurisdicción que 
los tribunales extranjeros puedan ejercer según las leyes de la 
nación á que pertenecen^ el juicio de los mismos tribunales es 
la única autoridad á que debe estarse : < Toda sentencia de 
adjudicación pronunciada por un tribunal que tiene jurisdic- 
ción en la materia del juicio, da sobre la cosa adjudicada un 
titulo incontrovertible en los países extranjeros. » « Los tri- 
bunales de un soberano no pueden rever los actos ejecutados 
bajo la autoridad de otro (1). » 

Para la mejor inteligencia y aplicación de estas reglas gene- 
rales, haremos algunas observaciones. 

l^ Una sentencia criminal pronunciada en un Estado no 
produce efectos en otro, porque ni puede ejecutarse en la per- 
sona ó bienes del reo, que se hallen fuera de los límites del 
Estado, ni le acarrea las inhabilidades civiles á que conven- 
cido de un crimen infame quedaría sujeto en otro país. Con 
todo, una sentencia de condenación ó absolución, pronunciada 
por autoridad competente, daría al supuesto delincuente la 
excepción de cosa juzgada contra el que le persiguiese por el 
mismo delito en otro país. Pronunciada por autoridad incom- 
petente seria nula, y no sei'viria de nada al reo contra la jus- 
ticia del país á cuyas leyes hubiese contravenido (2). 



(i) EUiol*$ Ref. n. 31, 261. CrancKz ReporU, IV, 267. 
(2) WheaioiCi Elementé, ib., ¡ 15. 
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V El JYfzgtmmBlo de «n trítenaá coMfpetaate -que procede id 
rem es ^deoii^ve ea caant» á k propiedtd de la cosa de que se 
trata ; y él tütiilo qtie confiere á ella deibe reconocerse en Icss 
demás Estados. Tienen este valor no solo las sentencias ea 
causas de presas bajo el Berecho de gentes, sino los fallos dé 
los almirantazgos, cortes de hacienda y demás judicaturas que 
aplican las leyes civiles. Por dudosa que parezca la autoridad 
de una sentencia extranjera en cuanto al mérito de los hechos 
accesoriamente envueltos en el juicio, la paz del mundo civi- 
lizado y la seguridad y conveniencia general del comercio exi- 
gen iütanifiestamente que se dé pleno y completo efecto á tales 
«eiubeBeJas, cuando en otro país se ü^ata de controvertir el 
tíitulD específico de propiedad declai*ado por ellas (i). 

3^ Aunque la división de la herencia mueble de un extran- 
jero se sujete alas leyes del país en que tuvo su domicilio, no 
f)or est« sesi^e que la distribución deba siempre hacerse por 
ios juzgados de ese pais con exclusión de los de aquel en que 
(Se «ballaa ¡as bienes. Siendo un deber de todo gobierno pro- 
teger A sus ciudadanos en el cobro de sus ci^éditos, no seria 
jftistiK, cuandlio la sucesión está solvente^ dejar salir los fondos 
y poner á los acreedores en la necesidad de perse^ixir sus de- 
irechos eai fvais extranjero (2), 

4o Los principios adoptados por la Inglaterra, la Espaíía y 
los Estados Unidos, sobi^e el valor extraterritorial de los actos 
jurisdiccionales, no son tan umversalmente seguidos, que de- 
ban «cofl^derarse como 4e Derecho natural estrinctamente obli- 
^toiúo. La «aiUitoridad de las leyes de un pais y de los actos 
jorisdiáXíionaLes que se ^ercen bajó su imperio , se admite en 
oUos países, lua ex propio vigore sino ex comitate^ ó según la 
letrina dsHubert, qasLÍenus sioeprsEn'udicio indalgentimn üeri 
foíesá (S). Asi la jurisprudencia francesa ba adoptado en esta 
matieria ol2*os principios. Las sentencias de los tribunales 
cxtdnan^eridfi^piuiunciadas entre extranjeros, se ejecutan en Fran- 
^ÍAsm nuev.0 examen y á virtud de un simple jMirea/iiS; pero 
ú se trákia de dLar valor á una sentencia extranjera contra un 
francés, ó coatra un extBaxyero domiciliado en Francia, su 

(1) Wheaton*8 Elements, ib,, B 20. 

(2) Wheaton'9 ¿ÜMinite, Hk^ t 't. Mmí't €^nmmd, P. ^ l(Nft. Vi. 

(3) KtnVs Comment,j ib. 
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«autoi&dad «e deMBwaneoe ; no ha|r fieaifincia .: el francés y el 
'extDABóero dookkáUado tienea-dereolM) para pedir <¡ue la^cau8a 
4ke v&Riüe de iiHuex^o anl« susj ^^^ aatucal&s (1). 

La cüsitiaaiían que vaiaeis á >e3;p4mer entvj^ hü& ^actoe jumsdic- 
cionalasefttirsMijaii^s ^ue pueden <refiDa*2nai?fie ^ las que bo pue- 
den, es la que parece mas fundada en justicia. 

Si -estos aetos jurisdiooionales recayeron sobre obligaciones 
contraidas bajo la influencia de las leyes del mi&mo pais á que 
el tribunal pertenece, ddben ser siempre reconocidas en los 
otros países, ciñéndose los juzgados de estos á hacer cumplir 
por un simple exequátur 6 auto de pareatis las decisiones que 
han intervenido en la materia. 

Pero no seria lo mismo si &e .trabase de .convencianes cele- 
bradas bajo el imperio de nties1?ras ley^FS, ya entre tra ciuda- 
dano y un extranjero, ya entre dos ciudadanos, ó entre dos 
extranjeros. Los actos de jurisdicción extranjera que han re- 
caido sobre es,tas convenciones^, y que les han dado una inter- 
pretación contraria al espíritu de las leyes patrias, pudieran 
ciertamente reformarse*, y n»o *bay idtida cpite smesttms iiulori- 
dades jtidjfciales ttendrian deipeolviD p^a restablecer su ^arda- 
éera interpretación segim las pegÉis (de jiusticiia y de equidad, 
feajo cuyo imperi© se ajustaron >(S). 

Según la doctrina de Vattel, -tu im debe ua iSd^erano «dar 
«DÍdd) á las 'quedas de sus subditos conlva «n ftribuinad esotran- 
j-ero, m tratar de susititaerüos á «los efeatos de luna sefnteKnc^ 
pronniiciada por antcmdad ooimpeteiiLte ; <eso seria il® (mas á 
prepósito para {^soitar tiesavetaencias continuas. » Es verd^ 
"^e el «mismo auter ánade : « que se <deto «ebfógar i los sub- 
ditos, en todos los casos dudosos, 7 á menos que haya una le- 
sión manifíei^ta^, A someterse á las sentencias Se los tribunales 
•extranjiaros ^or quienes han sido juzgados. » ¿Pero por qué 
•esa reffifcriccion? Para averiguar si kay lesÍ€Bi,'es necesari© exa- 
minar la cause á Tondo; y eiítónces ¿á qué se reduce el prin- 
dipio i(3) ? 

La distinción que dejamos expuesta es te mas raaieTn»! y 

(4) li'ritoi. Science, du g^nbticUte. T. Q^p. 36^ Herüli. É^pert. y. ScfU- 
iXÉTainaté,, | 5. 
,(2^ F<r.iiat„ i^» j>. 372. 
(3) Frilol, ib., p. 375. 
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equitativa; y cuando fuera de ella ocurriese un caso de in- 
justicia manifiesta, quedaría siempre al a^^viado el recurso 
de la reparación solicitada de soberano á soberano por el con- 
ducto de los agentes diplomáticos : como en las causas de pre- 
sas marítimas, condenadas contra el Derecho de grates. 



CAPITULO V. 

DE LOS CIUDADANOS Y LOS EXTRANJEROS. 

1. Modos de adquirir U ciudadanía. — 2. Modos de perderla. — 3. En- 
trada de los extranjeros en el territorio. — 4. Refagio. — 5. Asilo. -~ 
6. Naufragio. — 7. Mansión de los extranjeros en el territorio ; sas de- 
rechos y obligaciones según sos diferentes clases. — 8. Sus derechos 
civiles. 

1. 

Ciudadano, en el Derecho de gentes, es todo miembro de la 
asociación civil, todo individuo que pertenece á la nación. 

Esta cualidad se adquiere de varios modos, según las leyes 
de cada pueblo. En muchas partes el nacimiento es suficiente 
para conferirla, de manera que el hijo de un extranjero es. 
ciudadano por el hecho de haber nacido en el territorio (1). En 
algunos países basta la extracción, y el hijo de un ciudada- 
no (2) aunque jamas haya pisado la tierra de sus padres, es 
también ciudaSano (3). En otros el domicilio, esto es, cierta 
manera de establecimiento, ó cierto número de años de resi- 

(1) Asi es en Inglaterra y en los Estados Unidos. Lo mismo era en Es- 
paña (1. 1, l. XX, partida II, y 1. 19, t. Xlll, lib. I, Ordenam, Real). La 
I. 7, t. XIV, 1. I, iVov. Ree, fija otra regla : es ciudadano el que nace en 
dominio español, de padre y madre, ó á lo menos, de padre, que hayan 
nacido ó contraído domicilio en los reinos de España. 

(2) El hijo legítimo sigue la condiccion del padre; el ilegitimo la de la 
madre. Según la citada 1. 7, el hijo legitimo y el natural siguen la condi- 
ción del padre; el espurio la de la madre. 

(3) Asi es en Inglaterra por el estatuto de 4 Geo, II, e. 21. El padre, 
no la madre, es quien trasmite la calidad de subdito natural inglés al hijo 
nacido en país extranjero. En Francia, por el art. 10 del Código civil, el 
padre ó la madre. En España, según la citada ley 7, se sigue la misma 
regla que en Inglaterra, con tal que el padre no haya contraído domicilio 
fuera de España. 
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dfinda' ODiriásuor^ d»; que se infiere el ánnn»^ (te peranamcgr 
para síampre^ habilita á losextiraajeros pamableiier la^ oiuk 
dadaniflL Y en todos puede; el soberana coiscedexia por priviíle^ 
§m á' um extraaoi. 

La meiür eiztraccioH es; el ménesr naÉoral de eatos titüBn^ 
penque/ n® supone por si mi6iiisi.iuii£< necippoeidad de'henafl^ 
«áflfi n¿dietafeociones'. entoe et ciudadano y teupafEnav Elidonii^ 
cilk»<y el prívólegioy gcnevaLnente hablando, no^ pueden code^ 
pjatís eoni el nacimientoi. La saoaLedad ea euyo seuD hemos 
reeibidoi el &&Dy \b> sooiedad que püotegió nuee^a infancia^ pr* 
nsree tener mas. derecho que otpft alguna sobre nosotaros;: de* 
recho sancicyiado por aquel afecto al suelo natal, que es ubo 
de los. sentímienios ma» univecssies' y masind^^les del co- 
raeoa humano (i). 

Para que el¡ privilegio, el. domicilio, ó lai ffiümemon impxm^ 
91B1 las QbhgaQionQs pnopia&de la ciudadanía^ e&necearaio* el 
consentimiento del individuo (2). 

El nacimiento por sí solo no excusa tampoco la necesidad 



(1) (c NeseÍQ^qnsiDataie soiam^dalcedine conatos 

Du6Í4, et immemores* non sinifc- esM; suii » — Ovm* 

a Por mayor tuvierjon los sabios antiguos aquella, naturaleza, que los 
ornes han con la. tierra por nacer en ellau » i. 1, t. 20« P. IL. 

(2) Guando las leyes de un paí». conceden la ciudadanía ai q|ie ha ne:- 
aidido cierto número de años,, ó. al que coiñpra. una finca ó ejerce cierlo 
ramo de industria, se debe entender que solo* ofrecen al 6Xl^Anjaro^qpe 
so halla. 601 UJM de estos casos la caiidad de cindadaoo, dejándolo en li- 
bartadt pana aceptarlai ó no*. Pero puede suceder, que las leyes impongfm 
eoLpresaiy forzoaameiito esta calidad al extranjero< que. -ha. contraído al^funa 
da esao espocia» de domicilia. El que, por ^emfdo, eompza» una. finoa en 
loftpsíaes an.qso las leyes hacen, forzosamente ciudadanos á losposeodones 
de ánoASf deolara; por ai miamathecho/ su aceptación de^la ciudadanía!. La* 
poseúon.da«la< finca, aa la^oonaadesbajpresa» oonáüoion, y. debe somataras. á 
ailBi. 

fiL privilegio por si solo>a8 claro que no confiera lai ciudadaiiia« sin^el 
annasütimientOi djet agraciado» : ABneficium invito nondatur. 

Laimoca axitmaccioni se hallai en el mismo caso, pero por una razón difa- 
n»a(e* Sarí& injusto forzar al que se. halla, ligado por el. nacimiento • á 
iiiiipaís:^ por la» extraocioin átotiro, ái nomper el> mas fuwte da cstostdos 
ifáneulosi, haciéndola, miambro^de- una sociedad, qué < quizá no^ conoce y da 
^yÚBüTno) haiCeeibido níngjOBi banefieio. Sin embargo,, oomo: el extranj.an> 
está sujeto á las leyes patrias donde quiera que existe, ^ el hijo dol.axtraib- 
jero sigue naturalmente la condición del padre, mientras se halla bajo su po- 
testad, la emancipación sola puede darle el derecho de elegir entre la 
eindadania de extracción, y la ciadádam'a de nacimiento. 

6 
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de este consentimiento ; porque si debe presumirse que el ex- 
tranjero conserva el ánimo de volver á su patria, y para des- 
vanecer esta presunción se necesita que la parte declare de un 
modo formal, ó á lo menos por hechos inequívocos, su volun- 
tad de incorporarse en otro Estado ; y si es conforme á la ra- 
zón que el hijo no emancipado siga la condición del padre, 
es manifiesto que las leyes, propendiendo á separarlos, obra- 
rían de un modo violento; que la naturalización del hijo que 
vive bajo la potestad paterna, se opera ipso fado por la natu- 
ralización del padre ; y que de otro modo es indispensable el 
consentimiento del hijo, luego que tenga la facultad de pres- 
tarlo (1). 

Ciudadanos naturales son, pues, propiamente los que han 
nacido de padres ciudadanos y en el territorio del Estado ; los 
otros son adoptivos ó naturalizados; y su consentimiento es 
necesario para legitimar su naturalización según el Derecho 
de gentes (2). 

(1) Frilot. T. ni, p. 65, 66. Según el Código civil de los franceses, el 
niño nacido en Francia de un extranjero sigue la condición del padre, pero 
llegando ú la mayor edad, puede reclamar la calidad de francés. 

£1 principio, que todo hombre pertenece por naturaleza al Estado en 
cuyo suelo nace, está en conflicto con el otro principio, que todo hombre 
pertenece por naturaleza á la patria de sus padres, donde quiera que 
nazca. Si una legislación los promulgase ambos, y mantuviese al mismo 
tiempo que nemo patriam exuere potest, pugnarla con aquella regla eterna 
de moral y justicia : nadie debe pretender para ti lo que en igualdad de 
circunstancias no concede á otros, 

(2) No estará de mas bxponer aquí brevemente la sustancia de las leyes 
de los Estados Unidos relativas á la naturalización. £1 extranjero que 
tiene intención de naturalizarse, debe declarar bajo juramento, dos años 
4ntes, su intención de hacerse ciudadano de los Estados Unidos y de abju- 
rar su calidad de vasallo del soberano cuyo subdito es. Ademas, al tiempo 
de su admisión, debe prestar juramento de fidelidad á la constitución de 
los Estados Unidos y renunciar también con juramento su calidad de ciu- 
dadano ó subdito de todo otro Estado, y en especial de aquel á quien 
ha pertenecido últimamente. Debe probar asimismo cinco años á lo menos 
de residencia continua en el territorio de los Estados Unidos, y un año 
dentro de la jurisdicción del respectivo juzgado. Los hijos menores de 
personas debidamente naturalizadas son considerados como ciudadanos 
americanos, sí permanecen residiendo en el territorio do los Estados Uni- 
dos. (KenVs Comment,, vol. II, p. 64; segunda edición.) Y según la opi- 
nión de este jurisconsulto, basta la naturalización del padre para naturalizar 
al menor (¿6., p. 52). 
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2. 



La ciudadanía cesa ó por la expatriación penal, ó por la 
expatriación voluntaria. 

Én el primer caso la patria renuncia todos sus derechos so- 
bre el individuo. 

« 

En el segundo los pierde, si las leyes permiten á los indivi- 
duos la expatriación voluntaria. 

Pero aun cuando no la permitan, los lazos que unen al ciu- 
dadano con su patria no son indisolubles. Maltratado por ella, 
compelido á buscar en ptro suelo el bienestar y la felicidad 
que no puede encontrar en el suyo, le es lícito abandonar la 
asociación á que pertenece, é incorporarse en otra. Este es un 
derecho de que las leyes civiles no pueden privarle, y en el 
ejercicio del cual, como en el de todos aquellos que envuel- 
ven la disolución del vínculo social, cada individuo juzga y 
decide por sí mismo (1). Puede sin duda abusar de él; pero si 
abusa ó no, es una cuestión cuyo examen seria difícil á las 
naciones extranjeras y en que estas no son jueces competentes. 

Aun en el supuesto de que los otros Estados debiesen mirar 
la emigración como un delito, no podrían negar al extranjero 
refugiado en su seno el asilo que por humanidad y por cos- 
tumbre se concede á los delincuentes que no han cometido 
crímenes atroces. 

De lo dicho se sigue : 1^ que si la antigua patria del emi- 
grado le reclama, los otros Estados, aun mirándole como de- 
lincuente, no tendrían obligación de entregarle; y 2« que si el 
emigrado, después de naturalizarse en otro país, cae en poder 
del Estado á que perteneció primero, y este le trata como de- 
lincuente, su nueva patria no tiene derecho para considerar 
semejante procedimiento como una injuria (2), 

(1) Paley. Moral Philotophy, B. VI, ch. 3. 

(2) Hay Estados que prohiben la expatriación ; otros la permiten, per- 
diendo el expatriado una parte de sus bienes. Según la ley inglesa, q1 sub- 
dito nativo tiene con el soberano una obligación de fidelidad y.vasiaUaje 
(allegiance) intrínseca y perpetua, de que no puede desnudarse por ningún 
acto suyo. Los tribunales ingleses han declarado repetidas veces, que un 
subdito nativo que recibe comisión de un principe extranjero y pelea 
contra su patria, es reo de alta traición : que no puede el subdito deponer 
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3. 

Pasemoe á los extranjeros no naturalizados, y consideremos 
primeramente su entrada eü el territorio. 
Según el* Derecho externo, el soberano pued^ prohibir la 

su vas^llfíja oi U:%^rtarl.o á un príocipe e.\tranj)ero, ni^ pu^e prío^ipe 
alguno, empleando ó naturalizando á un inglés, disolver e^ vínculo que le 
liga con su soberano nativo. Eh los Estados Unidos han discordado los 
juiidcooaiiilios* Poü uaa parte se ha dicho, qfnd el derecbo. abslvacto do los 
individuos á separarse d^. la^ sQciedad de que aon ip;L^n}]ji;Q^, es anteceden^ 
y superior á la. ley de la sociedad, y está reconocido pojr los mas sabios 
publicistas y por la práctica de las naciones ; que ese inextinguible vasa- 
IJlLJQ eji UAdk i^maAacion del s^tema feudal qh q^m 1q9 hooiJ^riQs esta^iMl^n 
encadenados, á la tierra ; quQ el derecho de exps^lriaQÍQn. e^ Í9pQp.tes talóle, si 
se ejercita de conformidad con las obligaciones morales, esto es, de buena 
fe, en tiempo adecuado, y por un acto público : que la facultad de nata- 
ralizar, tan a^l^ogipn^ usada por Ips Estados Unidos, i;econQce virluaimeiue 
en lo^ otros gobiernos la facultad de naturalizar á los ciudadanos de aque< 
líos Estados. Pero por otra parte se alega que la adopción de una nueva 
patria no hace perder á la tierra natal sus dieirechoa aobre nosotros, porque 
un hpmbre pue4e sar ci^clAdanp de. dos na^ones ; que así Qomo el indivi- 
duo tiene derecho á la protección social, está á su vez sujeto á deberos 
sociales, de que no le es dado eximirse abandonando la sociedad-; y que 
una persona puede bien naturalizarse en otro país, pero miénbraa no ha 
s^do legalmcnte exen^ de su natural dependencia, coosery^, su antigqo 
carácter, no obstante las dificultades á que se exponga por el conflicto de 
los derechos de dos naciones. La opinión mas conforme al lenguaje de la^ 
judipaturas ajoaerifíanas, parece sej?, qqe no s^ p^ede abjur,ar la, ciud^aA^a 
sin permiso legal del Gobierno, y que pues el Congreso de los Eslavos 
Unidos ha guardado silencio sobre la materia, permaiíacen allí sin altera- 
ción los principios de la ley común de Inglaterra. {Kent's CommefU. P. lY, 
lectr 2&; vpl.. II, p,. 4jJ, seg, edic.) Lo, que, haljia pues de abusivo y cour 
trário al Derecho de gentes en el impressment de marineros ingleses, ó la 
práctica que la Gran Bretaña adoptó de extraerlos de los buques mercantes 
que navegaban, (^oa i^andera americana, no era. el que eUa reclamase las 
persoi^as, y sei;vicios di^ los qué ha))ian nacido s^i^bditos. suyos, sino el apo- 
derarse de ellos bajo el pabellón de una nación amiga, y el confundir á 
menudo con ellos á los ciudadanos americanqs nativos. Ni durante la 
última guerra coi^lfA Ist Qraní BrjQtaña tuvieron razoQi los, Esla^O^ Unidp^ 
para mirar como contrario al Derecho de gentes (pues ni aun lo era á sus 
propias leyes) el que los ingleses que sirviendo en los ejércitos de la Fede> 
ración hablan sido hechos prisioneros por las armas británicas, fuesen 
juzgados y castigados como traidores en Inglaterra. Sobre una y otra cues- 
tión pueden verse discusiones interesantes en los American Siate Papers» 

La ley francesa es enteramente conforme á lo que dicta la razón : el 
francés puede abdicar su patria, pero no puede nunca tomar servicio 
bajo un soberano extranjero ' contra ta Francia. 

Si del Derecho externo trasladamos la cuestión a,V interno, y la referimos^ 
al principio supremo de la utilidad del género humano {quo nihii ffomini 
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entrada en su territorio, ya constantemente y á todos los ex- 
tranjeros en general, ya en ciertos casos, ó á cierta clase de 
personas, ó para ciertos objetos. Según el Derecho interno, 
la prohibición debe fundarse en justicia, en motivos razona- 
bles de seguridad ó conveniencia. De todos modos, es necesa- 
rio que sea pública, y que lo sean también la pena en que se 
incurra por la desobediencia, y las condiciones con que se 
permite la entrada. ' 

4. 

Él derecho (í) de un desterrado á lá* acogida de la nación 
en que se refugia, es imperfecto. Ésta á la verdad debe tener 
muy buenas razones para rehusarla. Consultando las reglas de 
la prudencia, que le manda alejar de su siielo á los advenedi- 
zos que pudieran introducir enfermedades contagiosas, cor- 
romper las costumbres de los ciudadanos, ó turbar la tranqui- 
lidad pública, no debe olvidar la conmiseración á que son 
acreedores los díBsgraóiados, aun cuando hayan caido en in- ' 
fortunio por su culpa. Pero á la nación es á quien corresponde 
hacer juicio de los deberes que la impone la humanidad en 
tales casos ; y si .se engaña, ó si obra contra su conciencia, no 
es responsable á los hombres. 

Los proscritos no deben abusar de la hospitalidad qtie se les 
dispetisa, para inquietar á las naciones vecinas. Si lo nacen, 
el Estado en cuyo territorio residen, puede expelerlos ó cas- 
tigarlos ; y la tolerancia seria mirada justamente como una in- 
fracción de la paz. 

etse debet antiquius) es evidente ^ue dejando á los subditos de cada Es- 
tado la íacQltad de fijarse én áqtiel páfs y Bajd Hqtielteis in^tiiaftndnes á 
qve están ligados mas poderosamente sns ideas y aílettos^ se mnliiplican 
los medios de prbittOTer la felicidad individnttl ; <el talento, la inteligencia; 
la «etividad, se dirigen al país en qne es mas fácil y fmetifero sn desar- 
rollo ; se establece on premio para los gobiernos bien adiiiinlstrádos ; y no 
por ese perderían los Estados á qnienes Ihesé deslatorabte el cambio de 
Ifts enigraeidnes. La energía liiohil éomprlmida es én todas partes nn ele^ 
mentó peligróse, y la emigración no ha despoblado jamas á ttingnn país( 
sino el maJ Gobiernd. Y después de todo ¿ de qué serrirlan las restricciones 
en ésta materia ? Á los que no detiene el amor al stneto natslj ¿ qué cade- 
nas pueden detenerlos en un ólrdeil social qué repmelton é en qne ¿areceiü 
do los medios de subsistencia? 
(1) Vatt. I, ch. 19, i 231. 
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5. 



La nación (1) no tiene derecho para castigar á los extranje- 
ros que llegan á su suelo por delito alguno que hayan come- 
tido en otra parte, sino es que sean de aquellos que, como la 
piratería, constituyen á sus perpetradores enemigos del gé- 
nero humano. Pero si el crimen es de grande atrocidad ó de 
consecuencias altamente perniciosas, como el homicidio ale- 
voso, el incendio, la falsificación de moneda ó documentos pú- 
blicos, y el soberano cuyas leyes han sido ultrajadas reclama 
los reos, se le deben entregar para que haga justicia en ellos ; 
porque en el teatro de sus crímenes es donde pueden ser mas 
fácilmente juzgados ; y porque la nación ofendida es á la que 
mas importa su castigo. lAámase extradición esta entrega. 

Como la obligación de entregar al delincuente nace del de- 
recho que tiene cada Estado para juzgar y castigar los delitos 
cometidos dentro de su jurisdicción, se aplica igualmente á los 
subditos del Estado á quien se pide la extradición que á los 
del Estado que la solicita y á los de otro cualquiera (2). 

Asilo es la acogida ó refugio que se concede á los reos, 
acompañado de la denegación de sus personas ala justicia que 
los persigue, t Sobre el derecho de asilo, » dice Fritot (3), t hay 
que hacer una distinción importante. El que ha delinquido 
contra las leyes de la naturaleza y los sentimientos de huma- 
nidad, no debe hallar protección en parte alguna ; porque la 
represión de estos crímenes interesa á todos los pueblos y á 
todos los hombres, y el mal que causan debe repararse en lo 

(1) Valí. I. ch.l9,§ 232, 233. Schmals. L. lY, ch. 3. 

(2) Kent. Comment, P. I. lect. 2. Segan Schmalz, no es esta la práctica 
de Europa. Si el Gobierno del país en que se ha cometido el delito, no 
se qaeja al soberano del fugitivo, este soberano se abstiene ordinariamenle 
de castigarle. Si le pide sa entrega, se declina el requerimiento, sea que 
el crimen presente motivos de excusa, ó que la conducta irreprensible que 
el delincuente ha guardado en su patria, loable á favor suyo. Un soberano 
no entrega nunca, ó á lo menos rarísima vez, á sus propios subditos ; lo 
que hace es reservarse su castigo ; y en este caso el delito es castigado con- 
forme á las leyes del país en que se cometió, si son allí menos severas las 
leyes, ó según las leyes de la patria del delincuente, si estas le son mas 
favorables (¡b). 

(3)T. III, p. 32. 
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posible. El Derecho de gentes, según el Marqués de Pastoret, 
no es proteger un Estado á los malhechores de otro, sino ayu- 
darse todos mutuamente contra los enemigos de la sociedad y 
de la virtud. Según M. de Real, Iqs reyes entregan los asesi- 
nos y los demás reos de crímenes atroces á sus soberanos ofen- 
didos, conformándose en esto á la ley divina, que hace cul- 
pables del homicidio á los encubridores del homicida. Pero si 
se trata de delitos que provienen del abuso de un sentimiento 
noble en sí mismo, pero extraviado por ignorancia ó preocu- 
pación, como sucede en el caso del duelo, no hay razón para 
rehusar el asilo. » • . 

Se concede generalmente el asilo en los delitos políticos ó 
de lesa majestad ; regla que parece tener su fundamento en la 
naturaleza de los actos que se caUfícan con este título, los cua- 
les no son muchas veces dehtos, sino á los ojos de los usur- 
padores y tiranos ; otras veces nacen de sentimientos puros y 
nobles en sí mismos, aunque mal dirigidos ; de nociones exa- 
geradas ó erróneas ; ó de las circunstancias peligrosas de un 
tiempo de revolución y trastorno, en que lo difícil no es cum- 
plir nuestras obligaciones, sino conocerlas. Pasiones crimina- 
les los producen también muchas veces ; pero no es fácil á las 
naciones extranjeras el examen de estos motivos, ni son jue- 
ces competentes. 

Un astado puede tener justas razones para no permitir la 
residencia en su territorio á esta clase de reos, pero el entre- 
garlos se miraría como un acto inhumano y bárbaro. 

Aquellos jefes de bandidos, que apellidando la causa de la 
libertad ó del trono, la deshonran con toda especie de críme- 
nes, y no respetan las leyes de la humanidad ni de la guerra, 
no tienen derecho al asilo. 

Es costumbre conceder asilo á todos los dehtos que no están 
acompañados de circunstancias muy graves. Pero las nacio- 
nes pueden limitar por tratados el derecho de asilo, y así lo 
hacen los pueblos vecinos ó que tienen frecuentes comunica- 
ciones comerciales, obligándose recíprocamente á la entrega 
de los soldados ó marineros desertores, de los ladrones, etc. 
Ward considera estos tratados como una prueba de los pro- 
gresos que hacen las naciones en regularidad y orden. 

La legislatura de Nueva York se ha extendido á mas toda- 
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vía, SB^smmsiáú b1 «Gdaemadar {ora áa «ukiieifa de lodB 
Uncuenle acnfiad® áe honncidán^ folBiñoiNSÍim, faiiilie é cnalqaiiar 
otro Gjámmiy á que his )e;ies4e Nv&va York caqiiingaa 4a pena 
de muerte ó prisión en la cárcel de Estado, siemprd qve las 
pmeb» dd hecho sesa suficientes, se^an las auaflftaK ^eg^es, 
pora prender y enjuiciar al reo (1). 



6, 



Los náufra^^os, y generalmente aquellos qpie nema leaipes-- 
tad ú otro accidente forzoso <obliga á «mibar i nnestoas cosías, 
tienen un derecho partioalar á la .ooimiiseracicm y hospita'» 
lidad. Nada mas bárt^aro que la oos^mmbre áe pillar sas eíeo 
tes, que en otro tiempo fué general en la Grecúa, la Itaüa, las 
Gaiias y toda la Europa. Los romanos, á la verdad, reootí»^ 
oieron que los efectos náufragos no defoiaa perteneo»* ni al 
fisco ni al primer ocupante, porque permanecía dueño de ellos 
el q\ie lo era antes del naufragio, en quien no se débia pne« 
sumir la intención de abdicar su dominio (2). Pero coala avec- 
inda dé las naciones .s^entrionales, revivió la antigua bar- 
barie. Durante la edad del feudalismo, ios señores vecinos á la 
costa, después de haber participado, como particulares, de la 
rapiña de estos efectos, se la apropiaron como un derecho ex- 
clusivo, inherente al dominio ten'itoriaL La inlloencia de las 
luces y del comercio ha desterrado ál fin esta prácláca. En to- 
dos los pueMos civilizados se han esitablecido reglas para pro- 
hibir el pillaje de propiedades náufragas, y para su conser- 
vación y custodia á beneficio de los propietarios, sujetándolas 
á un premio moderado de salvamento. Cuando durante algún 
tiooíipo no se hace reclamación alguna por los náufragos ó sus 
representantes, se adjudican á las personas á que se debe su 
oonsa' vacien, ó al fisco (S). 



(1) Kent. Comment, T. T, lecl. 2. 

(S) Pardessas. Coüeolion des Loig Mm^Uimn, T. I, p, T7. 

(3) Jíarifins. PrétU. L. IV, c. 4, § 41é, US. 
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•7. 



Las TeStricciones (1) y deisvefftajas á que por las leyes de 
nrachos países están siy etos los extranjeros, se miran general- 
mente como contrarias al incremento de la población y al ade- 
lantamiento de fe industria; y los países que han hecho mas 
progresos en las arles y <5omercio y se han elevado á ún grado 
mas alto de riqaeía y poder, son cabalmente aquellos que han 
tratado con mas humanidad y liberalidad a los extranjeros. 
Pero «si prescindimos de lo qu© es 6 no coiiveniente en poli- 
tica y economía, y solo atendemos á lo que puede ó no ha- 
cerse sin violar los derechos perfectos de las otras naciones, 
podemos sentar como una consecuencia incontestable de la li- 
bertad é independencia de los Estados, que cada uno tiene fa- 
cultad para imponer á los extranjeros todas las restricciones 
que juzgue convenientes,* inhabilitándolos para el ejercicio de 
ciertas profesiones y artes, cargándolos con impuestos y con- 
tribuciones particulares, etc. Estas reglas deben ser conoci- 
das de todos y no es lícito alterarlas caprichosamente. En casó 
de hacerse en ellas alguna novedad que empeore la condición 
de los extranjeros, dicta la justicia, que se conceda un plazo 
razonable á los que no quieran conformarse con el nuevo or- 
den, para que se trasladen con sus bienes á otra parte. La sa- 
lida de los extranjeros debe ser enteramente libre, si no es 
que momentáneamente la impida alguna importante razón 
de Estado, v. g. en el caso de temerse que fuesen á dar á los 
enemigos noticias de que resultase peligro. En fin, es obliga- 
ción del soberano que les da acogida atender á su seguridad, 
haciéndoles justicia en sus pleitos, y protegiéndolos aun con- 
tra los naturales, demasiado dispuestos á maltratarlos y ve- 
jarlos, particularmente en países de atrasada civilización y 
cultura. El extranjero á su entrada contrae tácitamente la 
obligación de sujetarse á las leyes y á la jurisdicción local, y 
el Estado le ofrece de la misma manera la protección de la au- 
toridad pública, depositada en los tribunales. Si estos contra 
derecho rehusasen ob sus quejas, 6 le hiciesen una injusticia 

(1) Vmtle. L. II, <&. S. 
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manifiesta, puede entonces interponer, la autoridad de su pro- 
pio soberano, para que solicite se le oiga en juicio, ó se le in- 
demnicen los perjuicios causados. 

Los actos jurisdiccionales de una nación sobre los extran- 
jeros que en ella residen, deben ser respetados de las otras 
naciones ; porque al poner el pié en el territorio de un Estado 
extranjero, contraemos, según se ha dicho, la obligación de 
someternos á sus leyes, y por consiguiente á las reglas que 
tiene establecidas para la administración de justicia. Pero el 
Estado contrae también por su parte la obligación de obser- 
varlas respecto del extranjero, y en el caso de una palpable 
infracción, el daño que se inñere á este, es una injuria contra 
la sociedad de que es miembro. Si el Estado instiga, aprueba 
ó tolera los actos de injusticia ó violencia de sus subditos con- 
tra los extranjeros, los hace verdaderamente suyos, y se cons- 
tituye responsable de ellos para con las otras naciones. 

Hay dos clases de extranjeros, los transeúntes que transi- 
tan por el temtorio, ó hacen mansión en él como simples via- 
jeros ó para el despacho de negocios que no suponen ánimo 
de permanecer largo tiempo ; y los habitantes ó domiciliados^ 
que son aquellos á quienes se permite establecerse permanen- 
temente en el pais, sin adquirir la calidad de ciudadanos. Se 
consideran transeúntes los empleados de una potencia extran- 
jera que desempeñan alguna comisión relativa al servicio de 
ella, aunque no sea de naturaleza transitoria, v. g. los cónsu- 
les y agentes comerciales. 

Lo que se ha dicho en este artículo se aplica á los extran- 
jeros de cualquier clase y condición que sean, exceptuando 
los ministros públicos, de los cuales se tratará en la tercera 
parte de este curso. Resta manifestar las diferencias que se 
observan entre los transeúntes y los habitantes ó domici- 
liados. 

Toca indudablemente á la jurisdicción. local fijar las condi- 
ciones bajo las cuales se contrae voluntaria ó forzosamente el 
domicilio. Los extranjeros habitantes deben soportar todas las 
cargas que las leyes y la autoridad ejecutiva imponen á los 
ciudadanos. Están por consiguiente obligados á la defensa del 
Estado, si no es contra su propia patria. Pero es necesario que 
el peso de los servicios y gravámenes de esta especie se re- 
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parta en una proporción equitativa entre los ciudí^danos y los 

extranjeros, y que no haya exenciones ó preferencias odiosas 
entre los de diversas naciones (i). 

Los transeúntes están exentos de la milicia y de los tribu-^ 
los y demás cargas personales; pero no de los impuestos 
sobre los efectos de uso y consumo.. 



8. 



La sana política aconseja igualar á los extranjeros con los 
naturales en lo que respecta á la adquisición de los títulos de 
propiedad, y al uso y disposición de los bienes que posean 
dentro del territorio del Estado. Los bienes raíces son los úni- 
cos que pueden razonablemente exceptuarse de esta regla. 

Una nación, pues, consultando su propia utilidad, se abs- 
tendrá de arrogarse sobre los extranjeros aquel derecho odio- 
so de peregrinidad ó albinaffio [droU d' aubainé) y ^^or el cual 
se les menoscababa el derecho de sucesión, ya fuese en los 
bienes de un ciudadano, ya en los de un extranjero, y consi- 
guientemente no podían ser instituidos herederos por testa- 
mento, ni recibir legado alguno ; y llegando á morir en el 
territorio del Estado, se apoderaba el fisco de todos los bienes 
que poseían en él y despojaba á sus herederos legítimos de 
una gran parte de la sucesión y á veces de toda ella (2) . L&s 
leyes de algunos países han llevado el rigor en este punto has- 
ta incapacitar á la viuda del extranjero, aunque ciudadana, "^ 
de las sucesiones que le tocaban durante el matrimonio, por- 
que la mujer, según ellas, hasta la época de su viudedad se- 
guía la condición del marido. Entre las naciones cristianas 

(1) Vattel. L. I, ch. 49, § 213. 

(2) Valtel. L. II, ch. 8, g 112. Pothier. Traite des personnes et des 
choses. P. L 1. 1, sect.2. Fritot. Science du Publieiste. T. II, p. 397. No co- 
nociendo iSinguna palabra castellana que corresponda á la francesa au- 
baine en el sentido particular de que aquí se trata, me he atrevido á . 
traducirla por la voz albinagio, derivada de albanagium ó albinagiunif 
que en la baja latinidad sígnifícaba lo mismo que aubaine. Algunos au- 
tores distinguen el derecho de peregrinidad y el de albina gio : el primero» 
según ellos, se refiere á la facultad de suceder, y el segundo, á la de dis- 
poner de los bienes por cansa de muerte. Llamábase también derecho de 
peregrinidad el de detracción, de que se hablará mas adelante. 
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apenas ha quedado vestigio de este bárbaro derecho. La 
Asamblea Constituyente lo suprimió del todo en Francia, ha- 
ciendo á los extranjeros capaces de suceder en todos 'óasos, 
aun á los ciudadanos franceses. El Código iDivil en los arti- 
cules 11 y 726 limitó esta liberal disposición á los extranje- 
ros de los paises en que se trataba del mismo modo á los fran- 
ceses ; pero fué restablecida en toda su integridad el año 
de 1819. 

El derecho de detracción [dttit de traite foraine^ gabelle 
d'émiffration, jus detractus^ right of detraction)^ derecho en 
virtud dfel cual sé fetiélie uíia moderada poircion dé los biektes, 
tatito deloíjpúbdilbs ttatui^les, como de los eltrañjeros, toatt* 
dó dejata pata siempre él lerritorío del Estado eti que hátt nft»i 
cido ó residido látgo tiertipo, no tiene la odiosidad del iaMe^^ 
lor, porque la extr&cóii>tt de estos bienes eé uttá pérdida paM 
el Estado, que tiene póí Consiguiente algún titulo á ésta es- 
pecie de ihdemniífeiftion (1). Pero esta doctrina es disputabléi 
Lo que se piei^de por la salida se compettsa por lo que sé gana 
•cotí la entrada de valores, cuando no se ^mbaraüa con des- 
fálóos la circulación n&tUrál de las propiedades erttre las di«^ 
versas naciones ; ó fei hay alguna diferencia eá toíitra los paí- 
ses, Cuyos reglamentos opresivos ó mal entendidos ahuyentan 
las personas y capitales extranjeros (Í5). 

« Supuesto que el éktr'ahjero permanece ciudada'ftó de m. 
patria, los bieneá que deja (dice Vattel) deben pasar natural*- 
mente á sus herederos ségun las leyes del Estado dé qtié el^ 
miembro ; lo cual rto sé opohe á que en los bienes faíces sé 
sigan las leyes del país eti que están situados. » BuHamaqiñ 
establece lá inistna doéti^ink. Pero si él extranjero febtaeté á 
las leyes, costumbres y usos de cada pueblo tió solo las pro- 
piedades raíces que adquiere en él, sino también los bienes 
muebles que allí posee, y aun su persoha misma, parece na- 
tural que dejando viuda> hijos legítimos ó naturales, ú otras 
parsanaft^ que sean GtHdadanoB del Estado , ó se hallen dontí»^ 

(1) VaUel, 1. 11^ oh« 8, § 113» 

(2) Se da Umbien el nembre de 4ereoho de delraocion {droit d» de(ra«- 
tiout iu8 dBÍraeiu&) al derecho 4e albinagiOj redaeido por algunas eoR- 
venciones pariieulares «1 eobro de una parte de la hereneia á que Buc^de 
el extranjero. (Fr¿i«U.5M<m<;« d» PubUe^i. It» p. 39S«) 
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(MMado» en él, y á quieaes* por las teyes focales Iw^pie- el todo 
ó parte de los bienes, tengan eeitsts petaenas dte9e^k> pava pe*r 
©laraar su ouota legal en eípadrimoaio del' difttn;t©(4). 



■'.■«« •«•««»«*««■ 



CAPITULO VI. 

t. Obligación (^ tienen Ibis« naoipne* d«. com^itpaf' enlre 9|. t^ 3^. lii^«i^ 
tadde comariCio,, segau el derecho externo. — 3/ Tr%jtd4oá de comercip. 
— 4^. Fuen les del derecho consuetudinario comercial y marítimo. 5. 
Gravámenes á que está sujeto el comercio de- las nacione» anaii^s. -^ 
6i Guar^atena* 

1. 

Mientras d^ó: la* cpíauíjion, prinjitiva» (2), 1q3 b,oi»í)res to-. 
maban las cosas d^ quQ teniaa necesidad doijide quiera que se 
Ips. presentabgín, si otro no se hsibia apoderado primero ^ 
elfes para sus pijopips i»eaesteres, l^a i,atrod.uccipn del domi- 
nio no ha podido verificarse sino en cuanto se dejaba gene- 
ralmente á loa honíbres algún medio;. de procurarse lo qu.e les 
fuese útil ó i3i,eceSiario. Este medio e^, el; comercip,^ porque d^^ 
las cosa^ quQ. b^aa. sidp. ya ap;?opía^asy i;io podemps hacernos 
4ueííos sin el con^patimiento del aptuai propietaííio,. Ai pbtp«* 
ner este- consentinjiento sino comprándolas ó dando cosas 
equivalentes. Qa cambio> Están pues obligados, lpsJi.on?hrQs á 
Qiercitar unos OQa oí<i*os.este con^yercioparano apartai;se dp las 
miras de la naturaleza ^ que les prescribe faypreceíse unps á 
ojo^p^; en cuanto pupdan^ siempre qjue les sea dable l^ap^lo 
Éfin echaren olvido, lo que se dpbeij< á sí mismos. 

De',aquíi se sigoA que cada nación e^íá. obligada á perwíir y 
proteger este comercio por todos los medios posibles. La se- 
guridad: y comodidad de los^ caminos, puertos y wiercadiost es 
lo ma^ cpnducente á ello, y de los costü^ cpie estos objetos- 16 

(#).Frit«)t» ih PkBST^ 
(2) Yattel, 1 ch. 2. 
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ocasionen puede fácilmente indemnizarse estableciendo pea- 
jes, portazgos y otros derechos moderados. 

Tal es la regla que la razón dicta á los Estados y que los 
obliga en conciencia. Fijemos ahora los principios del dere- 
cho externo. 

2. 

El derecho que tiene cada pueblo á comprar á los otros lo 
que necesita, está sujeto enteramente al juicio y arbitrio del 
vendedor. Este por su parte no tiene derecho alguno perfecto 
ni imperfecto, á que los otros le compren lo que él no nece- 
sita para si. Por consiguiente cada Estado es arbitro de po- 
ner sus relaciones comerciales sobre el pié que mejor le pa- 
rezca, á menos que él mismo haya querido limitar esta liber- 
tad, pactando concesiones ó privilegios particulares en favor 
de otros Estados. 

Un simple permiso ó tolerancia, aunque haya durado al- 
gún tiempo, no basta para establecer derechos perfectos; 
porque la autoridad, inherente al soberano, de arreglar las 
relaciones comerciales de sus subditos con las otras nacio- 
nes, es un jus merse facultatis, que no prescribe por el no- 
uso (1). 

Las pretensiones de dictar leyes al comercio y navegación 
de otros pueblos han sido constantemente rechazadas. Los por- 
tugueses, en el tiempo de su preponderancia naval en el 
Oriente, trataron de prohibir á las demás naciones de Europa 
todo comercio con los pueblos de la India. Pero esta preten- 
sión se miró como absurda ; y los actos de violencia con que 
quisieron sostenerla, dieron á las otras naciones justo motivo 
para hacerles la guerra. 

En virtud de esta libertad de comercio el soberano está au- 
torizado : 1** para prohibir cualquiera especie de importación 
ó exportación, y 2*^ para establecer aduanas y aumentar ó 

(1) Los derechos de mera facultad son tales por su nataraleza, qne el 
que los posee puede usarlos ó no, según le parece, y de consiguiente no 
pueden prescribirse por el no*uso, porque la prescripción se funda en un 
consentimiento presunto, y la omisión de lo que podemos ejecutar 6 no á 
nuestro arbitrio, no da motivo para presumir que consentimos en abando- 
narlo. (Vattel, 1. I., ch. 8, % 95.) 
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disminuir á su arbitro los impuestos que se cobran en ellas ; 
8® para ejercer jurisdicción sobre, los comerciantes, marine- 
ros, naves y mercaderías extranjeras dentro de los límites de 
su territorio, imponiendo penas á lo^ contraventores de sus 
ordenanzas mercantiles ; y 4« para hacer las diferencias que 
quiera entre las naciones que trafican con la suya, conce- 
diendo gracias y privilegios particulares á algunas de ellas (1). 

Cuando se imponen prohibiciones ó restricciones nuevas, 
dicta lá equidad que se dé noticia anticipada de ellas, porque 
de otro modo podrían ocasionarse graves perjuicios al comer- 
cio extranjero. 

Una nación obrará cuerdamente si en sus relaciones con 
otras se abstiene de parcialidades y preferencia, siempre odio- 
sas; pero ni la justicia ni la prudencia reprueban las venta- 
jas comerciales que franqueamos á un pueblo en considera- 
ción á los privilegios ó favores que este se halle dispuesto á 
concedernos. 

3. 

Los tratados de comercio (2) tienen por objeto fiijar los dere- 
chos comerciales entre los contratantes, ya sea durante la paz, 
ya en el estado de guerra entre los contratantes, ya en el es- 
tado de neutralidad, esto es, cuando el uno de ellos es beU- 
gerante y el otro neutral. 

En cuanto al primer punto, especificar los privilegios rela- 
tivos á las personas y propiedades, concedidos por cada una 
de las partes contratantes á los subditos de la otra, que ven- 
gan á hacer el comercio en sus puertos, ó residan en sus ter- 
ritorio, V. g. la exención de ciertas cargas, de confiscaciones y 
secuestros, el Ubre ejercicio de su industria, la facultad de 
testar ó de trasmitir sus bienes ab intestato según las leyes de 
la patria del testador, las franquezas relativas á aduanas, to- 
nelada, anclaje, etc. Agrégase frecuentemente una tarifa ó 
enumeración de los artículos de mutuo comercio, con sus 
precios, para que estos sirvan 'de norma en el cobro de los 

(1) Chitty. Comm. Law, vol. I, ch. 4. 

(2) Vattel, ihid. 
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derechos de aduana; pero la tarifa oo e&. xiecesariamente inal- 
terable en toda la duración del tratada. Sueli^xi tambieu de- 
terminarse en él la autoridad, jurisdicción, y privilagioa de 
los cónsules. 

En cuanto, al estado de guerra, el principal objeto de los 
tratados es eximir de apresamiento y embargo las personas 
y propiedades de los subditos de cualquiera de los contratan- 
tes, que al tiempo de estallar la guerra residan en eí territo- 
rio del otro ; concederles un plazo para la salida de sus per- 
sonas y efectos, después del rompimiento de las hostilidades ; 
ó especificar las condiciones bajo las cuales pueden permane- 
cer alli durante la guerra. En algunos tratados se ha estipu- 
lado la continuación de ciertos ramos de comercio á pesar de 
la guerra. 

En cuanto al tercer punto, se suele estipular en los trata- 
dos de comercio la exención de angarias á favor de los buques 
del Estado neutral ; se enumeran las mercaderías que debe- 
rán considerarse como contrabando de guerra, y se fijan las 
penas á que estarán sujetos los traficantes en ellas; se deter- 
minan las reglas y formalidades de los bloqueos y de la visita 
de las naves ; y se especifican los ramos de comercio que han 
de gozar de las inmunidades neutrales. 

i Los tratados de comercio pueden ser ó de duración iu- 
d'efinida ó por tiempo limitado. Lo mas prudente es no obli- 
garse para siempre, porque es muy posible que ocurran des- 
pués circunstancias que hagan pernicioso y opresivo para 
una de las partes el mismo tratado de que antes reportó bene- 
ficio. 

Los derechos comerciales adquiridos por tratado son tam- 
bién de mera facultad, y por tanto imprescriptibles. Hay con 
tpdó circunstancias que podrían invalidar esta regla. Si, por 
ejemplo, pareciese evidente que la nación ha concedido un 
privilegio ó monopoho comercial con la mira de proporcio- 
narse una mercadería de que necesitaba, y la nación agraciada 
dejase de proporcionársela, no hay duda que te primera po- 
dría revocar el privilegio y, concederle á otra, por haber fal- 
tado la segunda á la condición tácita. 

Cuando un pueblo posee solo cierta especie de producciones 
naturales, otro puede por un tratado adquirir el. privilegio 
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exclusivo' de comprárselas, para revenderlas al resto de la tier- 
ra. Sí este pueblo no abusa de su monopolio vendiendo á un 
precio exorbitante, no peca contra la ley natural; mas aun dado 
caso que lo hiciese, el propietario de una cosa, de que los 
otros no tienen necesidad indispensable, puede según el de- 
recho externo, ó reservai'la para sí, ó venderla al precio que 
guste. 

4. 

Por lo que hace al derecho comercial fundado en la cos- 
tumbre (1), bastará presentar aquí una breve enumeración 
histórica de los códigos mercantiles que han gozado de mas 
autoridad entre los Estados de Europa, como documentos de 
las reglas á que han consentido sujetarse. Casi todas las pro- 
visiones de estos códigos son relativas al tranco marítimo, 
porque á causa de las ventajas del acarreo por agua, y de la 
situación marítima de las principales potencias, la mayor parte 
del comercio exterior sa ha hecho por mar. 

El mas antiguo sistema de leyes marítimas se dice haber 
sido compilado por los rodios como 900 años antes de la era 
cristiana. Corre impresa una colección con el título de Leyes 
Rodias ; pero manifiestamente espuria. Todo lo que sabemos 
de la jurisprudencia marítima de aquel pueblo se reduce á lo 
que nos dicen Cicerón, Tito Livio, Estrabon y otros escritores 
antiguos, y á los fragmentos conservados en el Digesto (2). 
Parece por un rescripto de Antonino que las controversias ma- 
rítimas se dirimían por el Derecho rodio, en todo lo que no 
era contrario á textos positivos de las leyes romanas. 

Acaso la parte principal del Derecho marítimo de los rodios, 
se conserva, aunque esparcida según la conexión de materias, 
en el Digesto y el Código de Justiniano. M. Pardessus ha re- 
copilado todas las leyes romanas relativas á negociaciones ma- 
rítimas, y por ellas se ve cuánto deben á la jurisprudencia de 
Roma las naciones modernas, aun relativamente al comercio 

(1) Lo que sigue se ha tomado en gran parle de la Colección de Leyes 
Marüimtíi de M. Pardessus. También se ha tenido presente á Ghitty, t. I; 
cb. 2. 

(2) Til. De Lege ñhodia, de Jaetu, 

7 
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de mar, que se supoae haber sido mii«do cq& tadifereneia por 
los oonquistadorea del mundo. 

Una de las coleecionefl de eoBtuiobres y usos marítimos que 
bau gozado de mas oelebridad, y acaso la mas antigua de to«r 
das en el Oocidenie, es la conooida e(Hi el título de Eóhs 6 
juzgamientos cid Úiai%>i2. Diversas han sido las opiniones sobre^ 
su origen y sobre la edad en que se redactó, atribuyéndola 
algunos á Ricardo I de Inglaterra, otros á su madre Eleonora, 
duquesa de Aquitania, y suponiéndola otros tomada de las 
ordenanzas de Wisby ó de la Flándes. M. Pardessus cree que 
estas leyes son de origen ñcances, y que se recopilaron algún 
tiempo antes de que por el oasamienio de Eleonom pasase á 
un rey de Inglaterra la Aquitania, esto es, antes de 1152. Lo 
cierto es que en el siglo XIV servian ya para la decisión de 
las causas marítimas, y que desde el siglo XIII gozaban de 
cierta autoridad en España, donde se tuvieron presentes para 
varias disposiciones contenidas en el Código de las Siete Paiv 
tidas (1). 

Sin detenernos en las ooleeciones á que se han dado los 
nombres de Damme y de Westcapelh^ ciudades de los Países 
Bajos meridionales, porque está probado que son meras tra* 
dueciones de los Roles ; sin hacer alto en las Costumbres da 
Amsierdam, de Euehuyaen^ de Stavem, tomadas en parte de 
los Roles, en parte de las ordenanzas de varias ciudades d^ 
Báltico ; mencáon^amos la compilación que se conoce general- 
luiente 00» el título de Derecho Marítímü de Wisby ^ en Gotlan- 
dia, presentada por los jurisconsultos é historiadores del 
Norte comci el mas antiguo monumento de legislación mantima 
de la edad media. Pero él contiene, según M. Pardessus, 
pruebas otaras de haberse formado, no por autoridad sobe- 
raiP^, sino por una persona privada que quiso reunir en un solo 
cuerpo varias disposiciones de los buzamientos de Oleren, de 
los de Damme, del Derecho de Lubeck, observado por losma* 
reaottes de la Union Hanseátioa, y de las GoAtumbres de Ams-^ 
tei^dam, Elachuy&eii y Slavern* Su redaeeiofi no puede ser an-> 
terior al siglo XV. 

De todas la» antiguas recopílacioiieA de leyes marítimas, el 

(2) Capmani, Costumbtes Marítimas, t. 11^ p. 31., Ázuni, p. I, e« 4, 
art. 10. Pardessus, C&lleet,y ch. YUL 
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Consulado del Mar es la mas célebre, la más completa, y fo 
mas generaimeoote respetada. Fu^ra de los. reglamentos pura- 
mente comerciales que contiene, deslinda con bastante preci- 
sión los derechos mutuos de beligerantes y neutrales en lo 
concerniente al comercio de mar, y ha contribuido mucho á 
formar en esta parte el Derecho Internacional que hoy rige. 
Casi todos los que mencionan esta obra ponderan su mérito, 
y algunos parecen como embarazados para hallar palabras con 
que signiñcaí' la admiración que les inspira. Se echará menos 
en ella el orden ó el buen gusto, dice Pardessus, pero no 
puede desconocerse la sabiduría de sus disposiciones, que han 
servido de base á las leyes marítimas de la Europa. 

Los jueces domésticos á quienes tocaba el conocimiesito de 
causas relativas al comercio, se llamaban Camales ; su auto- 
ridad y jurisdicción, Consulado : de aquí el título de esta fa- 
mosa coJieccion. Se ha exagerado su antigijedad refiriéndola 
al año 900 de la era cristiana. Según Gapmani, se compiló por 
los magistrados de Barcelona en tiempo del rey D. Jaime el 
Conquistador ; y como en ella no se hizo mas que consignar 
los usos ya establecidos y antiguos en los puertos del Medi- 
terráneoy no es extraño que la atribuyesen tanta antigüedad, 
y que Pisa, Genova y otros países disputasen á los catalanes 
la gloria de haberla dado á luz. Pero el sabio escritor de quien 
tomamos estas noticias, adhiere á la opinión* de Capmani en 
cuanto al origen barcelonés del Consulado. £1 catalán fuá 
ciertamente el idioma en que se compuso, y el siglo XLV la 
época de su redacción. 

Otro sistema de leyes marítimas que ha merecido m«cba 
aceptación es el de la Liga.Hanseática, formado sucesivamente 
en varios de los recesas ó dietas que celebraban en Lubeck 
los diputados de la Ldga, y mas particularmente en lo6 de 1591 
y 1604. 

Pero el cuerpo mas extenso y completo es la Ordenanza de 
Marina^ de Luis XIV, dada á luz en 1689 ; obra maestra, que 
se formó bajo la dirección de Colhert, entresacando lo m^or 
de todas las antiguas ordenanzas de mai*, y á que concurrieran 
los. mas dnctos jurisconsultos y publicistas de la Francia, pre- 
cediendo consulta de los parlamentos, cortes de almirantazgo 
y cámaras de comercio, del, reinou. Hay €ffL.«lla& dertas disjio 
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siciones sugeridas por el interés nacional ; pero á pesar de 
€ste defecto, es mirada como un código de grande autoridad, 
y con el juicioso comentario de Valin, es una de las fuentes 
snas copiosas y puras de jurisprudencia marítima. 

5. 

El permiso de comerciar con una nación, y de transitar por 
sus tierras, mares y rios, está sujeto á varios importantes de- 
rechos. Tal es primeramente el de anclaje, impuesto que se 
percibe de toda embarcación extranjera siempre que echa el 
ancla en un puerto, aunque venga de arribada, ó forzada por 
algún temporal ; salvo que habiéndolo pagado saliese, y algún 
accidente la obligase á volverse, antes de haber hecho viaje 
á otra parte (1). 

• De aquí proceden también las angarias^ ó el semcio que 
deben prestar á un gobierno los buques anclados en sus puer- 
tos, empleándose en trasportarle soldados, armas y municio- 
nes, cuando se ofrece alguna expedición de guerra, mediante 
el pago de cierto flete y la indemnización de todo perjuicio. El 
capitán de una embarcación extranjera que se pusiese en fuga 
para sustraerse á esta obligación, ó que retardase con astucia 
el trasporte, ó de cualquier otro modo suscitase dificultades 
que perjudicasen al suceso de la expedición, estaría desde 
luego sujeto á la confiscación de su buque, recayendo también 
sobre la tripulación las penas proporcionadas á su complici- 
dad. Y si el capitán aporta maliciosamente á otra parte y vende 
allí las provisiones ó aprestos de gueiTa, se acostumbra casti- 
garle rigorosamente y aun con el último suplicio, exponiéndose 
también á graves penas los que comprasen estos efectos á sa- 
biendas. Pero seria contra la equidad el precisar una embar- 
cación á que hiciese segundo viaje. 

Ninguna embarcación puede excusarse de las angarias bajo 
pretexto de dignidad ó de privilegio particular de su nación. 

Derívase del mismo principio el derecho de embargo^ por 
el cual una potencia projiibe la salida de los buques anclados 
en sus puertos, y se sirve de ellos para algún objeto de ne- 

(1) Azuni, Derecho Marit. p, I, cap. t, art. 4. 
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cesiíiad pública y no de guerra, indemnizando á los interesa- 
dos» Este derecho y el anterior se sujetan á unas mismas re- 
glas. Azuni pretende que en el uso del derecho de angarias 
no se halla el gobierno obligado á indemnizar la pérdida por 
causa de naufragio, apresamiento de enemigos, ó de piratas; 
pero es mucho mas conforme á la equidad natural conceder 
esta reparación en ambos casos, cuando el accidente que ha 
causado la pérdida, proviniendo de la naturaleza del servicio, 
no debe mirarse como enteramente fortuito, y cuando por otra 
parte el flete no es bastante grande para compensar el peligro. 

Otra carga conocida también con el nombre de embargo es 
la que consiste en prohibirse la salida de todos los buques sur- 
tos en un puerto, para que no den aviso al enemigo de alguna 
cosa que importa ocultarle, v. g. el apresto ó destino de una 
expedición militar (i). 

Solo una absoluta urgencia puede autorizar esta suspensión 
de los derechos de los Estados amigos. Pero como la parte 
interesada es el único juez de la necesidad (jue se alega, es 
imposible evitar el abuso. De aquí es que las naciones han 
procurado eximirse de este gravamen, estipulando que sus 
naves, tripulaciones y mercaderías no puedan embargarse á 
virtud de ninguna orden general ó particular, ni aun so color 
de la conservación ó defensa del Estado, sino concediendo á 
los interesados una plena indemnización. 

Del derecho de preencion [jus prseemptionis)^ por el cual un 
Estado detiene las mercaderías que pasan por sus tierras ó 
aguas para proporcionar á sus subditos la preferencia de com- 
pra ; del de escala forzada, que consiste en obligar las em- 
barcaciones á hacer escala en determinados parajes, para re- 
conocerlas, para cobrar por ellas ciertos impuestos, ó para su- 
jetarlas al derecho anterior ; del de mercado ó feria (droit d'é- 
tape, right ofstaple) que consiste en obligar á los traficantes 
extranjeros á que expongan al público en un mercado parti- 
cular los efectos que llevan de tránsito ; y del de trasborde 
forzado para proporcionar á las naves nacionales el beneficio 

(1) Azani, ib,, art. 5, 6. Bcawes, Lex Mercatoria, vol. I, p. 39i (edic. 
de Gbitty). El nombre de embargo (como sus equivalentes arree de prince^ 
arréi de puissance) suele tomarse on un sentido general, comprendiendd 
las angarias. Llámase embargo civil para distinguirle del hostil ó bélico^ 
de que se hablará mas adelante. 
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del flete, acaso no queda ya ejemplo ni aun en los rios de<Ald^ 
manía; y perla tendencia de las naciones modernas á la in- 
munidad del comercio y á la facilidad de las Gomnuiicacioiies 
se puede anunciar que, si subi^sten algunos, desaparecerán 
totalmente. La convención de 15 de agosto de 1804 entre la 
Alemania y la Francia y los reglamentos del Congreso de 
Viena, restringieron considerablemente su ejercicio, 

6. 

Entre los gravámenes á que está sujeto el comercio en todo 
tiempo, no debe omitirse la cuarentena. Cuando un buque es 
obligado á hacerla, por venir de un puerto apestado, ó porque 
hay otro motivo de temer que propague una enfermedad con- 
tagiosa, se le pone en un estado completo de incomunicación 
por un espacio de tiempo que en general es de 40 días, aun- 
que puede ser mayor ó menor según las circunstancias. El 
principal documento que sirve para averiguar sí el buque 
debe hacer cuarentena y por cuánto tiempo, es el cer tincado, 
boleta ó fe de sanidad^ dada en el puerto de donde procede el 
buque. En este documento se notifica el estado de salud de 
aquel puerto. Se llama certificado limpio el que atestigua que 
el puerto se hallaba exento de ciertas enfermedades contagio- 
sas, como la peste ó la fiebre amarilla; sospechoso, si había solo 
rumores de infección; j sacio, si la plaza estaba apestada. Su 
falta, cuando el buque viene de paraje sospechoso, se consi- 
deraría como equivalente á un certificado sacio. 

En todos tiempos ha habido gran diversidad de opiniones 
sobre el carácter contagioso de varias enfermedades. El de 
\bí peste de Levante j por ejemplo, se ha revocado en duda por 
muchos hábiles profesores de medicina, que la han observado 
en los países donde aparece mas á menudo. No obstante las 
frecuentísimas comunicaciones comerciales de la Inglaterra 
con las plazas en que suele hacer mas estragos la peste, y sin 
embargo de la notoria facilidad con que se eluden los regla- 
mentos de sanidad en los puertos británicos, no hay ejemplo 
de que en mas de un siglo haya prendido la infección en ellos, 
ó en los empleados y sirvientes de los lazaretos. Ni hay mo- 
tivo de creer que la peste que afligió á Londres en 1665 y 66 
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fuese la misma de Levatrte, y parece más verosímil que la 
engendrase espontáneamente una viciosa constitución de la 
atmósfera originada de la estrechez de las calles, la densidad 
de la población, la escasez de dguá para los menesteres do- 
mésticos, la acumulación de inmundicias, y otras circunstan- 
cias que contribuían á la insalubridad de Lóndi^es antes del 
grande incendio de 1666, desde cuya época no ha ocurrido un 
solo caso de peste. Es sabido que los turcos no tienen el me- 
nor reoelo dj3 usar la ropa de tos que han muerto de la peste, 
y que los vestidos y sábaiíaá qué quedan éií los lazaretos for- 
man uno de los emolumentos de lófe gobernadores, y se ven- 
den públicamente en los bazares. De la ñebre amarilla se cree 
ya casi umversalmente que no es contagiosa. Pero pocas en- 
fermedades habrán producido tanto tefrór por la actividad del 
supuesto contagio qué la produce, como la cólera morbo que 
desoló algún tiempo la Europa. En todas partes han sido sin 
fruto las vigorosas providencias que Se han toiiiádo para ata- 
jar su carrera, y la opiTlion que en el diá parece tener mas 
séquito es, que la cólera no es contagiosa tampoco ; que nace 
de una constitución atmosférica particular, y que contra sus 
efectos es mucho mas eflcaz la policía sanitaria doméstica, que 
las cuarentenas y lazaretos, porqué dado caso que no detenga 
la marcha del contagio, á lo ménos íiíódera su actividad y 
disminuye el número de sus viótiitiás. Admitiendo, pues, que 
sobre los misteriosos medios de propagación de estas y otras 
dolencias no se sabe todavía lo bastante para formar un juicio 
seguro de la utilidad de las cuarentenas, lo cierto es, que pai*a 
purificar el aire y mantener lá sanidad de las poblaciones se 
debe atender principalmente á la Umpiézá y ventilación de 
las ciudades y casas, á la desecación de lóS pantanos y marja- 
les, buena calidaji de las provisiones de abastó, abundancia 
de agua para el servicio de la habitaciones, y otros bien co- 
nocidos objetos de policía doméstica. 
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CAPITULO VIL 



DE LOS CÓNSULES. 



1. Oficio y clasificación de los cónsules; idea general de sus atribuciones ; 
requisitos para serlo. — 2. Autoridad judicial de los cónsules. — 3. Fun- 
ciones de ios cónsules á favor del comercio y de los individuos de su 
nación. — 4. Inmunidades de los cónsules. 
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Los cónsules (1) son agentes que se envían á las naciones 
< €€^^^ amigas con el encargo de proteger los derechos é intereses 
comerciales de su patria, y favorecer á sus compatriotas co- 
merciantes en las dificultades que les ocurran. 

El objeto principal de la misión del cónsul es velar sobre 
los intereses del comercio nacional, sugerir los medios de me- 
jorarlo y extenderlo en los países en que reside, observar si 
se cumplen y guardan los tratados, ó de qué manera se infrin- 
gen ó eluden, solicitar su ejecución, proteger y defender á los 
comerciantes, capitanes y gente de mar de su nación, darles 
los avisos y consejos necesarios, mantenerlos en el goce de sus 
inmunidades y privilegios, y en lin, ajustar y terminar amiga- 
blemente sus diferencias, ó juzgarlas y decidirlas, si está com- 
petentemente autorizado. 

Cuando el comercio llevó á puertos lejanos multitud de na- 
vegantes y traficantes de varias naciones, que regularmente 
viajaban con sus propias mercaderías, los de cada país solían 
elegir un arbitro, que dirimiese sus diferencias según las le- 
yes y usos patrios. Ya con la mira de alentar el comercio 
extranjero, ya por la influencia de aquel principio que prevale- 
ció tanto en la época de la emigración de los pueblos del norte, 
cuando se juntaban varias razas en un mismo suelo : « que 
cada uno debe guardar las leyes de la sociedad en cuyo seno ha 

(i) IKIucha parte de la doctrina de este capítulo se ha tomado de Gliilty 
(Comm, Law, vol. I, chap. 3), y de Kent (P. I. lect. 2). Lo que se ha 
sacado de otros autores se anota separadamente. 
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nacido; » los soberanos de los puertos dispensaban de buena 
gana á estos arbitros una autoridad semejante á*la de sus jue- 
ces, y se la otorgaron algunas veces por privilegios escritu- 
rados. Dióse á esta especie de magistrados el titulo de cóttsu- 
/es, porque tal era el que tenían los jueces domésticos de 
comercio en Pisa, Luca, Genova, Venecia y Barcelona. Pero 
cuando los comerciantes dejaron de viajar ellos mismos con sus 
mercaderías, y los contratos y operaciones mercantiles se hi- 
cieron por escrito, y por medio de factores y de agentes, fué 
menguando poco apoco la jurisdicción consular, y prevaleciendo 
la de las juslicias locales ; á lo que contribuyó grandemente la 
semejanza de leyes y usos de los pueblos cristianos. Por eso 
vemos que subsisten los antiguos privilegios de los cónsules 
europeos en los puertos de naciones infieles (1). 

Los Estados mas civilizados no empezaron á emplear esta 
clase de agentes en sus relaciones recíprocas hasta fines del 
siglo XV ó principios del XVJ. 

Nómbranse, ademas de los cónsules ordinarios, cónsules 
generales y vizcónsules ; estos para los puertos de menor im- 
^rtancia, ó para obrar bajo la dependencia de un cónsul ; 
aquellos, para jefes de cónsules, ó para atender á muchas pla- 
zas comerciales á un tiempo. Las atribuciones y privilegios de 
estos empleados son unos mismos respecto de los gobiernos 
extranjeros. 

Los cónsules pueden también, cuando han recibido facultad 
para ello, nombrar agentes de comercio, cuya obligación es 
prestar todos los buenos oficios que están á su alcance, á los 
subditos del Estado á quien sirven, manteniendo correspon- 
dencia con el cónsul respectivo y ejecutando sus órdenes. Al- 
gunos Estados conceden á sus ministros diplomáticos y á sus 
cónsules la facultad de nombrar vizcónsules. 

Aunque las funciones consulares parecen requerir que el 
cónsul no sea subdito del Estado en que reside, la práctica de 
las naciones marítimas es bastante laxa en este punto ; y nada 
es mas común que valerse de extranjeros para que desempe- 
ñen este cargo en los puertos de su misma nación. Las leyes 
españolas exigen que los cónsules sean ciudadanos naturales 

(i) Schmalz, 1. V, ch. 3. 
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del Estado á (|uien sirven , y no domiciliados en España ; pero 
á los vizcónsules se les dispensa del primer requisito (i). 

Algunos gobiernos prohiben á sus cónsules ejercer la profe- 
sión de comerciantes ; pero generalmente se les permite. Es 
una regla recibida que el carácter de cónsul no protege al de 
€omerciante, cuando concurren ambos en una misma per- 
sona (2). 

Ninguna nación está obligada á recibir esta clase de em- 
pleados^ si no se ha comprometido á ello por tratado, y aun en 
€ste caso no está obligada á recibir la persona particular que 
se le envía con este carácter; pero si no la admite, es necesa» 
rio que haga saber al gobierno, que la ha nombrado^ los moti- 
vos en que se funda su oposición. El cónsul viene provisto de 
un despacho ó patente de la suprema autoridad ejecutiva de 
su nación, y su nombramiento se notifica al jefe del Estado en 
que va á residir, el cual expide una declaración, llamada exe- 
quátur^ aprobándole y autorizándole para ejercer funciones 
de tal. 

2. 

Ningún gobierno puede cOñferií á sus cónsules poder al- 
guno que se ejerza sobre sus subditos ó ciudadanos en país 
extranjero, sin el consentimiento de la autoridad soberana del 

(1) Ley 6, t. XI, 1. VI. Nov. Recop. 

(2) La experiencia ha probado la necesidad de una tarifa que señale los 
emolamentos de los cónsales ; pero la práctica que debería preferirse con- 
sultando su dignidad y el bien del comercio, seria la de remunerarlos con 
salarios fijos. Alégase en contra, que los que reportan el beneficio de las 
instituciones deben pagar sus costos ; pero ce esta, » decia Mr. Livingston, 
Secretario de Estado de la República Norte*Americana, a no parece una 
respuesta satisfactoria, porque el país entero, y no solamente los individuos 
comerciantes, reportan el beneficio en la institución consular* Los jueces 
reciben salarios; y apenas una décima parte de los habitantes se hallará 
en el caso de recurrir á los tribunales. Otro tanto puede decirse de los 
dematf empleos asalariados. » Remunerando de esa manera los cóosalo!* úo 
sena necesario tolerar que lo fuesen los comerciantes. « fin mochos cmos 
se solicita la investidura consular por la utilidad é influjo que proporciona 
para dar ensanche á los negocios mercantiles del cónsul. ¿ Y podrá creerle 
qCLé este influjo se ffjercerá con rectitud y pnreza? Y dado caso que asi- se 
«jersa, ¿ no se sospecbaria lo contrario ? De aquí celos ^. rivalidades ^pM 
degradan la dignidad consular, y menoscaban la ítífluencia saludable qae 
«1 cónsul podría tener con las autoridades locales. » {JReport of the 2* 
March, 1833 ; EllioVt Code.) 
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mismo. De aquí es que ©nlos tratados á& navegación* y co- 
mercio se tiene paticular cuidado de determinar las facultades 
. y funciones públicas de los cónsules (1). 

Si un soberano concediese á su cónsul atribuciones judiciales 
que no estuviesen fundadas en tratado ó costumbre, los juz- 
gamientos de estos cónsules no tendrían fuerza alguaa en el 
país de su residencia, ni serian reconocidos por las autorida- 
des locales, pero podrían tenerla en la nación del cónsul y obli- 
garían bajo este respecto á los ciudadanos de ella, y á los 
extranjeros en sus relaciones con ella. 

Los cónsules en ios países europeos no ejercen comunmente 
sobre sus compatriotas otra jurisdicción que la voluntaria ; 
y en las controversias sobre negocios de comercio sus fa- 
cultades se limitan de ordinario á un mero arbitraje (2). En 
Inglaterra no tienen autoridad judicial ninguna. El gabinete de 
Washington, en las instrucciones circuladas á sus cónsules 
en i^ de julio de 1805, les hace saber que no pertenece á sü 
oficio ninguna especie de autoridad judicial, sino la que expre- 
samente se les haya concedido por una ley de los Estados Uni- 
dos, y sea tolerada por el gobierno en cuyo territorio residen ; 
y que todo incidente que por su naturaleza pida la intervención 
de la justicia, debe someterse á las autoridades locales en caso 
de no poder componerse por los consejos y amonestaciones 
del cónsul (3). Las leyes españolas declaran que los cónsules no 
pueden ejercer jurisdicción alguna, aunque sea entre vasallos 
de su propio soberano, sino solo componer amigable y extra- 
judicialmente sus diferencias, y procurar que se les dé la pro- 
tección que necesiten para que tengan efecto sus arbitrarías y 
extrajudiciales providencias (4). Si registramos los tratados de 
navegación y comercio y las convenciones consulares, apenas 
hallaremos estipulación alguna que les confiera mas extensas 

(1) La jurisdicción consalar c no emana del soberano que los establece^ 
elenal no tiene poder sobre susaúbdilos en pal» extranjero. Eiia se deriva 
d^ Estado en que los cónsules residen, y por tanto supone siempre trata- 
dos en que ha sido estipulada. » (De Steck, Des Comuls, 64.) 

(2) MartenA, Pré€i$ du DroU des Gtns, 1. IV, oh. 3, § 14S. Schntah, 
Droit des GenSj i. Y, ch. 3. 

(3) Estas y otras iastraccionnes consalare» se haUan iasertaS' á U letra en 
el t. II del Cód. Diplom, de Elliot. 

(4) Nov. Recop., 1. 6, t. II, lib, VI. 
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facultades en la administración de justicia. En. la convención 
de 13 de mayo de 1769 entre ]a España y la Francia, se pre- 
viene que « los cónsules no intervengan en los buques de sus 
respectivas naciones sino para acomodar amigablemente las 
diferencias entre la gente de mar ó entre sus compatriotas pa- 
sajeros^ de manera que cada individúo, sea capitán, marinero 
ó pasajero, conserve el derecho natural de recurrir á los juz- 
gados del país cuando crea que su cónsul no le hace justicia (1). 
En la antigua convención entre los Estados Unidos y la Fran- 
cia, se les dio cierta especie de jurisdicción en la policía de los 
buques y en las causas entre los transeúntes de sus naciones 
respectivas; pero al presente no hay en pié tratado alguno que 
conceda á los cónsules extranjeros residentes en el territorio 
de la Union ni aun eslas limitadas facultades (2;. Hacen al 
mismo propósito el tratado de comercio de 1785 entre el Aus- 
tria y la Rusia, art. 19 ; el de 1781 entre la Francia y la Rusia, 
art. 6, 7, 8 ; el de la misma fecha entre el Portugal y la Rusia, 
art. 4 ; el de 1816 entre América y Suecia, art. 5; el de 1818 
entre Prusia y Rusia, art. 6 ; y otros varios (3). Es de notar 
que las naciones en que mas ha florecido el comercio han sido, 
á excepción de la Francia, las mas cuidadosas en restringir las 
atribuciones de cónsules extranjeros, y esto en aquellas mis- 
mas convenciones que se dirigian á protegerlo y fomentarlo ; 
lo que prueba que aun en el concepto de estas naciones la au- 
toridad judicial produce mas inconvenientes que ventajas. 

La Francia hubiera querido seguir otro sistema. Ella ha 
conferido á sus cónsules la facultad de juzgar todo género de 
controversias entre los comerciantes, navegantes y demás 
franceses, y aun ha prohibido á estos llevar los pleitos que 
tuvieren unos con otros á ninguna autoridad extranjera, con- 
minando á los infractores con una multa de 1,500 francos. 
Pero oigamos sobre este asunto á uno de los mas respetables 
jurisconsultos y publicistas de la Francia. 

« El derecho de poner en ejecución una sentencia empleando 
la fuerza pública es. una emanación de la soberanía : todos 
los Estados están interesados en mantener esta regla, y todos 

(i) Martens, Heeueil des Traites, I. I, p. 631 (seg. edic). 

(2) Kent's Comment, p. I, lect. 2. 

(3) En U Colección de Martens. 
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la invocan cuando les llega el caso. Las cortes, tribunales y 
funcionarios á quienes se ha confiado el ejercicio de la juris- 
dicción voluntaria ó contenciosa, solo por delegación tienen 
este derecho; y en las legislaciones mas conformes á los ver- 
daderos principios, los decretos judiciales que llevan apare- 
jada ejecución, suelen ir revestidos de una fórmula en que á 
nombre del soberano mismo se manda emplear en caso nece- • 
sario la fuerza pública del Estado. Y de aquí es que ningún 
Gobierno reconoce fuerza ejecutoria en las sentencias ó decre- 
tos extranjeros, y que, por consiguiente, ningún soberano 
tiene derecho para instituir en país extranjero, por su sola 
autoridad, judicatura alguna que decida las controversias en- 
tre sus subditos, y cuya sentencias tengan fuerza ejecutoria 
en él. 

» Estos principios generales pueden modihcarse por las con» 
venciones que intervienen entre los soberanos, no solo por lo 
que concierne á la ejecución de las sentencias y decretos extran- 
jeros en su territorio, sino también por lo tocante á la juris- 
dicción de los cónsules^ y al cumpHmiento de lo que estos 
provean. En esta materia, conocimientos positivos son mas 
necesarios que teorías. Pero no debemos dejar de advertir que 
la diferencia extremada de civilización entre los países ilumi- 
nados por el cristianismo y los que profesan otras creencias, 
ha producido necesariamente otra diferencia no menos grande 
en la jurisdicción consular. Los cónsules extranjeros tienen 
extensas facultades en los pueblos infieles : el rey se ha pro- 
curado allí una especie de extraterritorialidad que da á sus 
cónsules, sobre todos los individuos de nación francesa, casi 
los mismos derechos que ejercería sobre ellos un magistrado 
ordinario en su patria, y esto aun para la policía, y para la 
persecución y castigo do los delitos. En las naciones cristia- 
nas no es así. Hay pocos países en que laa sentencias de los 
cónsules lleven aparejada ejecución, como las de los jueces 
locales ; pues el mero hecho de haber admitido cónsules con 
derecho de juzgar, no basta para dar fuerza ejecutoria á sus 
juzgamientos. Á veces debe pedirse esta ejecución, y no se 
concede sin conocimiento de causa ; á veces la jurisdicción 
consular está reducida á un mero arbitraje. 

jt Por eso mismo la obligación impuesta á los franceses de 
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no intentai* acdoa alguna contra un compatriota sino ante su 
cónsul^ requiere una distinción. Las leyes no deben aplicarse 
de un modo contrario á la intención del legislador. El fin que 
se propone el litigante obteniendo una condenación es el 
constreñir á su adversario á que la cumpla. Si las relaciones 
políticas entre la Financia y la nación en que reside el cónsul 
son tales que la condenación consular no serviría de nada al 
litigante, porque no seria posible hacerla ejecutar allí, no pa- 
rece justo que se le castigue por haber recumdo á la jurisdic* 
cion local, como la sola que pudiese acoger eficazmente la 
demanda. Asi un francés interesado en obtener una sentencia 
que deba llevarse á efecto en un país donde los tratados no 
asegui'an la ejecución de los juzgamientos consulares, no de- 
bería incurrir en ninguna pena por haber demandado á su 
compatriota ante la justicia local. 

» Mas aun en este caso el francés que quiere proceder ulte- 
riormente contra su adversario en Francia, tiene interés en 
provocar una sentencia de su cónsul, que si bien destituida de 
fuerza en país extraño, cuando el soberano territorial no ha 
consentido en revestirla de un carácter, ejecutorio, no por eso 
es nula en sí misma y respecto de la Francia ; antes bien tiene 
allí igual valor que los actos de cualquier otro juzgado 
francés... 

» Por .claros y verdaderos que sean estos principios, s^ mo- 
difican, cuando por una desconfianza, acaso mal eiitendida, 
pero á que puede ser necesario someterse para evitar mayores 
inconvenientes, el gobierno local no permita al cónsul ejercer 
funciones judiciales sobre sus compatriotas, aun cuando las 
sentencias no liayan de ejecutarse sino en Francia. En tal caso 
el cónsul debe abstenerse de ellas, y la Francia tendrá el 
derecho de retorsión contra los cónsules del gobierno que trata 
de este modo á los suyos (1). » 

Según el mismo autor, es de derecho común que todas las 
jdÁsputas relativas á los salarios y demás condiciones de en* 
^anche^ de la gaita de mar, y todas las contiendas que se sus • 
eitan en la tripulación de un buque ó entre los n;Lariner.os y 
#1 «Apilan^, ó entre los capiitanes dje dos ó mas buques^ sean 
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decididas por el cónsul. Los jueces locales, aun eaiando se 
ocurre á ellos con esta dase de demandas ó querellas, tienen 
la cortesía de remitirlas al cónsul respectivo, aiaxiliándole 
para que se cumplan sus disposiciones, sin apreciar el mérito 
de estas. £1 interés común dicta esas reglas : sin ellas no se 
podría mantener el orden en las tripulaciones, ni obligarlas i 
continuar el viaje. > 

En esta especie de jurisdicción de los cónsules (ejercida á 
falla de funcioonarios consulai'es por los capitanes respecto de 
cada buque) y en la que se les haya eoncedido por capitula- 
ciones ó costumbre, se comprenden todos los oñciales y gente 
de mar de las naves mercantes de su nacían, aunqite no sean 
ciudadanos de ella ; pues entrando á sei'vii* bajo su bandera, se 
someten tácitamente á sus leyes y usos marítimos (Ij. 

Es práctica general que el cónsul legalice los documentos 
otorgados en el país de su residencia para que hagan fe en su 
nación. Con el mismo objeto, atestigua los actos relativos al 
estado natural y civil de las personas, como matrimonios, na*- 
cimientos y muertes ; da certificados de vida ; toma declara^ 
ciones juradas per comisión de los tribunales de su país ; re- 
cibe protestas ; autoriza contratos y testamentos. Donde laf^ 
leyes locales lo permiten, ae encarga de los bienes de sus 
conciudadanos difuntos, que no dejan representantes legíti- 
mos en el país, y asegura los efectos de los náufk'agos, en au* 
seneia del capitán, propietario ó consignatorio, pagando el 
acostumbrado premio de salvamento (2). 

3. 

Como encargados de velar sobre la observancia de los tra- 
tados de comercio, toca á los cónsules reclamar contra sus 
infracciones, dirigiéndose á las autoridades del distrito en que 
residen, y en caso necesario al gobierno supremo por medio 
del agente diplomático de su nación, si le hay, ó directamente 
en caso contrario. 

(1) Pardessus, ib. 

<2) Kent*s Comment., p. I, lecl. 2. Instrneoiofies consulares de los fesla^ 
des Unidos, en EUiot's Diphm. Code, p. 43d y sii^ientes [edic. de i$34). 
Wheaton't Elements of InHruaHaneil LatOj p. II» eh. S, { 12. 
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El cónsul lleva ordinariamente un registro de la entrada y 
salida de los buques que navegan bajo su bandera, expresando 
en él los capitanes, cargas, procedencias, destinos y consig- 
naciones. Suele hallarse facultado para exigir á los capita- 
nes de estos buques manifiestos jurados de la carga de en- 
trada ; como también de la carga de salida, cuando llevan destino 
á los puertos de la nación del cónsul ; y esto segundo suele 
hacerse extensivo á los buques de otras naciones. El cónsul 
trasmite los duplicados de estos manifiestos á su gobierno. 

Según la práctica de la Gran Bretaña y de otras naciones, el 
cónsul no debe permitir que un buque mercante de la suya 
salga del puerto en que reside, sin su pasaporte ; ni concedér- 
selo hasta que el capitán y tripulación han satisfecho todas las 
justas demandas de los habitantes ó prestado seguridad sufi- 
ciente ; á cuyo efecto les exige el pase 'ó licencia de las autori- 
dades locales. 

El cónsul debe proteger contra todo insulto á sus conciuda- 
danos, ocurriendo, si es necesario, al gobierno supremo. Si 
sucediere que las autoridades locales tomen conocimiento de 
delitos cometidos por sus conciudadanos fuera del territorio á 
que se extiende la jurisdicción local, reclamará contra tales 
procedimientos, requiriendo que se reserve cada caso de estos 
al conocimiento de su juez competente, y que se le entreguen 
los dehncuentes aprehendidos por las autoridades locales. 

Debe también el cónsul, en caso de ser solicitado á hacerlo 
por sus compatriotas ausentes, inquirir el estado de los nego- 
cios de estos en el distrito consular, y comunicar á las partes 
el resultado d^ sus gestiones. Un cónsul, según la doctrina 
reconocida por los Estados Unidos de América, es, en virtud 
de su oficio, apoderado nato de sus compatriotas ausentes que 
no sean representados de otro modo, pudiendo en consecuen- 
cia pai^ecer en juicio por ellos, sin que se le exija mandato 
especial, si no es para la actual restitución de la propiedad re- 
clamada (i). 

Si el país de su residencia está en guerra, es de la particu- 



(1) Véase en Whealon'i ñeportt, VI, p. 152, el caso del Bello CorutiéSy 
juzgado por la Corte Suprema de los Estados Unidos, á petición del cónsul 
de E&paña; y X, p. 66, el caso de la Ántélope, 
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lar incumbencia del cónsul cuidar que por parte de los bu- 
ques de su nación no se quebrante la neutralidad : é infbnnar 
á los aseguradores compatriotas si se han invalidado las póli- 
zas por la conducta ilegal de los capitanes ó de otras personas 
interesadas en los buques ó cargas. 

4. 

Se ha disputado mucho si los cónsules tienen ó no el ca- 
rácter de ministros públicos. Si por ministro público se en- 
tiende un agente diplomático, no hay fundamento para dar este 
título á un cónsul. Lo que constituye al agente diplomático es 
la carta credencial de su soberano, en la cual se acredita para 
todo lo que diga de su parte. El cónsul no va revestido de esta 
iliimitada confianza. Su misión no es á la autoridad soberana de 
un país extranjero, sino á sus compatriotas residentes en él. 
Por consiguiente no le conviene el dictado de ministro público 
sino en el sentido general en que lo aplicamos á todos los em- 
pleados civiles. 

De aquí es que los cónsules no gozan ^e la protección espe- 
cial que el Derecho de gentes concede .á. los embajadores y 
demás ministros diplomáticos. En el ejercicio de sus funciones 
son independientes del Estado en cuyo territorio residen, y sus 
archivos y papeles son inviolables. Mas por lo tocante á sus 
personas y bienes, tanto en lo criminal como en lo civil, se 
hallan sujetos á la jurisdicción local. En la Convención de 1769 
entre la España y la Francia, solo se da á los cónsules (que 
sean ciudadanos del Estado que los nombra) la inmunidad de 
prisión, si no es por delitos atroces; si son comerciantes, esta 
inmunidad no se extiende á causa criminal ó cuasi criminal, ni 
á causa civil que proceda de sus negocios de comercio ; y ade- 
mas se determina, que cuando el magistrado lonal tenga nece- 
sidad de la declaración jnrirlica del cónsul, no podrá este rehu- 
sarla, ni retardarla,- ni faltar al dia y hora señalados. En la 
Convención de comercio de 3 de julio de 1815 entre la Gran 
Bretaña y los Estados Unidos de América, se estipula que en 
caso de | o/tarse el cónsul de una manera ilegal ú ofensiva al 
gobierno del país, se le pueda castigar con arreglo á las leyes, 
si la ofensa está al alcance de estas, ó se le haga salir del 

8 
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país, significando el gobierno ofendido al otro gol)ierno las ra- 
zones que haya tenido para tratarle de este modo. Los mismos 
Estados Unidos y la Suecia estipularon en 4 de setiembre 
de 1816 que en el caso de mala conducta del cónsul se le pu- 
diese castigar conforme á las leyes, privarle de sus funciones, 
ó hacerle salir del país, dándose cuenta del hecho al otro go- 
bierno ; bien entendido cjue los archivos y papeles del consu- 
lado no hablan de e;caminarse por ningún motivo, sino que de- 
berían guardarse cuidadosamente, bajo fos sellos del cónsul y 
de la autoridad local. 

Vattel cree que el cónsul, por la importancia de las funcio- 
nes que ejerce, debe estar exento de la jurisdicción criminal 
del país, á menos que cometa algún crimen enorme contra el 
Derecho de gentes; y que en todos los otros casos se le debe 
poner á disposición de su propio gobierno para que haga jus-- 
ticia en él. Otros escritores (1) han sido de la misma opinión. 
' Pero la práctica moderna, dice Kcnt, no concede semejantes 
inmunidades á los cónsules ; y puede mirarse como fuera de 
duda, que el Derecho de gentes no dispensa una protección 
mas especial á estos empleados, que á las personas que han 
entrado en el territorio de la nación bajo salvo conducto, las 
cuales en lo civil y criminal están sujetas á la jurisdicción del 
país (2). ■ 

Por la citada Convención entre la España y la Francia se 
les permite poner sobre la puerta de sus casas un cuadro con 
un navio pintado y esta inscripción : Consulado de España ó 
de Francia ; pero se declara al mismo tiempo que esta insignia 
no supone derecho de asilo, ni sustrae la casa ó sus habitantes 
á las pesquisas de los magistrados locales, siendo meramente 
una seña de la morada del cónsul para la conveniencia de los 
extranjeros que necesiten recurrir á él. 

La constitución de los Estados Unidos de América ha dado 
á la Suprema Corte de la Federación el conocimiento privativo 
de las causas que conciernen personalmente á los cónsules, 
como á los embajadores y ministros públicos. En España, para 

(1) Warden (On the origin nalure, etc., of Consular EslablUhments). Du 
Franquenay {le Ministre jmblic), Borel (De COrigine, ele, des functions 
des consuls), citados por Chitly. 

(2) Comment., ib. EUiot's Dipl. Code, lieferences, 535. 
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proceder á tomar á los cónsules una declaración jurídica, debe 
el magistrado trasladarse á su casa, y prevenírselo de ante- 
mano por un recado atento, señalándoles dia y hora. Es cos- 
tumbre solicitar del mismo modo su asistencia á los tribuna- 
les, cuando es necesaria, y darles asiento en ellos al lado de 
las autoridades locales. 

Los cónsules, como los demás transeúntes, están exentos de 
la carga de alojamientos, tributos y contribuciones persona- 
les ; pero no de los derechos impuestos sobre los efectos de 
uso y consumo (1). 



CAPITULO VIII. 

' DE LOS TÍTULOS Y DE LAS PRECEDENCLAS. 

1. Títulos. — 2.. Precedencia entre las naciones. — 5. Práctica moderna 
relativa al rango de los* Estados y de los agentes diplomáticos, y á los 
honores reales. 

1. 

Aunque la nación (2) puede dar á su conductor los dictados 
y honras que quiera, es conveniente que en este punto se 
conforme al uso generalmente recibido, proporcionándolos al 
poder efectivo. Un Estado de corta población, sin rentas, co- 
mercio, artes, ni letras, decorado con el nombre de imperio, 
lejos de granjearse mas consideración y respeto, se haría ri- 
dículo. 

Las potencias extranjeras, por su parte, no están obligadas 
á deferir á los deseos del soberano que se arroga nuevos ho- 
nores. Verdad es que si en estos no hay nada de extravagante 
ni de contrario al uso, nada que anuncie pretensiones nuevas 
en perjuicio de otros Estados, no seria justo rechazarlos. Ne- 

(1) Para formar idea de la va-i'tlad ó importancia de la^ funciones en- 
comendadas á lüs cónsiilis, pueden verse, ademas de las íijslriicciones 
Consulares de los Estados Unidos ya citadas, las Ordenanzas del Uey de 
los Franceses, Archives du Commerce, t. IV, p. 245 y siguientes. 

(2) Vailel, 1. II, ch. 3. 
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gar en tal caso á un gobierno extranjero él título que le ha 
conferido su nación, se miraría fundadamente como una señal 
de mala^volunlad y un disfavor gratuito. 

Los soberanos que desean recibir nuevos títulos y honores 
de parte de las naciones extranjeras, procuran asegurárselos 
por tratados. Á falta de estos la costumbre hace regla. 

Algunas veces el reconocimiento de un nuevo dictado se 
concede bajo la condición expresa de que por esta novedad no 
se alterará el orden establecido. Cuando la España y la Fran- 
cia reconocieron la dignidad imperial de la Rusia, se hicieron 
dar letras reversales; y como Catalina II rehusase después 
renovarlas, la corte de Francia en 18 de enero y la España en 
5 de febrero de 1763, declararon que adherían al reconoci- 
miento del nuevo dictado ; pero que si en lo sucesivo alguno 
de los sucesores de la emperatriz llegase á formar pretensio- 
nes contrarias al orden de precedencia establecido por el us©, 
volverían por el mismo hecho al estilo antiguo (1). 



2. 



Como las naciones son todas iguales é independientes, nin- 
guna de ellas puede atribuirse naturalmente y de derecho la 
primacía sobre las otras. Pero supuesto que un vasto y pode- 
roso Estado es, en la sociedad universal, mucho mas impor- 
tante que un Estado pequeño, la razón dicta que el segundo 
ceda el paso al primero en todas las ocasionas en que sea ne- 
cesario que el uno de los dos lo ceda al otro. En esto no hky 
mas que una prioridad de orden, una precedencia entre igua- 
les. Los otros Estados han de dar la primacía al mas fuerte, y 
por consiguiente seria tan inútil como ridículo que el mas dé- 
bil se obstinase en negarla. 

La antigüedad es otro punto de que pende el rango de los 
Estados, es decir, él orden de precedencia entre ellos. Una 
nueva nación no puede desposeer á las otras del lugar que 
tienen ya ocupado. 

La forma de gobierno influye poco ó nada en el rango. Si 

(1) Martens, Recueil de» Traitét, t. I., p. 133 y 135 (icg. edic). 
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la república romana se atribuyó en otro tiempo la preemi- 
nencia sobre todos los monarcas de la tierra, si los emperado- 
res y reyes se la arrogaron después sobre las repúblicas, ha 
consistido solo en la superioridad de fuerzas, de que á la sazón 
gozaban. Las Provincias Unidas de los Paises Bajos, la Repú- 
blica de Venecia, la Confederación Helvética, reconocían la 
precedencia de los empeí adores y reyes; y con todo esto 
Cromwei supo hacer respetar á todas las testas coronadas la 
digni lad de la República de Inglaterra, tratando con ellas de 
igual á igual, y la Francia democrática no se hizo respetar 
menos en sus relaciones con las monarquías mas antiguas de 
Europa. Asi que, por el hecho de mudar un pueblo su gobierno, 
ni sube ni baja en la escala de las naciones. 

En fin, si los tratados, ó un uso constante fundado en un 
consentimiento tácito, han fijado el rango de las naciones, es 
preciso atenerse á ellos. 



3. 



Como por la división de los Estados de Carlomagno pasó el 
imperio al hijo primogénito, el menor que heredó el reino 
de Francia, le cedió tanto mas fácilmente el paso, cuanto es- 
taba todavía reciente en aquel tiempo la idea de la majestad 
del verdadero imperio romano. Sus sucesores siguieron lo 
que hallaron establecido, y fueron imitados por los otros reyes 
de Europa. De este modo la corona imperial de Alemania se 
halló en posesión de la primacía entre los pueblos cristianos, 
y el título de emperador se consideró como el mas eminente 

de todos. 

Los reglamentos que dictaron los papas i^l), y principalmente 
Julio II, para dirimir las dudas y controversias acerca de la 
precedencia de los soberanos de Europa, no han sido jamas 
reconocidos ni observados fuera del recinto de los concilios. 
Los soberanos tampoco han acordado de un modo formal sus 
pretensiones recíprocas, y en el Congreso de Viena se agitó 
esta cuestión vanamente. 

Las potencias católicas conceden el primer lugar al Papa, 

(1) Marlens, Manuel diplomatique, chap. VIII, i§ 79, 80,81. 
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en su carácter de Vicario de Jesucristo y Sucesor de San Pe- 
dro. XjOS otros ¡íPÍncipes que gozan de honores reales, aunque 
no le miran sino como soberano temporal de los Estados pon- 
tificios, y alegan tener derecho á precederle, sin embargo le 
ceden hoy el paso por cortesia. En el Congreso de Viena los 
embajadores de Rusia y de la Gran Bretaña lo cedieron al 
nuncio del Papa. 

Varias potencias, como la Francia, la España, el Austria y 
la Rusia, no admiten la igualdad de rango de los emperado- 
res y reyes, sino respecto de algunos, y en ciertas ocasiones 
solamente. 

La dignidad imperial ó real (1) de que estaban revestidos 
los soberanos mas poderosos de Europa al tiempo que el ce- 
remonial empegó á formarse, y la importancia que se dio en- 
tonces á la consagración de los emperadores y reyes, han sido 
las principales causas de las prerogativas que se han arrogado 
sobre los jefes de los otros Estados, y que se miran todavía 
como las mas altas y señaladas á que pueden aspirar las na- 
ciones. Estas prerogativas, llamadas honores reales ^ consisten 
por parte de los Estados en la precedencia á todos los otros, y 
en la facultad de nombrar ministros de primera clase para 
las funciones diplomáticas (prerogativas concedidas también 
á las grandes repúblicas, como la Confederación Helvética 
y los Estados Unidos de América) ; y por parte de los sobe- 
ranos en la insignia de" la corona imperial ó real, y en el 
tratamiento mutuo de hermanos. El elector de Hesse y los 
grandes duques reinantes participan mas ó menos de todas 
ellas. 

Los soberanos que gozan de honores reales sin tener el ti- 
tulo de emperador ó rey, ceden el paso á estos últimos ; así 
como aquellos que no están en posesión de los honores reales, 
lo ceden á todos los que gozan de ellos. 

Potencias de igual rango suelen concederse unas á otras la 
alternativa ; alternando entre ellas la precedencia ya en cierto 
orden regular de tiempo, ya por sorteo, ya tomando cada una 
el primer lugar en los documentos expedidos por ella. La 
práctica mas frecuente en los protocolos de los plenipotencia- 

(1) Mariens, Manuel diplom., chap. VIII, ^ 71. 
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rios reunidos en una conferencia ó congreso, es colocarlas fir- 
mas en el orden alfabético de sus respectivas potencias. 

Por el Derecho natural todo gobierno está autorizado para 
emplear su idioma en sus comunicaciones con otros. La conve- 
niencia general hizo que la Europa adoptase por muchos siglos 
la lengua latina, á que sucedió casi generalmente la francesa 
desde el reinado de Luis XIV. Los Estados que todavía re- 
tienen la suya, suelen agregar á los documentos internacio- 
nales expedidos por ellos una traducción en el idioma de los 
Estados con quienes tratan, dado que por parte de estos se 
corresponda con igual cortesía. Así lo observan la Confedera- 
ción Germánica, la España y las cortes italianas. Los que ha- 
blan un idioma común se entienden siempre en él, como su- 
cede entre los miembros de la Confederación Germánica, entre 
los Estados de Itaha, entre la Gran Bretaña y los Estados Uni- 
dos de América (1). 

El rango (2) que los agentes diplomáticos acreditados á una 
misma corte han de guardar entre sí, se ha reglado por el 
acta del Congreso de Viena de 9 de junio de 1815 (3), á que 
concurrieron los plenipotenciarios de Austria, ^spaña, Fran- 
cia, Gran Bretaña, Portugal, Prusia, Rusia y Suecia, las cua- 
les invitaron á las otras potencias á adoptarlo. En él se esta- 
bleció : 

1** Que los empleados diplomáticos se dividiesen entres 
clases : 1** embajadores, legados ó nuncios : 2» enviados, mi- 
nistros ú otros agentes acreditados de soberano á soberano ; 
y 3" encargados de negocios, acreditados con los secretarios 
de relaciones exteriores (á las cuales añadieron los plenipo- 
tenjciarios de Austria, Francia, Gran Bretaña, Prusia y Rusia 
en el congreso de Aquisgran ó Aix-la-Ghapeüe, sesión de 21 de 
noviembre de 1818, la clase de ministros residentes, inter- 
media entre los de segundo orden y los encargados de ne- 
gocios). 

2® Que solo los ministros de primera clase tuviesen el ca- 
rácter representativo (en virtud del cual se les dispensan en 



(1) Wheaton*8 Elements. p, II, cli. 3,g 5. 

(2) Marlens, Manuel diplom.y ch. IV, g 83. 

(3) Pieza XVIll; Martens, Ñecueil des Traites, supp., t. VI, p. 449. 
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algunas ocasiones las mismas honras que á sus soberanos, si 
se hallasen presentes). 

3«» Que los enviados extraordinarios no tuviese á titulo de 
tales superioridad alguna. 

4" Que en cada clase la precedencia entre los empleados di- 
plomáticos se reglase por la fecha de la notificación oficial de 
su llegada ; pero sin hacer innovación con respecto á los repre- 
sentantes del Papa. 

5° Que en cada Estado se estableciese un modo uniforme 
de recepción para los empleados diplomáticos de cada clase. 

6® Que ni el parentesco entre los soberanos, ni las alianzas 
políticas, diesen Un rango particular á los empleados diplomá- 
ticos. 

7® Que en las actas ó tratados entre varias potencias que 
admitiesen la alternativa, la suerte decidiese entre los minis- 
tros para el orden de las firmas. (Hoy se sigue generalmente el 
de las letras del alfabeto ; y asi se hizo en este mismo regla- 
mento, firmando los plenipotenciarios en el orden siguiente : 
Austria, España, Francia, Gran Bretaña, Portugal, Prusia, 
Rusia, Suecia.) 



CAPITULO IX. 



DE LOS TRATADOS. 



i. Tratados en general. — 2. Diversas especies de tratados. — 3. Disoln- 
cien de los tratados. — 4. Pactos hechos por las potestades inferiores ; 
esponsión. — 5. Pactos del soberano con los particolares. — 6. Pactos 

. accesorios. 



1. 

Tratado {foedus) es un contrato entre naciones (i). Son há- 
biles para celebrar tratados no solamente los Estados que go- 
zan de una plena y absoluta independencia, sino los íedera- 

(1) La doctrina de este capitulo se ha sacado principalmente de Yattel, 
1. II,ch, 12, 13, 14, 15, 16. 
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dos, Ó los que se han colocado bajo la protección de otros', 
siempre que por el pacto de unión ó de alianza no hayan re- 
nunciado este derecho. 

Contratan válidamente á nombre de las naciones sus jefes, 
si ejercen una soberanía ilimitada, ó si por las leyes funda- 
mentales están autorizados para hacerlo. 

Las potestades supremas, ó las que tienen el derecho de re- 
presentar á la nación en sus pactos con los otros Estados, tra- 
tan por medio de procuradores ó mandatarios revestidos de * 
plenos poderes y llamados por esta razón plenipotenciarios. 
Cada uno de estos mandatarios tiene derecho para que se le 
exhiban los plenos poderes del que negocia con él un tratado ; 
pero no las instrucciones (1). Las facultades de estos plenipo- 
tenciarios son definidas por el mandato, y todo lo que pro- 
meten sin exceder los términos de su comisión y de sus pode- 
res, liga á sus comitentes. En el dia para evitar pehgros y di- 
ficultades se reservan los principes ratificar lo que se ha pac- 
tado á nombre de ellos por sus ministros (2). Mas para que 
pueda rehusarse de un modo honroso la ratificación, es nece- 
-sario que el príncipe tenga poderosos motivos, como el de ha- 
ber excedido ó quebrantado las instrucciones el plenipotencia- 
rio, ó el no haberse aprobado el tratado por la legislatura, 
donde esta aprobación es indispensable para que pueda váli- 
damente ratificarse. 

Si el príncipe contratante no ha menester el consentimiento 
de la legislatura, pero se compromete á cosas que para lle- 
varse á efecto necesitan que se las dé la fuerza de leyes, ¿ es- 
tará ó no obligado el cuerpo legislativo, en virtud de una ra- 
tificación en que no ha tenido parte, á darles esa forma, ó 
dependerá de su voluntad el que tenga ó no valor un pacto 
debidamente ratificado? Este es un punto en que no puede 
darse regla segura. El tratado de comercio de Utrecht, entre la 
Francia y la Gran Bretaña, quedó sin efecto, porque el par- 



(1) Schmalz, Droit des Gens européen, 1. li, ch. 3. 

(2) « Todo tratado debo ratificarse, á menos que por uDa convención 
mutua se haya querido excusar esta solemnidad, ó que sea necesario eje- 
cutarlo inmediatamente; pero no suele haber esta necesidad, sino nn la 
guerra » «Es costumbro canjear en forma los diplomas de las ratifica- 
ciones. V Schmalz, ib. , 
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lamento británico rehusó modificar las leyes vigentes de co- 
mercio y navegación para adaptarlas al tratado. En los que 
exigen inversión de caudales la práctica del gobierno britá" 
nico es estipular que el rey recomendará al paríemento la ne- 
cesaria apropiación de fondos. Por otra parte, bajo la consti- 
tución de los E. U., que confiere al- Presidente la facultad de 
ratificar con el asenso del senado, y dar á los pactos naciona- 
les ratificados de esta suerte el carácter de leyes supremas, pa- 
rece entenderse que el Congreso es obligado á desempeñar 
la fe pública, expidiendo las leyes necesarias para la ejecu- 
ción (1). 

Los tratados son nulos, [)rimeramente, por la inhabilidad de 
los contratantes (2) ; 2° por la falta de su consentimiento mu- 
tuo, suficienteniente declarado (3) ; 3® por la misión de los 
requisitos que exige la Constitución del Estado (4) ; 4» por 
lesión enorme, que entre Estados no puede ser sino la que en- 
vuelve poco menos de una ruina completa ; y 5** por la iniqui- 
dad ó torpeza del objeto 

Los tratados producen derechos perfectos ; de que se sigue, 
primeramente : que un soberano ligado ya con otra potencia 
por un tratado no puede celebrar con otras potencias nuevos 
tratados contrarios al primero ; 2° que si un tratado se halla 
en contradicción con otro anterior celebrado con diversa po- 
tencia, el tratado anterior prevalece ; 3*> que si media un pac- 
to secreto entro xlos potencias, se procedería de mala fe con- 



(1) Wheaton*8 Elementa, p llí, ch. 2, § 6. 

(2) Véase lo dicho arriba, cap. 1,-4. 

(3) Las causas generales que vician el consenlimiento, á s^aber, el error, 
la fuerza y el «tolo, no son aplicables sino con grandes restricciones á los 
pactos internacionales. Si, por ejemplo, apareciese claramente que el tialaiJu 
había tenido por funüamento la suposición errónea de un hecho, seria inicuo 
exigir su cumplimiento. De la misma manera, el dolo para producir nuli- 
dad debe ser evidente; y la fuerza ilegítima. Y como entre naciones es 
legítimo el uso de la fuerza ó de la amenaza para sostener los derechos que 
cada cual cree pertenecerle, esta úliima especie de nulidad tiene cabida 
solo en aquellos casos en que el empleo de la fuerza no pudo ser autori- 
zado por el derecho de la guerra. Así Bonapa'te no hubiera podido retrac- 
tar su abdicación de Fontairebleau, como pudo Fernando VH la de Bayona. 
La {abdicación del primero fué el resultado de una guerra franca y regular : 
el segundo fué atraído alevosamente á las redes del usurpador. Véase Grocio, 
De Jure belli et pacis^ I. ÍI, c. 11, § 6, 7. Schmalz, ib, 

(4) Véase arriba, cap. I, 4. 
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trayendo obligaciones opuestas con otra, la cual, descubierto 
el engaño, tendrá á su arbitrio renunciar el nuevo tratado, ó 
contentarse con la ejecución de las cláusulas que no se opon- 
gan al tratado anterior, exigiendo la indemnización de los 
perjuicios que á consecuencia experimente ; 4° que si llegan á 
ser incompatioles las promesas hechas en diferentes tratados, 
con diferentes potencias, las anteriores se entienden absolutas, 
y las posteriores condicionales. 

Cuando un tratado por la mudanza de circunstancias llega á 
producirá una de las potencias contratantes un daño grave que 
no pudo razonablemente preverse, obraría contra la equidad la 
otra potencia, insistiendo en su cunjplimiento (1). 

2. 

Los tratados son de varias especies. Primera división : tra- 
tados en que solamente nos comprometemos á cosas á que esr 
tábamos ja obligados por la ley natural, y tratados en que nos 
comprometes á algo mas. 

Los primeros sirven para convertir en perfectos los dere- 
chos que naturalmente no lo son. Cuando se estipula cumplir 
una obligación que por si misma es de rigurosa justicia, v. g. 
abstenernos de una injuria, el tratado no crea ni perfecciona 
ningún derecho. Mas no por eso dejará de ser útil, sea, por 
ejemplo, para contener á los pueblos bárbaros, que lo <!reen 
todo licito contra los extranjeros, y á los cuales suele hacer 
menos fuerza una obligación natural que la que ellos mismos 
han contraído por una promesa solemne : sea porque añadien- 
do á un dehto simple la agravación de la períidia, se da mas , 
eficacia á la sanción moral. ' 

Los tratados en que nos obligamos á algo mas de lo que la 
ley natural nos prescribe , ó son iguales ó desiguales. En 
aquellos los contratantes se prometen cosas equivalentes, ora 
sea absoluta esta equivalencia, ora proporcionada á las facul- 
tades de los contratantes, ó á su interés en el objeto del tra- 
tado : en estos las cargas que se imponen las partes son de di- ' 
íerente valor. 

No es lo mismo tratado igual que alianza igual : en los 

(1) Sohmalz, ib. 



124 PRINCIPIOS 

tratados iguales se guarda la equivalencia de concesiones 
reciprocas; en las alianzas iguales se trata de igual á igual, 
ó admitiendo solamente alguna preeminencia de honor, á la 
manera que trataban los reyes con el emperador de Alemania, 
ó la Federación Helvética con la Franoia. De la misma suerte, 
los tratados desiguales imponen cargas de diverso valor, y las 
alianzas desiguales establecen una diferencia considerable en 
la dignidad de los contratantes. Pero estas dos especies de 
desigualdad andan Jrecuentemente unidas . 

Segunda división : tratados propiamente dichos y conven^ 
cienes. Los í)rimeros están destinados á durar perpetuamente, 
ó por largo tiempo, v. g. lun tratado de paz, de comercio ó de 
limites. Las segundas se consuman por un acto único, pa- 
sado el cual, quedan enteramente cumplidas las obligaciones 
y extinguidos los derechos de los contratantes, v. g. una 
convención para el canje de los prisioneros que dos belige- 
rantes se han hecho uno á otro (i). 

Tercera división : tratados personales y reales. Los tratados 
personales se refteren á las personas de los contratantes y es- 
piran con ellas : los tratados reales no dependen de las per- 
sonas, y los derechos y obligaciones que constituyen son in- 
herentes á las naciones. Para distinguir unos de otros se debe 
atender á las reglas siguientes : !■ Todo tratado concluido por 
una república es real, y consiguiontemente no se invalida por 
las mudanzas que sobrevengan en la forma de gobierno, salvo 
que se reüera á ella : 2* Los tratados concluidos por monarcas 
se presumen generalmente reales : 3» Los que obhgan para 
siempre ó por tiempo determinado son reales, pues no depen- 
den de la duración de la vida de los contratantes : 4" Lo son 
igualmente aquellos en que el soberano se empeña por si y sus 
sucesores, ó en que se declara expresamente que tienen por 
objeto el bien del Estado : 5' Si el pacto es de aquellos que 
granjean un beneficio permanente al Estado, hay motivo 
para presumirlo real, á menos que se exprese ó se demuestre 
claramente que se ha concedido este beneficio por consideración 
á la persona del principe reinante : 6' En caso de duda se 

(1) Dase también no pocas veces el nombre üe convención á tratados 
cuyos efectos son generales y permanentes, de lo que se pueden ver bas- 
tantes ejemplos tm la colección de Martens. 
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presume real el pacto, si rueda sobre cosas favorables, esto es, 
que tiendan á la común utilidad' de las partes, y personal en el 
caso contrario. 

En el dia para evitar dudas los soberanos determinan cuida- 
dosamente la duración de los tratados, expresando que se 
obligan á sí mismos, sus herederos y sucesores para siempre, 
ó por cierto número de años, ó que solo tratan por el tiempo 
de su reinado, ó por un asunto personal ó de familia, etc. Acos- 
tumbran también confirmar las alianzas reales estipuladas por 
sus predecesores : precaución que no es del todo inútil, pues 
los hombres suelen hacer mas caso de las obligaciones que 
ellos mismos han contraído expresamente, que de aquellas que 
les han sido impuestas por otros. 

Guando un tratado personal espira por la muerte de uno de 
los contratantes, se puede- dudar si se extinguen ó no por el 
mismo hecho las obligaciones del otro. Si el tratado establece 
prestaciones determinadas y ciertas, que se suponen equiva- 
lentes, y que las dos partes se prometen una á otra como por via 
de cambio, el que ha recibido la suya debe dar lo que ha pro- 
metido en retorno, ó por lo menos compensarlo, ó restituir las 
cosas in integrum. Pero si se trata de prestaciones contingentes 
é inciertas, que no obligan si no se presenta el caso de cum- 
plirlas, su retorno es también contingente, y llegado el término 
de la alianza, todas las obligaciones espiran. 

Si el sobreviviente, creyendo que el pacto era extensivo al 
sucesor, obrase en consecuencia, v. g. suministrándole tropas 
ó víveres, el soberano beneficiado ó debe mirar el pacto como 
renovado tácitamente, ó recompensar los servicios recibidos. 

Los pactos de familia son una especie de tratados personales 
con la diferencia de no limitarse á un individuo solo, exten- 
diéndose á la familia entera ó á los herederos naturales de los 
contratantes. 

Los trata los pueden adsmas divi irse en tantas especies, como 
son los diferentes ne^^ocios de que los soberanos ¡«ueden tratar 
linos con otros. H.iy tratados de paz, de alianza, de neutralidad, 
de subsidio, dé navegación y comercio, de límites, etc. Los 
tratados que se hacen con el Papa, como- jefe de la Iglesia 
católica, para la administración de los negocios eclesiásticos, 
se llaman concordatos. 
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3. 



Los tratados se disuelven, primeramente por haberse cum- 
plido su objeto. Así una alianza estipulada para una guerra 
particular, espira por el tratado de paz. 

2° Se disuelven por haber llegado su término, ya sea fijo, 
como en los tratados de comercio que se estipulan por tiempo 
limitado, ya eventual, como en los tratados personales, cuan- 
do acaba la vida ó reinado de uno de los príncipes contratan- 
tes, ó como en los pactos de familia por la extinción, abdicación 
ó destronamiento de la dinastía reinante. 

Se pregunta si la alianza personal espira, cuando por algu- 
na revolución uno de los contratantes ha sido despojado de la 
corona. Si un rey es injustamente destronado por un usurpa- 
dor, no pierde el carácter de tal por el solo hecho de perder 
la posesión del reino, y»conservandü sus derechos, conserva 
con ellos sus alianzas. Pero si la nación depone al rey, no toc^i 
á ningún otro Estado ó príncipe erigirse en juez de su con- 
ducta ; y el aliado personal que tratase de auxiliarle, baria sin 
duda una grave injuria al pueblo que ha usado de sus derechos 
deponiéndole. Pero en los casos dudosos y cuando la voluntad 
nacional no se ha declarado libremente, se debe naturalmente 
sostener y defender al aliado. 

Un tratado, cuyo término llegó á espirar, puede renovarse 
por el consentimiento expreso ó tácito de las partes. El con- 
sentimiento tácito no se presume fácilmente ; es necesario fun- 
darlo en actos que solo pudieron ejecutarse á virtud de lo pac- 
tado, y aun entonces es necesario averiguar si de estos actos 
se infiere la renovación ó solo una extensión del pació. Guando 
cumplido el número de años por el cual se acordaron ciertas 
franquicias comerciales, siguen los contratantes gozando do 
ellas á sabiendas, han consentido tácitamente en extender la 
duración del pacto;. y cualquiera de los dos tiene la facultad 
de terminarlo cuando guste, notificándolo anticipadamente al 
otro. Pero supongamos que un soberano hubiesp estipulado 
con otro la facultad de mantener guarnición en una de sus 
plazas durante diez años, pagándole en ellos un millón de pesos. 
Si -espirado el término, en vez de retirar su guarnición, en- 
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trega otro millón de pesos y su aliado lo acepta, el tratado en 
tal caso se renueva tácitamente. 

Aunque espirado el término de un tratado, cada cual de los 
contratantes queda libre, con todo si solo el uno de ellos hu- 
biese reportado el beneficio, parecería poco honroso que se 
negase á renovar el pacto, mayormente aproximándose ya el 
caso de utilizarlo el ptro á su vez. 

3° Lo5 tratados se disuelven por lainfidehdad de uno de los 
contratantes. El injuriado puede entonces ó apelar á las armas 
para liacerse justicia, ó declarar roto el pacto. 

Cuando entre dos naciones hay mas de un tratado, por la 
infracción de uno de ellos no se exime directamente la parte 
injuriada de las obligaciones que los otros le impongan; pero 
puede intimar al infractor que si no lé hace justicia, romperá 
todos los lazos que la ligan con él, y en caso necesario llevar á 
efecto la amenaza. 

Algunos extendiendo esta regla á los diversos artículos de 
un mismo tratado, pretenden que la violación de uno de ellos 
no es suficiente motivo para rescindir inmediatamente los artí- 
culos que 00 tienen conexión con él. Pero no se trata aquí 
de lo que pueda hacerse por principios de moderación y gene- 
rosidad, sino de estricta justicia. Bajo este aspecto, parece 
mas fundada la doctrina de Grocio. Toda cláusula de un tra- 
tado tiene la fuerza de una condición, cuyo defecto lo invalida. 
Estipúlase algunas veces que por la infracción de uno de los 
artículos no dejarán de observarse los otros; precaución 
cuerda, para que las partes no se desdigan ligeramente de sus 
empeños. 

4« Se disuelven los tratados, cuando una de las naciones 
aliadas se destruye ó pierde su cualidad de nación, esto es, 
su independencia política. Así cuando un pueblo se dispersa, 
ó es subyugado por un conquistador, todos sus tratados pere- 
cen. Pero los derechos cedidos á perpetuidad por la nación no 
se invalidan por la conquista. Lo mismo decimos de las deu- 
das nacionales, ó de aciuellas para cuya seguridad se ha hipo- 
tecado alguna ciudad ó provincia. 

Si un pueblo se pone bajo la protección ó dependencia de 
otro, no puede ser sino con la reserva de las alianzas ó trata- 
dos anteriores, á los cuales no puede irrogar detrimento por 
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este nuevo pacto. Si lo hace obligado de la necesidad, sus an- 
tiguas obligaciones subsisten en cuanto no son incompatibles 
con él. 

La mudanza de forma de una sociedad no cancela sus obli- 
gaciones anteriores, y si tuviese algunas que fuesen incom- 
patibles con la nueva forma, solo por una necesidad imperiosa 
le seria permitido tomarla. 

5» Se disuelven los tratados por el mutuo consentimiento de 
las partes. 

6° Se disuelven también por la imposibilidad absoluta de 
llevarlos á efecto. 

7° En fin, la guerra cancela los tratados que antes de ella 
existían entre los beligerantes (1). Mas esto no debe enten- 
derse de un modo absoluto. Hay tratados que suspensos du- 
rante la guerra, reviven luego sin necesidad de acuerdo expreso. 
Tales son ios de cesión, límites, cambios de territorio, y en 
general todos aquellos que establecen derechos que no pueden 
derogarse tácitamente. Un tratado de comercio necesitaría de 
renovarse explícitamente eu el tratado de paz, para que no se 
entendiese que había caducado por la guerra ; pero si por un 
pacto anterior á la guerra se hubiese reconocido cierta demar- 
cación de frontera, que no hubiese sufrido alteración por las 
conquistas de uno de los beligerantes sobre el otro, seria me- 
nester, para que no reviviese, que se hiciese una nueva de- 
marcación en el tratado de paz. Aun suponieiido que los de 
1783 y 1794 entre la Gran Bretaña y los Estados Unidos hu- 
biesen caducado por la guerra de 1812, no se seguiría de aquí 
la extinción de los derechos de propiedad inmueble, otorgados 
por los' dos primeros á los subditos de la Gran Bretaña en 
aquellos Estados, y á ciudadanos americanos en la Gran Bre- 
taña, y asi lo declaró terminantemente la Corte Suprema de 
los Estados Unidos. Según ella, ia cancelación de los pactos 
preexistentes por la guerra no. puede mirarse como una rehila 
umversalmente verdadera, no obstante la generalidad con que 
los publicistas la sientan. Cuando en los tratados se conceden 
derechos de propiedad territorial, ó cuando sus estipulaciones 
se refieren al estado mismo de guerra, seria contra todas las 

(i) Scbmalz, t6. 
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reglas de legítima interpretación el. suponer que tales con- 
venios caduquen por el solo hecho de sobrevenir hostilitades 
entre los contratantes. Si así fuera, decía la Corte, hasta el 
tratado de 1783, que demarcaba el territorio y reconocia la in- 
dependencia de los Estados Unidos, habría perecido por la 
guerra de 1812, y el pueblo americano habría tenido que pelear 
otra vez por ambos ; suposición tan monstruosa, que no es 
necesario impugnarla. La Corte en conclusión declaró que los 
tratados en que se estipulan derechos permanentes y arreglos 
generales que envuelven la idea de perpetuidad, y se refieren 
al estado de guerra como al de paz, no caducan sino se sus- 
penden, cuando mas, por la guerra ; y á menos que se renun- 
cien ó se modifiquen por nuevos pactos, reviven luego por la 
paz(l). 

Apenas es necesario advertir que un tratado no se invalida 
por medio de protestas secretas, ni por la mudanza de religión 
de uno de los contratantes ; y que no hay autoridad sobre la 
tierra que pueda absolverlos de sus obligaciones recíprocas (2), 

4. 

Ligan igualmente á las naciones los pactos celebrados á su 
nombre por las potestades inferiores, á virtud de una comi- 
sión expresa ó de facultades inherentes á ellas. Se llaman po- 
testades inferiores ó subalternas las personas públicas que 
ejercen una parte del imperio á nombre y por autoridad del so- 
berano, como lo's generales, gobernadores y magistrados. 

Si una persona pública hace un tratado ó convención, sin 
orden del soberano, y sin estar autorizado á ello por las facul- 
tades inherentes á su empleo, el tratado es nulo, y solo puede 
darle valor la voluntaria ratificación del soberano, expresa ó 
tácita. La ratificación tácita se colige de aquellos actos que el 

(1) Wheaton*s Elementi, p. III, ch. 2, 7. 

(2) Según Schmalz, puede disolverse un tratado por la simple retrac- 
tation de uno de los contratantes. « Cualesquiera estipulaciones que hayan 
intervenido entre dos potencias, puede una de ellas apartarse del tratado; 
si la otra, en virtud de lo convenido, no ha hecho prestación alguna, ni 
tomado ó dejado de tomar alguna medida. En tal caso la reclratacion de 
uno de los contratantes, hecha de buena fe, no irroga perjuicio al otro. » 
Liv. II, ch. 3. Es difícil conciliar este principio con el honor y la justicia. 

9 
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soberano se presume ejecutar á virtud del tratado, porque no 
hubiera podido proceder á ellos de otro modo. Esta especie de 
convenio se llama esponsión (sponsio) (1). 

El esponsor, si el Estado no confirma sus actos, no se halla 
por eso en el caso de un particular que hubiese prometido 
pura y simplemente á nombre de otro, sin comisión para ello. 
El particular está obligado, si no se ratifican sus promesas, á 
cumplirlas por si mismo, ó á restituir las cosas á su estado an- 
terior, ó en fin á indemnizar á la persona con quien ha tratado. 
Su esponsión no puede tomarse en otro sentido. Pero no su- 
cede asi regularmente con el hombre público que ha prometido 
sin orden ni facultades. Con respecto á él, se trata de cosas 
que suelen exceder infinitamente sus medios. Si ha obrado de 
mala fe atribuyéndose una autoridad que no tenia, puede el 
engañado exigir su castigo ; pero si él mismo ha dado á en- 
tender que no estaba facultado para ligar á su gobierno, s 
nada ha hecho para inducir á la otra parte á creerlo así, se debe 
presumir que esta ha querido correr un riesgo, esperando que 
por consideración al esponsor ó por otros motivos se ratificaría 
la convención ; y si el éxita no coresponde á sus esperanzas, 
solo debe quejarse de su propia imprudencia. 

El esponsor, en el caso de desaprobarse lo (jue ha pactado 
con un enemigo, no está obhgado á entregársele, si no se ha 
comprometido expresamente á ello, ó si la costumbre no le 
impone esta ley, como se verificaba en el derecho fecial de los 
romanos. Satisface á su empeño haciendo de su parte todo lo 
íjue legítimamente pueda para obtener la ratificación. Pero si 
le es posible cumplir por sí mismo el convenio, ó dar una in- 
demniz:icion, debe haceilo para desempeñar su palabra (2). 

Al soberano del esponsor toca manifestar desde luego su 
oposición al pacto, si no tiene ánimo de ratificar o ; y restituir 
todo lo que haya recibido á virtud de él, ó en caso de no serle 
esto posible, su valor. Se deshinrüi-ia abusando de la credu- 
lidad ó generosidad del otro contratante, aua cuando fuese su 

(1 Gro'-io, Df.Jure B. eíP., lib. lí, c. 15, 3. 

(2) a C.iptiviis ^Fabtus Muximus) ab HmiiibalH inlerposita pactione num- 
moruui rt'ceperul. qui curn a senaiu non praestarentur, misso in urbem 
filio, funilurn qu>m unicuin possidebat veridid t, ejasqae preliuin Hauui- 
hali prolínus humeravit. » {Val, Max. y I. IV, c. 8.) 
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enemigo. Pero si por la excesiva confianza de este en un pacto 
cuya ratificación era incierta, hubiese logrado sustraerse á un 
peligro, la equidad natural no le obligada á colocarse otra vez 
en él. 



El soberano puede también hacer contratos con los particu- 
lares, sea de su nación, sea de las extrañas. Las reglas á que 
están sujetos son las mismas que entre personas privadas : 
bien que el soberano, usando de su dominio eminente, puede 
alguna vez anular los pactos hechos con los subditos, lo cual ya 
se sabe que solo tiene cabida, cuando una grave consideración 
de bien público lo exige, y concediendo una liberal indemni- 
zación á los interesados. 

6. 

Resta hablar de aquellos contratos interiiacionates que tie- 
nen por objeto asegurar la observancia de otros contratos. Se 
pueden reducir á cuatro : garantía, ñanza, prenda y rehenes. 

La garantía es un pacto en que se promete auxiliar á ima 
nación para constreñir á otra á que le cumpla lo pactado. La 
garantía puede prometerse a todas las partes contratantes, ó 
solamente á algunas de ellas ó á uga sola. Sucede también que 
los contratantes se garantizan. recíprocamente la observancia 
de lo pactado. 

Hé aquí las reglas principales á que está sujeta la garan- 
tía : 1* el gafante no interviene, sino cuando es requerido á 
hacerlo ; 2» si las partes quieren de común acuerdo revocar ó 
modiíicar sus obl gacionos recíprocas, no puede el garante 
impedírselo : ivgla importante para precaver d pcl gro de 
que u:i soberano poderoso, á pretexto de una garantía, se in- 
giera en los negoc os de sus vecinos, y trate de dictarles leyes ; 
3" espira la obligación del garante, si las partí s alteran lo 
pactado, sin su aju'obacion y concurrencia ; 4" no está obligado 
á intervenir con la fuerza, sino cuando la potencia garantida 
• no se halla en estado de hacerse justicia á sí misma ; 5» si se 
suscitan dispulas sobie la inteligencia del pacto garantido, y el 
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garante halla infundadas las pretensiones de la parte á quien 
ha prometido auxiliar, no le es licito sostenerlas : por lo cual 
es de su obligación averiguar el verdadero sentido del pacto ; 
6* es nula de suyo la garantía que recae sobre un pacto inmo- 
ral ó inicuo ; 7* en caso de duda se presume que la garantía no 
espira sino con el pacto principal. 

Los soberanos se garantizan á veces el orden de sucesión 
de una familia, ó la posesión de sus Estados respectivos. La 
garantía no es entonces un pacto accesorio, sino un tratado de 
alianza. 

La caución ó lianza es un pacto por el cual una potencia se 
obliga á cumplir lo pactado por otra, si esta es infiel á su pro- 
mesa. Es mas segura una fianza que una garantía, porque el 
fiador deb^ cumplir la promesa en defecto de la pai'te principal, 
mientras que el garante tiene solo la obligación de hacer lo qué 
le sea posible para que el que la ha hecho la cumpla. 

Por el contrato de prenda ó empeño se entregan, ó solamente 
se hipotecan ciudades, provincias, joyas ú otros efectos para 
la seguridad de lo pactado. Si se ceden al mismo tiempo las 
rentas ó frutos de la cosa empeñada, el contrato se llama an- 
ticrésis. 

Reglas : 1" Al tenedor de la prenda solo compete la cuisto- 
dia, no los frutos ni la administración ó gobierno de ella, si 
no se le han concedido expresamente ; y es responsable de la 
pérdida ó deterioro que acaezca en ella por su culpa ; 2" Si se 
le concede el gobierno de la ciudad ó provincia empeñada, 
debe mantener su constitución y sus leyes ; 3* ^La prenda no 
puede retenerse, ni la hipoteca subsiste, una vez satisfecha la 
obligación para cuya seguridad se han constituido ; 4' Si la 
; obligación no se cumple dentro del término convenido, puede 
{ la potencia acreedora apropiarse la prenda ú' ocupar la hipo- 
teca hasta concurrencia de la deuda ó de una justa indem- 
nización. 

Los rellenes son personas de consideración que una potencia 
entrega á otra en prenda de una promesa. 

Reglas : 1" Dan rehenes no solamente los soberanos, sino 

las potestades subalternas ; 2" Solo un subdito puede ser dado 

en rehenes á pesar suyo : no corre esta obligaciop al feudata- 

. rio ;.3^ Como los rehenes se suponen ser personas de alta es- 
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fera, se miraria como un fraude vergonzoso hacerpasar por 
tales las que no lo son ; A* Seria también grave mengua que 
el soberano que los ha dado autorizase su fuga, ó que habién- 
dose fugado y siéndole posible restituirlos, no lo hiciese ; 
5" La nación que los entrega debe proveer á su subsistencia ; . 
6* Si alguno de los rehenes llega á morir, ó sin participación 
de ella se fuga, no está obligada á poner otro en su lugar, 
salvo que se haya comprometido expresamente á ello ; 7" La 
libertad sola de los rehenes está empeñada : si su soberano 
quebranta la fe dada, quedan prisioneros : mas según el De- 
recho de gentes que hoy se observa, no es lícito darles la 
muerte ; 8* Se pueden tomar las precauciones necesarias para 
su custodia : hoy dia su palabra de honor se considera como 
seguridad suficiente ; 9* Si alguna persona sustituye por 
cierto tiempo á la que estaba en rehenes y esta muere, la pri* 
mera queda libre de todo empeño : si muere el sustituto, dura 
la obligación del principal ; 10* Si un príncipe dado en rehenes 
sucede á la corona, debe permitirse su canje por otra persona 
ó personas, que constituyan una seguridad equivalente ; pero 
en caso de infidelidad por parte de la potencia deudora, se 
podría lícitamente retenerle; 11* Cumplida la obligación del 
soberano de los rehenes, son ipso fado libres, y no es per- 
mitido retenerlos por otro motivo, si no es que durante el 
empeño hayan cometido algún crimen ó contraído deudas en 
el territorio del otro soberano. ■ 
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CAPITULO X. 
ikteAprétacion de los tratados, lkyes y otros, documentos. , 

1. Necesidad de las reglas de intri*pr*»lacion. — 2. Axiomas geeeralos. — 
3. Rei^iaft putticul.ires. -*• 4. R glas relalivas á la disiiiicion *iuíre lo 
favorable y lo o«i oso. — 5. RegUs relativas á los casos de cuniradíc* 
cion ó incompjitibitidad. 

1. 

Es necesario fijar reglas para la interpretación de los trata- 
dos (1), testamentos, leyes y demás actos escritos, que sirvan 
para fundar derechos entre los diferentes Estados ; primera- 
mente por la inevitable ambigüeda 1 á que da margen muchas 
veces líi imperfección del lenguaje ; 2® por la generalidad de 
las expresiones que es necesario saber ajiUcar á los pasos par- 
ticulares que se presentan ; 3® por la perpetua fluctuación de 
las cosas humanas, que produce nuevas ocurrencias difíciles 
de reducir á los términos de la ley ó tratado, si no es por in- 
ducciones sacadas del espíritu del legislador ó de los contra- 
tantes ; 4« por las contradicciones é incompatibilidades aparen- 
tes ó reales que en lo escrito se nos ofrecen, y que es necesario 
examinar cuidadosamente para conciliarias, ó á lo menos para 
elegir entre los diferentes partidos ; y 5'» por la estudiada oscu- 
ridad de que se sirven muchas veces los contratantes de mala 
fe para labrarse especiosos derechos, ó prepararse efugios 
con que eludir sus obligaciones. 

2. 

Las máximas generales en materia de interpretación son 
estas : 1' que no se debe interpretar lo que no tiene necesidad 

(1) La hermenéutica, ó arte de interpretar, es propiamente ana parte de 
la lógica. Ha parecido conveniente dar aquí una ligera idea de la herme- 
néutica legal, imitando el ejemplo de Vattel y oíros publicistas, y para 
llenar el vacio que presentan en este punto los tratados de lógica que 
hoy diatienen, mas boga en las escuelas. Hemos seguido U Vattel., 1. II, 
eap. 17. 
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de interprel ación ; 2* que no debe hacerse novedad en la inte- 
ligencia de las palabras á que siempre se ha dado un sentido 
determinado (1) ; 3" que si el que pudo y debió explicarse clara 
y plenamente, no lo ha hecho, es suya la culpa, y no puede 
permitírsele que introduzca después las restricciones que no 
expresó en tiempo (2) ; 4* que ni el uno ni el otro de los inte- 
resados tiene la facultad de interpretar el tratado á su arbi- 
trio ; 5" que en toda ocasión en que cualquiera de los contra- 
tantes ha podido y debido manifestar su intención, todo lo 
que ha declarado suficientemente se mira como verdadero 
contra él ; 6* que cuando los tratados se hacen proponiendo 
una de las pai'tes y aceptando la otra, como sucede en las ca- 
pitulaciones de plazas, debe estarse principalmente á las pala- 
bras de la parte que propone, aceptadas por la otra parte (3) ; 
y 7» que la interpretación de todo documento debe ajustarse á 
reglas ciertas, propias á determinar el sentido en que su au- 
tor ó autores lo extendieron, y obligatorias á todo soberano y 
á todo hombre, en cnanto deducidas de la recta razón y pres- 
critas por la ley natural. 



Pasando á las reglas particulares que se deducen de estos 
axiomas, me limito á dar un catálogo desnudo de ellas, remi- 
tiénrlome, por lo tocante á sus ilustraciones, á Vattel, 1. II, 
cap 17. 

1. En todo pasaje oscuro el objeto que debemos'proponer- 
nos es averiguar el pensamiento de la persona que lo dictó ; 
de que resulta que debemos tomar las expresiones unas veces 



(1; Mínime sunt mut-inda quse interpretaiioDom cerlam semper babDe- 
ruut: 1. % D. De legibus. 

(2) Veteribus placait pactionem obscuram vel ambiguam venditori.et qui 
locavit nocere, iñ quorum fuit potestate legem apertius conscribere : 1. 39, 
/>. De pacUs. 

(3) Fére secundnm promissorem interpretamar, qnia stipulatori Uberum 
fuit verba late concíperc, nec rarsus feraiidus promissor, si ejus iiitererit 
de certis polius vasis aut bominíbus aclum : 1. 99, D. De verborum 
obligal . 
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ún un sentido particular y otras en el general, según los 
casos (1). 

2. No debemos apartarnos del uso común de la lengua, si 
no tenemos fortisimas razones para hacerlo así. Si se expresa 
que las palabras se han de tomar precisamente en su mas pro- 
pia y natural significación, habrá doble motivo para no sepa- 
rarnos del uso común ; entendiendo por tal el del tiempo y 
país en que se dictó la ley ó tratado, y comprobándolo, no con 
vanas etimologías, sino con ejemplos y autoridades contem- 
poráneas. 

3. Guando se ve claramente cuál es el sentido que conviene 
á la intención del legislador ó de los contratantes, no es lícito 
dar á sus expresiones otro distinto. 

A. Los términos técnicos deben tomarse en el sentido propio 
que les dan los profesores de la ciencia ó arte respectiva ; mé- ' 
nos cuando consta que el autor no estaba suficientemente ver- 
sado en ella. 

5. Si los términos se refieren á cosas que admiten diferen- 
tes formas ó grados, deberemos entenderlos en la acepción 
que mejor cuadre al razonamiento en que se introducen y á 
la materia de que se trata. 

6. De que se sigue que es necesario considerar todo el dis- 
curso ó razonamiento para penetrar el sentido de cada expre- 
sión, y darle, no tanto el significado que en general pudiera 
convenirle, cuanto el que le corresponde por el contexto (2). 

7. Si alguna expresión susceptible de significados diversos 
ocurre mas de una vez en un mismo escrito, no es necesario 
que le demos en todas partes un sentido invariable, sino el 
que corresponda según el asunto (pra substraía materia^ 
como dicen los maestros del arte) . 

8. Es preciso desechar toda interpretación que hubiese de 
conducir á un absurdo. 

9. Debemos por consiguiente desechar toda interpretación 

(1) In convenlionibas contrahentium yolanlatcm pofins qaam verba spec- 
tari placnit : I. 219. D. De verborum signi/ic. 

(2) locivile est, nisi iota lej^e perspecta, una aliqua partícula ejus propo- 
sita, judicare et responderé : I. 24, De legibus. 
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de que resultase que la ley ó la convención seria del todo ilu- 
soria (1). 

10. Las expresiones equivocas ú oscuras deben interpretarse 
por medio de los términos claros y precisos que con relación á 
la materia de que se trata ha empleado el autor en otras par- 
tes del mismo escrito, ó en otra ocasión semejante. 

11. Debe ser tal la interpretación, que entre todas las cláu- 
sulas del razonamiento haya la mayor consonancia ; salvo que 
aparezca que en las últimas se ha querido modificar las pri- 
meras. Otro tanto se aplica á los diferentes tratados que se re- 
fieren á un mismo asunto. 

12. Sabida la razón que ha determinado la voluntad del que 
habla, han de interpretarse sus palabras de manera que se 
conformen con ella. Mas es precisó saberla de cierto, y no 
atribuirle intenciones ó miras dudosas para violentar el sen- 
tido. Mucho menos será licito suponer motivos secretos, con- 
trarios á los que él mismo ha declarado. 

13. Si ha habido mas de una razón impulsiva, y es claro 
que el legislador ó los contratantes no han querido la ley ó el 
contrato sino en virtud de todas ellas reunidas, de manera 
que sin esta reunión no hubiera tenido lugar la disposición de 
la ley ó contrato, la interpretación debe ser copulativa ; ^ si 
por el contrario es manifiesto que la voluntad ha sido deter- 
minada por cada una de ellos separadamente, la interpreta- 
ción debe ser disyuntiva. Supongamos que se hubiesen ofre- 
cido ventajas particulares á los extranjeros artesanos y católi- 
cos que viniesen á establecerse en un pais. Si no hay en él ne- 
cesidad de pobladores, sino meramente de artesanos, y no se 
tolera otra rehgion que la católica, es manifiesto que el promi- 
sor exige ambas condiciones para que se verifiquen las pro- 
mesas. Si por el contrario el pais está escaso de población y 
sobre todo de artesanos, y es dominante en él la religión ca- 
tólica, pero no se excluyen las otras, hay motivo de creer que 
solo se exige una de las dos condiciones (2). 

(1) Quoties Ídem sermo daas scntentias exprimit, potissimum accipitur, 
quae reigerendae aplior : ley 67, De diversis regulis juris. 

(2) No debemos separarnos sin muy graves motivos del senlido natural 
de la frase. Extranjeros artesanos y católicos ofrece naturalmente un sen- 
tido copulativo : de otro modo la expresión propia y obvia hubiera sido 
extranjeros artesranos ó católicos. Si se concediese cierto privilegio á las. 
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1/i. Conocida la razón sufíeienie de una disposición (esto es^ 
la razón ó conjunto de razones que la han dictado) se extien- 
de la disposición á lodos los casos á que es aplicable la razón, 
aunque no estén comprendidos en el valor de las palabras ; y 
por el contrario si ocurre un caso á que no es aplicable la ra- 
zón suficiente, debemos exceptuarlo de la disposición, aunque 
atendiendo á lo literal parezca comprenderse en ella. En el 
primer caso la interpretación se llama extensiva^ y en el ser 
gfmdo restrictiva. Requiérese pira una y otra conocer con 
toda certidumbre la razón suficiente. 

15. No debe estarse al rigor de los términos cuando estos, 
en su sentido literal envolverían alguna cosa contraria á la 
equidad natural, ó impondrían condiciones demasiado duras, 
que no es presumible hayan entrado en la mente del que 
habla (1). 

16. En todos los casos en que la natural latitud del signifi- 
cado pugna con las circunstancias que el autor ha tenido á la 
vista, y que no ha (juerido ó poJido variar, es necesaria la in- 
terpretación restrictiva. 

17. Si es manifiesto que la consideración del estado en que 
se hallaban las cosas dio motivo á la disposición ó promesa, de 
manera que faltando aquel no se hubiera pensado en esta, el 
valor de la disposición ó promesa depende de la permanencia 
de las cosas en el mismo estado. Asi los aliados que hubiesen 
prometido auxilios á una potencia poco temible por sus fuer- 
zas, tendrían justo motivo para rehusarlos, y aun para opo- 
nerse á sus miras, desde el momento que viesen que lejos de 
haberlos menester, amenazaba á la libertad de sus vecinos. 

18. En los casos imprevistos debemos eslar á la intención 
mas bien que á las palabras, intep.retando lo escrito, como es 
verosímil que lo interpretaría su autor, si estuviese presentes. 

19. Guando el temor de un suceso contingente es el motivo 



mercadevias británicas y conducidas en buques bvitmiicos se supondría 
la coexistencia de las dos condiciones : si solo se tratase de una de ellas, 
segon el genio de nuestra leni^ua, se diria : las mercaderías británicas y 
las eo7iducidas en buqw^s británicos, ó bien, lat mercaderías británicas ó 
conducidas en buques británicos. 

(1) Esta es una regla que debo solo aplicarse á casos extremos ; de otro 
modo a^briria puerta á cavilaciones y pretextos para eludir lo pactado. 
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de la ley ó del convenio, solo pueden exceptuarse los casos en 
que el suceso es manifiestamente imposible. 

20. En caso de duda, si se trata de cosas favorables, es mas 
seguro ampliar la significación ; y si se trata de cosas odiosas, 
es mas seguro restringirla (I). 

4. 

Para distinguir lo favorable de lo odioso, atenderemos á las 
reglas siguientes : 1» Todo lo que sin causar un gravamen 
notable á persona alguna, cede en beneficio general de la es- 
pecie humana, es favorable, y lo contrario es odioso ; 2* Todo 
lo que tiende á la utilidad común yá la igualdad de las partes, 
es favorable, y lo contrario es odioso ; 3" Todo lo que va á 
mudar el estado presente haciendo consistir la ganancia de 
los unos en la pérdida de los otros, es odioso : incommoda W- 
tantis nieliory qaam commodá peten tis est causa ; 4* Todo lo 
que contiene una pena es odioso ; 5* Todo lo que propende á 
inulihzar un pacto y hacerlo ilusorio, es odioso ; 6' En las 
cosas (jue participan de lo favorable y de lo odioso, debe com- 
pararse el bien con el mal, y mirarse como favorable aquello 
ea que prepondera el bien, y como odioso lo contrario. 

5. 

Si hay oposición entre dos ó mas leyes ó pactos, hé a(fui las 
reglas generales que pueden guiarnos : !• Si el permiso llega 
á ser incompatible con el precepto , prevalece el precepto ; 
2* Si el permiso llega á ser incompatible con la prohibición, 
prevalece la prohibición; 8" La ley ó cláusula que manda, 
cede á la ley ó cláusula que prohibe ; 4' Lo mas reciente pre- 
valece ; 5' En en conflicto de dos disposiciones, se debe prefe- 
rir cseteris paribuSy la menos general, esto es, la que concierne 
mas especialmente al caso de que se trata ; 6' Lo que exige 
una ejecución inmediata, prevalece sobre lo que puede dife 
rirse á otro tiempo ; 7* En el conflicto de dos deberes, se pre- 
fiere el que mas importa al género humano ; 8* En el conflicto 

(1) Ubi de obligando quaerilur. propensiores csse debemus, si occasioneín 
habeamns, ad negandam : ubi de liberando, ex diverso, ut facilior sis ad 
liberalionem : 1. 47, D. Z>« oblig. et action. 
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de dos tratados, el uno jurado y el otro no, csBtietJs paríbus, 
el segundo debe ceder al primero ; 9' De dos cláusulas incom- 
patibles , la que impone una pena , ó la que impone mayor 
pena, debe ser preferida á la otra ; y 10» Si dos cosas prome- 
tidas á una misma persona llegan á ser incompatibles, debe- 
mos prestar la que ella elija. 



CAPITULO XI. 

DE LOS MEDIOS DE TERMINAR LAS DESAVENENCIAS ENTRE LAS NA- 
CIONES. 

■ 

i. Medios conciliatoríos : transacción, mediación, arbitraje. ^- 2. Elección 
entre estos medios. — 3. Medios en qae se emplea la faerza sin llegar 
á*un rompimiento. 

1. 

Entre los particulares que han recibido una injuria (1) y 
las naciones que ée hallan en el mismo caso, hay esta dife- 
rencia, que un particular puede abandonar su derecho, ó des- 
entenderse de la injuria recibida, pero á las naciones no es 
posible obrar del mismo modo sin comprometer su seguridad, 
porqufe viviendo en el estado de natural independencia, á cada 
una de ellas toca la protección y vindicación de los derechos 
propios, y porque la impunidad de un acto de injuria ó de in- 
sulto le acarrearía probablemente muchos otros : á lo que se 
agrega, que los negocios de las naciones son administrados 
por sus conductores ó jefes, á los cuales no es licito ser gene- 
rosos en lo ajeno. 

Una nación injuriada se halla, pues, muy pocas veces en el 
caso de ceder de su derecho, y todo lo que puede y debe en 
obsequio de la paz, es recurrir primeramente á los medios 
suaves y conciliatorios para que se le haga justicia. Estos, 
después que por la via de las negociaciones ha hecho valer las 
razones que la asisten y solicitado inútilmente una Justa ave^ 

(1) Se ha segallo principalmente á Vattel., I. II, ch. 18, 
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nencia sobre la base de una satisfacción completa, se reducen 
á la transacción, la mediación, y el juicio de arbitros. 

La transacción es un medio en que cada uno de los conten- 
dientes renuncia una parte de sus pretensiones á trueque de 
asegurar el resto. 

En la mediación, un amigo común interpone sus buenos 
oficios para facilitar la avenencia. El mediador debe ser im- 
parcial, mitigar los resentimientos, conciliar las pretensiones 
opuestas. No le toca insistir en una rigurosa justicia, porque 
su carácter no es el de juez. Las partes contendientes no es- 
tán obligadas á aceptar la mediación no solicitada por ellas, ó 
á conformarse con el parecer del mediador, aunque hayan 
solicitado su asistencia ; ni el mediador por el hecho de serlo 
se constituye garante del acuerdo que por su intervención se 
haya hecho. 

Tratado el compromiso, esto es, convenidas las paites en 
someterse á la sentencia de un arbitro, están obligadas á eje- 
cutarla, si no es que por una sentencia manifiestamente injusta 
se halla este despojado del carácter de tal. Mas para quitar 
todo pretexto á la mala fe por una parte ó por otra, conviene 
fijar claramente en el compromiso el asunto de la controversia 
y las pretensiones respectivas, para poner límites á las facul- 
tades del arbitro. Si la sentencia no sale de estos límites, es 
necesario cumplirla, ó dar pruebas indubitables de que ha sido 
obra de la parcialidad ó la corrupción. 

2. 

Los mediofr de que hemos hablado, se emplean con el obje- 
to, ya de evitar, ya de poner fin á la guerra. Para facilitarlos 
se entablan conferencias y congresos, en que se reúnen los 
plenipotenciarios de tres ó mas potencias, á fin de conciliar 
las pretensiones de algunas de ellas, ó dirimir controversias 
de interés general. 

Por lo que loca á la elección de estos medios, debemos dis- 
tinguir los casos ciertos de los dudosos, y aquellos en que se 
trata de un derecho esencial, de aquellos en que se agitan 
puntos de menor importancia. La transacción y el arbitraje 
convienen particularmente á los casos en que las.pretensiones 
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presenten algo de dudoso. Cuando se trata de un derecho 
claro, cierto, incon^.estable, el soberano puede defenderlo á 
todo trance, sin admitir términos medios, ni someterse á la 
decisión de arbitros; mayormente si hay motivo de creer que 
la parte contraria no abrazaria los medios conciliatorios de 
buena fe, sino para ganar tiempo y aumentar nuestro embarazo. 

En las cuestiones de poca importancia podemos abandonar 
nuestros intereses hasta cierto punto, y aun estamos obligados 
á hacerlo en obsequio de la paz y por el bien de la sociedad 
humana. Pero si se intenta despojarnos de un derecho esen- 
cial, si, por ejemplo, un vecino ambicioso amenaza á nuestra 
independencia, no debeAios vacilar en defenderlo, censando los 
oídos á toda especie de 4;ransaccion ó de compromiso. 

La mediación es de un uso mucho mas general. Siií embar- 
go, estamos autorizados á rechazarla como los otros medios 
conciliatorios, cuando es [atente la mala fe del adversario y 
con la demora pudiera aventurarse el éxito de la guerra. Pero 
la aphcacion de esta máxima es algo delicada en la práctica. 
El que no quiere ser mirado como un perturbador de la tran- 
quilidad pública, so guardará de atacar atropelladumente al 
Esladoque se presta álasvias conciliatorias, sino puede justi- 
ficar á los ojos del mundo que con estas apariencias de paz solo 
se trata de inspirarle una falaz seguridad y de sorprenderle. 
Y aunque cada nación es el único juez de la conducta que la 
justicia y el interés de su conservación la autorizan á adoptar, 
el abuso de su natural independencia en esta parte la hará jus- 
tamente odiosa á las otras naciones, y las incitará tal vez á fa- 
vorecer á su enemigo y á ligarse con él. 

8. 

Agotados los medios de conoiliacion, llega el caso de h«Qer 
liso de otros, que sin romper enterainente las relaciones de paz 
y amistad, son ya un empleo de la fuerza. 

El primero d 5 es; os medios es ^1 tníion, que ronsisle en ha- 
cer snfrir á la potencia. ofensora la misma especie de daño que 
ella ha inferido á la potencia agraviada. 

El lalion, considerado como una pera, destinada, no á re- 
parar el daño hecho, sino á proporcionar una seguridad para 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 143 

lo futuro escarmentando al ofensor, es un medio demasiado 
costoso entre particulares, porque dobla el mal á que se aplica 
como remedio, y aun es menos conveniente á las naciones, 
porque entre estas la pena caería difícilmente sobre los auto- 
res del daño. ¿ Qué derecho habría para cortar la nariz ó las 
orejas al embajador de un bárbaro que hubiese tratado al nues- 
tro de este modo? Semejante procedimiento podría solo jus- 
tificarse, cuando el acto talionado fuese habitual en la nación 
ofensora, cuyos subditos serían entonces responsables de la 
conducta de su gobierno, y cuando por otra parte fuese nece- 
sario el talion para la seguridad de los subditos propios. 

Señalaremos las especies de talion que no tienen nada de 
contrarío al derecho natural y están autorizados por la cos- 
tumbre. 

Cuando el tratamiento que reciben en un Estado los subditos 
de otro, sin llegar á violar sus derechos perfectos, no parece 
bastante liberal ó equitativo, la nación que se cree tratada con 
poca consideración ó favor, puede intimar que usará de relor- 
sioiiy esto es, que tratará del mismo modo á los subditos de 
la otra ; y nada le prohibe llevar á efecto la intimación como 
un medio de obligar al otro soberano á variar de conducta. 
Asi se practica frecuentemente en materias de navegación y 
comercio, adoptando un Estado respecto de otro reglamentos 
particulares, semejantes á los quo el segundo ha establecido 
con respecto al primero. 

En materia de injurias contra las personas, á todo lo que 
se extiende el Derecho de gentes reconocido por las naciones 
modernas, es á apresar y detener á los súbd tos de otro .Es- 
tado, sea para lograr de este modo la seguridad de los subdi- 
tos propios, cuándo hay iundumenlo para temer que se les 
maltrate, sea para obtener la reparación competente, cuando 
se ha inferido la injuria. Las personas así detenidas se consi- 
deran como una prenda, y su libertad sola está empeñada. No 
hay, pues, un verdadero tnlion en este ea-o. J ^J^ jZci.>: y/r l.'>! .n- 

Cuando se «rata de nna deuda reconocida, ó cuyo reconocí- ^ . 
miento se demora con pretexio^ frivolos, ó se niega á virtud ^ ¿ *=«-^ 
de una se:ítencia maniíiéstan}ente parcial ó injusta ; ó cuando 
Sé trata de una injuria ó daño, que puede valuarse en dinero, 
y resarcirse por el apresamiento de propiedades de igual valor, 
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ESTADO DK «UfiRRA. 



CAPITULO I. 

GONSIDEIUGIONES GEPfERALES RELATIVAS A LA GUERRA. 

1. Definición. — ^. Legitimidad de la guerra. — 3. Sas caasas. — 4. Fot- 
maUdades previas. — 5. Instrumentos de la guaira . 

^ c. , ir 

Guerra es la vindicación de nuestros derechos por la fuerza. / 
Dos naciones se hallan en estado de guerra, cuando á conse- 
cuencia del empleo de la fuerza se interrumpen sus relaciones 
de amistad. 

Se dice que la paz es el estado natural del hombre ; y^que 
si se emprende la guerra, es para obtener una paz segura, 
su único ñn y objeto legitimo. Es preciso confesar que la 
casi no interrumpida serie de contiendas hostiles que pre- 
sentan los anales del género humano, da algún color á la 
guerra general y constante de todos contra todosy que es la 
base de la extravagante teoría de Hobbes, y á la opinión de va- 
rios autores, que habiendo observado el carácter de las tribjis 
indias, sostienen que el hombre en el estado salvaje tiene un 
instinto y apetito nativo de guerra. Pero tampoco admite duda 
que uno de los primeros resultados de la civilización es el 
amor á la pazy el justq aprecio de sus inestimables bienes (1). 

(1) Vutlel, 1. 11, ch. 1 ; Kenl, p. I, iecl, 3, 
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Se llama guerra pública la que se hace entre naciones, y 
guerra privada la que se hace entre particulares. Desde el es- 
tablecimiento de la sociedad civil, el derecho de hacer la guerra 
pertenece exclusivamente al soberano, y los particulares no 
pueden ejercerlo, sino cuando privados de la protección del 
cuerpo social, la naturaleza misma los autoriza á repulsar una 
injuria pdr'todos los medios posibles. 

No hay, pues, guerra legítima sino la que se hace por la 
autoridad soberana. La constitución del Estado determina 
cuál es el órgano de la soberanía á quien compete declarar y 
hacer la guerra fl). Pero esta facultad, como todas las otra.s, 
. reside originariamente en la nación. De aquí es que toda guerra 
nacional se debe considerar como legitima, aunque no se baya 
declarado y ordenado por la autoridad constitucional compe- 
tente. La guerra que declararon las provincias de España á 
José Napoleón, sostenido por las armas del imperio francés, 
tuvo desde el principio un carácter incontestable de legitiini- 
dad, sin embargo de haberle faltado el pronunciamiento de 
todos los órganos reconocidos de la soberanía. 
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<c/^^ ^^ Las causas de la guerra son de dos especies : razones jus^ 
tifícativas y motivos de conveniencia. 
<~ El fin legitimo de la guerra es impedir ó repulsar una in- 

juria, obtener su reparación, y proveer á la seguridad futura 
del injuriado, escarmentando al agresor. Por consiguiente, 
las razones justificativas se reducen todas á injurias inferidas 
ó manifiestamente amagadas (entendiendo siempre por injuria 
la violación de un derecho perfecto) y á la imposibilidad de 
obtener la reparación ó seguridad, sino por medio de las ar- 
mas. Es guerra justa la que se emprende con razones justi- 
ficativas suficientes (2). 

(1) Valtel, 1. III, ch. 1. 

(2) Los escritores laiinos y á su ejemplo los publicistas modernos,, sue- 
len llamar juitum bellum, guerra justa^ lo que, acercándonos mas á la 
síguifícacion ordinaria de las palabras, llamamos guerra legítima. 
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Los motivos de oonvenienoia ó de utilidad pública pueden 
«ep de varias especies, como la extensión del comercio, la ad- 
quisición de un territorio fértil, de una frontera segura, etc. 
Por grandes que sean las utilidades que nos prometamos de 
la guerra, ellas solas no bastarían para hacerla licita. Al con- 
trario, hay casos en que una guerra justísima ocasionará pe- 
ligros y daños de mucha mayor importancia que el objeto que 
nos proponemos en ella. Entonces nos aconseja la prudencia 
desentendernos del agravio ó limitarnos á los medios pacíficos 
de obtener la repai'acion, antes que aventurar los intereses 
esenciales ó la salud del Estado en una contienda temeraria. 

Se llaman pretextos las razones aparentemente fundadas^ 
que se alegan para emprender la guerra, pero que no son de 
bastante importancia, y solo se emplean para paliar designios 
injustos. 

La guerra- es defensiva ú ofensiva. El que toma las armas 
para rechazar á un enemigo que le ataca, no hace mas que 
defenderse ; si atacamos una nación que actualmente se halla 
en paz con nosotros, hacemos una guerra ofensiva. 

L^defensa no es justa sino contra un agresor injusto. Mas 
aunque toda nación está obhgada á satisfacer las justas demanr 
das de las otras y reparar los daños que les haya hecho, no 
por eso debe ponerse á la merced de un enemigo irritado. 
Atacada, le toca ofrecer una satisfacción competente : si no se 
le admite, ó se le imponen términos demasiado duros, la re- 
sistencia es legítima. 

Para que la guerra ofensiva sea justa, es necesario que lo 
sea su objeto, que reclamemos el goce de un derecho fundado, 
ó la satisfacción de una injuria evidente, y que la guerra sea 
ya el único arbitrio que nos queda para lograrlo. 

El incremento de poder de un Estado no autoriza á los otros 
á hacerle la guerra, á pretexto del peligro que amenaza á su 
seguridad. Es preciso haber repibido una injuria ó hallarse 
visiblemente amagado, para que sea permitido el recurso á las 
armas. No se debe objetar que la salud pública es la suprema 
ley del Estado. El poder y la intención de hacer mal no están^ 
necesariamente unidos. Solo, pues, cuando una potencia ha 
dado pruebas repetidas de orgullo, y de una desordenada, am-r 
bicion, hay motivo para mirarla comO: un veciiiQ peligroso. 
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Mud aun entonces ñó son las armas el único niledro de precaver 
la ^esíon de un poderoso Estado. El mas eflcaz es la confe- 
deración de otras naciones, que reuniendo sus fuerzas, se 
bagan capaces de equilibrar las de la potencia que les causa 
recelos, y de imponerle respeto. Se puede también pedirle 
garantias, y si rehusase concederlas, esta negativa la hairitf 
fondadamente sospechosa, y justiflcaria la guerra. Última- 
mente, cuando una potencia da á conocer sus miras ambicio- 
sas, atacando la independencia de otra, ó llevando sus demandas 
mas allá de lo que es justo y razonable, es licito á las demás, 
aun en el Derecho interno, después de tentar los medios 
padftcos interponiendo sus buenos oficios, favorecer á la nación 
oprimida. 

Guando un vecino en medio de una paz profunda construye 
fortalezas sobre nuestra frontera, equipa escuadras, junta 
numerosos ejércitos, provee sus almacenes, en una palabra, 
hflce preparativos de guerra, tenemos derecho para solicitar 
que se explique y nos dé á conocer la causa de ellos, y aun 
para pedirle seguridades, si se nos ha hecho spspechosa su 
buena fe; La negativa seria suficiente indicio de malo^de-* 
slgnios. 

No se debe mirar como justo motivo de guerra la conducta 
viciosa ó criminal de una nación, siempre que no viole ó ponga 
en {Peligro los derechos perfectos de otra. Nada produciría 
mayores inconvenientes q\ie la facultad que algunas potencias 
se han arrogado de castigar á un pueblo independiente, eri- 
giéndose de su propia autoridad en vengadoras de la causa de 
Dios y de Ifts buenas Costumbres. 

Tócá principalmente á la nación ofendida la vindicación de 
sus derechos. Aunque la guerra no puede ser por ambaá par- 
tes justa, es muy posible que ambas estén de buena fe. Y 
como un Estado no puede erigirse en juez de los otros, debe 
tídñsiderar las armas de loé dos beligerantes como igualmente 
justas, á ló niénos por lo tocante á lo§ efectos externos, y 
hasta que la controversia se decida. Tal es la regla general, 
qué Se deriva de la independencia de las naciones, Pero esa 
mlsihá Uldej)endéncla da á un téi*céh) el deréóho de hacer causa 
cóínuñ cófl Scluel beligerante que le J)arece tener dé feu pairte 
la jü^ticia^ áal como da á cualquiera de las tetras naciones el 
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derecho de declararse contra esta intervención, y resistirla con 
las armas, sí la considera inicua. 

El soberano que emprende una guerra injusta cometa el 
mas grave,. el mas atroz de los crímenes, y se hace respen^ 
sable de todos los males y horrores consiguientes : la sangre 
derramada, la desolación de las familias, las rapiñas, violen- 
cias, devastaciones, incendios, son obra suya. Él es reo para 
con la nación enemiga, cuyos ciudadanos ataca, oprime y mata 
desapiadadamente : reo para con su propio pueblo, arrastrán- 
dole á la injusticia, y exponiéndole sin necesidad á todo género 
de peligros : reo en fin para con el género humano, cuyo reposo 
turba, y á quien da un ejemplo tan pernicioso. Él está obligado 
á la reparación de todos estos daños ; pero por desgracia 
muchos de* ellos son irreparables por su naturaleza, y el re- 
sarcimiento de los que pueden repararse excede mucho á sus 
fuerzas. La restitución de las conquistas, de los prisioneros y 
de los efectos que se hallan en ser, no admite dificultad, cuando 
se reconoce la injusticia de la guerra. La nación en cuerpo y 
los particulares deben desprenderse de la mal habida posesión 
de estos bienes, y restituirlos á los dueños antiguos, 

Pero los generales, oficiales y gente de guerra no están 
obligados en conciencia á la reparación de los daños que han 
hecho, como instrumentos del soberano, sino cuando la guerra 
es tan palpablemente inicua, que no so puede suponer ninguna 
secreta razón de Estado, capaz de justificarla, porque en todos 
los casos susceptibles de duda los particulares, y especialmente 
los militares, deben atenerse al juicio del gobierno (1). 

Tal es la justicia de la guerra, considerada en el Derecho 
interno, ó con respecto á la conciencia. En el Derecho externo, 
esto esy atendiendo á los efectos que nacen de la libertad é 
independencia de las naciones, toda guerra legitima es justa, 
de manera que los derechos fundados sobre este estado de 
hostihdad (v. g. la propiedad de las adquisiciones hachas por 
las armas) dependen, nio de las razones justificativas, sino de 
la legitimidad de la guerra : de lo cual se sigue que todo lo 
que es lícito al uno de los beligerantes en virtud del estado de 
guerra, lo es también al otro. Pero no debe perderse de vista 

(I) Vattel, 1. III, ch. 11. » 
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' que este derecho no disminuye el reato, ni puede tranquilizar 
la conciencia del agresor inicuo, porque solo produce . los 
efectos exteriores de la justicia, y la impunidad entre los hom- 
bres (1). 

Xs-^ 4. 

La mayor parte de los publicistas ©pinan que para la jus- 
ticia de la guerra no basta que tengamos un motivo fundado 
de queja, y que se nos haya rehusado la satisfacción compe- 
tente, ni para su legitimidad, que la autorice el soberano. Se- 
gún ellos, debemos ademas declarar la guerra^ esto es, inti- 
mar públicamente á la nación ofensora que vamos ya á recurrir 
ál último remedio, á emplear la fuerza para reducirla á la razón. 
Otros sostienen, que demandada la satisfacción, y rehusada 
por nuestro adversario, no necesitamos ninguna otra formalidad 
para apelar á las armas. Hé aqui las razones que por una y 
otra parte se alegan. 

Los que están por la necesidad de la declaración forñial, 
dicen que el declarar la guerra es un deber para con los sub- 
ditos propios, á quienes es necesario instruir de los peligros 
que van á correr por mar y tierra ; y que, por otra parte, la 
guerra crea ciertos derechos, cuyo principio es preciso fijar. 
¿Cómo, por ejemplo, se conocerá si una presa hecha al ene- 
migo hacia la época del rompimiento es buena ó mala, si no 
66:^ señalando por medio de una declaración formal y solemne 
el punto fijo en que espira la paz y principia la guerra? Aña- 
den que debemos en obsequio de la paz hacer un último es- 
fuerzo, intimando al: enemigo la inevitable alternativa de some- 
terse á la satisfacción pedida, ó de remitirse á la decisión de 
las armas ; que hay una especie de aleVosia en atacarle sin 
previa denunciación ; y que si no se notifica el nuevo estado 
de cosas á las demás naciones, no podrán contraer ni cumplir 
las obligaciones propias del carácter neutraj. 

Los que sostienen la opinión contraria, responden que si el 
soberano, haciendo la guerra antes de declararla, adopta la 
medida que le parece mas conveniente á. la salud del Estado, 
en nada falta á lo que debe á sus subditos ; y que su conducta 

(i) Vattel, 1. III, ch. \%, 
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para con ellos es un punto en que las otras naciones nada tie- 
nen que ver, y que por tanto no influye en la justicia extema, 
ni en la legitimidad de la guerra. Según ellos, el rompimiento 
efectivo de las hostilidades determina de un modo tan claro el 
principio de las hostilidades como pudiera hacerlo una decla- 
ración solemne ; y una vez demandada la satisfacción y rehu- 
sada, se pueden tomar todas las medidas conducentes á la mas 
pronta y fácil reparación del agravio. El Derecho de gentes, 
dice el mismo Vattel (que es uno de los que sostienen la nece- 
sidad de la declaración), no nos obliga á dar tiempo á nuestro 
adversario para prevenir una injusta defensa. Podemos, según 
él, diferir la declaración hasta el punto mismo de invadir su 
frontera, y aun hasta después de haber entrado en su territorio 
y ocupado en él un puesto ventajoso, con tal que en este último 
caso no se proceda á cometer hostihdades, sino aquellas que 
la resistencia de los habitantes haga indispensables, c Si el que 
entra asi en el territorio de otra nación (dice este autor) guarda 
una severa disciplina, y declara que no viene como enemigo, 
que no cometerá ninguna violencia, y hará saber al soberano 
la causa de su venida, no deben los habitantes atacarle, y si 
se atreven á ello, le será licito escarmentarlos. No es permi- 
tido á los subditos comenzar las hostilidades sin orden del 
soberano, sino limitarse á ocupar los puestos ventajosos y á 
defenderse en ellos, si son atacados. » Pero^l entrar en terri- 
torio ajeno á mano armada, es una operación hostil, un insulto, 
que constituye un estado de guerra, y solo puede justificarse 
por él ; y según la doctrina misma de Vattel, se hallan los 
subditos facultados y aun obhgados á resistirlo, porque la 
autoridad del soberano se presume legítimamente en todo acto 
de necesaria defensa. ¿ Qué gobernador de provincia, pudiendo 
rechazar una fuerza extraña que intentase ocupar el territorio 
que le está confiado, dejarla de hacerlo, ó creería que el espe- 
cioso lenguaje del comandante de esta fuerza dejaba su res- 
ponsabihdad á cubierto ? Vattel, pues, admite en sustancia que 
por lo tocante al enemigo, se pueden comenzar las operaciones 
hostiles sin declarar la guerra. 

Añádese, que en el estado actual del mundo no es posible 
que una potencia equipe una flota ó levante un ejército, sin 
que lo sepan al instante las otras. La nación amenazada co- 
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noce de antemano el peligro que corre. Si se exi^e, pues, la 
declarscion para que un pueblo que reposa tranquilo, conñado 
en la buena fe de sus vecinos, no sea pérñdamente atacado, y 
para que la conducta de la potencia agresora no se parezca á 
la del salteador que se lanza improvisamente sobre el pasajero 
indefenso, este objeto se logra completamente con la facilidad 
y rapidez que el comercio ha dado á las comunicaciones, con 
la perspicaz vigilancia de los intereses privados, demasiado 
susceptibles tal vez de alarmarse, y con la práctica de lega- 
ciones permanentes, que da á cada Estado los medios de es- 
piar la conducta de los gabinetes extranjeros. Ni se debe lla- 
mar sorpresa la agresión de una potencia que apela á las armas 
provocada por un procedimiento de su adversario, después de 
haberle notiñcadoque lo miraría como un acto de hostilklad (1). 

Guando se suscita una controversia delicada entre dos po* 
tencias y hay fundamento para temer que sea necesarío re- 
currir á la fuerza, cada cual de ellas empieza á tomar medidas 
para un inmediato rompimiento; y nadie ignora lo perniciosas 
que son estas alarmas a la industria, al comercio, á la hacien- 
da pública, á la felicidad general ; ¿pero podría prevenirlas una 
declaración que solo se hiciese el momento antes de atrevesar 
la frontera con un ejército, ó de dar orden para el apresa- 
miento de las propiedades enemigas en el mar? 

En enante álasMras potencias, no seria razón exigir que se 
portasen como neutrales, aun cuando la guerra se hubiese de- 
clarado formalmente, sino después de trascurrir el tiempo ne- 
cesario pai*a que hubiese llegado el hecho á su noticia. Sus 
obligaciones emanan del conocimiento positivo ó presunto del 
estado de guerra, y este conocimiento pueden adquirirlo ó por 
la mera notoriedad del rompimiento, ó por una notiñcacion 
Dosterior á él. 

Bynkerschoek sostiene que este es un punto que depende 
enteramente de la costumbre, y cita varios ejemplares de 
guerras comenzadas sin una declaración previa, en los dos si- 
glos que le precedieron. Del tiempo de Bynkerschoek al nues- 
tro parece haberse decidido por la práctica de las naciones, 
que las hostilidades pueden principiar legítimamente sin ella. 

(1) Scbmali, I. V|^ eh. % 
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-Desirite' la paz de Vcrsálles dé 1789, se ha procedido en el con- 
cfepto dé que todaf) las consecuencias necesarias y legítimas de 
la guerra, respecto de las potencias neutrales, nacen de la exis- 
tencia de fes hostilidades, notificada por uno de los beligeran- 
tes. Con respecto al enemigo, el retiro del ministro se ha mi- 
rado como equivalente á una declaración en forma. Pero aun 
este paso previo se ha omitido algunas veces entre las na- 
ciones mas civilizadas. En el rompimiento de los Estados Uni- 
dos contra la Inglaterra en 1812, comenzaron las hostilidades 
por parte de la república americana, luego que las autorizó el 
Condeso, sin dar tiempo á que llegase á la Gran Bretaña la 
noticia. Si» embargo, es preciso observar que la opinión pú- 
blica se hft declarado easi siempre contra semejante oon- 
ductá (1). 

Podemos sentar con alguna seguridad las proposiciones si- 
guientes : 

l**Lo que constituye una verdadera alevosía es la sor- 
presa. 

2' Un rompimiento no precedido de la aserción de nues- 
tros derechos y de la demanda de satisfacción, es una sor- 
presa. 

3* Un procedimiento de nuestro adversario, que de ante- 
mano hemos declarado se miraina como un acto de hostilidad, 
hace innecesaria una nueva declaración para dar principio á la 
guerra.* 

4* La omisión de esta formalidad es claramente licita contra 
las potencias que no acostumbran observarla. 

5* Aunque la notoriedad de la guerra equivale á una notifi- 
cación respecto de las potencias neutrales, es mas conve- 
niente notificarla de un modo formal y solemne que no dé lugar 
á disputas (2). 

6* La declaración es superfina con respecto al enemigo, 
cuando las hostilidades^ han principiado por su parte, y con 
respecto á los neutrales, cuando el otro beligerante les ha no- 
tificado la existencia del estado de guerra. 

7" La promulgación de la guerra es necesaria para que los 



(1) Kent, p. I, Ject. 3. 

(2) Kent, t6. 
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subditos cóintraigan las obligaciones del estado de guerra. 

La declaración de guerra es simple ó condicional. En la pri- 
mera se declara positivamente la guerra ; en la segunda, ame- 
nazamos hacerla sí nuestro adversario no se allana inmediata- 
mente á la satisfacción demandada. 

Antes ó después de comenzar la guerra, suelen los belige- 
rantes publicar una exposición délas causas justificativas de 
ella, que se dice manifíeséo, y va á veces incorporada en la de- 
claración. Suele asimismo el uno ó la otra contener las órde- 
nes generales que el soberano da á sus subditos relativamente 
á las operaciones hostiles. Pero el objeto principal del manifies-- 
to es conciliarnos la opinión de los otros Estados, haciendo pa- 
tente la justicia de nuestra causa. Apenas es necesario adver- 
tir que el lenguaje de estos documentos debe ser noble y deco- 
roso : una nación culta no olvida, ni aun con su enemigo, el 
respeto que debe á las otras. 



♦ 5. 



Sigúese hablar de los instrumentos de la guerra (1), bajo 
cuyo título entendemos aquí las personas que componen la 
fuerza armada de mar y tierra. El Derecho de gentes se limita 
á considerar este punto en cuanto puede poner en conflicto los 
derechos de diversos Estados» 

1® Toda potencia puede alistar en sus ejércitos á los extran- 
jeros que voluntariamente se presentan á servirle en ellos : 
se llaman mercenarios los que no estando domiciliados en el 
país, asientan plaza bajo ciertas condiciones. Como no deben 
servicio alguno á un soberano extraño, sino en virtud del pacto 
de enganche, es necesario cumplirles puntualmente lo prome- 
tido, y si se les falta á ello, pueden retirarse y abandonar el 
servicio de un príncipe infiel; pero bajo todos los otros res- 
pectos contraen por su voluntario empeño las obligaciones de 
los soldados nativos. No se deben coufundir con los mercena- 
rios los auxiliares^ esto es, las tropas que un soberano sumi- 
nistra á otro, para que le sirvan en la guerra. 

2« Como el derecho de alistar tropas pertenece exclusiva- 

(1) Valtel, 1. m, ch. 2. 
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mente al soberano, no Be puede sin su permiso hacer reclutas 
en su territorio para el servicio de otro Estado; y el que con- 
traviene á esta regla, aunque solo emplee la seducción, se 
hace culpable de plagíalo ó hurlo de hombres, y se expone á 
la pena de muerte. El soberano que autoriza este delito en las 
tierras de otro Estado, le hace una injuria que se mira como 
justo motivo de guerra. 

3® Los extranjeros transeúntes están exentos de todo servia- 
cío militar compulsivo. 

4" Aunque los extranjeros domiciliados no tienen derecho 
á igual exención, no es costumbre obligarlos á alistarse én la 
tropa de linea, y lo mas que suele exigirse de ellos es el ser- 
vicio en los cuerpos cívicos ó guardias nacionales, que por lo 
común toman poca ó ninguna parte en las operaciones, de la 
guerra. * 

5» Es contra todo derecho obligar á los extranjeros á tomar 
parte en las disensiones civiles. 

6» Un pueblo bárbaro, que desconoce los deberes de la hu- 
manidad y las leyes de la guerra, debe mirarse como enemigo 
del género humano : en las irrupciones de estos pueblos no 
hay persona á quien no alcance la obhgacion de socorrer á la 
sociedad en cuyo seno vive. 



CAPITULO II. 

EFECTOS INMEDIATOS DE LA GUERRA. 

1. Príncipioá generales. — 2. Efectos del rompimiento sobre las personas 
y cosas de un beligerante situadas en el territorio del otro. — 3. Sus- 
pensión de todo trato y comercio entre los dos beligerantes. 

■ 

1. 

Según el Derecho de la guerra, reconocido por las naciones 
antiguas, y aun en gran parte por los pueblos modernos, 
luego que un soberano la declara á otro, todos los subditos del 
primero pasan á ser enemigos de todos los subditos del se- 
gundo : los enemigos conservan este carácter dpnde quiera 
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que están, luiéiUnis no dejan de ser saiembcos de la sociedad 
coB quien nos hallamos en guerra : es lícito usar de violencia 
contra ellos en cualquier parte, como no «ea territorio neu- 
tral ; Jas cosas del enemigo, ya consistan en efectos materiales, 
ya en derechos, créditos ó acciones, se vuelven respecto de 
nosotros res nullias; podemos apoderarnos de ellas donde 
quiera que se encuentren, menos en territorio neutral ; y ocu- 
padas verdaderamente, podemos luego trasferir su propiedad 
aun á las naciones neutrales (1). 

Pero el rigor de estas máximas se halla considerablemente 
mitigado en la práctica, sobre todo en las hostilidades terres- 
tres ; y es de creer que el influjo de la cultura y el ascendiente 
del comercio extiendan cada dia mas las excepciones, hasta 
que la guerra venga á ser una contienda de soberanos, en que 
no se ataquen las personas, ni se haga daño á las propiedades 
particulares, sino en cuanto lo exigan las operaciones de los 
ejércitos y escuadras, dirigidas exclusivamente á la ocupación 
del territorio y de los demás bienes públicos. En esta impor- 
tante transición se han dado ya algunos pasos, y el objetp 
principal en que vamos á ocuparnos desde ahora, es deslindar 
la extensión y manifestar las aplicaciones y restricciones de 
cada uno de los principios generales que .acaban de indicarse. 

2. 

¿Están sujetas á confiscación Jas propiedades enemigas que 
se hallan en nuestro territorio al estallar la guerra, y pueden 
hacerse prisioneras las personas enemigas en el mismo caso ? 
Según Vattel (2), t los extranjeros han entrado en el país con 
permiso del soberano, y bsgo la protección de la fe pública : 
el soberano, permitiéndoles entrar y morar en sus tierras, les 
ha prometido tácitamente toda.libertad y seguridad para salir. 
Es justo, pues, darles un pla?o suficiente para que se retiren 
con sus efectos ; y si se ven detenidos por algún obstáculo 
*Iaajüjierable, .por ejeoiplo, una .enfermedad, ^e .les debe pro- 
longar (este .plaxo. ».B1 aíguflftento en que se funda la.r^gla 
iprece-mas especioso que sólido. La, guerra .pone Qn ó.^usjpti^Ad^ 

(1) Valtel, I. lU, eh. 5, 13. 
(9) L. 111, 6h. 4, ! 63. 
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á lo menos los tratados masexpUcittgV sotemnas; ¿por^fiM 
ha de ser de «i^or condición un pacto tácito ? Otra razón de 
mas peso es, que la re^a contj^ária» si se observase general- 
mente, seria pernicio&isima al comercio, por la insegundad y 
alarma que producirla cada rumor, verdadero ó falso, de una 
desavenencia entre dos Estados. Las ^convenciones comerciales 
en que tan frecuentemente se ha estipulado la libertad de las 
personas y bienes de los subditos de una potencia en los do- 
minios de otra, cuando sobreviene entre ambas la ^erra, 
prueban suficientemente que, según el juicio de los gobiemeé 
mismos, el beneficio que como beligerantes pudieran reportar 
de la regla contrái*ia, no compensa los inconvenientes y pér- 
didas á que expondrian su comercio observándola. Podemos, 
pues, dar por sentado, que la regla de que se trata en su* resul- 
tado total, es perniciosa al género humano, y que por consi- 
guiente 410 está fundada en ningún verdadero derecho de los . 
behgerantes, porque el fundamento de todo derecho es la uti- 
lidad que produce á los hombres. 

No estará de mas observar cuál ha sido y es actuahnente la 
doctrina y la práctica de algunas de las principales naciones 
modernas con relación á este punto. La Magna Charla de .los 
ingleses disponía, que los comerciantes subditos del enemigo 
que se hallaran en el reino al estallar la guerra, fuesen dete- 
nidos sin daño de sus propiedades y efectos, hasta saberse 
cómo eran tratados por el enemigo los comerciantes ingleses ; 
y si nuestros comerciantes, decia la Carta, son bien tmtados 
por el enemigo, los suyos lo serán también .por nosotros. * 
Montesquieu.se admira de que se-hubielíe dado lugar alista 
liberal providencia en un convenio entre un rey feudal y ^aus 
barones, hecho con el objeto de asegurar las libertades y fue- 
ros de los ingleses. Pero esta medida se limitaba á los comar- 
ciantes residentes, y según se cree, domiciliados en loglatesra. 
Mucho mas hberal fué la ordenanza de Carlos V de Erancia, 
en que se prevenía que los comerciantes extranjeros, reisideii- 
tas. en .el reino >al principiar las Jiostilidaiies.cQn ^u.iiaciQjí|,.jBo 
tuviesen nada que temer, antes bien.se les dejase partir libre- 
monte y llevar sus ^ectias. Por un estatuto de Eduardo III de 
Inglaterra se ordenó también, que se les diese la competente 
noticia y un plazo de cuarenta dias^ara que saliesen con sus 
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efectos libremente ó toe- vendiesen ; y si por algún accidente 
se viesen imposibilitados de hacerlo, se les dcdDlftse éste plazo. 
El Congreso norte-americano pareció animado de iguales sen- 
timientos de equidad en su acta de 6 julio de 1788, autorizando 
al Presidente para que en caso de guerra concediese á los 
subditos de la nación enemiga todo el tiempo compatible con 
la seguridad pública, durante el cual pudiesen recobrar, ena- 
jenar y remover sus propiedades, y verificar su salida (i). 

No va acorde con esta práctica la doctrina que los tribunales 
británicos profesan actualmente. Ellos reconocen la legitimi- 
dad del embargo hostil ó bélióo, esto es, la facultad de dete- 
ner las propiedades enemigas existentes en el territorio en el 
momento de principiar la guerra, ó de temerse un rompimiento 
próximo. Hé aqui las expresiones de que se valió sir William 
Scott, juez de la corte de almirantazgo, y uno de los mas emi- 

. nentes publicistas de la Gran Bretaña, en el caso del buque 
holandés Boedes Lust, y en circunstancias de haberse orde- 
nado un embargo de las propiedades holandesas sin previa de- 
claración de guerra. La conducta de Holanda, en el concepto 
de la corte, debia mirarse como una declaración implícita, 
cuyos efectos fueron confirmados y sancionados por la decla- 
ración formal que sobrevino después. « La detención tuvo al 
principio un carácter equívoco, y si la controversia hubiese 
parado en una avenencia amigable, aquel procedimiento se hu- 
biera convertido en un mei*o embargo civil, y terminaría como 
tal. La avenencia hubiera obrado retroactivamente. De la misma 

' suerte, sobreviniendo la guerra, da un carácter hostil al em- 
bargo, que deja de ser desde este momento un acto equívoco, 
susceptible de dos interpretaciones diversas, y aparece como 
una medida de hostilidad ab initio. Los efectos embargados 
pueden ya mirarse como propiedad de personas que han irro- 
gado injurias y rehusado resarcirlas. Este es un resultado ne- 
cesario, si no interviene contrato expreso para la restitución 
de la propiedad embargada antes de la declaración formal de 
guerra. » En el caso del Herstelder^ declaró el mismo juez, que 
€ la época de las hostilidades no comenzaba á la fecha de la 
declaración formal, porque esta se apUcaba entonces de una 

(1) KeikVs Comment, p. I, loct. 3. 
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manera retroactiva (1). » Lord Mansfleld expresó igual doctrina 
en el tribunal del Banco del Rey : « Todos los buques del ene- 
migo sbn éeteaidos en nuestros puertos al tiempo de la decía 
ración de guerra, para confiscarse después, si no tiene lugar 
la avenencia (2). » 

Se pretende fundar este procedimiento en el derecho de re- 
presalias. Pero la» represalias son una especie de tálion, que 
se aplica solo á injurias de un género particular, es decir, á 
las que afectan el derecho de propiedad. Extenderlas á todos 
los demás casos es lo mismo que dar por sentado qu^ es licito 
procBder á operaciones hostiles antes de la declaración formal 
de guerra ;. á que se agrega que si hay razón para eximir de 
la captura bélica las propiedades enemigas existentes en el 
territorio á la época del rompimiento, la misma razón miUta 
á favor de ellas contra el ejercicio del Derecho de represalias, 
por fundado que sea : á menos que el enemigo haya provocado 
esta conducta con su ejemplo. 

« No obstante el gran peso de las autoridades que hay á fa^ 
vor de la- moderna y más benigna interpretación de las reglas 
del Derecho internacional sobre esta materia, la cuestión (dice 
un pubUcista americano) está ya decidida en sentido contrario 
por los tribunales de este país, los cuales han declarado, 
como principio incontrovertible, que la guerra autoriza al sobe- ' 
rano para apresar las personas y confiscar las propiedades del 
enemigo en cualquiera parte que se encuentren^ y que las 
mitigaciones de esta rígida máxima, introducidas por la sa- 
bia y humana política de los tiempos modernos, podían in- 
fluir mas ó menos en el ejercicio del derecho, pero no podían 
menoscabarlo. Las naciones comerciales tienen siempre un^i 
gran cantidad de efectos y valores en manos del extranjero. 
Si sobreviene un rompimiento, la conducta que debe obser- 
varse con las propiedades enemigas existentes en el territorio 
propio, es mas bieif una cuestión de política que de estricta 
justicia, y su resolución no compete á los juzgado». El dere- 
cho de apresarlas existe en el Congreso; y sin un actolegis- 



(1) Chitty's Commercial Law, t. Ij-^p. 41.6, 417. 
{^) KenVs Commtnt,^ p. 1., lect. 3. 
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lativo que autorice su confiscación^ están bajo él amparo de la 
ley (i). . 

De todos modos, el lenguaje oficial y la prácüea de los di- 
versos Estados no ha sido, por lo túcaníe á las mercaderías^ 
bastante uniforme para deducir de ello una regla cualquiera, y 
mucho menos la regla que parece dictada por el interés del 
comercio, has personas han sido mas generalmente respetadas. 

Las deudas contraidas por los ciudadanos propios con los 
subditos de la potencia enemiga antes de la declaración de 
guerra, deben naturalmente sujetarse á la misma regla que 
las propiedades enemigas tangibles. El derecho de confiscar* 
las ha sido reconocido por los moralistas de la antigüedad, 
entre ellos Cicerón, por las leyes civiles romanas, por Grócio, 
Puflendorf, Bynkerschoek, etc. Hasta mediados del siglo XVUI 
se puede decir que la opinión estaba generalmente á su favor. 
Hoy dia prevalece entre los escritores el dictamen contrario ; 
y aunque los juzgados de Norte América han sostenido ter- 
minantemente la existencia del derecho, sujetando su ejerci- 
cio, como en el caso anterior, á la decisión de la legislatura, 
han admitido al mismo tiempo que la práctica universal era 
abstenerse de usarlo (2). 

De lo dicho podemos deducir : 1® que las naciones civiliza- 
das no han revocado expresamente el derecho de confiscación 
de las propiedades y créditos del enemigo existentes en el 
territorio á la época del rompimiento ; 2° que la opinión pú- 
blica parece decididamente contraria al ejercicio de semejante 
derecho ; y 3** que los gobiernos mismos lo consideran como 
dañoso á sus permanentes y mas esenciales intereses. 

La práctica mas autorizada es conceder á los enemigos un 
plazo razonable para que dispongan de sus efectos y verifi- 
quen su salida, lo cual se hace generalmente en la declara- 
ción de guerra. Sus personas ó bienes no se apresan ó em- 
bargan, sino como medida de taUon ó de seguridad, cuando 
las personas ó bienes de los ciudadanos propios han sido de- 
tenidos en el territorio enemigo, ó fundadamente se teme que 
lo sean. Algunas veces se les permite permanecer en el país 



(1) Kent, ib. 

(2) Kent, ib. 
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durante la guerra, ejercitando sus ocupaciones ordinarias. En 
fin, por lo tocante á los contratos entre los subditos de los dos 
beligerantes, la guerra termina ó suspende su ejecución, y los 
derechos recíprocos que la terminación ó suspensión no ha 
extinguido en los contratantes, pueden hacerse valer en los 
tribunales, luego que se restablece la paz. 

3. 

Como la guerra (1) pone fin á todo trato, á toda comunica- 
ción entre los beligerantes, no solo termina ó suspende la eje- 
cución de los pactos existentes, sino que hace de todo punto 
nulos aquellos que los particulares de las dos naciones, sin 
permiso expreso de los respectivos soberanos, celebren entre 
si durante la guerra. 

Según la doctrina de los tribunales ingleses, ningún con- 
trato hecho por un subdito con un enemigo en tiempo de 
guerra, puede ser reconocido y llevado á efecto por una judi- 
catura británica, aunque se intente la acción después de res- 
tablecida la paz ; de manera que si A, subdito de la nación 
enemiga, teniendo valores en poder de B, subdito británico 
residente en la Gran Bretaña, gira una hbi'anza contra B, á 
favor de C , subdito británico residente en país enemigo , y 
este, restablecida la paz, demanda á B, se ha decidido que es 
inadmisible la acción. 

El seguro de una propiedad, la remesa de fondos en letras 
ó dinero, en una palabra,, la constitución de todo derecho en- 
tre los subditos de los dos beligerantes, son actos ilícitos que 
no producen ningún efecto en juicio ; y la prohibición se ex- 
tiende aun á las comunicaciones que se hacen indirectamente 
ó por rodeo, es decir, por la intervención de terceros. El va- 
lerse, pues, de un puerto neutral en las expediciones de ida 
ó vuelta, con el objeto de disfrazar el comercio con el enemi-^ 
go, no le da un carácter legítimo. 

De la inhabilidad de los beligerantes y de sus respectivos 
ciudadanos para comerciar entre sí, es consecuencia precisa, 



(1) En este artículo se ha compendiado la doctrina de Chitty {Gommtr 
eial Lanoj vol. 1, ch. 8, sect. 1), y de Kan [Commeni , p. I, ch. 3). 
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que aun los contratos anteríores á la guerra, si no son suoep- 
tibies de suspenderse, quedan terminados por ella. De aqaí 
es que las compañias de comercio, compuestas de socios que 
á virtud del estado de guerra se hallan en la relación de ene- 
migos, se disuelven inmediatamente, á diferencia de otros 
contratos que solo se suspenden para revivir á la paz. 

Un agente neutral empleado por un subdito en operaciones 
de comercio con el enemigo, no les da un carácter legal que 
exima de confiscación las mercaderías. Pero pueden muy bien 
los neutrales trasferir á los subditos la propiedad de sus bu- 
ques y cargas, surtos en aguas enemigas, sin que la localidad 
de los buques haga ilícita la traslación ; bien entendido que los 
comerciantes domiciliados en terrítorío enemigo, á cualquiera 
nación que pertenezcan, no se consideran bajo este respecto 
como neutrales. 

Tan rígida es en este punto la práctica, que no se permite 
á los ciudadanos extraer de país enemigo sus propiedades sin 
permiso especial, y la infracción de esta regla las sujeta á con- 
fiscación. Pero si las propiedades han sido embarcadas antes 
de la guerra, aunque el buque permanezca algún tiempo des- 
pués en aguas enemigas, se restituyen á su dueño, probando 
este, que á la primera noticia de las hostilidades empleó toda 
la diligencia posible para alterar el destino del viajé ó zarpar 
del puerto enemigo. En Inglaterra y en los Estados Unidos de 
América no admiten los juzgados la excepción de haberse com- 
prado los efectos antes de estallar la guerra. 

No por esto se desentienden los juzgados de las razones par- 
ticulares de equidad que puedan autorizar alguna vez la inob- 
servancia de la regla. En el caso del buque Dree Gebroeders^ 
observó Sir W. Scott, que la alegación de extraer fondos pro- 
pios situados en el territorio enemigo^ debe siempre recibirse 
con mucha circunspección y cautela ; pero que cuando la ope- 
ración aparece claramente haberse ejecutado de buena fe con 
este objeto, se puede usar de alguna indulgencia. 

Siendo permitido á cada cual restringir y cercenar como 
guste el ejercicio de los derechos que exclusivamente le per- 
tenecen, el soberano de una nación que hace la guerra por sí 
sola puede ádiV pasavantes ó permisos particulares de comercio 
con el enemigo ; pero de dos ó mas potencias aliadas liinguna 
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puede concederlos sin aprobación de las otras. Los aliados ha- 
cen causa común en la guerra; y es una condición implícita 
en el pacto de alianza, que ninguno de ellos comerciará con 
el enemigo sin el consentimiento de los pti*os, porque esto se- 
ria contrariar el objeto de la coalición. Por consiguiente cada 
beligerante tiene derecho para detener y confiscaí' las propie- 
dades de los subditos de sus ahados, empleadas en este ilícito 
tráfico (1). 

Esta prohibición de comerciar con el enemigo comprende, 
y aun con mayor severidad, á los carteles 6 buques parlemen- 
tai'ios que se emplean en el canje, ó rescate de los prisioneros 
de guerra, y sujeta á la pena de confiscación todo comercio 
que se haga á bordo de estos buques sin expreso permiso de 
uno y otro beligerante. El ínteres de la humanidad exige que 
no se abuse, para objetos de especulación mercantil, de las 
limitadas comunicaciones que las leyes de la guerra permiten 
con el enemigo, y que tan necesarias son para templar de al- 
gún modo sus horrores y acelerar su fin. 

(1) Sea que el pasavante se dé á un subdito para comerciar con el ene- 
migo, ó á un enemigo para comerciar con los subditos, debe ser otorgado 
por el gobierno supremo, ó por una autoridad á quien este haya delegado 
expresamente la facultad de otorgarlo, ó que la tenga por su naturaleza. 
Un cónsul no la tendría. Un almirante podría suspender el ejercicio de 
los derechos de la guerra por las naves que manda actualmente ; pero no 
podria conceder un pasavante para mas allá de los límites de su estación 
ó apostadero. Véase el caso de la Hope^ Dodson's JieportSj I, p. 2S6, y 
Wheaton*8 Elements^ p. IV, ch. 3, § 13. 
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CAPITULO III. 

DE LAS HOSTILIDADES EN GENERAL, Y DE LAS HOSTILIDADES CONTRA 

LAS PERSONAS. - 



1. Hostiliiades en general: derecho de los particulares en la guerra. — 
2. Principio relativo á todo género de hostilidades. — 3. Cómo se debe 
tratar al enemigo que se rinde. — 4. Al enemigo que por su edaJ, sexo 
ó profesión no opone re:«istencia. — 5. Y á lo.s prisioneros de guerra. — 
6. Miramiento particular á la persona de los soberanoi y jefes. — 7. Mo- 
dos de hostilidad flicitos. 



1. 

No solamente (1) es privativo del soberano determinar y de- 
clarar la guerra, sino dirigir las operaciones de «lia. 

Los subditos, según Vattel, no pueden cometer hostilidades 
sin orden del soberano, si no es en el caso de una necesaria 
defensa. La orden del éoberano es general ó particular. La 
primera se« dirige á la nación toda. Las declaraciones, mani- 
ftestos y proclamas, que hablan á todos los habitantes notifi- 
cándoles el estado de guerra, y exhortándoles á sostener los 
derechos de la patria ó á repulsar al enemigo que la invade, 
son órdenes generales. Las órdenes parliculai'es se comuni- 
can á los jefes militares, á los oficiales, soldados, armadores y 
guerrilleros. Las órdenes generales, según el escritor citado, 
no nos facultan sino para detener las personas y propiedades 
enemigas que vienen á nuestro poder ; de manera que cuando 
los paisanos cometen actos de hostilidad sin comisión pública, 
se les trata como ladrones y bandidos : lo cual no se opone á 
que se presuma legítimamente en algunos casos la autoriza- 
ción del soberano, como si obraran con una comisión tácita ; 
V. g. cuando el pueblo de una ciudad ocupada por el enemi- 
go, se levanta contra la guarnición. 

No deben, pues, tomarse al pié de la letra las expresiones de 

(i) Se ha compendiado la doctrina de Vattel, liv. III, ch. 15. 



^ 
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que suele hacerse uso en las declaraciones de guerra y otras 
órdenes generales, mandando á los ciudadanos correr á las 
armas; porque el uso ha dado á este lenguaje una interpreta- 
ción limitada. 

Pero el mismo Vattel sienta que « si los subditos tienen 
necesidad de una orden del soberano para hacer la guerra, no 
es en virtud de alguna obligación para con el enemigo, porque 
desde el momento que una nación toma las armas contra otra, 
se declara enemiga de todos los individuos de esta, y los auto- 
riza á tratarla como tal. ¿Qué razón tendría, pues, para que- 
jarse de las hostilidades que las personas privadas cometiesen 
contra ella sin orden superior? Así que, la regla de que habla- 
mos pertenece mas bien al Derecho público general que al De- 
recho de gentes propiamente dicho. » 

De aquí se sigue, que solo el soberano está autorizado á 
castigar á sus subditos, cuando cometiendo hostilidades sin or- 
den suya, quebrantan una de las leyes esenciales de toda so- 
ciedad civil; y que estas hostilidades, aunque opuestas á la 
costumbre, irregulares y peligrosas, no son actos de latrocinio 
ó piratería, ni sus ejecutores deben ser tratados como bandi- 
dos ; á menos que por una conducta atroz ó pérfida, contraria 
á los principios inmutables de la justicia natural y el Derecho 
de gentes, se constituyan enemigos del género humano. Fuera 
de este caso, á todo lo que el otro beligrante puede exten- 
derse, es á privarlos del beneficio de las leyes mitigadas de la 
guerra, que hoy se observan entre los pueblos cultos. 

Sigúese también de lo dicho, que por lo tocante al enemigo, 
son legítimas las presas hechas por personas privadas sin 
comisión especial. El asuntó se ha discutido varias veces en la 
Suprema Corte de los Estados Unidos de América, la cual ha 
declarado como doctrina del Derecho de gentes, que si los sub- 
ditos apresan propiedades enemigas sin autoridad del sobe- 
rano, se exponen á ser castigados por este, pero no infringen 
ninguna de las leyes de presa, y el enemigo no tiene razón 
para considerarlos como delincuentes (1). 

(1) Kent, p. I, lect. 5. 
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El fin legítimo (1) de la guerra da derecho á los medios ne- 
cesarios para obtenerlo ; todo lo que pasa de este límite es con- 
trario á la ley natural. Y aunque según esta máxima, el dere- 
cho á tal ó cual acto de hostilidad depende de las circunstan- 
cias, y un mismo acto puede ser lícito ó no según la variedad 
de los casos; sin embargo, como es difícil sujetar á reglas 
precisas la exigencia de cada caso, y por otra parte al sobe- 
rano solo es á quien toca juzgar de lo que su situación particu- 
lar le permite, es menester que las naciones adopten principios 
generales que dirijan en esté punto su conducta. Si un acto, 
pues, considerado en su generalidad, es necesario para vencer 
la resistencia del enemigo y alcanzar el objeto de una guerra 
legítima, deberá tenerse por lícito según el Derecho de gentes, 
sin embargo de que empleado sin necesidad, y cuando medios 
mas suaves habieran sido suficientes, sea criminal ante Dios y 
en la conciencia. 

Tratándose en la guerra de obligar por la fuerza al que no 
quiere oír la voz de la justicia, tenemos el derecho de ejecutar 
contra nuestro enemigo todo aquello que fuere ncesario para 
debilitarle y hacerle incapaz de sostener su iniquidad, y pode- 
mos valemos de los medios mas eficaces de lograrlo, siempre 
que no sean ilícitos en sí mismos y contrarios á la ley natural. 

De este principio deduciremos primeramente las reglas par- 
ticulares relativas á las hostilidades contra las personas. 

3. 

El enemigo (2) que nos acomete injustamente nos obliga á re- 
pulsar su violencia, y el que nos opone las armas, cuando de- 
mandamos justicia, se hace verdadero agresor. Si en este uso 
necesario de la fuerza llega el caso de matarle, se lo debe im- 
putar á sí mismo ; pues si para no atentar contra su vida, hu- 
biésemos de tolerar sus injurias, los buenos serian constante- 

(1) Vatlel, III, ch. 8. 

(2) Yattel, ib. 
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mente víctimas de los malos. Tal es el origen del derecho de 
matar al enemigo en una guerra legitima ; entendiendo por 
enemigo no solo al primer autoi* de la guerra sino á todos los 
que combaten por su causa. 

Pero de aquí también se sigue que desde el punto que un 
enemigo se somete, no es lícito quitarle la vida. Debemos, 
pues, dar cuartel á todos los que rinden las armas en el com- 
bate, y conceder vida salva á la guarnición que capitula. 

El único caso en que se puede rehusar la vida al enemigo 
que se rinde, y toda capitulación á una plaza que se halla en 
la última extremidad, es cuando el enemigo se ha hecho reo 
de atentados enormes contra *el Derecho de gentes : la muerte 
€fs entonces necesaria como una seguridad contra la repetición 
del crimen : pero esta pena no seria justa sino cuando reca- 
yese sobre los verdaderos delincuentes. Si semejantes actos 
fuesen habituales en la nación enemiga, todos sus individuos 
participarían entonces del reato, y el castigo podría caer indi- 
ferentemente sobre cualquiera de ello.s. Así, cuando guerrea- 
mos con un pueblo feroz que no da cuartel á los vencidos y no 
observa regla alguna, es lícito escarmentarle en la persona de 
los prisioneros que le hacemos, porque solo con esta rigurosa 
medida podemos proveer á nuestra seguridad, obligándole á 
variar de conducta. • 

Si el general enemigo acostumbra matar á los rendidos ó 
cometer otros actos de atrocidad, podemos notificarle que tra- 
taremos del mismo modo á los suyos, y si no varía de con- 
ducta, es justificable el talion. La frecuencia de estos actos 
hace á los subditos participantes de la responsabilidad del jefe. 

En el siglo XVII se creía contrario á las leyes de la guerra 
defender una plaza hasta la última extremidad sin esperanza 
de salvarla, ó atreverse en un puesto débil á hacer cara á un 
ejército real; y por consiguiente se daba la muerte al coman- 
dante, y aun se pasaba la tropa á cuchillo, como culpables de 
una inútil efusión de sangre. Pero este es un punto de que el 
enemigo no puede ser juez imparcial. Esta porfiada resisten- 
cia ha salvado muchas veces plazas cuya conservación parecía 
totalmente desesperada : por otra parte, deteniendo las armas 
enemigas da tiempo á la nación invadida para juntar y poner 
en movimiento sus fuerza^. No se debe, pues, mirar como en- 
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teramente inátil la resisleacia, y es inuctio mas conrorme á la 
razón la práctica que hoy rige no solo de perdonar la vida, 
Bino de conceder todos los honores de la guerra al jefe y tropa 
en tales casos. Una conducta contraria se reprobaría como 
cruel y atroz, y la intimación de la muerte con el objeto de in- 
timidar á los sitiados pasaría pornn insulto bárbaro. 

Cuando se rínde.una plaza, se acostumbra castigar con la 
pena de muerte á los desertores que encuentran en ella, á me- 
nos que se baya capitulado lo contrarío ; paro es porque so les 
considera como ciuiadanos traidores á su patria, no como ene- 
migos. Es común en las capitulaciones conceder al jefe que 
evacúa una plaza la facultad de sacar cierto número de carros 
cubiertos, de los cuales se sirve para ocultar á los desertores 
y salvarlos. 



Las mujeres (1), niños y ancianos, los heridos y enfermos, 
son enemigos que no oponen resistencia, y por consiguiente 
no hay derecho de quitarles la vida, ni de maltratarlos en sus 
personas mientras que no toman las armas. Lo mismo se aplica 
á los ministros del altar y á todas las profesiones pacíñoas. 
Una severa disciplina debe reprimir los actos de violencia á 
que se abandona la soldadesca desenfrenada en las plazas que 
se toman por asalto. Pero en nuestros dias hemos visto dema- 
siadas veces violada esta regla. 

Después de un combate, debe el vencedor cuidar de los he- 
ridos que el enemigo deja en el campo de batalla. L<as leyes 
de la humanidad y las del honor vedan matai-los ó desnudar- 
los. Se ajustan á veces armisticios para enterrar á los muertos 
y trasportar á los heridos. 

Cuando se espera reducir una plaza por hambre, se rehusa 
dejar salir las bocas inútiles. Valtel cree que las leyes de la 
guerra autorizan esta conducta. Otros escritores la condenan 
como un resto de barbarie. 

(1) Valtel, tb. Scbmali, VI, 3. 
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5. 



Aunque las leyes estrictas de la guerra permiten hacer pri- 
sioneras á toda clase de personas con el objeto de debilitar al 
enemigo, entre las naciones civilizadas no tiene ya lugar está 
práctica sino con los individuos que manejan las armas : si al- 
guna vez se extiende á otros, es menester que haya razones 
plausibles, que hagan necesario este rigor (1). 

No es licito matar S los prisioneros, sino en los casos extre- 
mos, cuando su conocida disposición á la resistencia, ó el apa- 
recimiento de una fuerza enemiga, que viene á librarlos, hace 
imposible ó peligrosa su guarda. Solo la mas imperiosa nece- 
sidad pudiera justificar semejante conducta (2)^ 

El antiguo Derecho de gentes autorizaba para esclavizar á 
los prisioneros. Esta era una de las compensaciones que daba 
la* guerra á la nación injuriada. La influencia benéfica de la 
religión cristiana ha hecho desaparecer esta costumbre. Se les 
detiene, pues, hasta la terminación de la guerra, ó hasta que 
por mutuo consentimiento se ajusta un convenio de canje, ó 
rescate. No hay derecho para reducirlos á esclavitud sino cuando 
personalmente se han hecho reos de algún atentado que tenga 
la pena de muerte. 

En otro tiempo los prisioneros estaban obUgados á resca- 
tarse, y el rescate pertenecia á los oficiales ó soldados que se 
habian apoderado de sus personas en la guerra. De esta cos- 
tumbre se ven muchos ejemplos en la edad feudal. La de los 
tiempos modernos es mas suave. El estado que no- puede con- 
seguir durante la guerra la Ubertad de los ciudadanos que han 
caido en poder del enemigo, la obtiene á lo menos por medio 
del tratado de paz. 

Se retienen á veces los prisioneros para obtener de su sobe- 
rano la satisfacción de una injuria como precio de su libertad. 

(1) En este y los sigaientes artículos del presente capítulo, se ha seguido 
principalmente á Yattel, III, ch. 8; á Scbmalz, VI, ch. 3; y á Wfaeaton, 
p. I, ch. 2, § 1, 2, 3, 4. 

(2) Rutherforth, II, ch. 9, | 15. 
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No estamos entonces obligados á soltarlos, sino después de ha* 
ber sido satisfecho,^. 

Se puede asegurar á los prisioneros de guerra, encerrarlos 
y aun atarlos, si se teme que se levanten. No es licito maltra- 
tarlos de otro modo, á no ser en pena de algún crimen. En los 
oficiales se considera como suficiente seguridad su palabra de 
no salir de cierto distrito, ó de no tomar las armas mientras 
dura su condición de prisioneros, y en este último caso suele 
dárseles la facultad de ir á residir donde gusten y aun en su 
misma patria. La infidelidad en el cumplimiento de este em- 
peño sagrado no solo es una fea mancharen el honor, sino un 
crimen contra la humanidad, porque es, én cuanto depende del 
oficial infiel, desacreditar la palabra de los demás individuos que 
se hallen en una situación semejante, hacer necesaria su con- 
finación, y agravar las calamidades de la guerra. 

Es injusto forzar ó seducir á un prisionero de guerra a ser- 
- vir bajo las banderas de su enemigo ó de una tercera po- 
tencia. 
^^ /. ^ La propiedad de un individuo no pasa al que le hace prisio- 
nero, sino en cuanto el apresador se apodera actualmente de 
ella. Pero en el dia se mira como una acción villana despojar 
al prisionero de lo que trae consigo ; á lo menos un oficial se 
deshonraria si le quitase la menor cosa. Los soldados fran- 
ceses que en la batalla de Rocoux apresaron á un general in- 
glés, solo creyeron tener derecho para tomar sus armas (1). 

Es necesario proveer al mantenimiento de los prisioneros, 
pero no es obhgatorio suministrarles objetos de lujo ó de pura 
comodidad. Lo que se gasta en ellos es por cuenta del sobe- 
rano enemigo ; y á la paz, y aun durante la guerra, suelen los 
beligerantes saldar entre sí estos gastos. Mas la demora en 
pagar un saldo no seria, después de hecha la paz, motivo sufi- 
ciente para detener á los prisioneros, pues estos no son res- 
ponsables de las deudas de su soberano. 



J'^JÍ 



6. 

Hay entre los soberanos de Europa, y aun entre los gene- 
rales, una especie de convención tácita de respetarse inutüa- 

(1) Vattel, III, ch. 17, § 285. 
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mente en la guerra. El sitiador suele enviar algunas veces pro- 
visiones frescas al jefe sitiado, y. es costumbre no hacer fuego 
hticia la parte donde está el rey ó general enemigo. Pero esta 
especie de cortesía caballeresca no es obligatoria, y nada ten- 
dría de razonable con un usurpador ó un tirano que por conten- 
tar su ambición asuela y extermina los pueblos. 

7. 

Se trata ahora de examinar si se puede emplear toda espe- 
cie de medios para quitar la vida á un enemigo. 

¿Es legítimo el ase5i/2a/o en la guerra? Primeramente de- 
bemos fijar la significación de esta palabra, distinguiendo el 
asesinato de las celadas y sorpresas que el estado de guerra 
hace lícitas. Introducirse, por ejemplo, en el campo enemigo 
por la noche, penetrar á la tienda del príncipe ó general y ma- 
tarle, no es criminal en una guerra legítima. El ejecutor de un 
hecho semejante tiene necesidad, para llevarlo á cabo, de mu- 
cho valor y presencia de ánimo, y se expone á ser tratado con 
la mayor severidad por el enemigo, en quien es licito escar- 
mentar con rigurosas penas á los atrevidos que emplean taa 
peligrosos medios. Pero es mucho mejor no hacer uso de nin- 
guna especie de hostilidad que ponga al enemigo en la preci- 
sión de emplear medidas extraordinariamente severas para pre- 
caverla. 

Se llama pues, asesinato, el que se comete alevosamente, 
empleando traidores, subditos del mismo á quien se da la 
muerte ó de su soberano, ó valiéndonos de emisarios que se 
introducen como desertores, como desterrados que buscan asi- 
lo, como mensajeros, ó á lo menos como extranjeros. La fre- 
cuente repetición de esta especie de atentados introduciría la 
desconfianza mutua y la alarma en todas las relaciones socia- 
les, y sobre todo pondría trabas innumerables en las comuni- 
caciones entre los behgerantes. De aquí es que la opinión uná- 
nime del género humano los ha vedado bajo las mas severas 
penas, y los ha tiznado con la nota de infamia. 

El envenenamiento es aun mas odioso que el asesinato á 
hierro, porque sus efectos serian mas inevitables y por consi- 
guiente mas funestos al género humano. Y si esle modo de 



176 PRixciPios 

hostilidad es justamente detestado, aun cuando- el veneno se 
emplea contra determinadas personas, ¿ que será cuando se 
administra en las fuentes y pozos, haciendo recaer la destruc- 
ción no sobre. los enemigos armados, sino sobre las perso- 
nas mas inocentes? El uso de armas enherboladas es mas to- 
lerable, porque en él no hay alevosía ni clandestinidad. Sin 
embargo está proscrito entre las naciones cultas. Son patentes 
las perniciosas consecuencias que resultarían de poner en ma- 
nos de los soldados un medio de destrucción, de que es tan 
fácil abusar. Por otra parte, si es preciso herir al enemigo, no 
lo es que muera inevitablemente de sus heridas : una vez que 
se le ha inhabilitado para volver en algún tiempo á tomarlas ar- 
mas, se ha alcanzado todo lo que el derecho de la guerra con- 
cede sobre su persona. En fin, el uso de armas envenenadas, 
haciendo mortal toda herida, da á la guerra un carácter infruc- 
tuosamente cruel y funesto, porque si el uno de los beligeran- 
tes enherbola sus armas, el otro imitará su ejemplo, y la guer- 
ra sera igualmente costosa á los dos. 

Se pueden cegar las fuentes y torcer el curso de las aguas, 
con el objeto de obHgar al enemigo á rendirse. Cortar los di- 
ques para inundar una extensión considerable de país, ha- 
ciendo perecer á los moradores inocentes que no han podido 
prever esta calamidad, es un acto horrible, qué solo podría 
disculparse alguna vez para proteger la retirada de un grande 
ejército, y habiendo precedido una intimación al enemigo. 
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CAPITULO ÍV. 

DE LAS HOSTILIDADES CONTRA LAS COSAS DEL ENEMIGO EN LA 

GUERRA TERRESTRE. 



1. Máximas generales. -^ 2. Diferencia entre las hostilidades marítimas 
y las terrestres. — 3. Regla relativa <á las hostilidades terrestres : contri- 
buciones. — 4. Botín que saele permítirío al soldado. — 5. Tala. — 
6. Destrucción de propiedades públicas y privadas. — 7. Sí^lvaguardiat, 
— 8, Derecho de postliminio. 



1. 

El Derecho estricto de la guerra (1) nos autoriza para qui- 
tar al enemigo no solamente las armas y los demás medios 
que tenga de ofendernos, sino las propiedades públicas y par- 
ticulares, ya como satisfacción de lo que nos debe, ya como in- 
demnización de los gastos de la guerra, ya para obligarle á 
una paz equitativa, ya en fin para escarmentarle y retraerle á 
él y á otros de injuriarnos. 

' Se llama conquista la captura bélica del territorio, boíin la 
de las cosas muebles en la guerra terrestre, y el nombre de 
presa se aplica particularmente á las naves y mercaderias que 
se quitan al enemigo en el mar. El derecho de propiedad sobre 
todas estas cosas pertenece inmediatamente al soberano, que 
reservándose el dominio eminente de la tierra, suele dejar á 
los captores una parle mas ó menos considerable délos efectos 
apresados. 

El derecho de apropiarnos las cosas de nuestro enemigo in- 
cluye el derecho de destruirlas. Pero como no estamos auto, 
rizados á hacer mas daño del necesario para obtener el fin le- 
gitimo de la guerra, es claro que no podemos destruir sino 
aquello de que no podemos privar al enemigo de otro modo, 
y de que es conveniente privarle : aquello que tomado no 
puede guardarse, y que no es posible dejar en pié sin perjui- 

(1) En este capitulo he seguido principalmente á Va&tel, 1. Ul, ch.9, 14, 
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ció de las operaciones militares. Si traspasamos alguna vez es- 
tos limites es solo cuando el enemigo, ejerciendo el derecho 
de captura con demasiada dureza, nos obliga á talionar para 
contener sus excesos. 

2. 

La práctica de las naciones civilizadas ha introducido una 
diferencia notable entre las hostilidades que se hacen por tier- 
ra y las que se hacen por mar, relativamente al derecho de 
captura. El objeto de una guerra marítima es debilitar ó ani- 
quilar el comercio y navegación enemiga, como fundamentos 
de su poder naval. El apresamiento ó destrucción de las pro- 
piedades privadas se considera necesario para lograr este fin. 
Pero en la guerra terrestre se tratan con mucho menos rigor 
losbienes de los particulares, como vamos á ver (i). 

3. 

Al pillaje del campo y de los pueblos indefensos se ha sus- 
tituido en los tiempos modernos el uso , infinitamente, mas 
igual y hnmano, de imponer moderadas contribuciones á las 
ciudades y provincias que se conquistan. Se ocupa, pues, el 
territorio, sea con el objeto de retenerlo, ó de obligar al ene- 
migo á la paz. Se toman igualmente los bienes muebles per- 
tenecientes al público. Pero las propiedades privadas se res- 
petan, y solo se impone á los particulares el gravamen de las 
contribuciones de que acabo de hablar. 

Están sujetos á pagarlas no solamente los ciudadanos, sino 
los propietarios de bienes raíces, aunque sean extranjeros; 
porque siendo estos bienes una parte del territorio nacional 
Sus dueños se deben mirar bajo este respecto como miembros 
de la asociación civil, sin embargo de que bajo otros respectos 
no lo sean. Por una consecuencia de este principio, los bienes 
raíces que los ciudadanos de un Estado enemigo han adqui- 
rido antes de la guerra en nuestro suelo, se miran como na- 
cionales, y recíprocamente los que nuestros ciudada nos han 

(1) Kent, p. I, lect. 5. 
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adquirido en el territorio enemigo que ocupamos con las ar- 
mas, son rigurosamente enemigos ; bien que está al arbitrio 
del conquistador moderar el uso de sus derechos á beneficio 
de sus compatriotas ó de los neutrales. 

Los extranjeros avecindados pero no naturalizados en el 
país enemigo, se miran como neutrales por lo tocante á los 
efectos de comercio y bienes muebles que posean, á menos 
que voluntariamente hayan tomado parte en las operaciones 
militares, ó auxiliado al enemigo con armas, naves ó dinero. 



4. 



. Los efectos muebles que se toman á un individuo armado 
pueden hacerse propiedad del apresador. A los habitantes pa- 
cíficos se permite la tranquila posesión de sus bienes, median- 
te el pago de las contribuciones de guerra. Las excepciones á 
este principio son, en primer lugar, las represalias que, sin 
embargo, serian injustas, si solo tuviesen por objeto una ven- 
ganza inútil : en segundo lugar, si los moradores del territo- 
rio que ocupan nuestras armas, lejos de conducirse como ciu- 
dadanos pacíficos, nos hostilizan, es lícito saquear ó incendiar 
sus habitaciones. En fin, este tratamiento es el castigo con 
que se conmina y se escarmienta á los que resisten el pago 
de las contribuciones de guerra ó de otras requisiciones seme- 
jantes (1). 

Se permite á los soldados el despojo de los enemigos que 
quedan en el campo de batalla, el de los campamentos forza- 
dos, y á veces el de las ciudades que se toman por asalto. Mas 
esta última práctica es un resto de la barbarie, por cuya abo- 
lición clama tiempo há la humanidad, aunque con poco fruto. 
El soldado adquiere con un título mucho mas justo lo que 
toma á las tropas enemigas en las descubiertas y en otros gé- 
neros de servicio, excepto las armas, municiones, convoyes 
de provisión y forraje, que se aplican á las necesidades del 
ejército. 



(1) Schmah, VI, 3. 

12 
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5. 



Si es lícito arrasar los sembradas de que el enemigo sacar 
inmediatamente su subsistencia, no lo es arrancarlas vinas y 
cortar los árboles frutales, porque esto seria desolar el país 
para muchos anos, y eausari'es estragos que no son necesa* 
riós para el fin legitimo de la guerra. Semejante conducta pa^ 
reeeria mas bien dictada por el rencor y por una ciega fero- 
cidad que por la prudencia. 

A veces, es verdad, el terrible derecho de la guerra permite 
talarlos campos, saquear los pueblos, llevar por todas partes 
el hierro y el fuego, pero solo para castigar á una nación in- 
justa y fi^roz, ó para oponer una basrera á las, ineorsioiies* de 
ua enemigo^ (|cie no es posible detener de otita smer te^ Bl me^* 
dio es duro, pero ¿por qué no ha. de emplearse contra el ene* 
migo, para atajar sus^ progresos^. (Doiandío con este másmo ob- 
jeto &&. tcHna á vK»ee& el partido dte asolar el' terriiomo pvcK 

pío (I)?' 

6. 

Se debe en todo caso respetar las templos, palacios, las sepul- 
cros, lo^ monijuaotentos nacionales, Io& archivos-; en suma, todos 
los edificios- públicos de utiUdad y adorno,, todo& aquellos ob- 
jetos de que no se puedo privar al enemigo, sino destruyéndo- 
los, y cuya destrucción &^ nada, eoatribuye al logro del fin 
kgitimo de la gueirpa.Lo mismo decimos de las casas, fábricas 
y tallei!e& de los particulares. Se aarcasan^ pibes, lo& csfólillosy 
míjfios y fortiíicacifineSj pero no se hace inj.uria á los ediflGÍo& 
d^ otra especie, antes bien se tomaa pi?ovideBCia& paira proter* 

garlos contra la furia y la licencia del soldado... Noes.peirmitida 

« 

(t) (c Ea el silio. de las. plazas es permUido, quemar lo« suburbios. Lo es 
igualmente tirar á los parajes en que estalla un incendio, para que, pro- 
pagándose' et' estrago, apresure- la rendición. Pbro no' deben dirigirse lo« 
tiros á los campanarios, salvo que la guariiicion se valga de ellos, para 
hacer señales ó para otros actos de hostilidad. En las ciudades sitiadas 
56 debe tener cuidado de parar los relojes de las torres; si no» al tiempo 
de la rendición pertenecen al vencedor : bien que es costumbre rescatar- 
los. » (Schmalz, VI, 4.) 
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dfestruirliO!*^ ó exponerlos al estrag» de la'artíllería, sino cuando* 
esinevitaMepara'jalguna^opepacion militar (1). 

En el bombardeo de una ciudad es difícil niy fifaeei» mucho^ 
daño á los edificios públicos y á lae ca-sas de los- particulares. 
De aquí e& que no se' debe proceder* á semejante extremidad,' 
sino cuando es imposible" reducir dé- otro modb una plaza im- 
portante, cuya ocupacioupuedeinñuir en el' suceso delaguerray 

7... 

Se dan salvaguardias á tós tierras y casas que el' invasor 
quiere sustraer á fos estragos de la guerra, sea por puro fa**- 
vor, ó á precio db contribuciones^ Salva^-ffirardia es un' piquete' 
de soldados que protege una hacienda ó casa, notiñcando á los 
otros individuos ó cuerpos de su nación' la* orden del general^ 
que manda no se le haga daño. La tropa empleada en este ser- 
vicio'de beneficencia debe ser inviolable para el enemigo. 

La captura bélica nos conduce al derecho de postliminio. 
Dase este nombre al derecho por el cual las personas ó cosas 
tomadas por el eaemigo, si se hallan de nuevo bajo el poder de 
la nación á que pertenecian, soa- restituidasr á su estado pri- 
mero. En este caso el público y los: particulares vuelven al 
goce de los derechos de que habian sido despajados por el 
enemigo ? las personas recobran su libertady y las cosas re- 
tornan .á S.U& antiguos dueños. 

Esto sin embargo no se extiende á los prisioneros de guer- 
ra, sueltos bajo palabra de honor, 

. Volver las cosas al poder de nuestros aliados es lo mismo que 
volver al nuestro. Pero debe advertirse que el territorio de una 

(1) En el siglo pasado se miraba todavía* como una* barbarie despojar 
lo« palacios del enemigo, temando lo» muebles, estaloaa, cuadros, troceos 
militares, bibliotecas y otros efectos preciosos. Federico II, en la gjuerra 
de los siete años, se creyó obligado á justificarse de haberse apropiado 
ciertos cuadres de la galería* do* Dresde. Reoientemeote se ha tenido en esa. 
méiAOs escrúpulo. Los franceses. pusieron á coulribucien las colecciones de 
los países que invadieron, con la mira de hacer á su patria centro de las 
ciencias y de las artes, reuniendo en ella todas las preciosidades que-l^ 
victoria ponia á su alcance. La necesidad en c^ue después se vieron de 
restituir la mayor parte de esta presa, contribuirá lal vez á restablecer 
la usanza antigua de no tocar esta clase de objetos, (Schmalz, VI^ 3.) 
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potencia meramente auxiliar y que no hace causa común con 
nosotros (cuya distinción se manefestará después), se reputa 
territorio neutral. 

El derecho de postliminio, por lo tocante á las personas, 
tiene cabiba en lerritorio neutral. Si sucede, pues, que un 
prisionero de guerra sale del pober de su enemigo, aunque 
haya logrado su escape faltando á su palabra de honor, no 
puede ser reclamado ante las potencias neutrales. Y si el ene- 
migo trae sus prisioneros á puerto neutral, puede quizá tener- 
los asegurados á bordo de sus naves armadas, que por una 
ficción legal se estiman territorio suyo, pero, no tienen acción 
ni derecho alguno sobre ellos, desde que pisan la tierra (1). 

Pero, por lo tocante á las cosas, el derecho de postliminio no 
tiene cabida en el territorio de los pueblos neutrales, para 
cada uno de los cuales el apresamiento de hecho, ejecutado 
según las leyes de la guerra, esto es el apresamiento de pro- 
piedad enemiga en guerra legítima, ejecutado sin infracción 
de su neutralidad, es un apresamiento de derecho. 

Resta fijar los límites del derecho de posthminio relativa- 
mente á su duración . 

El derecho que el enemigo tiene sobre los prisioneros que 
han caido en su poder, no puede ser trasferido á un neutral. 
Desde que salen de manos del enemigo, ó desde el tratado de 
paz, recobran su libertad personal. Por consiguiente puede 
decirse que el derecho de posthminio no espira jamas relati- 
vamente á las personas. 

Con respecto á las cosas hay diferencia : ó se trata de bienes 
raices ó de bienes muebles. 

La adquisición de las ciudades, provincias y territorios, 
conquistados por un behgerante al otro, no se consuma sino 
por el tratado de paz, cuando en él se confirman las adquisi- 
ciones del uno ó del otro behgerante, ó por la entera sumisión 
y extinción del Estado cuyas eran. Antes de uno de estos dos 
eventos el conquistador tiene meramente la posesión, no el 
dominio del territorio conquistado ; de modo que si lo trasfi- 
riese á un neutral, no por eso sufriría menoscabo el derecho 
del otro beligerante para recobrarlo empleando la fuerza, de 

(1) Kent*s Comment.t p. I, lect. 5. 
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la misma manera que si se hallase en poder de su enemigo, y 
recobrándolo, no adquiría solamente la posesión, sino la ple- 
na propiedad, que podia trasferir á quien quisiese. Lo mismo 
se verifica respecto ds las casas y heredades privadas. Si el 
conquistador confiscase alguna de ellas, y la enajenase á un 
neutral, reconquistado el territorio ó restituido por el tratado 
de paz, revivirían los derechos del propietario antiguo, á me- 
nos que el tratado contuviese una estipulación contraria. Así, 
pues, por lo que respecta á los bienes raíces, tanto particula- 
res como públicos, el 'derecho de postliminio solo espira por 
el tratado de paz ó por la completa subyugación del Estado. 

Mas en esta última suposición se preguntará si el levanta- 
miento del pueblo subyugado hace revivir el dei'echo de postli- 
minio. 

Para resolver esta cuestión es necesario distinguir dos casos. 
Ó la subyugación presenta el aspecto de involuntaria y vio- 
lenta, y entonces subsiste el estado de guerra, y por consi- 
guiente el derecho de postliminio ; ó bien el dominio del con- 
quistador ha sido legitimado por el consentimiento, á lo mé. 
nos tácito, de los vencidos, el cual se presume por la pacífica 
posesión de algunos años ; y entonces se supone terminada la 
guerra, y el derecho de postUminio se extingue para siempre. 
Solo, pues, en este segundo caso serán válidas las enajenacio- 
nes hechas por el conquistador, y conferirán un verdadero 
título de propiedad, que en ningún evento podrá ya ser estor- 
bado ni disputado por los antiguos dueños. 

Si de dos potencias aliadas ha sido completamente subyu- 
gada una, y la otra no depone las armas, subsiste la sociedad 
de guerra, y con ella el derecho de postliminio. Si sucediese, 
pues, que en el curso de la guerra recobrase su libertad la na- 
ción subyugada, todos los territorios y casas podrían entonces 
ser vindicados por los propietarios antiguos. 

Con respecto á los muebles es muy diferente la regla, ya 
por la dificultad de reconocerios y de probar su identidad, lo 
que da motivo para que se presuman abandonados por el pro- 
pietario, luego que se ha verificado su captura; ya por la im- 
posibilidad en que se hallan los neutrales de distinguir los 
efectos que los beligerantes han apresado, de los que poseen 
por otro cualquier título ; de que resultaiia gran número de 
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embarazos é ineonveaientes al comercio si subsisliese largo 
tiempo con respecto á los primeros el derecho de postliminio. 

Se adquiere, puesí, la propiedad de las cosas muebles apre- 
sadas, desde el momento que han entrado en nuestro poder. 
De aquí el principio reconocido por los romanos y por las na- 
ciones modernas : per meram occupationem dominium prsedsd 
bostilis acquirilur, Pero es necesario que la presa haya entra- 
do verdaderamente en poder del captor, lo que no se entien- 
de sino cuando es conducida á lu^ar seguro, ó como dicen Jos 
.publicistas, iafra prwsidia. Sin esta cireunstanoia no se creerla 
oonsumada ia ocupación, ni extinguido el derecho de postlimi- 
minio (1). 

Si apresada, pues, y asegurada una alhaja, se vendiese 
luego á un neutral, el título adquirido por esto prevalecería 
fiobre el del propietario antiguo, que no podria vindicarla ni 
«un aote los tribunales de su propia nación, aunque probase 
indubitablemente la identidad. Lo mismo sucede si los efectos, 
después de llevados á paraje seguro, son represados por una 
fueria nacional ó amiga. El represador adquiere entonces un 
titulo de propiedad que no puede ser disputado por los pro- 
pietarios antiguos. 

Sin embargo,, como la propiedad de todo lo que se adquiere 
en la guerra pertenece originalmente al soberano, las leyes 
civiles pueden modificar en esta pai*te con respecto á los sub- 
ditos la Jegla del Derecho de gentes; y otro tanto puede veri- 
ficarse respecto de las naciones extranjeras por medio de con- 
venciones especiales. Asi el término de veinte cuatro horas 
que exigen algunos escritores para consumar la adquisición 
ftíréí titulo de captura bélica, debe lairarse ó como ley civil 
de ciertos Estados, ó -como -una ioistitucion del Derecho de 
.i^eDtes conveociofi^l ó consaetudioario, que solo obliga á las 
naciones que expresa ó tácitamente la han adoptado. 

De los principios expuestos ^an -este .articulo se colige evi- 
demiemextie, que los efectos apresados y después sJMffldonados 
p^r el oaptor, no pasan á ser res nullius^ ni su ocupaciooi con- 
fiere un título de propiedad^ mientras subsiste jel derecbo de 
;{)o«tU<iaÍQiio«obKe ^os. 

{íyáLeuf^ CmmeM^; p. I, lect. 5. 
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CAPJTUJLO V. 



DE I>AS HIESAS MARÍTIMAS 



1. CircnnBtanoras «qwe dan un oaráctw Fíostíl á ia propidiiad; — 2 Cxn-sa- 
tíos. — 3. Presas. — 4. Juiigttdos de presas. — 5« jfteglas reUtlTafi á 
los juicios de presas. — 6. Derecho de postliminio en las presas raariti- 
unafs, —1. Represa. — S.'Recobro. — 9. Rescate. 



Hay un carácter hostil accidental, relativo al comercio ma- 
rítimo : carácter que, mientras subsiste su causa^ hace que 
ciertas mercaderías sean legítimamente cQnfiscablesy¿zre belli^ 
aunque las otras del mismo propietario no lo sean. Importa, 
pues, mucho en una guerra marítima determinar con preci- 
sión las circunstancias que, independientemente áe la verda- 
dera nacionahdad de un individuo, le constituyen, por lo que 
á ellas toca, enemigo y dan el mismo carácter á sus efectos 
mercantiles, mientras que bíyo los otros aspectos se le consi- 
dera neutral y ciudadano. El Derecho de gentes del mundo 
comercial reconoce en el día, con relación áesta materia, va- 
rias reglas que voy á exponer en el presente artículo (1). 

Se adquiere un carácter hostil: I® por tener bienes raices 
en territorio enemigo; 2° por domicilio comercial, esto es, por 
mantener un establecimiento ó casa de comercio en territorio 
enemigo ; 3° por domicilio personal; 4<>por navegar con ban- 
dera y pasaporte de potencia enemiga. 

1° El que posee bienes raíces en el territorio de la potencia 
enemiga, aunque resida en otra parte y sea bajo todos los 
otros aspectos ciudadano de un estado neutral ó subdito de 
nuestro propio Estado, en cuanto propietario de aquellos bie- 
nes deba mirarse como incorporado en la nación enemiga. 
« La posesión del suelo, dijo Sir'W.^cott en el caso del P/ice- 
niXj da al propietario el carácter del país, en cuanto concier- 
ne á las producciones de aquel fondo en su trasporte á cual- 

(1) Se ha compendiado en él la doctrina de Chiity [Comm, LaWy vol. I^ 
dMpt, 8, »e«t. 2), KcRt {C^mmutpt., p. I, lect. 4), y Whealon {Eiemvnts of 
internationai Lam,, p^ IV, ch. i, | 17, 18, i!ic } 
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quier otro país. Esto se ha decidido tan respetidas veces en los 
tribunales británicos, que no puede discutirse de nuevo. En 
ninguna especie de propiedad parece mas clai'amente el ca- 
rácter .hostil, que en los frutos de la tierra del enemigo, como 
que la tieiTa es una de las grandes fuentes de la riqueza na- 
cional y en sentir de algunos la única. Es sensible ciertamente 
que en nuestras venganzas contra nuestro adversario quede 
algunas veces lastimado el interés de nuestros amigos, pero 
es imposible evitarlo, porque la obsei-vancia de las reglas pú- 
blicas no admite excepciones privadas, y el que se apega á las 
ganancias de una conexión hostil debe resignarse á participar 
también de sus pérdidas (1). 

2® Otro tanto se aplica á los establecimientos comerciales 
en país enemigo. El buque President fué hecho presa en un 
viaje del Cabo de Buena Esperanza, posesión holandesa en- 
tonces, á un puerto de Europa, y reclamado á nombre de 
Mr. Elmslie, cónsul americano en aquella colonia. « La corte 
(dijo Sir W. Scott) tendría que retractar todos los principios 
que han dirigido su conducta hasta ahora, si hubiese de resti- 
tuir este buque. El reclamante se dice haber residido muchos 
años en el Cabo con una casa de comercio, y en cuanto comer- 
ciante de aquella colonia, debe mirarse como subdito del Es- 
tado enemigo. » 

Al principio de la última guerra fué bastante general en 
los comerciantes americanos el erróneo concepto de que po- 
dían retener sin menoscabo los privilegios de neutralidad del 
cai'ácter americano á pesar de su residencia y ocupación en 
cualquiera otro país. Este en»or fué desvanecido en gran nú- 
mero de decisiones de los tribunales británicos. En el caso de 
la Anna Catharíne, el reclamante apareció como ciudadano y 
comerciante de América, pero en el curso de la causa resultó 
que tenia su residencia y casa de comercio en Curazao, en- 
tonces posesión holandesa; y la Corte falló que se le debía 
considerar como enemigo al principio de la operación mer- 
cantil en que se hizo la presa, porque la Holanda y la Gran 
Bretaña eran en aquella época enemigas. 

(1) Véase por lo tocante á los Estados Unidos la opinión del juez Marshali 
en el caso de Bentzon v, Boyle; Cranch's ñeports, tX, 191. 
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La regla general « que el establecimiento de una persoga 
imprime en ella el carácter nacional del país en que se halla 
establecida, » no se limita á los establecimientos en territorio 
enemigo, antes bien se extiende con imparcialidad á todos los 
casos. Asi un extranjero que tiene casa de comercio en terri- 
torio británico se mii'a como subdito de la Gran Bretaña en 
cuanto concierne á las operaciones mercantiles de esta casa. 
Por consiguiente se halla imposibilitado de comerciar por 
medio de ella con el enemigo. Un cargamento pertenecente á 
Mr. Millar, cónsul americano en Calcuta, fué apresado en una 
operación mercantil de esti especie, y condenado como pro- 
piedad de un comerciante británico empleada en un tráfico 
ilícito. « Se mira como cosa dura (dijo Sir W. Scott) que 
Mr. Millar se halle comprendido en la inhabilidad de los subdi- 
tos británicos para comerciar con el enemigo, no estándolo en 
las ventajas y privilegios afectos á semejante carácter ; pero 
no puedo convenir en este modo de presentar la cuestión ; por- 
que las armas y leyes británicas protegen su persona y co- 
mercio, y aunque esté sujeto á ciertas limitaciones que no 
obran sobre los ciudadanos de la Gran Bi»etaña, es necesario 
que reciba el beneficio de aquella protección con todas la 
cargas y las obligaciones anexas á ella, una de las cuales es 
la de no comerciar con el enemigo. » 

Del mismo principio se sigue, que un ciudadano de nuestro 
Estado goza de las inmunidades del carácter neutral por lo 
tocante á las operaciones mercantiles de los establecimientos 
que tenga en país neutral. Puede por consiguiente comerciar 
en ellos con el enemigo. En el almirantazgo británico se ha 
decidido, que un ciudadano de la Gran Bretaña que está do- 
miciliado en país neutral, y comercia con los enemigos de su 
soberano natural, no hace mas que ejercer los privilegios le- 
gales anexos á su domicilio. Esta regla fué reconocida termi- 
nantemente en Inglaterra el año de 1802 por los Lores del al- 
mirantazgo, los cuales declararon que un subdito británico 
residente en Portugal, que era entonces país neutral, pudo 
lícitamente comerciar con la Holanda, enemiga de la Gran 
Bretaña. Pero hay una limitación : el domicilio neutral no 
protege á los ciudadanos contra los derechos bélicos de su pa- 
tria, si se ha adquirido flagrante bello. En los tribunales de 
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los Estados Unidos se ha observado uiiifarmeinente 'la núsma 
regla. 

Sígnese asimis^mo de lo dicho, que un ciudadano del Eslado 
enemigo se mira como neutral en todas has op^fraciones aaer- 
cmitiles de los establecimientos de comercio que tenga ea país 
neutral. Por consiguiente las pro<piedades empleadas en ellas 
no son confíscables jure belli. De manera que el coweroim&te 
participa de las ventajas ó desventajas de la nación en que 
ejei'ce el comei*oio, sea cual fuere su país nativo ; en teriritcuno 
neutral, es neutral : y^en territorio enemigo, enemigo. 

£Kceptúanse de este princi¡HO general las factorías q«e las 
naciones europeas tienen en los países de Oriente, en la In- 
dia, V. g. ó la China. « Es una regla de Derecho intemaeio- 
mal (según Sir W. Soott en el caso del Indian Cbief) que el 
comercio de los europeos que trafican bajo la proteooion de 
estas factorías, toma el carácter nacional de la asociación mer- 
cantil á cuya sombra se hace, y no el de la potencia en cuyo 
territorio está la factoría. La diferencia entre esta práctica y 
la que se observa generalmeote en Europa -y los países de Oc- 
cidente, proviene de la difenenoiade costumbres. En el Ooci- 
dente los trancantes extranjeros se mezclan con. la sociedad 
indígena, y se puede decir que se incorporan comptetaaiente 
en ella. Pero en el Oriente desde los siglos mas remotos se ha 
mantenido una línea de separación ; los extrajeres no entran 
en la masa de la sociedad nacional, y se miran siempre como 
advenedizos y peregrinos- Con arreglo & esta máxima se de- 
claró en la última guerra que un individuo que comerciaba 
en Esmirna bajo la protección del cónsul holandés en aquella 
plaza, debia reputarse holandés, y que por consiguiente su 
buque y mercaderías, en virtud de la orden de represalias ^ex- 
pedida contra la Holanda, debían condenarse como propiedad 
holandesa. 

En fin, para que el domicilio comercial produzca sus efec- 
tos, no es necesario que el comerciante resida en el país donde 
se halla el establecimiento. En el caso de la Nancy y de oíros 
buques, ante la corte de los Lores del almirantaago, el 9 de 
abril de 1798, se decidió formalmente, que si un individuo era 
socio de una casa de comercio enemiga en tiempo de guerra, 
é continuaba en esta sociedad durante la guenia, su residen- 
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oia personal en territorio amigo ne podia protegeiie contra el 
otro beligerante., en negJDcioe de la cociadad. La regla de q«e 
el que imantiiene «n estahiecimieiito ó oasa de comercio «n 
pais enemigo, aunque no resida en él personalmente, se re- 
pata enemágo por lo tocante á las operaciones mercantiles de 
esta casa, se ha conñrmado en varios otros casos, los cuales 
. prueban tanabieai <}ue la jpegla ee uoa miskiKia, ora sea único in- 
teresado en el estableciiniento, ó solamente socio (1). 

3** La residencia ó domicilio persooal en país enemigo es 
otra cirounstaneia que imprime un oRráeter hostil al eomer- 
cio. Por consiguiente es menester determinar qué es lo que 
constituye esta residencia ó domicilio. ELániflio de permane- 
cer es el ptimto sobre q«e' rueda la cuestión. La actual residen- 
cia da lugar á la presunción de animas mauendi,; incumbe, 
pues, á la parte desvanecer esiapresundon para «alvaí' su 
propiedad. Si resulta que ha tenido ánimo de establecer una 
residencia permanente, lo mismo es que esta baya durado ya 
algunos años, ó que cuente un solo dia. Pero si tal inte»ciofi 
no ha existido, si la residencia ha sido involuntaria ó forzada, 
entonces, por larga que sea, no <altera el carácter primitivo de 
la persona, ni lo iconvierte de neutral en hostil. Las regl»s en 
esta materia son flexibles y fáciles de acomodar á la verdad y 
equidad de los casos. Se necesita, por ejemplo, niénos circuns- 
tancias para constituir domicilio en un ciudadano que vuelve 
á su patria y reasume su nacionalidad original, que pai»a dar el 
carácter del territorio á un extranjero. La cnestion quo animo 
es en todos los casos el objeto de la averiguación (^). 

^1) Si el socio de una casa neutral tiene su dojoúcüio en pais enemigo, 
sa parte en la casa Jieulral está sujeta á confiscación jure helli : el jiiéz 
Story en el caso de la Antonia J,ohaíma, WheatoM,\s ReporU, I, 159. 

(2) « Para consliluir domicilio, decia Sir W. Scoü, el iagcedicnte piin- 
cipal es el tiempo. Dicese que el que se traslada á un país 4:00 ¡al^fun 4»^6to 
especial no coatrae domicJÁio en él; pero esta regla no es absoluta : «s 
preciso tomar en cuenta el tiempo .^ue pueda ó deba ser necesario paia la 
cansecucion ded objeto.; porque si este es de tal natoralexa que probable- 
mente produzca, ó si en efecto produce, una larga mansión en el pais, del 
objeto particular puede isacer una residencia general. Un objeto particular 
puede detenernos en un pais toda la vida, y contra una idemora tan pro- 
k>Dgada no seria justo alegar la especialidad de la intención, porque 
en tal caso es de presumir que con el objeto especial «e han loaezclado ine- 
vitablemente otros varios ^ue han estampado en nosotros el carácter de 
la nación en que residimos. &i wi Jiombce se «diri|ge al ternitorio de un ibe 
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Una vez que la parte ha contraído et carácter de la nación 
en que reside, no lo depone por las ausencias que haga de 
tiempo en tiempo, aunque sea para visitar su país natal. 

ligerante al principio de la guerra ó antes de ella, no seria ciertamente 
razonable atribuirle un nuevo carácter &in que primero hubiese trascurrido 
al^un tiempo; pero si continúa residiendo allí durante una buena par- 
te de la guerra, pagando los impuestos y contribuyendo por o«.ros medios 
á la fuerza del Estado, no podría ya alegar el motivo particular de su 
viaje contra los efectos del domicilio hostil. De otra manera no habría 
medio de precaver los fraudes y abusos de pretendidos objetos especiaos 
para paliar una larga residencia. En prueba de la eficacia de la sola cod- 
sideracion del tiempo, no estará de roas observar que la misma cantidad 
de negocio especial que no constituiría domicilio en cierto espacio de 
tiempo, pudiera producir ese efecto distribuida sobre un tiempo mas largo. 
El domicilio debe fijarse por una razón compuesta del liempo y de la ocu- 
pación, pero dando siempre una gran preponderancia al tiempo : sea cual 
fuere la ocupación, no es imposible (á no ser en casos raros) que se con- 
traiga domicilio pur el mero lapso de tiempo. » Case de la Harmony^ 
Robinton*i ReporU, 11, p. 324; WhealotCi Elenímti, p. lY, ch. í, § 17. 

Se ha pretendido que cuando un subdito nativo ó naturalizado se en- 
cuentra domiciliado en otra parte al tiempo de estallar la guerra, debe 
dársele tiempo para que elija entre permanecer allí ó restituirse á su 
patria, respetándose entretanto las propiedades por los cruceros de esta. 
Pero se ha rechazado esa doctrina : lo porque se funda en la presunción, 
de que el domiciliado se restituirá á su patria, como es su deber hacerlo : 
presunción falsa : el deber del domiciliado se limita á no hostilizar á su 
patria, y á darle ayuda, requerido ; y por eso no es raro en los tratados 
de comercio estipular que en caso de rompimiento se permitirá á los ciu- 
dadanos de un beligerante permanecer en el territorio del otro : 2<> porque 
mientras el domiciliado no elija volver, su carácter subsiste el mismo que 
antes, y si sus propiedades se respetasen entretanto, prefiriendo después 
permanecer, las habría sustraído injustamente á la persecución del beli- 
gerante enemigo : « lo que violaría » (dijo la Corte Suprema de los Estados 
Unidos) oc los principios que han regido largo tiempo en los juzgados de 
presas de Inglaterra, y que (no habiendo fuertes razones que los hiciesen 
inaplicables á la América) no deben desatenderse en los Estados Unidos. 
¿Cuáles serian en efecto las consecuencias de la regla contraría ? Se apresa 
una propiedad del domiciliado : el propietario escoge entre el país de su 
domicilio y el país nativo. Si la captura ha sido hecha por el primero, 
elige ser ciudadano suyo ; si por el segundo, prefiere pertenecer á este. 
¿ Puede tolerarse por ninguno de los dos beligerantes una posición tan 
prívilegiada? Por el contrario, la regla de los juzgados ingleses, que le 
mira como subdito del Estado á que todavía adhiere y á cuya fuerza con- 
tribuye mientras reside y comercia en él, no tiene nada de duro ; porque 
si antes de volver á su patria, está expuesta su propiedad á ser apresada 
en el Océano por los cruceros de est >, no solo está exenta de captura, sino 
protegida por las armas del Estado bajo cuyas leyes vive. El doble privile- 
gio que se reclama es contrario á la rozón y no puedo otorgarse. » Cranh*s 
Reports, VIII, p. 263. 

Pueden verse otras decisiones sobre el mismo asunto en Wheaton*¿ 
Elemenis, p. IV, ch. 1, § 17, y Wheaton's Reporti, II, Appendix n. 1. 
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Ni e& invariablemente necesaria la residencia personal en 
territorio enemigo para desneutralizar al* comerciante, por- 
que hay una residencia virtual, que se deduce de la natura- 
leza del tráfico. En el caso de la Anna Catbarine apareció que 
se habia celebrado con el gobierno español, entonces enemigo, 
una contrata que por los privilegios peculiares que se acor- 
daban á los contratistas, los igualaba con los vasallos españo- 
les, y aun podia decirse que los hacia de mejor condición. Los 
contratistas, para llevarla á efecto, juzgaron conveniente no 
residir ellos mismos en el territorio español, sino comisionar 
un agente. Con este motivo declaró Sir W. Scott en la senten- 
cia, que aunque, generalmente hablando, un individuo no se 
desneutraliza por el hecho de tener un agente en país ene- 
migo, esto sin embargo solo se entiende cuando el individuo 
comercia en la forma ordinaria de los extranjeros, no con pri- 
vilegios particulares que le asimilan á los subditos nativos, y 
aun le conceden alguna ventaja sobre ellos. En el caso de la 
Anna Gatharíne se declaró también que un cónsul extranjero 
contrae residencia en el país para donde ha sido nombrado, 
aunque ejerza sus funciones por medio de un vizcónsul ó di- 
putado, y no resida actualmente en él (1). 

No es necesaria tampoco la existencia de un establecimiento 
ó casa de comercio para constituir residencia personal. En el 
caso de la Jorffe Klassina se alegó que no habia residencia 
porque la parte no tenia casa de comercio en el país ; pero el 
tribunal declaró que esta circunstancia no era decisiva, y que 
bastaba que el comerciante residiese y traficase en territorio 
de potencia enemiga para que se le considerase como enemigo 
en todo lo relativo á este tráfico. 

El carácter nacional que se adquiere por la residencia, cesa 
solamente por la ausencia sine animo revertendi, Y como con- 
secuencia de este piincipio se ha declarado por las cortes de 
almirantazgo, que si un individuo establece su domicilio en el 
territorio de una potencia extranjera, y esta llega á estar en 
guerra con otra, su propiedad embarcada antes de tener co- 
nocimiento de la guerra, y mientras aquel domicilio conti- 
núa, puede ser apresada por el otro behgerante. La doctrina 

(1) Paede verse este easp en RohimonCt MeportSj IV, 187. 
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del cajrácter In^stié eixianado de la residenoia, se suele tomar 
edihetamei^ev y las eocc^poiones- fondadas en eonsideraciones 
da equidad se desatiende» para hacer mas pi^eoisa y cierta la 
regla, y evitar* los ñ*a«ides>á que los derechos de los beligerany 
ies quedarianf expuestos- da* otro modo. 

Mas aunque un beligerante puede legítimamente mirar co- 
mo enemigo á todo el que reside ó tiene bienes raíces ó esta- 
Uecimienta de comercie» en territorio hostil, sin embargo de* 
que bajo otros» respeetds^sea verdaderamente neutral ó ciuda*^ 
daño ; puede solo considerarle como enemigo con relación á 
la captura de las propiedades á que está afecta la residencia, 
establecimiento ó bienes raices en territorio hostil. Se ha de- 
clarado por consiguiente que* un individuo que tiene esta- 
blecimiento ó domicilio en dos palees se halla en el caso de 
considerarse come ciudadamo del uno ó del otro, según el orí- 
gen y dependeneia de sus opei»aciones mercantiles, de manera 
que mientras goza de las* inmunidades neutrales en las unas, 
se le tratará como enemigo en las otras (1) . 

4^ Navegar con bandera y pasaporte del enemigo hace-ene-- 
miga la nave y la suje*a á conftscacion, aunque sea' propiedad- 
de un neutral. Las mercaderías- pueden seguir otra regla; 
pero los buque» se revisten siempre* del carácter de la poten- 
cia cuya bandera toman, y los papeles de mar' son en ellos 
una estampa de nacionalidad, que prevalece contra cuales- 
(Hwera derechos ó acciones de personas residentes en paífses 
neutrales. Si el buque lleva licencia especial ó pasaporte de 
pi'oteccion del enemigo, que dé motivo de sospechar que sirve- 
ó coadyuva de algún modo á sus miras, esto se consideraría- 
como suficiente motivo para confisoar* buque y carga, cual- 
quiera que fuese el objeto» ofttenable y el destino del viaje. 

(1) Uq subdito de España que pasó á los BstadoB' Unidos en im tiempo- 
dé paz entre la España y la Gran Bretaña para comerciar entre los Estado^. 
Ümdes y las preyincias de España en virtud' de una licencia del rey, y que 
daspue» de estallar la guerra entre U' Gran Bretaña y la España continúa 
residiendo en ios Estados Unidos y ejereitando aqael; comercio, dfíbe consi- 
derarse como un comerciante americano, aunque el tranco en que se ocupa. 
sem de' aqne&lofi^ qae solo pueden' hacerso legítimamente por un subdito 
español.' La nacionalidad del caráoler comercialr de. un individuo debe de- 
terminarse por su domicilio y no por la naturaleza de su tráfico. Decisión 
de la Corte Suprema de ios Estados Unidos en el caso de Livijigston contra 
la Compañía de seguto» (UiMm^land; t^rtineh's'R^oris, Vil, 506.' 
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Pero no habiendo esta proteceioiv esfieciai^ S6 confisca solo el 
bnqu®. 

Tales son las principales circunstancias^ que en el conoepto 
de los tribunales de Derecho internacional dan un carácter 
hostil al comercio. No estará de mas advertir, que la propie- 
dad queal principio djel viaje tiene ua carácter hostil no lo 
pierde* pior las. traslaciones ó enajenaciGne& que se ha^n íü 
tmnsitüj m á virtud de ella& deja de estar sujeta á captura. 
Una regla> conirária abriria la puerta á un sinnúmero de fraur 
des para proteger las propiedades, contra el derecho de la 
guerra, por medio dj& enajenaciones simuladas. Durante la. 
paz puede la propiedad, trasferirae in transitu ; pero cuando 
existe^ ó amenaza la guerra,, la regla que úguea los beligeran- 
tes- es que \o& dArechos de propiedad de las mercaderías no 
experisnentfm alieraiBion alguna desde el embanque hasta la< 
entrega. Sueeda* muchas veces que para proteger una propie- 
dad embarcada sí» trasüere, durantie el viaje,, á uh n&utraL 
Los tribunales de almirantazgo» haia declarado que esta prác^ 
tieai no serviai de nada^ porque^ si hubiese de reconocerse como 
legitima dnraiilbe la> guerra, todo lo que se embarcase en pais. 
enemigo podria Mcilmente salvarse bajo la capa de traslado^ 
»es* ficticias. Y aun. ha legado á decidirse (en. el caso del 
Danekebaar Afrieaan) que la propiedad enviada de una coló-* 
nia enemiga y apresada en el viaje, no habia mudado de ca?- 
rácter- in transitu aunque antes del' apresamiento los propie- 
tarios- hablan pasado á ser súbditos-británicos- por' la capitula^ 
cion de la colontai 

Las reservas» que los consignadores neutrales suelen hacer, 
del riesgo j tomándolo sobre si, han sido tratadas por los alr^< 
miraniazgos como fraudulentas é inválidas. En el caso de la: 
Sally, el oargamento se habia. embarcado ostiensiblamente por 
cuenta de comerciantes americanos, y el capitán declaró que 
creiaique desde el momento de su desembarque habia pasado 
á ser propiedad del gobierno francés. Era, pues, clai-o qyte se* 
habia completado la venta,, y que el embanque por cuenta y 
riesgo de los americanos era un pretexvto para evadir la cap- 
tura á que habrían estado sujetas las mercaderías como pro- 
piedad enemiga. « Ha sido siempre una regla de los juzgados 
de presas (se dijo en la sentencia de esta causa) que los efectos 
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que se llevan á país enemigo bajo contrato de pasar ú ser pro- 
piedad del enemigo á su llegada, se miran como propiedad 
enemiga si se apresan in transiiu. En tiempo de paz y no ha- 
biendo temores de guerra inmediata, este contrato seria per- 
fectamente legitimo y producirla todos sus efectos en juicio. 
Pero en un caso como el presente, en que la forma del con- 
trato lleva manifiestamente por objeto precaver* los peligros 
de una próxima guerra, la regla antedicha debe inevitable- 
mente llevarse á efecto. El conocimiento expresa cuenta y 
riesgo de comerciantes americanos ; pero los papeles no hacen 
prueba, si no son corroborados por declaración del capitán, y 
aquí el capitán, en vez de apoyar el contenido de los cono- 
cimientos, depone que los efectos á su llegada iban á ser del 
gobierno francés, y los papeles ocultos dan mucho color de 
verdad á esta deposición. No se necesita mas prueba. Si el car- 
gamento iba á ser propiedad enemiga á su llegada, el apre- 
samiento es equivalente á la entrega. Los captores por el de- 
recho de la guerra se ponen en el lugar del enemigo. » 

En general, todo contrato hecho con la mira de paliar una 
propiedad enemiga, es ilegal é inválido. Los arbitrios de que 
se valen los comerciantes para lograr este objeto son tan va- 
rios, como puede fácilmente imaginarse por el grande interés 
que tienen en hacer ilusorios los derechos de los beUgerantes. 
Asi es que en las causas de presa la cuestión rueda frecuente- 
mente sobre la interpretación (}ue se trata de dar á los títulos 
de propiedad por los apresadores y por los que reclaman la 
restitución de la presa, esforzándose los unos en rastrear el 
fraude y los otros en eludir la investigación. Cada nueva es- 
pecie de fraude produce necesariamente nuevas reglas de ad- 
judicación en los juzgados de presas; y al mismo paso que 
estas reglae, se multiplican los efugios y los arbitrios paUa- 
tivos para evadir la captura ; de manera que esta parte de la 
legislación internacional se va complicando cada vez nías y mas. 
Lo peor es que no hay en la práctica de las diferentes nacio- 
nes toda la uniformidad que seria de desear. Cada una de las 
principales potencias forma su código particular, á que los 
Estados menos fuertes tienen que someterse en sus relaciones 
con ella. 
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Las potencias marítimas (1) ademas de las naves de guerra 
del Estado, suelen emplear el voluntario auxilio de armado- 
res particulares ó corsarios, queapresan las embarcaciones y 
propiedades enemigas, ya los cuales ceden en recompensa de 
este servicio una parte ó todo el valor de las presas. Llámase 
propiamente armador el que dispone el armamento ó corre 
con el avío de una embarcación destinada al /corso ; y corsa- 
rio la persona elegida por el armador para salir al mar con 
el objeto de hacer presa en los bajeles y propiedades enemi- 
gas : aunque moderadamente suele entenderse por armador 
el mismo éorsario ó comandante del buque armado en corso, 
acaso porque estas dos calidades se juntan á menudo en una 
misma persona. 

En la edad media no se consideraba necesaria una comisión 
del soberano para apresar las propiedades enemigas, ni hasta 
el siglo XV empezó la práctica de expedir patentes á los par- 
ticulares en tiempo de guerra para que pudiesen hacer el cor- 
so. En Alemania, Francia é Inglaterra se promulgaron enton- 
ces varias ordenanzas exigiendo para la legitimidad de las 
presas este requisito, que según la práctica de las naciones ci- 
vilizadas, es ahora de necesidad indispensable. 

Sir Matthevsr Hale calificó de acto depredatorio el de atacar 
las naves del enemigo sin una patente ó comisión pública, á no 
ser en defensa propia. Pero esta doctrina parece demasiado 
severa. Ya se ha expuesto (2) la opinión de Vattel sobre la le- 
gitimidad de las hosliUdades cometidas por los particulares 
sin autoridad del soberano. De ella se sigue que si los parti- 
culares sin patente de corso apresan naves y mercaderías de 
los enemigos de su nación, no por eso se les debe considerar 
cumo piratas. A los ojos de las naciones extranjeras son com- 
batientes legítimos. Delinquen, pero no contra la ley univer- 
sal de las naciones, sino contra la de su patria. Toca, pues, á 



(t) En este y los siguientes artículos se ha compendiado á Chitty (vol. T, 
ch. 8, sect. 3), y á Kent (p. I, lect. 5). Ademas se han tenido presentes las 
Ordenanzas francesas de corso. 

(2) P. 11, cap. 3, art. 1. 

13 
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esta sola castigarlos por ello, si lo cree conveniente, y privar- 
los de todo derecho sobre los efectos apresados, que es lo que 
comunmente se hacQ. La propiedad de las presas hechas sin 
autoridad pública pertenece privativamente al soberano. 

La patente de corso tiene un término limitado, que por las 
Ordenanzas francesas puede ser, según la mas ó menos dis- 
tancia de los cruceros, de 6, 12, 18 y 24 meses. Y ademas de 
la patente de corso suelen darse á los capitanes corsarios comi- 
siones ó despachos para los conductores de presas. También 
es costumbre dar á los corsarios junto con la patente instruc- 
ciones y reglas para el ejercicio del derecho de captura, y 
exigirles fianza para la indemnización de los perjuicios que 
ilegilimamente infiriesen. Se ha disputado sobre si los arma- 
dores y comandantes de las naves de corso eran responsa- 
bles con sus bienes al pleno resarcimiento de los daños causa- 
dos por su ilegal" conducta, ó solo hasta concurrencia de la 
fianza. Bynkerschoek atribuye á los armadores colectiva y se- 
paradamente una responsabilidad in solidum y á los fiadores 
hasta el valor de la fianza (1). Esta regla puede modificarse 
por las leyes locales. La Ordenanza de presas de Francia era 
conforme en un todo con la doctrina de Bynkerschoek : mas 
por el Código Comercial moderno se exime á los propietarios 
da las naves de corso, de la responsabilidad de los daños co- 
metidos en el mar, sino es hasta el valor de las seguridades 
otorgadas por ellos, á menos que hayan tenido alguna com- 
plicidad en los hechos. Donde callan las leyes locales, como 
sucede en los Estados Unidos, debe seguirse el principio ge- 
neral, que la responsabihdad se conmensura por el valor de 



(1) Exereitores puto teneri doñee omne damnum resarciverint, Qucest. 
Jur, Pub.f I, 19. Conviene notar que el armador no es responsable á mas 
de lo que monta la lianza que las leyes le obligan á dar y á la pérdida 
del buque, por aclos de piratería, de que se hayan hecho culpables el 
capitán y la tripulación del buque. £1 derecho mariiimo no le impone res- 
ponsabilidad in solidum por la conducta del capitán y tripulación, sino en 
cuanto estos se ocupan en la ejecución del mandato, que es el apresamiento 
de propiedades hostiles. (Kent.) 

La responsabilidad de los armadores se extiende á los capitanes : Béí 
nobis electio utrum exercitorem an magistrum convenire velimus : 1. 1, 
i 17, D. />« exercit, act. 

Donde cesa la responsabilidad del captor, principia la del Estado á 
quien sirve. {Wheaton's ElemenU, p. IV, cb. 2, i 15.) 
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ios danos y recae sobre cada uno de los armadores in soli^ 
diini (1). 

A pesar de estas precauciones, suele ser tal el carácter de 
los que abrazan este servicio, sobre todo cuando se emplean 
en él extranjeros, y tan frecuentes son los desórdenes en que 
incurren y las quejas y reclamaciones á que dan motivo de 
parte de las naciones amigas, que se ha pensado en abolirlo ó 
por lo menos restringirlo considerablemente. La Ordenanza 
francesa de 1681 prohibe á los extranjeros hacer el corso bajo 
pabellón francés. En los tratados de algunas potencias se ha 
estipulado, que sobreviniendo entre ellas la guerra no darian 
patentes de corso para hostilizarse una á otra. Varios Esta- 
dos (2) han prohibido bajo severas penas á sus subditos acep- 
tar comisiones ó equipar naves para cruzar baj.o pabellón ex- 
tranjero y hacer presa en el comercio de naciones amigas. 
Otros Estados han estipulado entre si que los subditos de cada 
uno de ellos no recibirían patente de .corso de los enemigos 
del otro para hostilizarse en el mar, so pena de ser tratados 
como piratas. 

El corsario que cruza con dos ó mas patentes de diversas 
potencias, se expone á ser considerado como pirata ; pero la 
nave que cruza legitimamente contra un Estado se halla por 
esto solo autorizada para cruzar contra un nuevo enemigo del 
suyo. Por las Ordenanzas francesas de 1650, 1674 y 1681, 
confirmadas en la de prairial año 11, se sujeta á la pena de 
piratería á todo capitán francés, convencido de haber hecho el 
corso bajo diferentes pabellones; y se declara de buena presa 
toda nave que pelee bajo otro pabellón que el del Estado cuya 
patente lleva, ó que lleve patentes de diversas potencias, y sí 
está armada en guerra, se impone á su capitán y oficiales la 
pena de piratas. 

Las Ordenanzas francesas de 1681 y 1693, confirmadas poi 
el decreto de 13 termidor año 6, prohiben bajo pena de des- 
titución y otras mas graves á los oficiales, administradores^ 
agentes diplomáticos y consulares, y otros empleados públicos 

(1) Véase el caso de Del Col v, Arnold, juzgado por la Corle Suprema 
de los Estados Unidos. Dallci's Rejports^ III, 333, y el del Karasariy por 
Sir W. Scott, Roh. Rep. V, 291. 

(2) Entre ellos la Francia. Véase Merlio, ReptrLs. Armateur. 
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á quienes toque velar sobre la ejecución de las Ordenanzas de 
corso, ó concurrir al juicio de la legitimidad de las presas, 
t^ner intereses directos ó indirectos en los armamentos, ó ha- 
cerse directa ó indirectamente adjudicatarios de los efectos 
apresados cuya venta haya sido ordenada por ellos. 

Los capitanes, por las Ordenanzas francesas de 1696 y 1704 
(confirmadas por la del 2 praii*ial año 11) deben arbolar el 
pabellón nacional antes de tirar con bala al bajel á que dan 
caza, bajo pena de ser privados de ellos y los armadores de 
todo el producto de la presa, que se confisca á favor del Esta- 
do, si el bajel es enemigo; y si este resulta ser neutral, son 
condenados en daños, perjuicios é intereses á favor de los pro- 
pietarios. 

« Navegar y dar caza con bandera falsa (dijo Sir W. Scott 
en el caso del Peacock) puede ser permitido como estratagema 
en la guerra; pero hacer fuego con bandera falsa, las leyes 
marítimas de este país no lo toleran, porque puede acarrear 
consecuencias inicuas ; puede ocasionar la muerte de personas, 
que conociendo el verdadero carácter de la embarcación que 
los persigue, se pondrían tal vez bajo su protección en vez de 
resistirse (1). » En este caso el captor inglés acriminaba á los 
reclamantes haber arrojado papeles al agua, y se decidió que 
era justificable este hecho, porque creyendo que los atacaba 
un buque francés, tuvieron motivo para deshacerse de cartas 
que hubieran legitimada la presa ante los tribunales franceses. 

Aunque es lícito á los corsarios tener á bordo los pabello- 
nes que quieran y hacer uso de ellos, sea para reconocer mas 
fácilmente por este medio las naves que encuentran, sea para 
evitar que otros mas fuertes les den caza, hay varias naciones 
que miran como un acto ilegal tirar el cañonazo de llamada 
bajo otro pabellón que el del soberano (2). Otras por el con- 
trario dan poca importancia á este acto. Los juzgados ameri- 
canos han declarado que para eximir de perjuicios y costas al 
captor, en el caso de un apresamiento originado del error 
mutuo de cada uno de los contendientes sobre la nacionalidad 
del otro, no era necesario que hubiese aüanzado su bandera 



(1) Rob« Rep., IV, 187. 

[t) Valin., Commeut, des Ordarinance» de Erance, til. JDespriies, sjrU S. 
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con un cañonazo, pues aunque esta era la costumbre de Fran- 
cia, España y Portugal^ no lo era de la Gran Bretaña y de los 
Estados Unidos (1) . 

Inmediatamente después del apresamiento de una nave, el 
capitán captor se apodera de las licencias, pasaportes, letras 
de mar, contratas de fletamento, conocimientos y demás pa- 
peles que haya á bordo. Todo se deposita en un cofre ó saco 
á presencia del capitán de la nave apresada, que es requerido á 
sellarlo con su sello propio, tel capitán captor hace cerrar las 
escotillas y toma las llaves de todos los cofres y armarios. Se 
imponen severas penas á los capitanes, oficiales y marineros 
apresadores que sustraigan alguno de los papeles de la nave 
apresada. 

Hecha una presa, debe conducirse á un puerto del soberano 
del corsario para su adjudicación (2). Si los captores no quie- 
ren hacerse cargo de la nave apresada, y toman solamente las 
mercaderías, ó lo dejan todo por composición, se les obliga 
por las Ordenanzas de Francia á quedarse con los papeles y á 
detener á lo menos los dos principales oficiales, sin duda con 
el objeto de que pueda calificarse la legalidad de la presa ante 
un juzgado francés. 

Cuando no es posible conducir la presa á puerto seguro, y 
el enemigo no la rescata, es licito al apresador destruirla; 
pero en tal caso es obligación suya proveerse de los documen- 
tos necesarios para calificar su conducta y la legitimidad de la 
presa, y hacer que se reciban las declaraciones juradas de los 
principales oficiales de ella, por ante un magistrado de su 
nación ó de un aliado, ó por ante un cónsul de su nación resi- 
dente en país neutral. 

Los Ordenanzas francesas de corso son en general un mo- 
delo digno de imitación para los Estados que deseen poner un 
freno á la licencia de los corsarios, y evitar las quejas y de- 



(1) Caso de la Mariana Flora, Wheaton's Rep., II, 48. 

(2) Si las instrucciones del gobierno ¡facultan al captor para conducir 
su presa al puerto mas conveniente, no por eso le dan una libre y ab- 
soluta discreción sobre esta materia, sino solo una discreción racional, 
en que se consulta, junto con su propia comodidad, el interés que pue- 
dan tener los neutrales: Sir W. Scott, en el caso del Peacock, Rob, Rep,^ 
IV, 187. 
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mandas de reparación de los Estados neutrales. Estas Orde- 
nanzas, adoptadas en gran parte por la España y por otras 
naciones, han contribuido mucho á fijar el Derecho consuetu- 
dinario de Europa. Aqui solo puede indicarse lo mas principal 
y lo que tiene mas inmediato enlace con las obligaciones y de- 
rechos entre los diferentes Estados. 

Es Hbre á cada nación dar á sus armadores y corsarios las 
reglas que quiera. En tanto que estas reglas se dirigen sola- 
mente á los subditos, nadie puede disputar la competencia del 
soberano para establecerlis. Pero no sucede lo mismo con res- 
pecto á los extranjeros. No hay autoridad para sujetarlos á re- 
quisitos de esta ó aquella especie particular, sino en cuanto 
las reglas que se les impongan sean conformes al Derecho uni- 
versal de gentes, á la costumbre ó los tratados. 

3. 

Una presa (1) puede ser ilegítima, ya por el tiempo del 
apresamiento, si ha sido, por ejemplo, después de la fecha del 
tratado de paz, ó después del plazo prefijado en este para la 
legitimidad de la^ presas ; ya i)or el lugar del apresamiento, 
si ha sido bajo el cañón ó dentro de la jurisdicción de un Es- 
tado neutral ; ya por haberse violado en el apresamiento al- 
gunas de las inmunidades acordadas al enemigo en tratados 
anteriores á la guerra y relativos á ella, ó alguna excepción ó 
privilegio particular, como el de los salvos-conductos, pasa- 
vantes ó licencias concedidas por un beligerante á las naves ó 
mercaderías del otro. 

Si el apresamiento se hace antes de la declaración formal 
de guerra, es necesario examinar si ha sido á virtud de una 
orden de represalias expedida por la autoridad competente. 
La presa es entonces legítima, no en virtud del derecho de la 
guerra, sino del derecho de represalias ; ó mas bien las repre- 
salias constituyen en este caso un estado parcial de guerra, 
supuesto que en ellas empleamos la fuerza para hacernos jus- 
ticia. 

Un apresamiento hecho dentro de territorio neutral es ile- 



(1) Ghitty y Kent, en los lagares arriba dichos, han saministrado casi 
toda la doctrina de este artículo. 
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gítimo, según se ha dicho ; pero esta ilegitimidad se entiende 
con respecto al soberano de aquel territorio, no con respecto 
al apresado, el cual tiene solamente derecho para reclamar la 
protección del Estado neutral, como este lo tiene para que el 
apresador repare la violación de su neutralidad, poniendo la 
presa en sus manos. Pero si la nave apresada fué la que co- 
menzó las hostilidades en aguas neutrales, no tiene derecho á 
la protección del territorio, y la captura subsiguiente no es 
una injuria de que el soberano neutral esté obligado á exigir 
reparación (1). 

Cuando se toma una plaza marítima por capitulación, las 
propiedades que están en el mar no parecen hallarse en el 
mismo predicamento que las propiedades en tierra. La' licen- 
cia que se concede á los conquistados para salir con su dine- 
ro, mercaderías y efectos por mar ó por tierra, no comprende 
necesaria ni comunmente el permiso de llevarse las propie- 
dades flotantes, porque semejante licencia no deroga la cos- 
tumbre establecida de apresar esta clase de bienes. Por el caso 
de las naves apresadas en Genova, parece también, que la cir- 
cunstancia de haberse acordado en la capitulación una entera 
libertad de comercio, no protege las propiedades flotantes, 
porque, según Sir W. Scott, es práctica ordinaria apresarlas 
aunque se haya capitulado esta libertad de comercio (2). 

Los efectos apresados cuya restitución no se reclama ante 
el tribunal competente, se condenan como presa legitima (3). 
Con todo, si aparece que el carácter nacional de la presa es 
neutral ó dudoso, y no se interpone reclamo, la práctica de 
los Estados Unidos es conceder á los propietarios un año y dia 
de plazo, contados desde la iniciación de los procedimientos 
judiciales (4) para que hagan valer sus derechos ; y si no lo 



(1) Caso de la Ánne en la Corte Suprema de los Estados Unidos. Whea- 
ton*s fíep. III, 447. Segan Schmalz, se mira como ilícito á un corsario (no 
á nn buque de guerra de la armada) el dar caza á un buque enemigo en 
los rios del territorio enemigo, y si el corsario cayese en manos do los 
naturales» no se le trataría con las consideraciones que á los prisioneros 
de guerra. Droit des Gens européen, VI, 3. 

(2) Robin$on*s üeports, IV, 397. 

(3) Caso de la Adelina. CrancWi üeports, IX, 244. 

(4) After the institution of the prize proeeedings. Caso del H ar- 
risan, \Vheaton*s Reports, I, 299, 
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hacen dentro de este plazo, se adjudica la propiedad á los 
captores (1). 

La comisión que da un soberano beligerante para apresar 
propiedades enemigas, se extiende á las propiedades neutra- 
les, apresadas en el acto de violar la neutralidad (2). De los 
derechos y obligaciones propias de este carácter se tratará mas 
adelante. Aquí nos limitaremos á advertir que los efectos en- 
contrados á bordo de buques enemigos, se presumen propie- 
dad enemiga, á menos que presenten claras señales y los 
acompañen documentos fehacientes ael carácter neutral (3). 

4. 

Para que la presa marítima dé un titulo auténtico de pro- 
piedad, trasferible á los neutrales ó al represador, es necesa- 
ria, según la práctica mas general de las naciones modernas, 
la adjudicación de un tribunal, que debe pertenecer al sobe- 
rano del captor, y residir en el territorio de este soberano, ó 
de sus aliados. 

La necesidad de los juzgamientos de presas nace principal- 
mente del peligro de que en el ejercicio del derecho de cap- 
tura se confundan las propiedades neutrales con las enemigas, 
por error ó malicia de los captores. Es evidente que si el juicio 
de la legitimidad de las presas se dejase á estos, la guerra se 
convertiría en un sistema de pillaje, y la propiedad de aque- 
llos que nada tienen (¡ue ver con la guerra, correría no menor 
peligro que la propiedad de los beligerantes. « El Derecho de 
gentes (decia Lord Mansfield) hace á los pueblos recíproca- 
mente responsables de las injurias que se cometen por mar ó 
tierra. Los principios naturales de justicia, la conveniencia 
mutua y el consentimiento de las naciones han establecido 
ciertas reglas de procedimiento, un código y tribunales des- 
tinados á juzgar las presas. Los ciudadanos de cada Estado 
ocurren á los tribunales de los otros, y se les administra justi- 
cia conforme á una misma ley, igualmente conocida de todos. 

(1) Véase la nota anterior. 

(2) ElUoCs Diplomatic Code, ñefer, n. 257. 

(3) EllioVt Dip. Code, Refer. n. 258. Véase también Robin$on't Re- 
ports, IV, 398. 
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Y para dar eficacia á lo que dispone el Derecho internacional 
en esta materia, las leyes ó edictos que se promulgan al prin- 
cipio de la guerra, determinan por punto general que los bu- 
ques y efectos apresados, sea por naves del soberano ó de los 
particulares, hayan de condenarse previamente en una Corte 
de almirantazgo para que los captores puedan gozar de ellos ó 
enajenarlos (1). 

El conocimiento de las causas de presas es privativo de la 
nación apresadora. Esta es una consecuencia necesaria de la 
igualdad y la absoluta independencia de los Estados sobera- 
nos, por una parte, y de la obligación de observar una impar- 
cial y rigurosa neutralidad, por otra. En virtud del primer 
principio, cada soberano es el arbitro reconocido de toda con- 
troversia que concierna á sus derechos propios, y no puede 
sin degradar su dignidad aparecer en el foro de las otras na- 
ciones á defender los actos de sus agentes y comisionados, y 
mucho menos la legalidad y justicia de las reglas de conducta 
que les ha prescrito. Y en virtud del segundo es prohibido á 
los neutrales intervenir de modo alguno entre el apresador y 
el apresado, y no pueden menos de considerar el hecho de la 
posesión como una prueba concluyente del derecho. Así los 
corsarios no están sujetos á otros tribunales que los del Estado 
cuya bandera llevan, á lo menos en todo aquello que concier- 
ne al ejercicio de la comisión pública que se les ha conferido. 

Y tan general es esta regla, que según la doctrina de los tri- 
bunales americanos, es un acto ilegal quitar al captor la po- 
sesión de las naves y mercaderías de la nación neutral á que 
arriba, siempre que hayan sido apresadas á título de enemigas 
ó de confiscables jure belli, aunque realmente no lo sean (2) . 

Azuni indica las excepciones siguientes : !■ cuando el apre- 
sador ha quebrantado aquellas leyes de la naturaleza que se 
miran como sagradas aun entre enemig"os, ejecutando cruel- 
dades monstruosas en la gente del buque apresado ; pues en- 
tonces podrá el Estado neutral á cuyo puerto ha llegado la 
presa poner en salvo á los prisioneros, y aun prender al capi- 
tán y oficialidad del corsario ; 2^^ cuando el captor es acusado 

(1) Chitty, vol. III, ch. 13, p. 608. 

(2) Ellioi*» Code, Reí. a. 107. Lo miámo en loji^la ns En Francia, 
como veremos mas adelante, no se signe esta regla. 
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de piratería ; 3* cuando este lia violado la neutralidad, apre- 
sando en aguas neutrales, rompiendo los documentos que 
probaban la inocencia de la carga, ó cometiendo otros desa- 
fueros semejantes : si el corsario ha violado la neutralidad del 
Estado en que se halla, no puede declinar su jurisdicción, ale- 
gando el privilegio de los buques armados en guerra (i). Pero 
dejo esta materia para cuando se trate de los derechos y obli- 
gaciones de los neutrales (2). 

Tan estrictamente es privativo del soberano del apresador 
el conocimento de las causas de presa, que la sentencia de un 
tribunal de una potencia aliada no se miraría como legítima. 

Parece por una multitud de casos substanciados en los tiibu- 
nales británicos, que la sentencia de un tribunal de presas 
que juzga por comisión de un beligerante en territorio neu- 
tral, se invalida por esta última circunstancia, aunque seme- 
jantes juicios se instituyan con aprobación ó equiescencia de 
la potencia neutral (3). 

La posesión del captor da jurisdicción á sus juzgados nacio- 
nales ; y si se pierde la posesión por represa, escape, ó aban- 
dono voluntario, cesa la jurisdicción conferida por el apresa- 
miento (4). 

Las causas de presa son siempre in rem contra la nave, la 
carga, ó ambas, ó quasi in re/22, contra el producto de ellas. 
Mas para dar jurisdicción á los tribunales de la nación apre- 
sadora, no es necesario que la presa sea conducida á sus aguas 
ó tierras. Basta que el captor la haya ocupado jure helli, y que 
tenga tranquila posesión de ella en tenitorio neutral (5). Su- 
púsose por algún tiempo que un tribunal de presas residente 
en el país del soberano cuya autoridad representa, ó de un 
soberano aliado, no tenia jurisdicción sobre las presas que per- 

(1) Azuni, Derecho Marit.y p. II, cap. 4, arr, 3. 

(2) Mas adelante, cap. VII, art. 7. 

(3) Véase el caso del Fiad Oyen, fiobinson's ReporU, 1, 135; y á Whea- 
ton Elements, IV, ch. 2, g 14. Kent establece la misma regla que Whea- 
ton : a No seria legal que se juzgase la presa por un tribunal residente 
en país neutral. Esta prohibición no se apoya solo en lo impropio y pe- 
ligroso que seria el hacer la tierra neutral un centro de procedimientos 
hostiles, sino en la práctica de las naciones, » I, p. 103. 

(4) EUiot's Code, Refer. , n. 34. 

(5) EllioV» Refer,, n. 296> 301, etc. 
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manecían en puertos neutrales , porque calrecia de la posesión 
necesaria para el ejercicio de la jurisdicción iii rem. Sir 
W. Scott reconoció que esta máxima era fundada, pero creia 
que el almirantazgo británico habia mantenido tan expresa y 
terminantemente el valor de las condenaciones de presas exis- 
tentes en país neutral, que ya no era posible abandonar esta 
práctica y volver al principio antiguo. La regla del almiran- 
tazgo británico se halla ahora definitivamente establecida por 
la costumbre general de las naciones. Aunque la presa se halle 
en territorio neutral, si el apresador está en posesión de ella, 
y la tiene bajo su potesdad, esto se e^ima suficiente para la 
legitimidad del juicio in rem (1) . 

Las sentencias de estos juzgados tienen toda fuerza y valor 
en las naciones extranjeras como pronunciadas por autoridad 
legítima sobre materias de su fuero. Ellas dan á los adjudica- 
tarios de la propiedad apresada un título incontrovertible. Los 
juzgados americanos han sentado en principio que la senten- 
cia de un tribunal extranjero que condena propiedades neu- 
trales en conformidad con una ley ó edicto injusto en. sí mis- 
mo, contrario al Derecho- de gentes, derogatorio de las inmu- 
nidades de los neutrales, y declarado tal por el Presidente y 
Congreso de los Estados UnidoSi trasfiere no obstante el do- 
minio de la propiedad condenada. Consecuentes á este prin- 
cipio declararon que los propietarios americanos no podían 
reclamar ante los tribunales de su patria las propiedades apre- 
sadas y condenadas en los tribunales franceses á consecuencia 
del decreto de Milán (2) . 

Otro corolario de la fuerza y valor que se da por el Derecho 
de gentes á las decisiones de los juzgados de presas, es que 
cada sentencia pronunciada por uno de ellos se recibe como 
prueba concluyente en los juicios sobre pólizas de seguros, 
aun dado caso que haya sido injusta, con tal que la injusticia 
no aparezca en la sentencia misma. Por consiguiente, no se 
admite prueba contraria dirigida á falsificar los hechos que se 
afirman expresamente en ella, ó á manifestar que el fallo ha 
sido infundado (3). 

(1) KenVi Comment.t I, 103, 104 (seg. edic). 

(2) EllioVs Refer,, n. 50, 53. 

(3) Chitty't Comm. Lato, III, 487. 
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En un juicio sobre el seguro de uña propiedad que había 
sido condenada en Francia por una supuesta infracción de un 
tratado, entre Francia y América, decia Lord Ellenborough : 
« ¿ No se funda la sentencia de condenación en la circunstan- 
cia de no llevar el buque los documentos de que, á juicio del 
tribunal francés, debió estar provisto según el tratado ? Yo no 
digo que fuese correcta la interpretación que dieron á este tra- 
tado los jueces; pero por inicua que haya sido, teniendo juris- 
dicción competente para interpretarlo, y habiéndolo hecho en 
efecto, el respeto y cortesía que las naciones civilizadas se 
guardan unas á otras t nos obliga á dar crédito á la adju- 
dicación. Alegúese lo que se quiera; el almirantazgo fran- 
cés ha condenado el buque por una infracción de tratado, 
que falsifica la garantía de neutralidad : ó hemos de disputar 
su jurisdicción, ó debemos atenernos á la sentencia (1). » 

Pero, según la práctica del almirantazgo británico, la' sen- 
tencia no haría prueba, si en ella se expusieran los motivos 
especíales que habían inducido la condenación (circunstancia 
que no es necesaria para su vahdez en derecho) y si estos mo- 
tivos no justificaran la decisión del juzgado (2). De aquí es 
que la garantía de neutralidad no se falsificaría por la sen- 
tencia de un tribunal de presas extranjero que condenase á 
un buque neutral por haber infringido las leyes ú ordenan- 
zas particulares del Estado beligerante, que no fuesen confor- 
mes al Derecho de gentes, y que no hubiesen sido aceptadas 
por la nación neutral (3) . 

La autoridad de cosa juzgada que la costumbre general de 
las naciones da á los actos de los tribunales de presas, no se 
opone al derecho que tienen los Estados extranjeros para so- 
hcitar la reparación de los daños que hayan sufrido por la ile- 
galidad ó injusticia de las sentencias. Si un beligerante esta- 
blece para el juzgamiento de sus presas reglas arbitrarías, 
opuestas á los principios del Derecho de gentes reconocido, 
las potencias extranjeras no mirarán por eso como justas las 

(1) Chilty, III, ch. 13, p. 689. Eliofs Ref, 35. En Francia, según Chit 
ty, no se respetan igualmente las decisiones de los juzgados de almiran- 
tazgo extranjeros. 

Í2) Chitty, íil, ch. iO, p. 487. 

(3) Chitty, ib., p. 488. 
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condenaciones pronunciadas con arreglo á ellas. La sentencia 
no dejará por eso de dar al captor un dominio irrevocable 
sobre la propiedad apresada; pero el beligerante se hallará 
obligado á indemnizar los perjuicios que los subditos de los 
otros Estados hayan sufrido por ella. Mucho menos los privará 
de este derecho una sentencia pronunciada contra las reglas 
que reconoce la potencia apresadora, ó contra los pactos que 
esta haya celebrado con otras. Los reclamos de indemnización 
se hacen entonces por los órganos diplomáticos, y se deciden 
por ajustes privados ó convenciones solemnes. Tal fué la de 
agosto de 1802, ratificada en 1818, entre la España y los Es- 
tados Unidos de América, para el arreglo de las indemniza- 
ciones solicitadas por ambas partes á consecuencia de los ex- 
cesos cometidos en la guerra anterior por individuos de una 
ú otra nación contra el Derecho de gentes, ó contra los pac- 
tos que existian entre ellas (1) : arreglo que vino á terminar 
en la cuestipn de las Floridas, estipulada en el tratado de 
Washington de 22 febrero de 1819 entre las mismas na- 
ciones (2). 

Pueden, pues, los interesados en una presa indebidamente 
condenada, recurrir al gobierno de su país para que reclame 
la competente indemnización del gobierno cuyos juzgados han 
pronunciado la sentencia injusta. Pero, la equidad natural no 
permite que un Estado sea responsable de la conducta de sus 
miembros, mientras los actos de estos no hayan sido examina- 
dos por todos los medios que el Estado ha provisto al efecto. 
Como regularmente no solo hay juzgados inferiores de presas, 
sino tribunales de revisión ó apelación, á que tienen recurso 
los que han sido agraviados por los juzgamientos de aquellos, 
los neutrales no pueden interponer justamente la autoridad de 
su gobierno, contra un fallo del juzgado inferior, mientras no 
han hecho uso del recurso ó recursos de apelación, que les 
conceden las leyes del behgerante (3). 



(1) Martens, Supplément au Recueil des TraüéSy t. VIH, p. 568. 

(2) Marlens, Supp,, IX. p. 348. 

(3) Rutherforth*s Instit., l. 11, I. II, c. I, I 99, citado por Whealon, 
p. IV, c. 2, i 15. 
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Luego que los captores llegan á tierra, es su obligación pre- 
sentar los papeles de mar de la nave ó propiedad apresada al 
tribunal de presas, y hacer que se proceda al examen de los 
oficiales y marineros. Sobre estos papeles y declaraciones debe 
juzgarse la causa en primera instancia. Si en virtud de estas 
pruebas aparece claramente que la propiedad apresada es hos- 
til ó neutral, se pronuncia desde luego su condenación ó res- 
titución. Pero si el cai'ácter de la presa es dudoso, ó se pre- 
sentan fundados motivos de sospecha, se manda esclarecer la 
materia y ampliar las pruebas. Cuando el apresado se ha he- 
cho culpable de fraude, ilegalidad ó mala conducta, no ¿e le 
admiten mas pruebas, se condena desde luego la presa. Final- 
mente, si la parte que solicita la restitución intenta engañar al 
tribunal, reclamando como suyo propio lo que pertenece á 
otros, pierde su derecho aun á aquella parte de la presa, cuya 
propiedad llegase á probar satisfactoriamente. Si propiedades 
enemigas se confunden fraudulentamente con propiedades 
neutrales en un mismo reclamo, estas sufren regularmente la 
suerte de aquellas (1). 

Las partes que se crean perjudicadas por el apresamiento, 
deben recurrir formalmente al tribunal ; bien que, aun sin este 
recurso, el tribunal exige siempre á los captores que establez- 
can, á lo menos prima facidj la legalidad de la presa. En In- 
glaterra se observa, que si la propiedad reclamada vale menos 
de cien libras esterlinas, se permite restituirlas sin necesidad 
de recurso formal, para no cargarla con gastos desproporcio- 
nados. En general, no se da oídos á ningún reclamo que esté 
en contradicción con los papeles de la nave y las declaraciones 
de la gente de ella. Pero hay excepciones á esta regla. En el 
caso de la Flora la propiedad parecía ser holandesa por los 
papeles de mar y la declaración del capitán; pero habiéndose 
probado que pertenecía verdaderamente á personas domiciha- 
das en Suiza, por cuya cuenta y riesgo era el viaje, se admitió 
la instancia de los propietarios suizos y se les restituyó la pro- 
piedad (2). 

(1) EllioVi Refer.y n. 115. 118; 
(2) ChWy's Comm. Law, vtl. 111, ch. 13, p. 613. 
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En cuanto al tiempo dentro del cual puede intentarse la 
acción de perjuicios por un apresamiento ilegal, expondré aquí 
la doctrina del almirantazgo inglés en el caso áe\ Mentor^ buque 
americano, que habia sido destruido por las fragatas británicas 
Centurión y Vulture^ después de terminadas las hostilidades, 
pero antes de saberlo los apresadores. t Este caso, dijo Sir 
W. Scott, es peculiarísimo en sus circunstancias, y la primera 
particularidad que observo en él es el intentarse la acción á la 
distancia de cerca de diez y siete años del hecho. No recuerdo 
que jamas se haya permitido entablar en esta Corte un caso de 
tanta antigüedad. No quiero decir que el estatuto de limita- 
ciones (ley civil de prescripciones) se extienda á las causas de 
presas ; pero no hay quien no vea que el principio de equidad 
en que se funda aquel estatuto alcanza hasta cierto punto á los . 
procedimientos de esta Corte, y es sumamente propio que ella, 
á su juicio, fije las limitaciones (prescripciones). Y si hay ca- 
sos de remota antigüedad á que no deba dar acogida, aquel 
,seria uno, en que apareciese claramente que el demandante 
habia tenido cabal conocimiento de la injuria, y del remedio 
legal correspondiente (1). » 

En el caso del Haldacñ se intentó la acción ante la Alta 
Corte de Almirantazgo un año y nueve meses después de la 
sentencia de condenación de la presa, pronunciada por un 
tribunal de Santo Domingo, incompetente para ejercer esta 
jurisdicción. « Este es un caso (dijo Sir William Scott) duri- 
simo para los apresadores ; pero no creo que me sea licito exi- 
mirlos de la necesidad de proceder á un juicio. Mientras existe 
la comisión de presas, no hay un tiempo preciso y determinado • 
que impida á los interesados intentar la acción ; aunque tam- 
bién sea cierto que debe haber un tiempo que produzca ese 
efecto. El único medio de asegurarse el captor es el recurrir 
á una corte de jurisdicción competente ; si no lo hiciese, se 
haria reo de una culpa grave ; y si por equivocación recm'- 
riese á un tribunal impropio, aunque esta circunstancia le re- 
levase de aquel reato, no le protegeria contra los interesados 
que le citasen ante el tribunal competente. En el caso pre- 
sente, no se imputa mala conducta á los captores; pero la sen- 

(2) RohimorCs ñeports, I, 179. 
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tencia condenatoria pronunciada en Santo Domingo es nula ; y 
no ha producido efectos legales de ningun^i clase. Por otra 
parte, era un deber del reclamante haber intentado su acción 
.lo mas pronto posible, puesto que siempre le era dado com- 
peler al captor á un juicio, cuando este habia dejado de pro- 
vocarlo. Quizá creyó el reclamante que el juzgado de Santo 
Domingo tenia la jurisdicción necesaria; pero pudo haber 
apelado, y si bien es cierto que no se hubiera admitido la ape- 
lación por la incompetencia del juzgado a quOy hubiera asi 
manifestado diligencia ; punto sustancial en la reclamación de 
perjuicios. Hubo con todo una especie de dificultad : hubo 
como una nube de incertidumbre en la opinión de muchos 
acerca de la competencia del juzgado inferior, y esto bastaba 
•para explicar una parte do la demora. Como quiera que sea, el 
reclamante ha ocurrido ahora á esta Corte, y soy de dictamen 
que debe admitirse la demanda (1). » 

En el caso de la Susana : « Se hace este reclamo contra un 
oficial de la armada para que proceda á la adjudicación de un 
buque apresado seis años há. El hecho es, pues, de una fecha 
muy antigua. Nq digo por eso que el mero lapso de tiempo se- 
ria un obstáculo perentorio, si el reclamante probase haber 
empleado toda la diligencia debida, y se hubiese visto imposi- 
bilitado de intentar oportunamente la demanda en fuerza de 
circunstancias inevitables é irremediables (2). » 

Los juzgados de presa podrán, pues, oponer por equidad 
en estas causas los principios de la prescripción judicial, y des- 
pués de un largo lapso de tiempo, no recibirán una demanda 
de perjuicios contra los captores por apresamiento ilegal (3). 

No se permite á los reclamantes alegar que los captores no 
tenian patente legitima ; pero si resulta en efecto que el apre- 
samiento de propiedad enemiga se ha hecho sin ella, la presa 
es á beneficio del Estado. Que el apresador haya ó no tenido 
comisión legitima, es una cuestión entre él y su gobierno 
exclusivamente, y que de ningún modo concierne al apre- 
sado (4). 

(i)fíoh.fíep., III. 235. 
{i)Bob. Rep., VI, 48. 

(3) WheatorC» Reportt, II, Appendix, p. 12. 

(4) EllioVt Refer,, n. 181. 
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Es una regla de los tribunales de presas que el onus proban- 
di incumbe al que reclama (1). 

Puede á veces remitirse la demanda de los propietarios á 
la decisión de. un juzgado extranjero. El Nicbolas and -Jan, 
buque holandés apresado en San Eustaquio, y enviado á In- 
glaterra para su adjudicación, fué apresado en la boca del Ca- 
nal de la Mancha por una escuadra francesa. Habia efectos 
neutrales á bordo, suficientemente documentados, y un comer- 
ciante de Hamburgo reclamó su valor, alegando que los cap- 
tores los habían puesto en peligro voluntariamente, pudiendo 
haber recurrido para su adjudicación á las Cortes de almiran- 
tazgo de las Antillas.. Pero la Alta Corte opinó que en las dudo- 
sas circunstancias del caso, y en el conflicto de atenciones impor- 
tantes en que estaban empeñados los comandantes, no liabian 
abusado de las facultades discrecionales que se les habían con- 
ferido por la naturaleza de su empleo ; fuera de que, habiendo 
sido recobrada la propiedad por una nación amiga (la Francia 
lo era de la Holanda) tenian derecho para exigir de sus juzga- 
dos la restitución de las especies. 

En el caso del Hendrick and Jacob se resolvió de un modo 
contrario, en conformidad á los mismos principios. Era este 
un buque de Hamburgo, que habiendo sido erróneamente 
apresado como de nación holandesa, y represado por un fran- 
cés que le llevaba á Francia, zozobró en el camino. Entablada 
la demanda contra el apresador británico, decidieron los Lores 
del Almirantazgo, que pues la captura no se habia hecho con 
un motivo justificable, los dueños tenian derecho a la restitu- 
ción : que el captor francés habia tenido justa cansa para apo- 
derarse del buque, y por tanto no era responsable del accidente : 
que, salvada la propiedad, el interesado hubiera podido recla- 
marla ante un juzgabo francés, pero una vez que la pérdida del 
buque le privaba de este derecho, lo tenia sin duda para que el 
primer captor le indemnizase (2). 

Los daños y perjuicios se abonan á los propietarios siempre 
que aparece haber sido infundado el apresamiento, ó que el 
apresador se ha hecho culpable de alguna irregularidad, ó no 

{\) EllioCs Refer., n. 183. 
(2) Roh. ñep., I, 97, 98. 

14 
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ha cuidado safícientemente de la presa. Pero es jxistiñcablo 
la detención de la propiedad, y el apresador no es obligado á 
indemnizar al dueño, siempre que por parte de aquel ha ha- 
bido bastante motivo para dudar dd carácter de la pn^edad 
y someterla á examen. Si el apresamiento aparece justificable 
á primera vista y después se encuentra inldndado y se restituye 
la propiedad^ el apresador no está obligado á reintegrar el dé- 
ficit que resulte de la venta del cargamento, hecha de bueoa 
fe (1). 

Eln el caso del Williscm se condenó al captor en los perjui- 
cios originados de no haberse empleada toda la diligencia de- 
bida. Con este motivo, dijo el juez, que en cuestiones de esta 
especie solía sentarse una regia que no ara de su aprobación, 
á saber : que los captores no eran responsables de mas diligoi* 
cia que la que solían emplear en sus propios negocios : porque 
un hombre puede cuando se trata de lo suyo correr riesgos por 
motivo de interés ó por una temeridad natural : lo que no po- 
dría disculparse, cuando aventurase la propiedad ajena venida 
á sus manos por violencia. Cuando confiamos nuestras cosas á 
ui^a persona cuyo carácter nos es conocido ó se presume serlo, 
el cuidado que ella suele emplear en lo suyo es una norma ra- 
zonable ; pero no se puede decir que hacemos confíanza de la 
persona á quien dejamos forzadamente lo nuestro (2). 

En el caso de la Betsey estableció Sir W, Soott las regk^ 
siguientes : c Lps puntos principales á que debemos atender 
son estos : ¿ha sido legal y de buna £e en su prmcipio la pose- 
sión de los captores? Y suponiendo que lo haya sido, ¿se ha 
convertido después en ilegal y torticera? Porque sobre estos 
dos puntos es precisa la ley : un poseedor de buena fe no es 
responsable de accidentes fortuitos, pero puede por su mala 
conducta subsiguiente perder la protección á que era acreedor 
por la aparente justicia de su título, y exponerse á que se le 
considere como injusto detentador ab initio. Tal es \a ley no 
solo de este juzgado, sino de todos los juzgados, y uno de los 
primeros principios de la juiisprudencáa universal (3). » 



(1) Ghilty, III, 614. 

(2) Rob. fíep., VI, 316. 

(3) Jiob. Hep., I, 96. 




DE DERECHO INTERNACIONAL. 211 

Si la detención fué justificable á primera vista y se absuelve 
la propiedad, el captor es en general responsable de los per- 
juicios que sufren los dueños por no haberse Uevado la presa 
al puierto conveniente (1). Las circunstancias, con todo, pueden 
á veces autorimr á los comandantes de los buques de guerra 
del Estado para desviarse de ^ta regla por el interés del ser* 
vicio que se les ha encargado, como se ha visto en el caso 
anterior del Nicholas and Jsn. 

El apresador es responsable de la conducta del capitán de 
presa, aun cuando la del primero haya sido intachable (2). 

« El captor (según el mismo juez) no es responsable de la 
pérdida ó menoscabo que sobrevenga á los efectos mientras sé 
hallan bajo la custodia de la ley (3). Pero se dice que esta re- 
gla no debe obrar contra el proprietario extranjero, y que no 
es razón alegar á los subditos de otro Estado imia excepción 
fundada en la insuficiencia de la policía del nuestro. Si la ley 
toma una propiedad bajo su custodia, ella es responsable de 
su conservación. Por razonable que fuese la excusa de hurto ó 
robo con respecto á las personas que viven bajo la protección 
de una misma ley, con los defectos de esta protección nada 
tienen que ver los extraños. Pero creo que este modo de ra- 
ciocinar es demasiado severo contra todos los captores y con- 
tra todas las naciones, porque en todas ellas, cuando se 
comete un hurto, foi-zando puertas ú horadando paredes, la 

(1) La conveniencia es un término general y amplio, que deja cierta 
latitud discrecional pero ceñida á los límites de la prudencia..... hay con- 
veniencias menos importantes, otras casi indispensables. Una de las mas 
importantes es que el puerto sea tal que pueda fondearse en él con S6gu« 
ridad. Es preciso también que el puerto tenga bastante profundidad para 
que no sea menester descargar el buque, porque los apresadores no deben 

manejar la carga en manera alguna sin autoridad del juzgado Tam. 

bien es de desear que sea breve y fácil la comunicación del puerto con 
los juzgados, para que las partes puedan obtener prontamente los con- 
sejos é informes que necesiten, y no se demore el cumplimiento de las 
órdenes de la Corte de almirantazgo. La elección de su propio puerto eS 
un privilegio que puede concederse eceterü paribut á los apresadores. 
Caso del Washington. Rob, Rep.^ VI. 276. 

(2) Caso del Der Morr. Rob. Rep,, III, 129. 

(3) Se entienden esiar bajo la custodia de la ley los efectos que el 
captor, en virtud de una comisión del juzgado, desembarca y deposita en 
almacenes. Si en el desembarco no sufren un accidente imputable 
á descuido del captor, ó de sus agentes, si se depositan en almacenes 
suficientemente seguros, el captor no es responsable de hurto ó robo. 
(Chitty, III, 615.) 
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persona en cuyo poder se encontraba la propiedad no es res- 
ponsable de la pérdida. Tal es la condición universal de las 
cosas en este mundo (1). > Sin embargo, se debe advertir que en 
Inglaterra el Marshall de la Corte de almirantazgo es obligado 
á reparar las pérdidas que sobrevienen por hurtos, mientras 
la propiedad está bajo el cuidado de sus subalternos (2). 

Otra regla es, que si ha ofrecido y aceptado pura y simple- 
mente la restitución antes de juzgarse la causa, no pueden 
reclamarse perjuicios (3). 

Á veces no es el captor sino su gobierno el responsable. En 
el caso de la Freya habiendo recibido un buque neutral consi- 
derable averia por la mala situación del paraje en que se le hizo 
guardar cuarentena, fué de opinión el juzgado, que no siendo 
imputable á los apresadores este accidente, se representase el 
hecho al gobierno para que reparase el daño, como ocurrido, 
aunque inculpablemente, bajo la dirección de los empleados 
del puerto (4). 

No habiendo motivo para la detención, el captor es conde- 
nado á indemnizar completamente álos propietarios. En el caso 
de la Lucyj Sir W. Scott condenó al captor en el valor de la 
factura de las mercaderías, y diez por ciento mas, en razón de 
ganancia, para el propietario de la carga, y en el valor del flete 
para el dueño del buque. Se condena también al captor á pa- 
gar estadías, cuando ha demorado la restitución, siendo mani- 
fiesto el derecho de los propietarios á ella. 

Es práctica del almirantazgo británico hacer avaluar los 
perjuicios por un juri de comerciantes, que se llaman en este 
caso asesores. 

Con respecto á las costas del juicio, la regla es condenar en 
ellas al captor, si no tuvo motivo suficiente para la detención, 
ó si teniéndolo, su conducta subsiguiente fué irregular ó in- 
justa. Por el contrario, aunque la presa resulte ilegítima y se 
ordene la restitución, el captor tendrá derecho á las costas, si 
ha obrndo de buena fe (5). 

(4) CMlty. ib. 

(2) Chitty, III, 617. 

(3) Chlllv, ib. 

(4) Rob. Rep,, V, 75. 

(5) Chilty, III, 616. 617. 

Lo3 que deseen mas noticias sobre los principios y prácúca do los 
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La trasmisión de propiedad, por lo que respecta á los beli- 
gerantes, se puede decir que se consuma por el mero hecho de 
la captura, luego que se ha verificado de un modo completo, 
es decir, cuando, terminada la resistencia, se presume que los 
vencidos abandonan toda esperanza de recuperar los efectos 
de que el enemigo ha hecho prosa. Pero este titulo de propie- 
dad está sujeto á disputa luego que la cosa apresada sale de 
la ]posesion de la potencia captora por la enajenación á un 
neutral, por un abandono voluntario ó por uiia represa ó re- 
cobro. Nace de aquí la necesidad de señalar los limites del de- 
recho de postliminio. Algunos escritoras opinan que para la 
extinción de este derecho se necesita solamente que la propie- 
dad haya estado veinte cuatro horas en poder del captor : otros 
sostienen que si ha sido llevada infra prsesidia^ es decir, si ha 
sido colocada al abrigo de los puertos, fortificaciones ó escua- 
dras de la potencia captora, esto basta para la adquisición de 
un dominio perfecto, que el apresador puede trasferir á quien 
quiera, y otros han trazado otras líneas igualmente arbitrarias. 
Actualmente se exige una posesión mas auténtica. « Yo con- 
cibo, decía Sir W. Scott en el caso del Fland Oyen^ que por 
la práctica general de las naciones una sentencia de condena- 
ción es casi siempre necesaria para la propiedad de las presas ; 
y que el neutral que co.npra durante la guerra, mira esta sen- 
tencia como uno de los títulos indispensables para asegurar 
su adquisición. Tal vez no hay ejemplo de que un hombre que 
ha comprado una nave apresada se haya creído completamente 
seguro porque la nave ha estado en poder del enemigo veinte 
cuatro horas, ó ha sido llevada infpa proesidia. En Inglaterra 
hace ya mucho tiempo que se considera necesaria la condena- 
ción de un tribunal de pi*esa5 para extinguir el derecho de post- 
liminio. » En el reinado de Garlos 11 se ordenó solemnemente 



juzgados de presáis, consulten ul Comentario de VaUn al título Des prises 
(le las Ordenanzas francesas, y los Apéndices á los tomos I y II de lo 
ñeports de Wj^eaton. Pueden también consultarse cou utilidad los inter- 
rogatorios de costumbre (Standing Jnterrogatories) en Robinson, I, 381. 
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la restitución de una nave represada por un corsario después 
de haber estado catorce semanas en poder enemigo, porque 
no habia sido condenada; y en otro caso la posesión de cuatro 
años y el haber ejecutado varios viajes no se creyó suficiente 
para trasferir la propiedad de una nave que no había sido de- 
clarada buena «presa. 

Pero si se hace la paz después que un enemigo trasñere la 
presa á un neutral, la traslación conferirá un verdadero título 
de propiedad, aunque la presa no haya sido condenada ea 
fornaa. El derecho de postliminio termina con el estado de 
guerra. La amnistía general de la paz, que legitima el titulo de 
captura por vicioso que sea, produce el mismo efecto sobre k 
propiedad apresada, cualesquiera que sean las maikos á qite 
el captor ha trasferido aquel titulo. 

Si Ja enajenación se ha hecho por el captor de un modo re- 
gular y de buena fe, y la parte á quien se ha trasmitido la pnoh- 
piedad era entonces subdito de un Estado neutral, el titulo 
del nuevo propietario no se invalida por la circuiastancia de 
pasar su nación al estado de guerra. El antiguo dtoeño ha pw- 
dido ya su derecho ; y si la propiedad de que se trata es arreba» 
tada al actual poseed'or jure belli, se mii*ará entémces no conao 
una represa (en que por las leyes civites podría durar el dere- 
cho de postliminio entre los subditos hasta la terminación de 
ht guerra), sino como una nuev apresa, que pertenecerá al cap- 
tor ó al Estado, según las circunstancias del caso (1). 

La enajenación de la presa antes de haber sida condemada 
por el tributtal competente, se valida y confiere un título camcr 
pleto de propiedad al nuevo poseedor en virtud de la condena» 
eion subsiguiente (2). 

Puede suceder que un buque eBcafte en la piaya del Estado 
enemigo, ó entre en sus aguas, forzado de vientos contraricMSi, 
y sea entonces apresado por individuos que carecen de comi* 
sion pública. En tal caso para la extinción del derecho de 
postliminio de los primitivos propietarios, es también Becessafia 
la condenación de juez competente (3). 



(i) OliiUy, vqK i, cJx. 8,. p. 43Ü^ 33. 34 
- {t) EIU9U Ref., n. 289, 
,, (3) ib.^ n. 28i. 
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Vamos á considerar ahora las modificaciones que recibe lá 
regla anterior relativa al derecho de postliminio en el caso de 
represa, esto es, cuando hecho el apresamiento sobreviene 
una fuerza del beligerante á quien pertenecia la presa ó de sus 
aliados, y arranca al captor la propiedad apresada. Estas mo- 
dificaciones pi-ovienen ó de las leyes particulares de algunos 
Estados, ó de los pactos que han celebrado entre sí. 

Las leyes civiles pueden extender ó restringir con respecto 
á los subditos la d'uracion del derecho de postliminio. Si un 
buque francés es represado por otro buque francés veinte y 
cuatro horas después de haber sido hecho presa, las Ordenan- 
zas de Francia lo declaran propiedad del represador; pero si 
la represa se verifica antes de las veinte cuatro horas, se res- 
tituye et buque á los propietarios, dando estos un tercio de su 
valor á los represadores como premio de salvamento (1). Entre 
los subditos británicos el derecho de postliminio expira solo 
por k paz (menos con respecto á las naves que el enemigo ña 
armado en guerra^ ó que fiíeron apresadas en alguna especie 
de tráfico prohibido por las leyes de la Gran Bretaña, pues unas 
y otras se adjudican á los represadores). Y la misma regla se 
observa con las naciones amigas mientras no constíe que ellas 
se portan menos liberalmente con los subditos de la Gran Br.e- 
taña 7 en cuyo caso se guarda con ellas una exacta recipro- 
cidad (2). Los americanos siguen una conducta semejante. Por 
sentencia de la Corte Suprema en el caso de la goleta AdelineY 
su carga, se declaró que la propiedad de individuos domicilia- 
das en Francia (ora fuesen americanos, franceses ó extranje- 
ros) era buena presa, si se represaba veinte cuatro horas des- 
peres de haber estado en- manos del enemigo, por ser esa la 
regla ad^rptaíía en los tribunales franceses (S). Y esto sin em- 
bargo de que las cortes americanas, generalmente hablando, 
no se sujetan á las reglas de reciprocidad en cuestión de De- 



ll) Til. Des prises, arl. 8. 

(2) Chitly, I, p. 435. 

(3) EllioVs Hff,, n.m. 



216 PRINCIPIOS 

recho de gentes (1), En el raso de la Star se declaró por punto 
general, que según las leyes americanas, debe estarse a la 
regla de reciprocidad en materia de represa de propiedades de 
naciones amigas (2). 

Lo que hacen las leyes civites con respecto á los subditos 
pueden hacei'lo con respecto á las naciones exlranjems los 
tratados celebrados con ellas. 

El premio que se concede á los represadores á título de sal- 
vamento, cuando la propiedad represada se restituye á los pri- 
mitivos propietarios, y estos son ciudadanos de la nación re- 
presadora, es un punto en que varian mucho los reglamentos 
de los diferentes Estados. Ya hemos visto cuál es la regla ob- 
servada en Francia. En la Gran BreUiña el premio de salva- 
mento es una octava parte de la propiedad represada, si la 
presa se bace por bajeles de la marina real, y una sexta parte, 
si por corsarios ó eiiiliarcaciones mercantes (3). 

Qué gremio de salvamento se deba al apresador cuando la 
propiedad represada pertenece á una potencia amiga, es una 
cuestión de Derecho de gentes, que debe decidirse ó por la 
regla de reciprocidad, ó por convenciones, ó por una regula- 
ción prudencial segundas circunstancias del caso. Es costum- 
bre igualar á los aliados con los subditos, pero no hay una 
obligación estricta de hacerlo así (4). 

Las propiedades neutrales represadas se devuelven á sus 
dueños sin premio de salvamento, á menos que por la natu- 
raleza del caso ó por la práctica del enemigo haya motivo de 
creer que hubieran sido condenadas por él, en cuyo caso hay 
derecho al premio. En la última guerra entre la Inglaterra y 
la Francia la conducta de los coi sarios y de los juzgados fran- 
ceses daba motivo de temer que toda propiedad neutral apre- 
sada por aquellos en alta mar sería condenada en los tiibuna- 
les de presas. Era, pues; justo que los propietarios neutrales 
pagasen un premio de salvamento á los apresadores, y así lo 
ordenó repetidas veces el almirantazgo británico (5). 

(1) Ib., n. 93. 
(!) /6..n. 139. 
(3) CIjíU;, I, 436 
(t) rhiny, !, *37. 
(5) CUinv, í6. 
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El represador no adquiere iiingun derecho á la propieda 1, 
si la presa ha sido ilegítima, pero se le concede en todos los 
casos de esta especie una razonable remuneración á titulo de 
salvamento. Ésta regla, sin embargo, puede, como las otras, 
restringirse por las leyes civiles. En Francia la propiedad re- 
presadí. á un pirata puede reclamarse por el primitivo dueño 

. hasta dentro de un año y un dia contados desde la declaración 
hecha al efecto en el almirantazgo (1). Pero en otros países, 
según Grocio, era costumbre adjudicarla al represador, por lo 
desesperado del cobro y el presunto abandono del dueño (2). 
No hay represa ni recobro, ni por consiguiente derecho al- 
guno al premio de salvamento, si la presa no llegó á estar ver- 
daderamente en poder del enemigo, ó por lo menos tan á 
punto de sucumbir, que se considerase inevitable la captura. 
« No tengo noticia de ningún caso (dijo Sir W. Soott en el del 
Franklirí) en que se haya concedido la remuneración de sal- 
vamento, si la propiedad salvada no estaba en posesión del 
enemigo, ó próxima á caer irremediablemente en sus garras, 

' como cuando la nave ha arriado bandera, y el enemigo se 
halla á tan corta distancia, que es imposible la fuga (3). » 

Lo dicho acerca de la represa puede aplicarse al abandono 
voluntario de la presa por el captor. Si no ha precedido sen- 
tencia de condenación, subsiste el derecho de los primitivos 
propietarios ; pero si ha precedido la condenación al abando- 
no del captor, la presa es res nullius y cede al primer ocupan- 
te; á menos que por las leyes del Estado á quien fué tomada, 

' el derecho de postliminio entre los subditos dure hasta la ter- 
minación de la guerra ; pues entonces, si el primer ocupante 
es un subdito, está obligado á restituir la presa al propietai'io 
primitivo, y solo es acreedor á un premio de salvamento, que 
se regula por las circunstancias del caso. Las Ordenanzas de 
Francia prescriben otra regla independiente de la condena- 
ción. Si la nave antes de entrar en puerto enemigo es aban- 
donada y viene á poder de los subditos, se restituye al pro- 
pietario que la reclama dentro de un año y dia, aunque haya 



(1) Ordonn, de 1681, t. Des priset, art. 10. 

(2) De Jure B. el />., 111, c. 9, § 17. 1. 

(3) Chitly, I, 436. 
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estado mas de veinte cuatro horas en la posesión del cap- 
tbr (1). 

ET estado de presa puede también terminar por el recobro, 
que es cuando la tripulación de la nave apresada encuentra 
modo de salvarla, levantándose contra los captores ó valién- 
dose de algún accidente favorable. No se entiende haber reco- 
bro, si la nave no ha llegado á estar en posesión actual de los 
captores. 

Si es un deber de los ciudadanos ó de los aliados procurar 
la represa de las propiedades que han caido en manos del ene- 
migo, socorriéndose mutuamente, no se puede decir lo mismo 
del recobro efectuado por los marineros de la nave apresada, 
el cual en ellos es un acto de méi'tto, pero enteramente vo- 
luntario. La presunción es, que cuando se rinde la nave, se 
ha perdido toda esperanza de salvarla ; y en tales circunstan- 
cias debe quedar al juicio y voluntad de cada uno de los que 
van en ella la posibilidad ú oportunidad de una insurrección 
subsiguiente (2). 

Si el buque es recobrado por la tripulación, en cualquier 
tiempo que esto suceda, vuelven las cosas á la propiedad de 
fos interesados respectivos, que deben dar un premio de sal- 
vamento á los recobradores (3"). 

Los juzgados de presas de los Estados Unidos han declarada 
que el recobro intentado por el capitán ó tripulación de un 
buque apresado por violación de la neutrahdad, es una infrac- 
ción del Derecho de gentes y una causa legitima de condena- 
ción (4). En el mismo sentido se ha expresado el almirantazgo 

británico (5J . 
• < 

9. 
Antiguamente (6) era* costumbre general rescatar las presas-^ 

Cl) TU* Ues pri$e$, art. 9 . 

(2) Chilly, I, 423. 

(3) Cliitiy, 1, 436. . 

(4) EllioVs Refer., n. 465, 317. 

(5) Caso de la Catharina Elizahétfi, Rob, Rep,, T, 232. 

(6) En este artículo he seguido principalmente á Valia, Comment. fil, 
9. 19, y á Keut, lect. V, vol. I, p. 105. 
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esto es, obtener del enemigo su restitución por una cantidad 
de dinero. Este contrato es sin duda licita y válido,, si no s« 
opone á los reglamentos nacionales. La Inglaterra prohibe á 
sus subditos el rescate de laa propiedades aparesadas. por el 
enemigo, á no ser en caso de gravisima necesidad, de que de- 
ben juzgar las. Cortes, de almirantazgo. Esto ha sido sin dud» 
con el obyeto de mantener la energía de» la guerra marítidoaa 
por el ínteres de las represas ; pero el ejemplo de la Inglaterra 
no ha sido imitado pof las otras potencias, áoJiOs bien se mira 
generalmente el rescate coma una de laa mas, inocentes y bcK 
néficas relajaciones de loa rigores de la guerra. 

El rescate es equivaLente á un salvo-conducto concedida poJí 
el* soberano del captor y ohügatorio paítalos, deítsaa comajah 
dantes de buq-uea armados, públicos 6 particulares^ tanto elle U 
nación del captor, como de las potenciaa aliadas. Eate saivor 
conducto exige que el buque no salga de» la ruta ni exceda 
el plazo estipulado*^ ai accidentes mayores no le? íuerzan á 
ello^ 

Si el buque res45ataido naufragase antes de llegar al pueríi<í>, 
se debería sin embargo el rescate, esto es, el preoio estíputedo 
por la restitución, á menos que expresamente se hubiese pac- 
tado lo contrario. Guando se estípula esta condición para el 
pago, debe limitarse al caso de pérdida total por naufragio, y 
no al de encallar en la costa. En este último caso se presumi- 
ría que se había hecho voluntariamente encallar la nave, para 
eludir el pago del rescate, salvando la carga. 

Si el buq»e es apresado de n«evo fuera de la ruta ó después 
del plazo prescrito, y es condenado como presa legítima, ae 
duda si Los deudores del rescato perman^eceo obligados^ al 
pago. La práctica, según Valin, es que cesa la obligación de 
los deudores, y el precio del rescate se deduce del producto 
da la presa y se da al primer captor. Si el captor mjísmo es 
apresado con el pagaré del rescate, pasando este á. poder del 
enemigo, queda canceliada la deuda* 

Dánse á veces reheaes parala seguridad de estos contratos^ 
y sí mueren ó se escapan, no por eso se extingue la obliga^ 
cion de los deudores. Ea Francia se observa que cmandO' un 
buque nacional se i'escata dejando rehenes, los jueces, del al- 
mirantazgo embargan la nave y la carga para compeler á los 
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dueños á obtener la libertad de los rehenes, pagando el res- 
cate ; providencia digna de ser imitada. 

No puede hacerse legitimamente un contrato de rescate al- 
gún tiempo después del apresamiento y á consecuencia de un 
nuevo viaje emprendido con este principal objeto. Semejante 
viaje, según la doctrina de los tribunales americanos, está 
comprendido en la prohibición general de comerciar con el 
enemigo, y sujetaría la nave á la pena de confiscación (1). 

Durante la guerra no es admisible ninguna acción de un 
subdito enemigo en los tribunales británicos, y esta regla se 
aplica á las acciones fundadas en una escritura de rescate aun 
en los casos en que el contrato pareciese legitimo, sin embargo 
de que esta especie de pactos es del número de aquellos que 
el derecho de la guerra autoriza (2). Seria, pues, necesario para 
la admisión de la demanda á beneficio del captor, que fuese 
intentada á nombre de los rehenes, y con el objeto de obtener 
su libertad. Pero esta formalidad solo se exige en los tribuna- 
les británicos, porque en los de Francia y Holanda es práctica 
corriente admitir los reclamos de los propietaiúos del pagaré 
de rescate (3) . 

(1) EllioVs Refer. n. 273. 

(2) ñob. Rep,, I, 201. 

(3) Wheaton^s Elements, p. IV, ch. 2, § 27. 

Ha parecido conveniente exponer aquí brevemente las reglas adoptadas 
por la legislación española con relación á las presas marítimas y al co* 
mercio neutral en tiempo de gaerra. 

Se declaran de buena presa las embarcaciones que navegan sin patente 
legítima, ó que pelean con otra bandera que la del Estado cuya patente 
lleven, ó que las tienen de diversos Estados; y si están armadas en guerra 
sus cabos y oficiales son tratados como piratas. 

Todo vasallo espiñul que hace el corso con patente de Estado extranjero 
sin permiso del rey, es castigado como pirata. 

Debe ser detenida toda embarcación de fábrica enemiga ó que hubiese 
pertenecido á enemigos, como el capitán ó maestre no manifieste escritura 
auténtica que asegure ser propiedad neutral. Se detiene asimismo el buque 
cuyo dueño ó capitán fuere de nación enemiga, conduciéndole á puerto 
español, para que se reconozca si debe ó no darse por de bneiiji presa. Lo 
mismo se ejecuta si. la embarcación lleva á su bordo oficiales de. guerra 
enemigos, maestre, sobrecargo, administrador ó mercader de nación ene- 
miga, ó cuya tripulación se co n ponga de enemigos ea mas de su tercera 
parte; y se averiguan en el puerto los motivos que obligaron á emplearlos. 

Guando los capitanes de las embarcaciones en que se hallan efectos ene- 
migos, declaran de buena fe que lo son, se ejecuta su trasbordo sin 
detenerlas mas tiempo que el necesario, y se entrega á los capitanes recibo 
de los efectos que trasborden , dagándoles el flete correspondiente hasta 
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CAPITULO VI. 

DE LA BUENA FE EN LA GUERRA. 

Fidelidad en los pactos. — 2. Estratagemas. — • 3. Seducción de los 

subditos del enemigo. 

1. 

La guerra pone fin á los tratados entre las naciones belige- 
rantes, excepto los que son relativos al estado mismo de guerra, 
porque si estos nó produjesen el efecto único que se propusie- 

el paraje de su deslino, ó dándoles ana libranza de sa importe, á cargo 
del armador ó del íisco, según sea de particulares ó de la real armada la 
nave que hubiere hecho el apresamiento. Pero se eximen de conGscacion 
las propiedades de aquellas naciones que reconocen la inmunidad de la 
bandera 'neutral, imponiéndose á los interesados en la carga la obligación 
dé probarlo ante los juzgados de presas. 

Toda embarcación que navega con bandera ó patente de Estado enemigo 
es de buena presa con todos los efectos que lleve á su bordo, aunque sean 
de propiedad española, si se han embarcado después de la declaración de 
guerra, y de un plazo suficiente para que se haya podido saberla. 

Si una embarcación es represada por un buque de la real armada ó 
por un corsario, se devuelve á su dueño, no resultando que en su carga 
tengan interés los enemigos. Si la embarcación represada es nacional, los 
buques de la armada nu perciben cosa alguna por la represa ; pero los 
corsarios particulares perciben la mitad del valor de la presa, si la han 
recobrado de los enemigos en el término de veinte y cuatro horas de su 
apresamiento, quedando la otra mitad al dueño primitivo ; y si la represa 
se ejecutó después de pasado este término, no hay lugar al derecho de 
postliminio. 

Si la embarcación represada pertenece á un aliado, los buques de la 
armada la restituyen percibiendo la octava parte de su valor, y los corsa- 
rios particulares cobran la sexta parto en el mismo caso ; lo que solo 
tiene lugar si la potencia á quien pertenece la embarcación observa igual 
conducta con la España. 

La embarcacfon de comercio que hace resisteccia después que el corsario 
hubiese asegurado la bandera, es declarada de buena presa, á menos 
que el capitán justifique haberle dado el corsario motivo suficiente para 
resistirle. 

La embarcación que carece de los documentos mas principales, como 
son la patente, pasaporte, contrato de fletamunto, conocimientos ú otros 
que acrediten la propiedad neutral del buque y la carga, es declarada de 
buena presa, á menos que se veriGquc haberlos perdido por accidente ine- 
vitable. Si se arrojan papeles al mar, se confisca irremisiblemente. Véase 
el tit. 8, lib. VI, de la Nov. Recop. 
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ron los contratantes al celebrarlos, serian nugatorios (1). De- 
ben, pues, observarse en la guerra aquellos pactos que fijan 
reglas de conducta para el caso de sobrevenir un rompimiento 
entre los contratantes ; v. g. el tiempo que se dará á los sub- 
ditos del uno para retirarse del teritorio del otro, la neutrali- 
dad de un puerto, ciudad ó provincia de uno de ellos, etc. 

Aun es mas necesaria la observancia de los pactos que se 
celebran en la guerra misma, como son las capitulaciones de 
plazas, las convenciones de tregua, las relativas al canje ó 
rescate de los prisioneros, y otras varias de que después se 
hará mención. Porque no todo deber Cesa, ni todos los víncu- 
los de la humanidad se rompen entre las naciones que se hacen 
la guerra ; y bien lejos de suspenderse en ellas la obligación 
de guardar fe, nunca es mas importante á los hombres ; pues 
en el curso de la guerra hay mil ocasiones en que, para poner 
á raya sus furores y moderar las calamidades que acarrea, la 
salud de ambos beligerantes exige que traten y estipulen so- 
bre varias materias : sin lo cual la guerra degeneraría en una 
«trozy desenfrenada licencia, y sus mates no terminarían jamas. 

Solo en el caso de infidelidad por parte del enemigo en el 
cumplimiento de sus promesas, nos hallamos autorizados á 
foltar á las nuestras : y esto aunque se trate de convenciones 
separcidas que no tengan conexión entre sí. Pero no podemos 
Gontravenir á una convención á pretexto de los actos de perfidia 
del enemigo anteriores á ella. 



La buena fe entre enemigos no solo requiere que cumpla- 
mos fielmente lo prometido, sino que nos abstengamos de en*- 
ganar en todas las ocasiones en que el interés de la guerra no 
está en conflicto con los deberes comunes de la humanidad. 
Así, por ejemplo, cuando el príncipe ó general enemigo pide 
noticias de ima esposa ó de un hijo que se halla en poder nues- 
tro, seria vileza engañarle. 

Pero sí por uñ ardid, por un estratagema exento de perfil» 
dia, podemos apoderarnos de una plaza fuerte, sorprender 

(1) Este capitulo es un resumen de la doetrina 'de Vallel, 1. 11!, c. 10. 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 22^ 

al enemigo ó reduxárle, vale .m«s lograr nuestro objeto de e§te 
modo que por medio de una batalla sangrienta. . Hubo un 
tiempo en que se condenaba á la muerte los que intentando 
sorprender una plaza, caian en manos del enemigo, £ü el 
día se acostumbra tratarlos como á los demás prisioner^os de 
guerra. 

^No es lícito abusar de la humanidad y generosidad del ene*, 
migo para engañarle. Un corsario que hiciese la seáal de peli* 
gro para atraer otro buque y apre^irlo, ó que socorrido efec- 
tivamente por él le hiciese. presa., deshonraría las ariaas de su 
nación y se haría digno de un castigo ejemplar. 

Es costumbre geaeral valerse de espías, que observan io 
que pasa entre los enemigos y penetran sus designios pam 
dar noticia de ellos ; y también as costumbi^e castigaiios con 
el último suplido, cuando son descubieríoís. Un hombre de 
honor se creería degradado sí se lo emplease en esta especie 
de manejos clandestinos, que presentan siempre algo de bajo 
y repugnante ; y ol príncipe no tiene derecho para exigirios de 
sus subditos. Limítase, pues, á emplear en é^ á ios que voiun* 
tainamente se le ofrece, movidos por ol aliciente de una re- 
compensa pecunark. No le es lícito coiromper la fideliciad do 
los subditos del enemigo ni abusar de su hospitaUdad para 
descubrir sus secretos. 

3. 

Por punto general, la seducción de los subditos del enemigo 
para que cometan actos de infidencia, y sobre lodo para que 
traicionen una confianza especial (tepositada «n olios, entre- 
gando, V. g., una pla:?a, ó revelando los secaretos del gobierno, 
es un medio reprobado por la ley natural, por inducir á un cri- 
men abominable. Cuando mas, dice Vattel, pudiera excusarse 
esta práctica en una guerra injustísima, y para salvar la patria 
amenazada por un conquistador inicuo, Vattel cree también 
que nos es lícito aceptar los servicios de un traidor que espon- 
táneamente nos los ofrece ; pero el hacernos cómplices de un 
delito y premiarlo, es en realidad incitar áél. Lo único que 
puede deciree á favor de semejante conducta es que -está to- 
lerada. 
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« 

Admitiremos, sin embargo, 1** que el ejemplo del enemigo 
nos da licencia para obrar de esta suerte, porque un Estado 
que seduce los ciudadanos de otro, vulnera él mismo los dere- 
chos sagrados de la soberanía, y relaja en cierto modo las obli- 
gaciones de sus propios subditos ; y 2<» que si se introduce la 
división en el Estado enemigo, podemos mantener inteligencia 
con uno de los partidos para lograr una paz equitativa por su 
medio ; porque esto viene á ser lo mismo que valemos del 
auxilio de una sociedad independiente. 

Se llama inteligencia doble la de un hombre que apaí'enta 
hacer traición á su partido para engañar al enemigo y sor- 
prenderle. Es un acto infame iniciar de propósito deliberado 
esta especie de tratos. Pero si el enemigo es quien da princi- 
pio á ellos tentando la fidelidad de los subalternos, pueden es- 
tos, ó espontáneamente ó por mandado de sus jefes, fingir 
que dan oídos á las proposiciones y que se prestan á las 
miras del seductor, para hacerle caer en el lazo ; pues el faltar 
á la promesa de un crimen no es violar la fe mutua ni obrar de 
un modo conirário al ínteres del género humano. Decimos de 
los suballernoSy porque seria mucho mas propio de un jefe 
rachazar con indignación una propuesta insultante. 



CAPITULO VII. 



OBLIGACIONES Y DERECHOS DE LOS NEUTRALES. 

1. Dos reatas generales. — 2. Falsa limitación de la primera. — 3. Con- 
secaencias qoe se deducen de ellas. — 4. Levas ca país neutral.' — 
5. Tránsito de las fuerzas de los beligerantes por tierra ó aguas nea> 
trales. — 6. Acogida y . asilo de las tropas y naves armadas de los 
beligerantes en territorio neutral. — 7. Jurisdicción de los neutrales en 
los casos de presas. 

1. 

Pueblos neutrales (1), en una guerra son aquellos que no 
toman parte en ella, permaneciendo amigos comunes de am- 

(1) En este capítulo se lia seguido generalmente del 7 del libro 111 de 
Vaitel, los Comentarios de Kou», p. I, lecl. 6, y la Ley Comercial de Gliitty, 
vol. I, ch. 9. Las otras autoridades se indican separadamente. 






..j 
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bos partidos, y no favoreciendo al uno en perjuicio del otro. 
Aqui vamos á tratai* de las obligaciones y derechos de la neu- 
tralidad en general, reservando para el capitulo siguiente la 
relativo al comercio maritimo, que exige consideraciones par- 
ticulares. 

La imparcialidad en todo lo concerniente á la guerra cons- 
tituye la esencia del carácter neutral, y comprende dos cosas. 
La primera es no dai* á ninguno de los beligerantes socorro 
de tropas, armas, buques, municiones, dinero ó cualesquiera 
otros articules que sirvan directamente para la guerra. No 
solo les es prohibido dar socorro á uno de los beligerantes, 
sino auxiliar igualmente á uno y otro ; porque esto seria man- 
tener la misma proporción entre sus fuerzas y expender la san- 
gre y los caudales de la nación á pura pérdida, ó alejando 
quiza la terminación de la contienda ; y porque ademas no se- 
ria fácil guardar una exacta igualdad, aun procediendo de 
buena fe, pues la importancia de un socorro no depende tanto 
de su valor absoluto, como de las circunstancias en que se 
presta. La segunda cosa es, que en lo que no tiene relación 
con la guerra no se debe rehusar á ninguno de los beligerantes 
lo que se concede al otro ; lo cual tampoco se opone á las 
preferencias de amistad y comercio, fundadas en tratados an- 
teriores ó en razones de conveniencia propia. 



2. 



Vattel pone una hmitacion á la primera de estas dos reglas. 
Según él, se puede, sin faltar á la imparcialidad, conceder á 
uno de los beligerantes los socorros moderados que se le de- 
ban en virtud de una antigua alianza defensiva, que no se ha 
hecho particularmente contra el otro. Pero no es fácil apoyar 
esta excepción en los principios del Derecho natural. El con- 
traer por un pacto la obligación de prestar un servicio, no al- 
tera el carácter de este con relación á una tercera persona, que 
no ha consentido en el pacto. El prestar, pues, un socorro que 
sin un convenio precedente violaría la neutralidad, no dejará 
de violarla aunque hliya precedido el convenio. Se ha tolerado 
esta conducta, porque en la alternativa de ver aumentar las 

15 
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ftierzas de iraatftro enemigo con tm aoxitto modei:ado, ó -cofi t€- 
éem les medios que el snpoeftto «eotitá pediera poner «nioo- 
'^imiento «i le >decla rasemos la guerra, nos vemos muekas ve- 
i^es en la neeesiéiid de preferir el práMr partkk». En 1788 b 
Dinamarca suministró naves y tropas á la Rusia contm la Soe- 
eíe, á eon(»ecuencia ée im tratado anleríor, deckormido qne en 
i^e no creía eontravenir á la amistad y á las relaciones co- 
mereíaies qtie subsistian entre ella y la Snecia; y en oontra- 
dedaracion de esta ^tltima se respoodiéi, que «mque lA^eda 
no podía oonciliar semejante oondueta eon el Dereciio de gen- 
tes, sin embargo aceptaba la dedaracíon de Dinamarca, y oe- 
ñiría sus hostilidades, con respeoto á esta peUescia, á ios anó- 
Mare s suministrados por ella a la Rusia. Se niege que la 
intoterancia de los anxitios proioetidos ydelenninados por con- 
▼enciones expresas seria funesta á la hamanidad, porche nml- 
fiplicaría las causas de desavenencia ; pero es probatile que 
haciendo mucho menos frecuentes las alianaas defensivas de 
-que se trata, dismhmiria mas bien los meiios y ios estragos 
de la guerra ; y si el peligro de empenaraos en nuevas <5on- 
tiendas fuera una razón {)am permitir la snministracton de 
socorros moderados, presoritos por un pacto preoedeate, io 
seria también para que se disimulase esta 'Conduola á los neu- 
trales, sin embargo de qne no hubiese pi*ecedido pacto aigime. 
Cuando sobreviene una guen^a entre dos naciones, las otras 
tienen derecho para mantenerse neutrales ; y si por una de 
las potencias que hacen ó preparan la guerra ó por los neutra- 
les mismos se proponen tratados de neutralidad, es conveniente 
acceder á ellos para fijar con toda precisión lo qfie cada uno 
de los contratantes podrá hacer é exigir sin violarla. Asi- 
mismo tienen derecho las otras naciones para abrazar la causa 
de uno de los beligerantes, si lo creen justo y convenieRte ; ó 
para mantener con ambos las relaciones anteriores de amistad 
y comercio, salvas las restricciones de que- hablaremos e« el 
capitulo que sigue. 

3. 

Se deduce délo dicho, que si un sc^erano que acostumbraba 
antes de la guerra prestar á usura á mi enemigo, sigue tía- 
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ciéodolo en ella, y rehusa trator coBnágo en iguaáes tén&kios, 
porque no le inspiro la misma confianza, no infnnge ki neutra- 
lidad. Tampoco lainMngirian los subditos, ya haciendo «ste 
negocio en iieoipo de guerra, aanqoe no io farubúeBen acostum- 
brado en la paz, ya tratando coa ambos beiigteranteg 6 con uno 
de ellos del modo que les pareciese mas conveniente á su in- 
terés mercantil. Pero los subsidios ó préstamos que un Estado 
kiciese á mi enemigd para ponerle en estado de defenderse 
é de atacarine, daberion mirarse como «isa iaiervencion e^n la 
^erra. 

Se infiere ¿amblen de lo diclie, <que si una nación comercia 
mt armas, municioaes áe guerrji, naves 6 maderas de con^'- 
truccion, no debo llevar á mal que venda esto» artk»l<s« á nú 
¡adversario, siempre •que no so los Uove «üa misma y que haga 
«yifotaaio conmigo. 

4. 

Podemos aplicar los misjGROs principios i las levas de soldad- 
dos ó mal^ineros en país neutral para servir en los ejércitos ó 
naves armadas de uno de los beligerantes. Los faombres deben 
considerarse como articulo de guerra en que es ubre á todas- 
las aaciones comerciar «de la xiúsma maneca qae en los otro& 
y con iguales restricciones. Pero esta especie de negocie, «i 
ol Estado tiene por conveniente perraitirid paara «desahogarse 
4e una población superabundapíe, para ocupar á*sus ciudada<* 
nos, ó acosMmbráf4ois al manejo de las armas», debe dejarse 
enteramente á los pariÍKHi'lares, porque desde el noomento que 
se meada >en eUo el soberano, sea contratanda anticipadamente 
el auxilio, sea |)ú?estándolo durante la gueira, ó toma sobre :S¿ 
tta empeño, cuyo oumi^limiento ha de eslar en contradiccioai 
con los deberes de ia neutralidad, ó la vioia en efecto. Es ne- 
cesario lambieaque las Vacuidades y favores que .se conceden 
b^jo este respecto al uno ée los beligerantes, se extiendan en 
los mismos térisinos al oito. Finalmente, iGá alistar tropas en 
el tei*ritorio del Estado para el servicio de la» naciones extran- 
jcoras, ha de ser ba^o la condición de no empiearlafi sino en la 
guerra defensiva. De otro modo podría llegar el caso de pelear 
unos con otros los ciudadatnosde un mismo 'fi!¡stadO'«irvÍ6ndio 
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de auxiliares en los ejércitos de ambos beligerantes, como ha 
sucedido á los suizos. 

Esta parece la mayor latitud compatible con el carácter de 
una verdadera y estricta neutralidad ; pero el derecho consue- 
tudinario de Europa es algo mas laxo. 

La nación neutral debe usar con amboa beligerantes los ofi- 
cios de humanidad que los miembros de la gran sociedad hu- 
mana se debe;i mutuamente, y prestarles, en todo lo que no 
concierna á la guerra, los servicios y auxihos que pueda, sin 
rehusar al uno de ellos cosa alguna por la razón de hallarse en 
guerra con el otro. 

Á todas las naciones con quienes vivimos en paz se debe el 
tránsito inocente ; y este deber se extiende á las tropas y na- 
ves. Pero toca al dueño del territorio juzgar si el tránsito es 
inocente ó no ; y como el de cuerpos de tropa, y sobre todo el 
de ejércitos, es difícil que deje de causar peligros y daños, 
el behgerante que desea pasar con gente armada por territorio 
extraño, debe ante todo solicitar el permiso del soberano. En- 
trar de otro modo en su territorio, seria violar sus derechos, 
porque no se puede presumir un permiso tácito para la entrada 
de un cuerpo de tropa ; entrada que pudiera tener consecuen- 
cias muy serias. 

Si el soberano neutral cree que le asisten buenas razones 
para negar el tránsito, no está obligado á concederlo, porque 
en tal caso deja de ser inocente. Los behgerantes deben res- 
petar en esta parte su juicio, y someterse á la negativa, aun 
estimándola injusta. Sin embargo, si el paso apareciese indu- 
bitablemente innocuo, pudiera entonces la nación beligerante 
que lo pide, hacerse justicia á sí misma, y obtenerlo á viva 
fuerza. Pero esta es una excepción, que solo debe tener cabida 
en aquellos rarísimos casos en que se puede manifestar con la 
mayor evidencia que el tránsito carece de todo inconveniente 
y peligro. Otra excepción es la de una extrema necesidad. 
Cuando un ejército se ve en la alternativa de perecer 6 de 
pasar por tierras neutrales, tiene derecho para hacerlo aua 
contra la voluntad del soberano, y para abrirse el paso (si no 
es posible de otro modo) con las armas. 
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Una necesidad de esta especie puede autorizar al beligerante 
á apoderarse de una plaza neutral, y poner guarnición en 
ella, para cubrirse contra el enemigo, ó prevenir los designios 
de este contra la misma plaza; suponiendo que el sobe- 
rano neutral no se halle en estado de guardarla. Pero debe 
restituirla, pasado el peligro,, y pagar todos los perjuicios 
causados. 

Si el neutral exige algunas seguridades, es natural con- 
cedérselas. La mejor de todas es el tránsito en pequeñas parti- 
das, y consignando las armas. ReKenes y fianzas no serian 
suficientes en algunos casos. ¿De qué me servirá recibir re- 
henes de una nación que ha de apoderarse de mí? ¿Y qué 
seguridad puede dar una fianza contra un conquistador po« 
deroso? 

l*ero si el tránsito es absíílutamente necesario y si el per- 
miso de pasar se nos concede bajo condiciones sospechosas en 
que no podemos consentir sin exponernos á un gran peligro, 
nos es licito en este caso, después de habernos allanado inú- 
tilmente á todas las condiciones compatibles con nuestra se- 
guridad propia, recurrir á la fuerza para abrirnos el paso, 
empleando la moderación mas escrupulosa, de manera que 
no salgamos de los límites del derecho que la necesidad nos 
concede. 

■ 

Si el Estado neutral franquea ó niega el tránsito al uno de 
ios beligerantes, debe franquearlo ó negarlo en los mismos 
términos al otro ; salvo que haya sobrevenido un cambio ea 
las circunstancias capaz de justificar esta variedad de conducta. 

Si no tengo motivo de rehusar el tránsito, el beligerante 
contra quien lo permito, no debe mirar esta concesión como 
una injuria. Aun cuando yo -tuviese algún motivo de rehu- 
sarlo, me seria lícito no usar de mi derecho. Y si la negativa 
me pusiese en la precisión de sostenerla con las armas, 
¿quién osaría quejarse de que yo permitiera que le hiciesen 
la guerra, para no atraerla sobre mí? Nadie puede exigir qué 
yo tome las armas á favor suyo, si no me he comprometido á 
ello por un pacto. Las naciones sin embargo, mas atentas á 
sus intereses que á la justicia, alzan á menudo el grito contra 
esta pretendida injuria ; y si por medio de reconvenciones y 
amenazas, consiguen que el neutral vede el paso á las fuerzas 
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enetságBS creen que* en esto no hacea mas qae segmr los 

consejos de tma sabia política. Un Estado débil debe proveer á 
sa salud, y esta indispensable consideraciem le a«rtori39a á ne- 
gar un favor, que exponiéndole á graves peli^os, ha dejado 
de ser inocente. 

Puede suceder también que- si franqueásemos el paso á 
uno de los beligerantes, el otro lo pidiese por su parte para 
salir á encontrar al enemigo. El territorio neutral vendría 
entonces á ser el teatro de la guerra. Los males incalcala- 
bles que de aquí nacerian, premntan la mejor de todas las^ 
razones para neg;» el tránsito. 

Un tratado por el cual nos empeñásemos á permitir e! 
paso á las tropas de una nación 6 á negarlo á sus enemigos, 
no nos eximiría de ninguna de las. obligaciones de la neutra- 
lidad, mientras que nos propusiésemos conservar este carác- 
ter ; porque según hemos visto, un pacto anteríor no altera 
de modo alguno la naturaleza de nuestros actos respecto de 
un tercoro que no ha consentido en él. 

En ñn, aun el tránsito» íhrocoo y anteriormente pactad» 
puede, ó por mejor decir, del»e rehusarse en una gueiTa mei* 
niflestamente injusta, v. g. la que se emprendiese para inva- 
dir un país sin motivo ni pretexto alguno. 

La concesión del tránsito comprende la de todo aquello que? 
es necesaiño para verificarlo, v. g. el permiso de conducir la 
artillería, bagaje y demás objetos materiales propios de vm^ 
ejército, el de observar las ordenanzas militares ejerciendo 
jurisdicción sobre \m oftciales y soldados, y el de comprar por 
su justo precio las provisiones die boca, á menos que la nación 
neutral las necesite todas para sí. El que eoneede»el transita 
debe, en cuanto, le sea posible, prestarlo seguro; de otr^^ 
modo la concesión no seria mas que un lazo. 

Es preciso que el ejército que tran^ta, se abstenga de cati- 
aar toda especie de daño al país; que guarde la mas severa 
disciplina, y pague todo aquello (|ue se le suministra. Las in- 
jurias causadas por la licencia del soldado deben castigarse y 
repararse. Y como el tránsito de un ejército no podria menos 
de traer incomodidades y pei^juicios diñciles de avaluar, nada 
prohibe que se estipule de antemano el pago de una cantidad 
de dinero por vía de compensación. 
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EL paso de las^n&yes amudas áe bs beligetante» por el ieír-* 
ritorio neutral no ocasiona los peligros y daños que ek de la0 
fuerzas terrestres^ Se aqm es ^e en ^iseneral ao se raquiíere 
ni se aeosfcumlMra pedir pevmiso para efectuarlo'. 

£1 tránsáib por «gaas neotarates^ si se ha rehusado expresa- 
mente por el stsri»ev8Bo nectOral ó se ha obtenido» eon falsos pre^ 
textos,, vkia el apvesainieiyto SBbsigussnte-. El Eslado eu^a 
neutralidad! se ha viakiiiov tesdna dereeho parai padír ia res4^ 
'tocion áe la presa. 



^ 



No es p<RinitÍKÍo artlftcar al eneíaágo en país neutral, si co- 
meter en él ningwi género de hostilidad. Conducir prisiones 
ros ó llevar el heim á paraje seguro son actos de gueirra ; por 
consiguiente no podtomes^ bacevlío en terntorio neutral, y A 
que nos lo permitiese,, saldiúa de los limitos de la newbraUdady 
favoreeietid» a^ uno d» los porti»^ eeBéem eh otaro. Pers aqniü 
se habla de* le» pmikmeFe» y despojos de* que el enemigo «si 
tiene todavía segura pesesion, y euiyo» aipresaneiiÉi),. por de- 
cirio asi, no está eetiswina^do. En el caso de estasla,, taooapoco 
poede un befigerante desembarear Sos prlsianeiros para leanr 
tenerlos cautivos, porque el cautiverio es una continuacieoí ám 
la hostilidad : mas Ibs efectos se han hedió propiedad del 
apresador^ y no toca sA neoti^at ai?ériguar ki pvecedencier^ tí 
embarazar el uso inocente de eMios. 

El beligerante derrotado goza de un refugio seguro en el 
territorio neutral ; pero no debe abusar del asito ^la ae le 
concede, para rehacerse y espiar la ocasión da atacar áe nue- 
vo á su advei*sario ; y la poteocia que se lo tolej^ase» violaxia 
la neutralidad. 

No es permitido^ por consiguiente, á los buqpes armados 
de las UAciones beit^geraates perseguir al itfieiniígo fugjlüV'g^ 
que se refugia en aguas neutrales ; y si ambos contendienleB 
han entrado en ellas, la costumbre de las naciones exige q¡xe 
entre la salida del uno y la del oAro medie á lo menos el espar 
cío de veinte y cuatro horas. La infracción de este privilegio 
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de los neutrales les daría derecho para reclamar la restitución 
de la captura subsiguiente (1). 

En el caso de la Annaj Sir W. Scott se manifestó inclinado 
á creer con Bynkerschoek, que si un buque hacia resistencia 
á la vista y registro, y se refugiaba á lugares colocados den- 
tro del territorio neutral, pero enteramente desiertos, como 
las islas de la boca del Misisipí, y el corsario persiguiéndolo 
hasta allí sin causar daño ni molestia alguna á un tercero, lo 
apresaba, no era tan rígido el principio de la inviolabilidad 
del país neutral, que por esto solo se estimase ilegal la cap- 
tura. Pero en esta, como las otras ocurrencias de la misma es- 
pecie, hay stricto jure una violación de los privilegios neutra- 
les, y el soberano del territorio tendría derecho para insistir 
en la restitución de la propiedad apresada (2). 

Solo á la potencia neutral toca disputar la legitimidad de 
una captura en que se ha violado su territorio, y el gobierno 
de los apresados no puede producir con este motivo queja al- 
guna, sino es al gobierno neutral, por su cobarde ó fraudu- 
lenta sumisión á semejante injuria ; y si este no se hace justi* 
cia á si mismo, el beligerante que ha sufrído la captura, ten- 
drá derecho para tratarle del mismo modo, persiguiendo y 
apresando en su territorio las propiedadesenemigas. 

El que principia las hostilidades en las tierras ó aguas de 
una potencia neutral, pierde todo derecho á la protección del 
territorio. 

El neutral no debe permitir que las naves armadas de los 
beligerantes se aposten al abrigo de sus puertos, golfos ó en- 
senadas, con el objeto de acechar las naves enemigas que pa- 

(1) Martens, Précit de droit deg Geni, 1. VIH, 2 3(2, note c. 

(2) Bynkerschoek {Qacetl, 1. ], c. 8) cita varias decisiones de los Esta- 
dos Generales de las Provincias Unidas, segan las cuales, aunqae ' no 
puede principiarse la agresión en aguas neutrales, puede continuarse la 
agresión principiada. Él extiende el mismo principio á la tierra. « Quod 
jurís est in mari, ideni est et in térra, ut nempe et hic in alterius imperio 
recte persequamur hostem, ex recenti prselio íugientem. -o « Uno verbo ^. 
dice mas adelante, territorium communis amici valet ad prohibendam vim 
quttibi inchoalur, non yaletad inhibendam quae extra territorium inchoacla, 
dum fervet opus, in ipso territorio contínuatur. » l'ero el mismo Bynkers 
choek reconoce qae no se encuentra esta doctrina en otros escritores de 
Derecho público, ni ostá autorizada por ia práctica de las naciones euro- 
peas, excopio la Holanda. 
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san, ó de enviar sus botes á apresarlas (1). El armar buques 
para el servicio de la guerra, aumentar sus fuerzas, aderezar- 
los, preparar expediciones hostiles, son actos ilegítimos en 
territorio neutral ; y las capturas subsiguientes á ellos se mi- 
ran como viciosas en el foro de la potencia neutral ofendida, 
que tiene derecho para restituir la presa á los primitivos pro- 
pietarios, si es conducida á sus puertos. La Corte Suprema dé- 
los Estados Unidos ha sentenciado gran número de casos en. 
conformidad con este principio (2). Es verdad que por el tra- 
tado de Paris de 6 de febrero de 1778, se estipuló para los 
subditos franceses el privilegio de equipar y armar sus buques 
en los puertos de aquellos Estados y llevar á ellos sus pre- 
sas (3) ; pero este y otros privilegios obtenidos entonces por 
la Francia, y ciertamente incompatibles con las obligaciones 
de la neutralidad, han sido después derogados (4). 

Nada se opone á que los beligerantes apresten naves de co- 
mercio en .los puertos neutrales-, las tripulen y surtan de todo 
lo necesario ; lo cual se extiende á las naves que pueden desti- 
narse indistintamente al comercio ó la guerra. También es 
costumbre permitir en ellos á los buques armados públicos y 
particulares proveerse de víveres y otros artículos inocentes. 
Es lícito á los beligerantes llevar sus presas á puerto neulral y 
venderlas en él, si no se lo prohibe el soberano del territorio, 
á quien es libre conceder este permiso ó rehusarlo, observan- 
do con ambos beligerantes una conducta igual (5). Algunos 
jurisconsultos creen que es mas conforme á los deberes de la 
neutralidad rehusarlo. En 1656 los Estados Generales de las 
Provincias Unidas prohibieron á los corsarios extranjeros ven- 
der ó descargar sus presas en el territorio de Holanda ; y las 
Ordenanzas marítimas de Luis XIV repitieron la misma pro- 
hibición, añadiendo que los corsarios extranjeros no pudiesen 
permanecer con sus presas en los puertos de Francia mas de 

(1) Sobre este punto es digna de leerse la sentencia de Sir W. Scott^en el 
caso del Twee Gebroeders. Rob Rep„ III, 162. 

(2) El del Alerta, Cráneos Hep,, IX, 35 ; el de la Estrella, Wheaton, IV. 
298; el de la Concepción, Wheaton, VI, 235; el de la Sa%itisima Trini- 
dad, Wheaton, VII, 283, etc. 

v3) Marlens, Recueil, 11, p. 595 (seg. edic). 
;4) Ellior$ fíefer., n. J 8. 
(5) /6., n. 292. 
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veinte j cnataro itoras^ á métto&que fuesen detenidos por vien- 
tos contrarios (1). Finalmente,, no tienett dereefao los beligeraa- 
tes para estal^ecer tribonales de presa etk país neutval,. á me- 
nos que se les haya concedido este {ávor por un tratado (2), 
Pero una convención de e$ta especie, si ni> se dispensase iguak 
favor al otro* beligerante, no eximiría de k: nota de pareiaJidad 
la conducta del soberano neutral,, porqudv según hemos sentado 
antes, una convención entre dos nadones no altera la cuaU- 
dad de un acto con reladon á wn tescero que no ha tenido^ 
parte eaeila. Hoy se miran casi generalmente cerno y<egitimo& 
los juzgamientos de presas en país aentraL 

Sean cuales fueren las resIriecioBes q^et wt soberano esta- 
blezca para el «se de sns aguas y tierrtts (y iso hay duda que 
tiene autoridad para establecer las qua quiera) están oblea- 
dos los beligerantes á someterse ¿ ellas, eon tai que nO' favo^ 
rezcan al uno ^ los partidos mus que ai otro,, ni sean contra- 
rias á los oficios de hospitalidad y asite que se dispensan á las 
naciones amigas,» y que la hnmaudad coBeede siempre al | 
infortunio. 

7. 

El único remedio de las injurias que ía licencia de la guerra 
hace sufrir demasiadas veces á Ms naciones amigas, es en la 
mayor parte de los casos la imparciaf justicia administrada 
por ios beligerantes en materia de presas, y la restitución de 
las propiedades ilegítimamente apresadas ; restitución que si 
no se hace oportunamente por los tribunales que juzgan esta 
especie de causas, produce después embarazosos reciamos y 
controversias delicadas. Pero también hay circunstancias en: 
que el Derecho de gentes permite á los neutral'es hacerse jus- 
ticia á sí mismos, ejerciendo jurisdicción sobre las presas de 
los beligerantes que liegan forzada ó voluntariamente á sus 
puertos. 

Los publicistas no están acordes sobre los Imites de esta ia- 
tervencion judicial. Las Ordenanzas de marina de Francia es- 

(1; Til. Des prises, art. 14. 
Í2) Elliol's Mefer., 306. 
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tab&eeen que si eai las p^etsas llevadas á pueptos fraaceses aa 
hallan laaercaderias pertenecientes á los súbdiitos, o aliados» de^ 
Fvanoia, se les restituyaa; sin disünguir si ha. sido ó no ilegal 
el. apresamiento ^ lo que Valia explica suponiendo que esta 
restitución se exige como una esp^M^ie de £ecompensa> por la 
acogida que se da á los captores y á sus presas ; favor que, se^ 
gun hemos visto, es extremadamente limitado. Á los corsanios 
mismos que son obligados á estarestitucioa, no se les peirmite 
almacenar ni vender las mercaderías restantes bajo ningim. 
pcetexto. Pero cualqmiera que haya sido el motivo de esta dia*- 
posición, ella exigiría sin duda el juicio de un tribunal fcaneeft 
sobre la nacionalidad de las mercaderías (i). A^uni da muchai 
mas latitud á la jurisdicción de los neutrales. « Es eonstantev 
dice^ qxie un boque acmado en guerra coasei*va su indepea-^ 
dencia en el territorio neutral por lo tocante á su régimea io- 
teirior, y que el soberano del puerto en que ha entrado, no 
puede obligar á la tripulación á que obedezca sus leyesw Así 
que, genei*ahnente hablando, no le es líciío poner en libertad 
una presa ilegítima.- Pero esta prerogativa de los buques de 
guerra ó corsai*ios no se extiende á \o& casos* en que los sub- 
ditos del soberano del puerto, y aun de cualcpiiera otiu po- 
tencia neutral» tienen interés en el buque apresado. Entonces 
se debe proceder según las reglas de la mas severa justicia. El 
apresador está obligado á probar que el buque ha sido apre- 
sado legítimamente, porque ha violado las leyes de la neutra- 
lidad. Por consiguiente me parece indubitable que un arma- 
dor que entra en los puertos de un Estado extranjero condu- 
ciendo presas neutrales, no puede negarse á reconocer la. 
jjirisdiccion del soberano del puerto,, si la reclama el capitán 
del buque apresado^ y sobre todo si son subditos de este sobe- 
rano los que tienen ínteres en la presa (2). » 

Pero esta doctrina no parece conformarse á la costumbre 
actual de la Europa. Pocas naciones han defendido con mas. 
celo y tesón los privilegios de los neutrales, que los Estadoft 
Unidos de América ; y ya hemos visto que sus juzgados se 
abstienen de conocer en la legitimidad de las presas hechas á 



(1) Tit. Desprises, art. 15. 

(2) Der, Mar, p. II, c. 4, art, 3. 
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sus propios ciudadanos á titulo de infracción de la neutralidad. 
En el caso de flnvincible declaró la Corte Suprema, que á lo& 
tribunales de América no competía corregir los agravios que- 
so supusiesen cometidos en alta mar contra las propiedades de 
los ciudadanos de aquellos Estados por un corsario que tuviese 
comisión legítima de una potencia amiga (1). 

Hay casos, con todo, en que, según la práctica de los mis- 
mos Estados, es competente la jurisdicción de los neutrales : á 
saber, cuando el corsario cuya presa es conducida á un puerta 
amigo, ha violado la neutralidad de la potencia en cuyo terri- 
torio se encuentra, ya armando ó tripulando allí sin su consen- 
timiento, ya cometiendo actos de hostilidad en sus aguas (2). 
En el caso de la Estrelia se declaró por la Corte Suprema, que 
el derecho de adjudicar las f resas y de dirimir todas las contro- 
versias relativas á ellas, pertenece exclusivamente á los tribu- 
nales de la nación del apresador; pero que es una excepción 
de esta regla, que cuando el buque apresado se halla bajo las 
baterías de la potencia neutral, los juzgados de esta tienen fa- 
cultad de investigar si la nave apresadora ha infringido su 
neutralidad ; y que siendo así, están obUgados á restituir á los 
primitivos dueños las propiedades apresadas por corsarios 
ilegalmente armados, aparejados ó tripulados en sus puer- 
tos (3). Y es de notar que la exención de que gozan los buques 
de la marina pública de un Estado extranjero, que entran en^ 
los puertos de una potencia neutral con licencia del soberano, 
expresa ó presunta, no se extiende á las naves ó mercaderías 
que llevan á ellos, apresadas en contravención á los privilegios 
de la neutralidad de esa potencia (4). 

Esta línea de separación entre los beligerantes y los neutra- 
les, por lo tocante á la jurisdicción de presas, es clara y pre- 
cisa. La expresión violar la neutralidad tiene dos sentidos 
diferentes : ya significa un acto del neutral, que interviene 
ilegítimamente en la guerra, favoreciendo al uno de los beli- 
gerantes, mas que al otro ; y ya se aplica á la conducta de los 

(1) EllioVt ñefer., n. 270 : Wheaton's Reportt, I. 238. 
('2) EllioCi Refer., 285 : caso citado de la Sant. Trinidad, Wheaton's 
Rep,, I, 283. 

(3) Wheaton*s Rep,, IV, 298. 

(4) Caso citado de la Sant, Trinidad, 
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beligerantes, que infringen la inmunidad del territorio neutral, 
atacando ó persiguiendo al enemigo en él, ó haciendo arma- 
mentos hostiles en contravención á las leyes. De las infraccio- 
nes de la primera especie la potencia behgerante agraviada es 
el único juez : si sus buques armados apresan propiedades 
neutrales alegando que sus dueños se han hecho culpables de 
algunas de las dehncuencias que por el Derecho de gentes se 
castigan con la confiscación del buque ó la carga, toca á los 
tribunales de los captores pronunciar sobre la legitimidad del 
apresamiento. Pero si es el behgerante el que infringe ios de- 
rechoa del neutral, abusando de su hospitalidad y cometiendo 
en su territorio actos hostiles, corresponde entonces á la poten- 
cia neutral agraviada defender sus inmunidades, compeliendo 
al ofensor á la reparación de los daños hechos ; de manera que 
cuando la presa es conducida á un puerto suyo, puede ejercer 
jurisdicción sobre ella, y mandarla restituir á los propietarics 
primitivos ; y este derecho se extiende, según Kent, aun á 
aprehender en alta mar los buques extranjeros que han atro- 
pellado sus privilegios ó contravenido á sus leyes, y á condu- 
cirlos á sus puertos para el examen judicial de los hechos y la 
restitución de las presas. 

Hé aqui las reglas que los tribunales americanos observan 
en esta adjudicación. 

Los armamentos ó aprestos ilegales solo vician las presas 
hechas en el crucero ó viaje de corso, para que fueron desti- 
nados; y no producen vicio alguno después de la terminación 
de este viaje (1). 

Si la terminación del crucero es puramente paliativa, y el 
buque corsario se aprestó y armó en territorio neutral con el 
objeto de' emplearse en el viaje de corso, durante el cual se 
hizo la presa, el vicio de la captura no se considera purgado (2). 

La jurisdicción del neutral en estos casos se ciñe por el De- 
recho de gentes á la restitución de la propiedad apresada con 
la indemnización de los perjuicios causados y el pago de las 
costas del juicio ; pero no comprende la facultad de imponer 



f (1) Caso citado de 'la Sani. Trinidad. 
(2) Caso del Gran Para. Wheaton, Vil, 475. 
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multas penales como en los casos ordinarios de ÍDJurias ocsae- 
üdas en el nuir <1). 

&. que pida la sefititueion aleigando ilegal armameaiOf debe 
|H*ol»arLo (2), 

Si se prueba centra «1 apf^sador el hecho de haber aliíAado 
marineros en el tein*itorío neutral, y él ale^ «en su defensa 
que estos marineros eran subditos de la potencia bajo eafra 
bandera se ha hecho la presa, y no domicüiAdos en territorio 
neutral, está obUgado el apresado á probar la excepción (3). 

La condenación de la presa, pronunciada por un tribunal 
de la nación óA captor, no embaraza la jurisdicción del jua- 
gado neutral, (fue tiene la custodia de la propiedad apre- 
;8ada <4). 

£1 juzgado neixtral ordena la restitución de la presa al 
dueño primitivo, cuando el que deznanda la propiedad á titulo 
de captura hostil es el mismo que infngió la neutralidad ; fc> 
•cual se ^verifica sin embargo de haber sido condenada la pnesa 
por un iríbiiBal de la nación del ca^^tor (5). Pero si el que haoe 
la di^aanda, después de la condenación de la presa, no es el 
•que eometió la infracctoa, ni ha tenido complicidad en ella, y 
prueba posesión de buena fe á titulo oneroso, no puede el 
juzgado neutral ¡rastit«ir ia propiedad al primitivo dueño (6). 



(1) Caso fie la AmigtaSi de í?u«*. "Wheaton. V, ^385. 
^ Caso «itado d« Ka AmUt^ de Mués, 
J¡^) Ca&o -citado de la Sauí, Trinidad. 

(4) El mismo caso. 

(5) Caso del Arrogante Barcelonés, Whealon, Vil, 496. 

(6) Ca«o de ia IVem^de. Wihraton, VIU, «108. 
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CAPITULO vm. 

RESTRICCIONES IMPUESTAS POR EL DERECHO DE LA GUERRA AL 
COMERCIO NEUTRAL ACTIVO, Y PRINCIPALMENTE AL MARÍTIMO. 

1. Mercaderías eDemigas en buques neutrales. — 1t. Mercaderías neutrales 
en bnqnes enenotigos. ~ 3. Mservacion sobre los eos prinoipiofi opuestoe. 
«1 de la propiedad y el del pabellón. — é. Contrabando de ^erra. — 
5> Bloqueo. — 6. Protección enemiga y participación de los neutrales en la 
guerra. — 7. Deferencia «ernl de los neutrales alas miras dM eneinige. -^ 
6. Gomereio eolenial y de csbotcge '• vegla de 1756. — ft, fimbargo de les 
buques neutrales para expediciones de guerra. — 10 Visita. — 11 . Docu- 
mentos justiGcativos del carácter neutral. 

1. 

¿ Tenemos flerecho (?) para confiscar las mercaderías ene- 
migas embarcadas en buques neutrales TCoweiderando las na- 
ves mercantes de una nación como nna parte del tenát^rio 
sujeto á sus leyes, parece qu^e no nos es Kcito cometer en ellas 
nn acto tan declarado de hostilidad, como el de apresar las 
propiedades de nuestro adversario. Pero la territorialidad de 
las naves es una ficción, imaginada para representar la juris- 
dicción de cada Estado sobre ellas y sobre los individuos que 
van á su bordo. No debemos dar á esta ñccion una latitud de 
que resultase mucho mas perjuicio á los beligerantes que de 
la práctica contraria á los neutrales. Suponiendo, pues, que 
al confiscar las propiedades enemigas bajo pabellón neutral, 
se indemnizasen á los dueños del buque los perjuicios oca- 
sionados por el apresamiento, ¿ qué pudieran alegar las nacio- 
nes amigas contra un ejercicio tan racional y moderado del 
derecho de captura? ¿La incomodidad de la visita del buque y 
del examen de la carga? Pero eáta visita y examen serian 
siempre necesarios para averiguar si los buques per.tenecen 
efectivamente á la nación cuya bandera tremolan, si su carga 
s& contrabando de guerra, si se dirigen á una plaza sitiada ó 

(1) En este capitulo «e ha seguido principabneAte á ChiÉty, noL i, cb. 9« 
y á Kenl, p. I, lect. 6 y 7. 
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bloqueada, etc. Toda la diferencia consiste en la necesidad de 
llevar documentos que califiquen la neutralidad de la carga, y 
de someterse á veces á un registro mas escrupuloso y prolijo. 
Pero estos inconvenientes se hallan superabundantemente com- 
pensados por las grandes utilidades que acrecen en tiempo de 
guerra al tráfico de las naciones neutrales. 

Hablamos en el supuesto de que el derecho de la guerra 
nos autoriza para apresar en el mar las propiedades de los 
subditos del enemigo; máxima que reconocen actualmente 
todos los Estados de la tierra. Seria de desear que en esta ma- 
teria se adoptasen reglas mas análogas al espíritu mitigado y 
liberal del Derecho de gentes moderno. Pero si se admite que 
es lícito y justo destruir la navegación y el comercio marítimo 
del enemigo, como elementos de donde saca los mas pode- 
rosos medios de dañarnos, y que para lograr este objeto nos 
es permitido hacer presa las propiedades particulares emplea- 
das en ellos, fuerza es admitir también las consecuencias que 
se derivan de este principio, en tanto que no se siga de ellas 
ningún inconveniente grave á los neutrales. 

Con respecto á las naves de guerra neutrales, se admite ge- 
neralmente que no están sometidas á esta visita y registro, ni 
aun dentro de la jurisdicción del otro Estado : mucho menos 
en alta mar (1). 

Podemos apresar las propiedades enemigas en buques mer- 
cantes bajo la bandera de una potencia neutral, pero estamos 
obügados á resarcir á sus ciudadanos los daños que el ejerci- 
cio de este derecho les ocasione. La regla que se observa es, 
que si la carga se declara buena presa y el capitán no ha 
obrado de mala fe ó en contravención á la neutralidad (2), se 
le abona el flete, y ademas se le concede una razonable in 
demnizacion por la demora, dado caso que el apresamiento le 
haya causado alguna. El flete de los efectos condenados se le 
abona por entero como si los hubiese entregado á los consig- 
natarios, y no á proporción de la pai*te del viaje que efectiva- 

(1) Wheaton*s Elemenii, p. IV, ch. 3, g 15. 

(2) Por ejemplo, tratando de encabrir con falsas apariencias la propie- 
dad del enemigo (Elliofs Befer., 343), destrayendo ú ocultando pape- 
les, llevando pliegos al «nemigo , efectos de contrabando, etc. {EllioCs 
Refer,, 663.) 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 2/il 

mente ha hecho; porque el captor se sustituye al enemigo, y 
apoderándose de sus propiedades, contrae con los dueños del 
buque las obligaciones inherentes á ellas. 
. Si una parte de la carga se condena, y se absuelve y resti- 
tuye la parte restante, el flete debe imputarse á toda la carga, 
y no solamente á la que ha sido adjudicada al captor : es de- 
cii', que el captor no es obligado á pagar otro flete que el cor- 
respondiente á los efectos condenados. « Los captores (dijo el 
juez Story en la Corte Suprema de los Estados Unidos) no 
pueden ser obligados á mas que al flete de los efectos que se 
les adjudican. La detención de un buque neutral que lleva 
mercaderías enemigas es un ejercicio estrictamente justiñca- 
ble de los derechos de la guerra. No se hace en ello agravio al 
neutral, aunque se le frustre el viaje. Los captores no deben, 
pues, responder de los perjuicios que ocasione al neutral el 
justo ejercicio de los derechos de un behgerante. Habrá en 
ello una desgracia para el neutral, pero no una injuria del 
beligerante. Por el apresamiento los captores se sustituyen á 
los dueños, y adquieren la propiedad con el gravamen inhe- 
rente á ella. Por consiguiente son responsables del flete de 
aquellos efectos, de que la sentencia les declara el dominio, y 
en que los subroga á los primitivos propietarios. Hasta aquí 
la regla es perfectamente equitativa. Extenderla mas, y car- 
garles el flete de mercaderías que no han recibido, ó gravar- 
los con las obhgaciones de un contrato de fletamento en que 
no han intervenido, no seria razonable en sí ni conciliable con 
los principios reconocidos en materia de presas. De esa ma- 
ñera, en un caso de captura legítima, la condenación de un 
solo fardo pudiera envolver á los captores en una ruina com- 
pleta, gravándolos con el flete estipulado para toda la carga (1). 
No se considera como perjuicio que deba abonarse á los 
neutrales la mera privación de un lucro que nace del estado 
de guerra. De aquí es que no siempre se abona el flete esti- 
pulado en la contrata de fletamento, que puede ser á veces 
muy alto en razón de las circunstancias de la guerra, y á veces 
abultado con el objeto de defraudar al captor (2). 

(1) Caso de la Antonia Johanna. Wheaton^s fíep»j I, 159. Véase otra 
decisión semejante ea JilUol's Refer,. n. 316. 

(2) Caso del Twilling Riget, Robinson, Y. 82. 

16 
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¿Tenemos derecho para confiscar las propiedades neutrales 
embarcadas en bajeles enemigos? No hay principio alguno 
sobre que pueda fundarse una pretensión semejante. Los ma- 
les de la guerra deben limitarse, en cuanto es posible, á las 
potencias beligerantes : las otras no hacen mas que continuar 
en el estado anterior á ella : conservan con los dos partidos 
las mismas relaciones que antes ; y nada les prohibe seguir su 
acostumbrado comercio con el uno y el otro, siempre que esto 
pued^ hacerse sin intervenir en la contienda. 

Las propiedades neutrales son, pues, inviolables, aunque se 
encuentren á bordo de embarcaciones enemigas. Pero en este 
caso no se les debe indemnización alguna por la pérdida, me- 
noscabo ó desmejora que sufran sus mercaderías á consecuen- 
cia del apresamiento del buque. El perjuicio que reciben en- 
tonces los neutrales es una contingencia á que se exponen 
voluntariamente embarcando sus propiedades bajo un pabe- 
llón que no les ofrece seguridad alguna; y el captor, ejerci- 
tando el derecho de la guerra, no es responsable de los acci- 
dentes que ocasione, como no lo seria si una de sus balas ma- 
tase á un pasajero neutral que desgraciadamente se hallase á 
bordo de la nave enemiga. 

Esta regla no parece haber sido siempre bien entendida ; y 
eñ tiempo de Grocio pasaba por una máxima antigua que los 
efectos encontrados en buques hostiles se reputaban hostiles. 
Pero el sentido racional de esta máxima es que en tal caso se 
presume generalmente que los efectos son de propiedad ene-r 
miga ; presunción que puede desvanecerse con pruebas feha- 
cientos de lo contrario. Juzgólo asi la Corte soberana de Ho- 
landa durante la guerra de 1338 con las Ciudades Hanseáticas : 
y de entonces acá ha venido á ser este un principio de Dere- 
cho maritimo ; de tal manera que si un neutral fuese socio ,de 
una compañía de comercio, y emprendiese algún tráfico ó giro,, 
que fuese ilegal para otro de los socios, esta ilegahdad no vi- 
ciaría la parte que tuviese el neutral ; de lo que se presenta un 
^emplo en el caso, del Fraaklin^ juzgado por el Almirantazgo 
británico. Juan y Guillermo Bell, neutifales, aquel residente 
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en Amórica,,país neutral, y este en Inglaterra^, país belige- 
rante, estaban asociados y comerciaban con el enemigo de 
Inglaterra en tabacos, tráfico que respecto de Juan, residente 
en país neutral, era pefectamente legitimo, pero respecto de 
Guillermo, revestido del carácter nacional de su residencia, 
era ilegítimo, como toda especie de tráfico ó giro entre los dos 
beligerantes. Embargóse el tabaco : la parte de Guillermo se 
confiscó; pero la de Juan, que retuvo su carácter neutral, fué 
restituida. Si el subdito neutral se constituyese agente dé un 
subdito enemigo é hiciese uso de papeles falseos; eí caso sferiá 
diferente : la parte deT^efutral estaría sujeta á confiscaciom (1): 

La Corte Suprema de los Estados Unidos ha declarada,^ qué 
los efectos neutrales eran libres aun á bordo de naves enemi- 
gas armadas en guerra j y sin embargo de la resistenoia <jue 
estas naves hiciesen al apresatniento, siempre que los duefios 
de los efectos no hubiesen tenido parte en el armamento 'Uif en 
las hostíHdades cometidas por ellas (2); peno el Aimirantiaígo 
británico ha decidido lo contrario. 

Los apresadores de mercaderías neutrales en 'naves enewii- 

(l)RobinsoD, VI, 127. Pueda verse también el caso de la Zulema, Weha- 
toris Meports, I, 14. 

(2) Este punto fné diseutMa á la lángk én el<c&S(y^« la) N^epde air/td'bt 
Corte Suprema, el año de 1815 (Granch, IX, 412). L» mayoría. de la Corle 
adhirió al voto del juez mayor Marshal : según el juez Story, que fué de 
contraria opinión, el neutral Bo puede sin faltar á sus obligaciones poner 
sus mercaderías á borde de un buque enemigo arioadov sea que «I baque 
tengiBi patente de cors^i ó do> la tenga; y dado caso que el mero acto 
de embarcarlas en él fuese inocente, la resistencia del capitán enemigo 
comprometeria siempre el carácter neutral de ia carga. « La reeistétieki 
del boque es resistencia de la i carga: ya esté el buque armado en guerra. 6 
no lo esté; ora Heve patente de corso, ora no la lleve. £1 que Ubra su pro- 
piedad á la fortuna de las armas, debe atenerse á lo que esta decida. 
Cuando se apela á ellas, los privilegios de los neutrales caHan, y el captor 
tiene derecho á toda 1» presa,. ganada por su valor y bizarría. £n las dos 
grandes naciones marítimas, la Francia y la Inglaterra, la confiscación es 
la pena de la resistencia á la visita, cualquiera que sea la nacionalidad de 
la nave ó de \fí carga. Según Valín, esa es^ también la regia de España; 
y no solot se apliea en Prancisu á^. las naves y cargas neutrales, sino á las 
francesas. No se encuentra en el código marítimo de ninguna nación, ni 
en comentario alguno de leyes marítimas, lá menor vislinnbre de autoridad 
para creer que en caso de resistirse la visita, haya diferencia entre la suerte 
de la carga y la del buque. Existiendo esta distinción, es increíble que no 
la esclareciese algún rayo de luz. en tantos siglos de hostilidades marí- 
timas. » 
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gas no tienen derecho al flete cuando se ordena la restitución 
de estas mercaderías, á menos que sean conducidas á su des- 
tino, según la intención de los contratantes (1). . 

8. 

El derecho de apresar las propiedades enemigas á bordo de 
buques neutrales fué ya reconocido en la antigua compilación 
de Derecho marítimo llamada Consulado del Mar, Inglaterra, 
aunque se ha separado de esta práctica en algunos tratados, 
lo ha sostenido por cerca de dos siglos como perteneciente al 
Derecho común y primitivo de las naciones. Otras potencias 
han proclamado en varias épocas el principio contrario, que 
c las embarcaciones libres hacen igualmente libres las merca- 
derías que van á su bordo. » Asi lo hicieron los holandeses en 
la guerra de 1796. Pero Mr. Jenkinson (después Lord Liver- 
pool) publicó el año siguiente un discurso en que manifestó 
del modo mas concluyente la legalidad del apresamiento, ci- 
tando gran número de autoridades y ejemplos. La conducta 
del gobierno francés ha sido caprichosa y fluctuante, ya soste- 
niendo el antiguo derecho, y aun extendiéndolo hasta el punto 
de conñscaí' la nave neutral, si el embarco de propiedades hos- 
tiles se hubiese hecho á sabien las (2); ya hmiíando la confis- 
cación de la nave á los casos en que su neutrahdad apare- 
ciese dudosa, ó en que el sobrecargo ú oficial mayor ó mas de 
los dos tercios de la marinería fuesen subditos de un Estado 
enemigo, ó en que el rol de tripulación no fuese autorizado por 
los funcionarios púbhcos del puerto neutral de que procediese 
la nave (3) . 

Tal era el estado de cosas en 1780, cuando la Emperatriz de 
Rusia Catalina II expidió la célebre declaración de la neutrali- 
dad armada, proclamando como una regla incontestable del 
Derecho primitivo de gentes : « Que los neutrales pueden na- 
vegar libremente de puerto á puerto y sobre las costas de las 
naciones en guerra, siendo igualmente libres los efectos de 

(1) EUiot's ñefer., 244. 

1% Ordenanzas de 1681, y Decretos de 1692 y 1703. 

3) Reglamento de 1778, Recueil de Martens, t. Ill, p. 18 {edic. de 1818). 
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eslas naciones que vayan á su bordo, excepto los de contra- 
bando ; » é intimando que para mantenerla y proteger el ho- 
nor de su pabellón y el comercio y navegación de sus subditos, 
habia mandado aparejar una parto considerable de sus fuer- 
zas navales (1). Accedieron á esta declaración la Francia, la 
España , la Holanda, la Suecia, la Dinamarca, la Prusia, el 
Emperador de Alemania, el Portugal y las Dos Sicilias. Pero 
la oposición de una potencia de tan decidida superioridad ma- 
rítima como la Gran Bretaña era un obstáculo para el triunfo 
de aquella ley convencional de neutralidad. Asi fué que se 
dejó de insistir en ella. Los esfuerzos que las potencias del 
Báltico hicieron en 1801 para retableperla, fueron vigores. i- 
mente contrarestados por la Inglaterra : la Rusia misma tuvo 
que abandonarla en la convención de 5 (17) de junio de 1801, 
estipulando expresamente : « Que los efectos embarcados en 
naves neutrales fuesen libres, á excepción de los de contra- 
bando de guerra y los de propiedad enemiga (2) ; » y el Austria 
siguió este ejemplo en sus Ordenanzas de neutralidad de 7 de 
agosto de 1803. La regla fué reconocida como derecho común, 
sin perjuicio de los convenios especiales que la derogaban ó 
modificaban. 

El gobierno de los Estados Unidos admitió la legahdad de 
la práctica británica durante las prolongadas guerras que se 
originaron de la revolución francesa ; pero posteriormente se 
ha empeñado en el establecimiento de la regla prescrita por 
el código del Báltico, alegando que el supuesto derecho de 
confiscar las propiedades enemigas en buques neutrales, no 
tiene otro fundamento que la fuerza : qiie aunque la alta mar 
es común á todos, cada Estado tiene jurisdicción privativa 
sobre sus buques : que todas las naciones marítimas de la Eu- 
ropa moderna, cuál en una época y cuál en otra, han accedi- 
do á la regla de la inmunidad de las propiedades enemigas 
en naves amigas : que ninguna potencia neutral está obligada 
á deferir al principio contrario ; y que por haberlo tolerado 
un tiempo no han renunciado el derecho de sostener opor- 
tunamente la seguridad de su bandera. La única excepción que 

(1) Véanse los a Actos relativos á la neutralidad Armada, » en la Colec- 
ción de Martens., t. DI, p. 158 y sig. 
(2j SuppLau Recueil de Martens, t. II, p. 477. 
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admiten los anglo-americanos es esta: que el uno de los be- 
ligerantes puede rehusar á una bandera neutral esta inmuni- 
dad protectora, si el otro no se la concede igualmente. Con 
todo eso, la autoridad y la práctica antigua en que sé apoya la 
regla contraria (dice el americano Kent) y el expreso y pro- 
longado reconocimiento de ella por los Estados 'Unidos, pare- 
cen no darles ya margen para controvertirla. 

El gabinete de Washington ha incorporado esta nueva doc- 
trina en sus tratados con las otras repúblicas americanas, 
cuya reciente independencia ha parecido una coyuntura favo- 
rable para inculcar é introducir principios mas humanos y 
liberales de Derecho maritimo, bajo la sanción de una nume- 
rosa familia de pueblos, llamados á un extenso comercio con 
las naciones de Europa. Mucha parte del actual poder y pros^^ 
peridad de los angl©-americanos se debe sin duda á las reñi- 
das contiendas que han agitado al mundo antiguo, y en que 
han tenido la cordura de no mezclarse : su política es la neu- 
tralidad ; y por consiguiente, esforaándose en extender las 
inmunidades de los neutrales, no han hecho otra cosa que 
promover su interés propio. Pero este coincide con el. ínteres 
general, porque tiende á suavizar la guen*a y proteger el co- 
mercio. 

La libertad de los efectos neutrales bajo pabellón enemigo 
no es menos antigua, ni está menos firmemente reconocida. 
Encuéntrase ya en el Consulado del Mar. Las Ordenanzas 
francesas de 1548, 1584 y 1681 declararon estos efectos buena 
presa, pero en el dia la opinión y la práctica general se oponen 
á ello. 

En los tratados de la Federacít)n Americana con las nuevas 
repúblicas se ha unido la exención antedicha de las mercade- 
rías enemigas en naves neutrales con la regla contraria de 'la 
confiscación de mercaderías neutrales bajo pabellón enemigo : 
subordinando en todos casos la propiedad á la bandera. Pero 
tal vez en esto han llevado miras mas nacionales y exclusivas. 
El efecto natural de esta regla es atraer el comercio de acar- 
reo de los beligerantes á las potencias neutrales : movimiento 
á que propende bastante por sí solo el estado de guerra. 

Las dos proposiciones distintas, que « las mercaderías ene- 
migas bajo pabellón neutral pueden lícitamente apresarse, » 
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y que « las mercaderías neutrales bajo pabellón enemigo de- 
ben restituirse á sus dueños, t han sido explícitamente ineor- 
poradas en la jurisprudencia de los Estados Unidos, cuya Coíte 
Siiprema las ha declarado fundadas en el Derecho común de 
gentes. Ellas reposan, según la doctrina de aquel tribunal, 
sobre un principio claro y sencillo, es á saber, ^que tenemos 
un derecho incontestable para apresar las propiedades de 
nuestro adversario, pero no la de nuestros amigos. La bandera 
neutral no constituye protección para la carga enemiga, y. la 
bandera enemiga no comunica este carácter á la carga neutral. 
El caráiíter de la carga no depende de la nacionalidad del vehí- 
culo, sino de la .del propietario. 

Los pactos que las naciones han hecho paca derogar este 
simple y natural^ principio, solo obligan á los contratantes en 
sus relaciones recíprocas. En lo demás no se hace mudanza. 
Los anglo-americanos, por ejemplo, confiscarán las propieda- 
des hostiles bajo el pabellón neutral británico, y las respetarán 
bajo el de Colombia ó Chile, mientras permanezcan en vigor 
los tratados que han celebrado con estas repúblicas. Mas aun 
en las relaciones recíprocas de los contratantes hay casos en 
que es necesario atenerse al derecho común. Supongamos, 
por ejemplo, que la Gran Bretaña se hallase en guerra con los 
Estados Unidos. Como la Gran Bretaña confiscaría las propie- 
dades hostiles bajo bandera neutral, seria necesario que los 
Estados Unidos hiciesen lo mismo por su parte : de otro modo 
darían una ventaja á su enemigo. Por consiguiente, se ha in- 
troducido en los tratados de las repúblicas americanas esta ex- 
cepción : que si una de las partes contratantes se hallase en 
guerra con una tercera potencia que no admitiese como regla 
que la bandera libre hace libre la carga^ y la otra part^ con- 
tratante permaneciese neutral en la guerra, la bandera de 
esta última nación no cubriría las propiedades de aquella ter- 
cera potencia. 

Esta excepción conduce naturalmente á otra. Si en el caso 
que hemos supuesto, las mercaderías dq la potencia neutral, 
bajo el pabellón británico, fuesen confiscadas por los america- 
nos, y las mercaderías de la Gi*an Bretaña, bajo el pabellón 
de la potencia neutral, fuesen igualmente confiscables por los 
americanos, la potencia neutral se habría hecho, en virtud del 
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tratado, de mucho peor condición que los demás neutrales. 
Fuera de eso, la Gran Bretaña tendría derecho para conside- 
rar la conducta del neutral como opuesto á los deberes de la 
neutralidad : sujetándose este á la prohibición de valerse de 
naves británicas para el acarreo de sus productos mercantiles, 
autorizaba á la Gran Bretaña para imponerle por su parte la 
prohibición de valerse de naves americanas. Dejaría, pues, de 
respetar los productos de aquella potencia neutral embarca- 
dos bajo el pabellón de su enemigo. De aquí es que en los 
tratados de las repúblicas americanas se ha introducido esta 
excepción ; que cuando el enemigo de una de las partes con- 
tratantes no reconociese el principio de la bandera sino el de 
la propiedad, las mercaderías del otro contratante, embarca- 
das en las naves de este enemigo, fuesen libres. 

Hay cierta conexión natural entre la regla 'que absuelve la 
carga enemiga en buque neutral y la que condena la carga 
neutral en buque enemigo. Pero este enlace no es necesai*io. 
La primera regla es una concesión de los beligerantes, que 
confieren á la bandera neutral un privilegio á que no tiene de- 
recho : la segunda regla es una concesión de los neutrales, 
que renuncian, á favor de los beligerantes, una inmunidad 
natural. Si un tratado estableciese una de estas dos reglas, y 
guardase silencio con respecto á la otra, se entendería que en 
esta parte la intención de los contratantes había sido mante- 
ner el derecho común. 

Concluiremos este articulo con dos observaciones. La pri- 
mera es relativa al principio de la propiedad y al modo de cali- 
ficarla. El derecho ad rem ó in rem que un neutral puede 
tener sobre la propiedad hostil, no borra en ella este carácter 
ante los juzgados de presas. Una nave, por ejemplo, no dejará 
de ser adjudicada al captor, porque el neutral á quien la haya 
comprado el enemigo no haya recibido el precio de la venta. 
De otro modo no sabrían jamas los captores á qué efectos les 
sería lícito echar mano : los mas auténticos documentos servi- 
rían solo para inducirlos en error, sí hubiesen de tomarse en 
cuenta los privilegios é hipotecas á que pudieran estar afectas 
las mercaderías. Los juzgados mismos se verían sumamente 
embarazados, si admitiesen consideraciones semejantes, por 
que la doctrina relativa á las hipotecas no es uniforme, y de- 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 2Il9 

pende enteramente de los principios de jurisprudencia civil 
que cada nación ha adoptado. 

La segunda observación es general. Cada beligerante tiene 
facultad (con el consentimiento de sus aliados) para mitigar el 
ejercicio de sus derechos, eximiendo de confiscación cual- 
quiera especie de tráfico en épocas y lugares determinados : 
como cuando el gobierno inglés dio orden á los comandantes 
de sus buques de guerra' y corsarios, que no molestasen las 
naves neutrales cargadas solamente de granos (aunque estos 
fuesen propiedad enemiga) y destinadas á España, afligida 
entonces de hambre y pestilencia. Las concesiones de esta es- 
pecie se interpretan siempre en el sentido mas favorable. 

4. 

Las dos reglas de que se ha hecho mención en los artículos 
anteriores pueden considerarse como meras consecuencias de 
la máxima general relativa al comercio de los neutrales, es á 
saber, que la neutralidad no es una mudanza de Estado : que 
sus relaciones entre si y con los behgerantes son las mismas 
que antes eran ; y que nada les prohibe, por consiguiente, se- 
guir haciendo con todas las otras naciones el tráfico y giro 
mercantil que acostumbraban en tiempo de paz, y aun exten- 
derlo, si pueden, con tal que no intervengan ilegítimamente ea 
la guerra. 

Pero del deber de no intervenir en las operaciones hostiles, 
favoreciendo á uno de los partidos contra el otro, nacen varias 
limitaciones de su libertad comercial. De estas vamos á tratar 
ahora. Empezaremos por la prohibición del contrabando de 
guerra. 

Mercaderías de contrabando se llaman aquellas que sirven 
particularmente para las operaciones hostiles, por lo cual se 
prohibe á los neutrales llevarlas á los beligerantes. Grocio 
distingue tres clases de mercaderías : unas cuya utilidad se 
limita á la guerra : otras que no sirven para operaciones hos- 
tiles ; y otras de naturaleza mista, que son igualmente útiles 
en la paz y en la guerra. Todos están acordes en considerar 
los artículos de la primera clase como de contrabando, y los 
de la segunda como de lícito tráfico. En cuanto á los de la 
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tercera, V. g. diuero, provisiones, naves, aparejos navales, 
madera de construcción y otros, hay mucha variedad en las 
opiniones y en la práctica. 

Caballos y monturas se miran generalmente como artículos 
de comercio ilegal. 

En una guerra marítima tienen el carácter de contrabando 
las naves y toda especie de efectos destinados al servicio de la 
marina. Valin dice que estos efecto^ se han calificado de con- 
trabando desde el principio del siglo XVIII ; y las reglas britá- 
nicas relativas á la captura marítima son terminantes en la- 
materia. Alquitrán, pez, cáñamo, y cualesquiera otros mate- 
riales á propósito para la construcción y servicio de naves de 
guerra, se han declarado contrabando en el Derecho de gen- 
tes moderno, aunque en tiempos pasados, cuando el mar no 
era tan á menudo el teatro de las hostilidades, su carácter 
fuese mas disputable. La lona se mira como contrabando uni- 
versalmente, aun cuando su destino es á puerto de que el 
enemigo se sirve solo para el comercio, y no para expedicio- 
nes hostiles. 

Con respecto á la madera de construcción, no exclusiva- 
mente aplicable á la guerra, las opiniones no están acordes. 
El gobierno americano ha concedido frecuentemente que esta 
especie de mercancía era contrabando de guerra. Pero el Con- 
sejo de presas de Paris declaró en 1807, en el caso de la nave 
austríaca // Volante^ que la madera de construcción, no ex- 
clusivamente aplicable á la marina de guerra, no estaba com- 
prendida en la prohibición del Derecho de gentes. 

Aun á las provisiones de boca destinadas á puerto enemigo 
no bloqueado, se ha extendido á veces la calificación de con- 
trabando ; como á los granos y harinas por el decreto de 9 de 
mayo de 1793 de la Convención Nacional francesa, y por las 
instrucciones dadas á los marinos británicos en 8 de julio si- 
guiente. La Inglaterra sostuvo que debían considerarse como 
tales toda clase de víveres cuando el privar de ellos al enemi- 
go era uno de los medios de reducirle á términos razonables 
de paz, y que este medio se adaptaba particularmente á la si- 
tuación de la Francia, que había puesto sobre las armas casi 
toda su clase trabajadora con el objeto de hostilizar á todos 
los gobiernos de Europa. Los anglo-americanos rechazaron 
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esta pretensión con él vigoi* que saben empleai' en la defensa 
de sus intereses nacionales. La cuestión sin embargo quedó 
indecisa en el tratado que celebraron con la Gran Bretaña en 
1794 ; en el cual aunque la lista de articules de contrabando 
oontenia toda especie de materiales destinados á la construc- 
ción de naves, excepto el hierro en bruto j tablas de pino, con 
respecto á los víveres solo se declaró que generalmente no 
eran de tráfico ilícito, pero que según el Derecho actual de 
gentes podian serlo en algunos casos, que no se especificaron ; 
y se estipuló, por via de relajación de la pena legal, que 
cuando se confiscasen como contrabando de guerra, sé abona- 
rían por los captores 6 su gobierno el justo precio de ellos, el 
flete y una razonable ganancia. El gobierno americano ha i^- 
conocido repetidas veces, que en cuanto á la enumeración de 
artículos de contrabando, este tratado fué meramente declara- 
torio delDerecho común. 

El catálogo de los artículos de contrabando (según expuso 
él juez del Almirantazgo británico el caso de la Jonge Mar- 
garetha) habia variado algunas veces de tal modo, que era di- 
fícil explicar las variedades, porque estas dependían de cu'- 
cunstancias particulares, cuya historia no acompañaba á k 
noticia de las decisiones. En 1673 se consideraba como con- 
trabando el trigo, el vino, el aceite, y en épocas posteriores 
muchos otros artículos de mantenimiento. En 1747 y 48 pasa- 
ba por contrabando el arroz, la manteca y el pescado salado. 
La regla que actualmente rige es que las provisiones de boca 
no son contrabando per se y pei*o pueden tomar este carácter 
según las circunstancias de la guerra y la situación de las ipo- 
tencias beligerantes (1). 

En el rigor ó lenidad con que se tratan los artículos tanto 
de mantenimiento como de otras especies, influye mucho, se- 
gún la doctrina del Almirantazgo británico , la circunstancia 
de ser producciones naturales del país á que pertenece ia nave. 
Otro motivo de indulgencia es el hallarse en su estado nativo, 
y no haber recibido del arte una forma que los haga á propó- 
sito para la guerra. Así es que el trigo, el cáñamo y el hierro 
en bruto se consideran como de lícito tráfico, mas no la ga- 

W) RohiniOíCs Reports, I, 189. 
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lleta, ni las jarcias ó anclas. Pero la distinción mas importante 
que debe hacerse es, si los articulos se destinan al consumo 
general ó de la marina mercante, ó si hay probabilísima pre- 
sunción de que van á emplearse en operaciones hostiles. Ea 
este punto las circunstancias del puerto á que se llevan ofre- 
cen un razonable criterio. Si el puerto es puramente de co- 
mercio, se presume que los artículos ambiguos se destinan á 
usos civiles, aunque accidentalmente haya servido para la 
construcción de un navio de guerra. Pero si es de aquellos en 
que suelen hacerse aprestos militares, como Porsmouth en 
Inglaten^a, ó Brest en Francia, se presume que los artículos se 
destinan á usos militares, aunque pudieran aplicarse á otro 
objeto. Gomo no hay modo de averiguar el destino final de 
efectos cuyo uso es indefinido, no debe mirarse como inju- 
riosa la regla que se fija en el carácter del puerto á que se 
dirige la nave, y crece en gran manera la vehemencia de la 
presunción, cuando es notorio que se hace en este puerto un 
armamento considerable, para el cual serian de mucha utili- 
dad los efectos. 

Esta doctrina de los juzgados ingleses coincide esencial- 
mente con la del Congreso Americano en 1775, cuando declaró 
que toda nave que llevase provisiones ú otros artículos de ne- 
cesario consumo á los ejércitos ó escuadras británicas, estaba 
sujeta á confiscación. Adoptóla también plenamente la Corte 
Suprema de los Estados Unidos, como se vio el año de 1815 
en el caso del Commerce, buque neutral que llevaba provi- 
siones para el servicio del ejército inglés en España. La Corle 
Suprema declaró que las provisiones eran contrabando siem- 
pre que fuesen producción de país enemigo, y que se desti- 
'nasen al consumo de las fuerzas terrestres ó navales del mis- 
mo enemigo, pero que no debían mirarse como contrabando 
si eran producción neutral, y se destinaban al uso commun (1). 
« Esta especie de artículos (añadió la Corte) no son general- 
mente ilícitos ; pero el objeto del viaje y las circunstancias de 
la guerra pueden darles este carácter. Si van á servir á los 
habitantes del país enemigo sin distinción de personas, es lí- 
cito su trasporte ; pero el caso es diferente si van á servir par- 

(1) Wfieaton^i Reporti, I, 38-2. 
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ticularmente á las tropas ó escuadras del enemigo, ó se llevan 
á los puertos en que suelen aprestarse sus armamentos. Y 
esto se aplica aun al caso en que las tropas ó escuadras del 
enemigo se hallan en territorio neutral. » 

La Corte de Circuito de los mismos Estados declaró el año 
de 1815, que la^ provisiones pasan á ser de tráfico ilícito, 
siempre que se destinan á un puerto en que se hacen apres- 
tos de guerra (1). 

Variando los usos de la guerra de un tiempo á otro, artí- 
culos que han sido inocentes pueden dejar de serlo á conse- 
cuencia de su aptitud para emplearse en algún nuevo género 
de hostihdad. Los principios son siempre unos mismos, pero 
su aplicación puede ser diferente. Compete, pues, al soberano 
behgerante la declaración de nuevos artículos de contrabando, 
cuando por las novedades introducidas en la práctica de la 
guerra llegan á ser instrumentos de destrucción de las cosas 
que antes «ran por su naturaleza inocentes. 

La pena que se aplica á los infractores de las leyes interna- 
cionales relativas al contrabando, es la confiscación de las es- 
pecies de ilícito tráfico. Una vez que los neutrales tienen no- 
ticia de la guerra, si conducen á mi enemigo mercaderías de 
que puede hacer uso para dañarme, no deben quejarse de mi 
si las apreso y confisco. Limitarme á tomarlas pagando el pre- 
cio de ellas á su dueño, seria contraer con los neutrales la 
obligación de comprarles todos los efectos de esta especie que 
afectasen llevar al enemigo, sin otro límite que el de sus me- 
dios de producción ; y el mero embargo de los efectos seria 
por otra parte una providencia ineficaz para intimidar la co- 
dicia de los especuladores, principalmente en la mar, donde 
es imposible cortar todo acceso á los puertos de los belige- 
rantes. 

Tienen, pues, derecho las naciones que se hallan en guerra 
para aprehender y confiscar los efectos de contrabando. Pero 
no lo tienen para quejarse del soberano cuyos subditos han 
delinquido traficando en estos efectos. En 1796 pretendió la 
república francesa que los gobiernos neutrales estaban obliga- 
dos á prohibir y castigar este tráfico. Pero los Estados Unidos 

{\)EHioCs Ref,,26S. 
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sostuvieron la libertad de los neutrales para veuder en su 
territorio ó llevar á los beligerantes cualesquiera artículos de 
oontrabando, sujetándose á la pena de conñscacíon en el trán- 
sito. El derecho de los neutrales al acarreo de estos artíoulo& 
está en conflicto con el derecho del beligerante á confiscarlos, y 
ninguno de los dos soberanos puede imputar una ofensa al otro. 

La confiscación se conmuta algunas veces en la simple 
preencioD ó preferencia de compra ; es decir, que los captores 
retienen los articules de contrabando, satisfaciendo su valor á 
los neutrales* Obsérvase esta regla con las sustancias alimen- 
ticias que no han recibido su última preparación, como el 
trigo ó la harina, y con algunos otros artículos, v. g. alqui- 
trán y pe2, y cuando son producciones del país á que perte- 
nece la nave. Se paga por ellos un precio equitativo» no el 
que pueden tener accidentalmente por un efecto de la guerra 
en el puerto á que van destinados* 

El contrabando, según la expresión de los juzgados de Al- 
mirantazgo contagia los demás efectos que se hallan á borda 
de la misma nave y pertenecen al mismo propietario. Anti- 
guamente se confiscaba también el buque ; hoy solo recaen 
sobrer él la pérdida del flete y los gastos consiguientes á la 
captura, á menos que sea también propiedad del dueño de los 
artículos de contratbando, ó que en el viaje se descubran, cir- 
cunstancias de particular malignidad, entre las cuales la de 
navegar con papeles simulados se mira como la mas odioss^ de 
todas» En este y los deanas casos de fraude por parte del pro- 
pietario del buque ó de su agente, la pena se extiende á la 
confiscación del buque y de toda la carga. 

E^ delito del contrabando se purga, según el lenguaje de 
los juzgados de presas, por la terminación del viaje ; es decir^ 
que no puede apresarse el producto de los efectos ilícitos en 
el viaje de vuelta (i). Pero en el caso de haberse debido el 
buen suceso del primer viaje á papeles falsos que paliaban el 
verdadero destino de la expedición, se puede» según el Almi>- 
rañtazgo britániéo^ apresar y confiscar á la vuelta el producto- 
de los efectos de contrabando (2). 



(1) La Jonina. fíob. III, 167. 

(2) La Bosalieand Betty. ñob. II, 343; y la Naney., Rob. III, 122< 
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Para evitar e^' peligro = de cotiñsGacioii e» neeesario que el 
neutral que tiene efectos» de eiontrabaildo á bordo^ ser suma-» 
i]gieute circunspecto en su viaje; porque no puede tocar oom 
impunidad en ningún puerto enemigo bajo el pretexto y. por 
especioso que pareaca^ de vender arlioulos- inocentes» Paara ha» 
corlo debe dirigirse primero á un paraje en que no se haüe 
establecido el eneixúgo y se> puiedan descaa^ar licitamente las 
mercaderías* de oontrabandOi 



5. 



Otra restricción impuesta á íes rieutíalés es lá dé no cotner- 
dar en ninguna maneria Con lás plazas sitiadas ó bloqueadas. 
« El beligerante que pone sitio á una plaza ó que la bloquea 
(dice Vattel) tiene derecho para iftipedir á los demás lá en- 
trada en ella, y para tratar como enemigo al que quiera en- 
trar, ó llevar algo á los sitiados sin su permiso, porque es- 
torba su empresa, y puede hacerlía abortar, y envolverle de 
este modo en todas las calamidades que trae consigo la fortuna 
adversa de las armas. » Entre los derebhos de la guerra nin- 
guno hay mas puesto en razón, ni mas autorizado por la prác- 
tica de los mejores tiempos. 

Para la legalidad de la pena que recae sobre los quebranta- 
dores de este derecho, son necesarias tres cosas : actual blo- 
queo ; noticia previa; violación efectiva (1). 

1. Un simple decreto no basta para constituir bloqueo : es 
menester también que delante dé la plaza bloqueada haya una 
fuerza suficiente para llevarlo á efecto. Si se bloquea no solo 
una plaza, sino una costáí algo extensa, es necesario que íá 
ftiei^za sea bastante grande para obrar á un mismo tiempo so* 
bre toda la línea (2). 

La ausencia accidental dé la escuadra bloqueadora en el 
caso de una tempestad, no se mira como interrupción del blo- 

(1) Caso de la Betsey. Rob, I, p. 93. 

(2) ce No se concede la denominación de puerto hlbqnieado sino á aquel 
en que por la disposición de la fuerza bloqueadora en buques apostados 
allí ó suficientemente cercanos hay peligro evidente de oatrar. 2> Gonvendon 
de 17 de junio de 1801 entre la Gran Bretaña y la Rusia: Martens, Suppilé- 
menty t. II, p. 476. 
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queo; y así es que si un neutral quisiese aprovecharse de esta 
circunstancia para introducirse en el puerto bloqueado, la ten- 
tativa se consideraria fraudulenta (1). Pero si el servicio de la 
escuadra fuese remiso y descuidado, ó si se la emplease acci- 
dentalmente en otros objetos que distrajesen una parte consi- 
derable de su fuerza, de manera que no quedase la necesaria, 
estas interrupciones, aunque fuesen por un tiempo limitado, 
suspenderían verdaderamente el bloqueo. < Es en vano, (decia 
Sir W. Scott en el caso de la Juftrow María Scbroeder), que 
los gobiernos impongan bloqueos, si los que están encargados 
de este servicio no lo desempeñan como deben. El inconve- 
niente que de ello resulta es muy grave. Cunde el rumor de 
haberse levantado el bloqueo, los especuladores extranjeros 
se aprovechan de esta noticia, cae en el lazo la propiedad de 
personas incautas,' y se compromete el honor mismo de los 
beligerantes (2). » Si se suspende voluntariamente el bloqueo, 
ó si la presencia de una fuerza contraria obliga á levantarlo, 
se le mira como " terminado, y es necesario nu'eva noticia para 
que produzca otra vez sus efectos (3). 

2. La segunda circunstancia indispensable para la aplica- 
ción legal de la pena es que el neutral tenga conocimiento del 
bloqueo. Este conocimiento se le puede dar de dos modos : por 
notificación formal del gobierno beligerante á los gobiernos 
neutrales, ó por noticia especial dada á la nave que se dirige 
al puerto bloqueado. Puede también ser suficiente en muchos 
casos la notoriedad del bloqueo. 

Para que una notificación sea válida (según Sir W. Scott 
en el caso del Rolla) basta que sea digna de fe. Que se comu- 
nique con mas ó menos solemnidad importa poco, siempre 
que se trasmita de manera que no quede duda alguna de su 
autenticidad, pues entonces debe el neutral dirigir por ella su 
conducta. Lo que conviene en todos casos es que el bloqueo 
se declare de un modo que no dé lugar á equivocaciones 
ni incertidumbres (4). 

(1) Caso del Frederiek Molke, Rob, I, 86. 

(2) J{obin8on*8 fíeports, III, 147. 

(3) WfieatOfif Elementt of intemational Law., p. IV, ch. 3, § 2o. 

(4) fíob. Rey., 364. El juez declaró qae si bien el modo usual era dirigir 
la notificación á los gobiernos neutrales, podia con todo ser válida y pro- 
ducir ef« ctos legales, cuando era dirigida por un almirante ó comandante al 
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El efecto de la notiíicacion á un gobierno extranjero es que 
todos sus subditos se reputan comprometidos en ella. Los sub- 
ditos no pueden entonces alegai' ignorancia, porque es un de- 
ber del gobierno comunicar la noticia á todos los in lividuos 
cuya seguridad está encomendada (1) . Pero se concede un 
plazo razonable para la circulación de la noticia, que, pasado 
este plazo, se presume sabida : bien que la presunción puede 
destruirse por prueba contraria (2). 

Guando el neutral ha recibido efectiva ó presuntivamente 
la notificación, no se le permite acercarse á la fuerza bloquea- 
dora á pretexto de informarse de si subsiste ó no el bloqueo. 
c Si fuese licito al comerciante (decia Sir W. Scott en el caso 
de la Spes y la Irene) enviar su buque al puerto bloqueado, 
para que no encontrando la escuadra bloqueadora, entrase, y 
encontrándola pidiese una intimación y se dirigiese á otra 
parte, ¿á qué fraudes no daria lugar semejante conducta? La 
verdadera regla es, que sabida la existencia del bloqueo, no 
es licito á los neutrales dirigirse al puerto mismo bloqueado 
60 color de tomar informe (3). » 

En el caso del Nepiuno, sentenciado por el mismo juez, se 
declaró que precediendo notificación formal, el acto de nave- 
gar al puerto bloqueado con destino contingente, esto es, con 
intención de entrar en. él si se ha levantado el bloqueo, ó si 
subsiste, dirigirse á otra parte, basta para consliluir ofensa : 
porque el neutral debe presumir que se alzará formalmente el 
entredicho y se le dará noticia ; y mientras esto no suceda, 
debe mirar el puerto como cerrado. Asi que, desde el momento 
que zarpa con este destino, se hace delincuente, y su propie- 
dad está sujeta á confiscación (4). 

Los tribunales británicos han relajado esta regla con res- 
pecto á los viajes distantes, k las naves procedentes de Amé- 



gobernador de una plaza enemiga para conocimiento de los neutrales que 
no tuviesen cónsules en ella. Dado este paso, ios extranjeros que se 
hallasen entonces en la plaza debian considerarse como sabedores del 
bloqueo. 

(1) Neptunus, Bob. U, 110 

{% Jonge Petronella, ñob. II. 191. Calypso , Rob, II, 298. Adelaide, 
Rob, II, 111, noti. 

(3) Hob, V, 76 

(4; Rob. 1, 170. 

17 
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rica (dfícia SirW. Soott en el caso citado de la SpesY la Irene) 
se permite recibir noticia espocial en el puerto nu£Hio4jlo(^eado^ 
si salieron e la América antes de tenerse alli oonodonientQ del 
bloqueo ; y las que zarpan después de llegada la notiñcacion, 
pueden navegar con destino contingente al mismo puerto, ha- 
ciendo escala primeramente en «n pueiio neutral ó británico 
para informarse del estado de cosas. A tanta distancia (segtm 
observó el mismo juez en el caso de la Betsey) no es posilale 
tener noticias constantes de la continuación ó suspensión del 
bloqueo, y se hace necesario muduis veces atenerse á pro¿>a- 
biiidades y conjeturas. LiOs comerciantes de naciones remotas 
serian de peor condición, si estuviesen sujetos é ¡k misma regla 
que los de Europa, ((ue « el bloqueo se debe suponer existente 
mientras no se ha Tiotifícado su revocaicion i» : 'porque todo blo- 
queo duraria dos meses mas para ellos, que paralas naciones de 
Europa, que reciben esta no^tifioacion inmedieftameTite. Pero 
en ningún caso -se puede ir á la boca miswia del puerto á saber 
si subsiste el bloqueo, de que ya 9e tiene aotida (i). 

La notificación puede ser regular y precisa. Bloqueando Á 
Aiiisterdam los ingleses, el comandante de la ñiersa notificó 
falsamente á una nave neutral que lodos los puertos de Ho- 
landa estaban bloqueados. La notificación foé consideradla 
como nula no solo respecto de los otros puertos, «ino respecto 
de Amsterdam, porque, según la observación del mismo juet, 
se dejó al neutral sin elección pam dirigirse á otro poert© de 
Molanda, y un comandante no detoe poner á un iteutral en se- 
mejante conflicto. « Soy de opinión, dijo que si el «eutral 
hubiese contravenido *á ')an6^icia,<esta irregularidad hubiera 
justificado el hecho (2). » 

La noticia especial basta para que se ^SBfpongala nave neutral 
suficientemente informada ; porque si la comunicación de go- 
bierno á gobierno es para conocimiento de los individuos, con 
la noticia especial «e logra todavía mejor ^este objeto ^3). 

La notoriedad del hefho, según la doctrina del Almiran- 
tazgo británico, puede mirarse como equivalente á la noXifi- 
cacion, y hacerla innecesaria. Si se puede amputar 4 íüms neu- 

(1) fíob. I, 332. 

(2) Caso del Uenrick and Maria^ ñob,, I, 246. 

(3) Mercurius, ñob. I, 80. 



« DE DERECHO INTERNACIONAL. 2^ 

iráles el conocimiento del bloqueo, la intimación de la Aierza 
bloqneacitora eB niia ceÉ*emonia superflua (1). Por consigttie»le 
•no es neceeam 4a intimación á las naves q«ie están sui*tas ^en 
él ptreinro feloqueaBo : es imposible to es*e caso ignopar la 
existencia de una fuerza que pone entredicho al comercio >(-S). 

•El estar un navio de guerra á la boca de un j)uerto, aunque 
él solo baste á cerrarlo, no constituye un bloqueo de suficiente 
notoriedad para afectar al neutral, á menos que se le cdn- 
. venza de haber recibido informes específicos. Por el contrario, 
si el hecho es rsufieieat^aoiente visible y notorio, todo nave- 
gante que se<-dirige al puerto (bloqueado se presume prima 
facie hacerk) á -sabiendas (8). Hay, sin embargo,» telatrvamenAe 
á los efectos legales, dos difeilencias enti^e-el ceinooiiniento qUe 
se supone adquirido por notoriedad y el que se lia ^dádo .por 
notificación formal. La excepción de ignorancia, iq^me no puede 
■alegarse en este caso, es admisible á pi^uebaen el otro. Si-ha 
precedido notificación, el acto dezárpa^r con destino aLpuopto 
bloqueado constituye delito; pero si el Moqueo existe «olo de 
hecho, los neutrales no tienen moti\'o de presumir que se leis 
notificará formalmente su itierntiiiiacion, y pueden diiigirseal 
puerto bloqueado, haciendo encala eh mi paraj^e no soapedioso, 
para informarse del estado de eoi^as (4). 

Á las reglas anteriores, fecundas sin duda de ineonveiben- 
^tes graves para los neutrales, se ha sustituido por convencio- 
nes otra mas indulgente y cómodia^ <)ue prescribe para todos 
los casos la noticia ¡especial ; de manera <|üe es síem^pre iáaito 
á los neutrales dar vela con destino á un ^erto biOK}ueado, 
y el dirigirse á (él ^no iconstituye ánfraecion de la neutralidad, 
mientras no se reicibeó no fie evita dolosamente lanoliñcaaíoii 
especial (5). 

3. Veamos ahom qué «s lo que constituye violación de blo- 
queo. La opinión ^general es, que ademas del conocimiento 
electivo ó presunto de la existencia del bloqueo, es necesario, 
para constituí* violaeioa, que se pueáia imputar ai neutml el 

(1) Columbia/Rob . I, Í54. 

(2) Yrou; Juáith, Hob, I» 150. 

(3) Hurtidge Hane, Roh, 111, 3^. 

(4) Casos citados del Hurdidge HaHt y del Ñeptimus, 

(5) Cranch'^ iRépor$ty IV, iSS. 
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designio de quebrantarlo, acompañado de alguna tentativa 
actual. La probanza del designio y del acto variará según las 
circunstancias, y en las inferencias qua se saquen de estas, 
influirán su carácter y el juicio del tribunal ; pero rara vez se 
han disputado los principios. Dirigirse á un puerto bloqueado 
es en si un acto inocente, si no se sabe que lo está. A la nave 
que se halle en este caso, debe hacerse una intimación del 
bloqueo, y si después de recibirla procura entrar, se la con- 
sidera delincuente. 

En los tribunales norte-americanos se ha disputado á veces 
la justicia de la doctrina inglesa, « que el acto de navegar á 
un puerto bloqueado, sabiendo que lo está, es ciíminal desde 
el principio, sea cual fuere la distancia entre la procedencia y 
el destino de la nave. » Pero después de la relajación admitida 
por los ingleses en los viajes trasatlánticos, hay hastante 
conformidad sobre este punto en la jurisprudencia marítima 
de las dos naciones. En el caso de la Nereyde se declaró que 
el zarpar con intento de quebrantar un bloqueo, era una de- 
lincuencia que autorizaba la confiscación. El delito subsiste, 
aunque al tiempo de la captura la nave compelida de vientos 
contrarios se haya apartado del derrotero, porque se presume 
que subsiste el propósito. En la Ordenanza holandesa de 1680 
se declaró también, que las naves que se dirígian á un puerto 
bloqueado á sabiendas, incurrían en la pena de conñscacion^ á 
menos qufe hubiesen voluntariamente alterado el rumbo antes 
de llegar á vista del puerto ; y Bynkerschoek ha defendido la 
legalidad de esta regla. 

Si una plaza está bloqueada solamente por mar, el comercio 
terrestre con ella no es una ofensa contra los derechos de la 
potencia bloqueadora. 

No se permite á la nave neutral mantenerse á las inmedia- 
ciones del puerto bloqueado, de manera que pueda entrar en 
él impunemente, aprovechándose do una ocasión favorable. 
« Si á pretexto de dirigirse á otra parte, se permitiese á una 
nave acercarse al puerto bloqueado, y acechar la oportunidad 
de introducirse en él sin obstáculo (dijo Sir W. Scott en el 
caso de la Neutralitet) no seria posible mantener un bloqueo. 
Se presume, pues, de derecho, que la nave trata de introdu- 
cirse en el puerto; y aunque semejante presunción parezca 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 261 

i demasiado severa en algunos casos particulares en que los 

i navegantes puedan obrar de buena fe, esta severidad es una 

i consecuencia de las reglas establecidas en el juzgamiento de 

g las causas, como indispensables para el eñcaz ejercicio de los 

f derechos de la guerra, » 

El bloqueo se rompe no menos por la salida que por la en- 
g Irada en el puerto. No se permite la salida con carga alguna 

comprada ó embarcada después de principiar el bloqueo. Se 
presumen comprados en tiempo inhábil todos los articules que 
al principio del ^bloqueo no están ya á bordo de la nave ó en 
las balsas ó botes cargadores (1). 

Hay circunstancias que pueden disculpar la violación de ias 
reglas, por ejemplo, una serie de accidentes que no ha per- 
mitido saber el bloqueo, un temporal, ó una necesidad extrema 
de víveres ; pero es necesario probarlas ; y por inocente que 
haya sido la conducta del capitán ó de los cargadores, se debe 
dar cuenta de ella y ajustar las pruebas á las reglas que el 
tribunal ha creido necesario fijar para la protección de los 
derechos de los behgerantes, y sin las cuales hubieran de ser 
ilusorios. La necesidad de procurarse un piloto para hacer 
viaje á otro puerto, no se considera excusa legítima (2). Tam- 
poco lo es en general la falta de provisiones, que obligaría sin 
duda á tomar puerto, pero no exclusivamente el puerto blo- 
queado, sino en circunstancias muy raras (3). 

A la fértil inventiva de los neutrales nunca faltan pretextos 
y excusas con que dar color á las infracciones ; pero se reciben 
generalmente con desconfianza, y para que se admitan es me* 
nester probar una compulsión irresistible. 

Una vez consumada la ofensa, no se purga hasta la termí^ 
nación del viaje. Si la infracción ha consistido en salir del 
puerto bloqueado con mercaderías cargadas en tiempo Inhábil, 
ó eludiendo la visita ó examen, puede el buque ser apresado 
por cualquiera nave de guerra ó corsaria y á cualquiera dis- 
tancia de la plaza bloqueada, antes de llegar á su verdadero 
destino. Y si la infracción ha sido entrando, puede apresarse 



(i) Caso citado del Frederick Molke, 
(2) Arlhur, Edwardis Bep., 202. 
^0 (3) Fortuna, ñobimon^s ReporUy V, 27. 
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ált aalida y dumnte todo el viaje da vueUa. SeguA la expasir* 
cion de Sir- W. Scott> ea el oaso del Cristianbergy • ouazulo 
el buque ha consumado el delito, entrando en un puei*io que 
está en entredicho, no hay otra ocasión de hacer e£ectiv£i la 
ley, que la que él mismo da á su regresoi. Se objeta (|ae si en 
el viaje subsiguiente subsiste todavía la Qulpa^ se pueide supo- 
ner con igual razón que acompaña al buque para siempre. En. 
estricta derecho no seria tal vez inj^usto aprehenderlo después; 
p^o es sabido que en la práctica la perfieeucion de la peni^ ae. 
«Ktiende solo al viaje: inmediato,, que e&.qUquei ofrecei la pri-> 
mera oportunidad de aprehensión, (i), i» 

El delito, cualquiera que haya sido^ se borra enteramente 
por la terminación del bloqueo, porque con ellatcesa la necesi* 
dad de aplicar la pena para impedir tra^gireaioneS'ínturas (S). 

La conñscacion del buque es la pensh ordinaria que por el 
Derecho do gentes se impone á los infractovesi del bloqueo. Á 
primera vista la carga se considera, sujpta á la nú3ma senteAr 
eiat que el buque. Pero ca costumbre oír las pruebas que pre-^ 
sentan los^ cargadores, para exonerarse de complicidad en edi 
reato de la nave; pues aunque la presunción está contr^at ellos^ 
puede suceder, que. el patrón ó, capitán haya¡ sido. el. único culr 
pi^le (3). 

Hay circunstancias qua hacen la.cai^ga de^ peor condición 
que la misma nave, coma se vio en.el ca^o de la Juffrow Mari^ 
Sübroeder. Este bu^ue fué restituido por haber tenido licen- 
oia.para introducir un cargamento en el puerto bloqueado, lo 
eftal la daba libei^tad para sacar un carg^vaento do retorno ; 
pero habiendo aparecido en los duei^os; de la carga la inten- 
eiott-ida- exportarla clandestinaimanta á;la primera, ociasÁoQ» fiíé 
eofiñacisria por el , AUnirantazg;o. britá^nco (4). 

Iba Qosiumbre antigua era miiciho mas gavera en, e^ta.paittei 
pcarqttOi fuera de > condenarse las propiedades, inaplicadas m,é 
dsMQi qu^iOS; á, lo que s^^: limita, el Darecbadfit gente& Tm" 
démosse, imppnia; prisión y otros castigos personales á- 1q3 

(1) Hoh, VI, 376. 

(2) ñob. VI. 387. 

(3) Neptunus, Rob, 111, 173. 

(4) JRob. 111, 147. 
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6. 

Los tiubunale^ de los Estadas Unidos haa dedacado fr'ecuea- 
tómenta que el navegar con licencia ó pasaporte de protección 
del enemigo coa el objeto de promover sns mims- ó intereses, 
era un acto de ilegalidad que sujietaba tonto la carga como la 
nave á la. pena de conüscacion (!)• 

La práctica del Almirantazgo británico ©Sn menos severa. 
Gonfíscanse los^ buques empleados en uaacto. dedlegal asi&- 
tenciaai enemigo ó de intervención! directa en la guerra, pero 
no SO' exliieinde la misma pena, á la carga sino cuando aparece 
que los dueños de ella han tenido parbicipacíoa exi la ofensa. 

El tnasporte de militares en servicio áéí enemiga, sujeta la 
nave á la pena de confiscación, y no. se admite la excusa, da 
fuerza^ ó de haberse dolosamente encubierto el carácter de los 
pasajeros ; pues en tales casos tiene el neutral la accioa dj^ 
perjuicios contra los. que le compelieron ó engañaron (2). 

Uno de los actos mas odiosos es la conducción de despachos 
hostiles. Sir W. Scott hizo una reseña de las autoridades y 
principios relativos á este punto en la sentencia de la Atalanta. 
Este buque fué apresadg llevando comunicaciones oficiales de 
una colonia franeesa á su metrópoli!. Las? perniciosas conse- 
cuencias de este servicio son incalculables', y ne pueden com? 
pararse con ellas las del comercio en articules de oontrabandow 
Un solo pliego puede trasmitir un plan de campaáéti, ó dar una 
noticia que frustre completamente los proyectos del otro belii* 
gerante en; aquella paa^te del mundo (3). 

Gomo el delito del capitán ó patrón se mira como virtual- 
mente perpetrada por el dueño del but|ue, se^un la regla de 
derecho que hace al comitente responsable de los actos, de ^u 
agente, el tribunal creyó fundada la confiscación de la nave en 
este caeo.. 

Sobre los dueños de las cargas, s€g«n apareae en este 
misma caso, no recae responsabilidad ni pena alguna^ sino 



(1) KenVs Commeni,^ p. 1, lect. 4. 

(2) La Carolina, Rob. IV, 256 : el Orozembo. 

(3) Rob, VI, 440. 
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C'jando se descubre que están de inteligencia con el capitán y 
se hallan implicados en su delito. 

En el juicio de Carolina se mandaron restituir buque y 
carga, porque resultó que los pliegos interceptados eran del 
embajador de la potencia enemiga en la corte de la potencia 
neutral. « Nada prohibe al neutral (dijo Sir W. Scott) conser- 
var sus relaciones con nuestro enemigo, ni hay motivo de pre- 
sumir que las comunicaciones que pasan entre ellos tienen 
algo de hostil contra nosotros. El carácter de la persona por 
cuyo ministerio comunican las dos potencias, ofrece otra con- 
sideración importante. Esta persona no es un empleado ejecu- 
tivo del Estado enemigo, sino un embajador que reside en una 
corle amiga con el encargo de cultivar relaciones de amistad 
con ella ; y los embajadores son un objeto especial de la pro- 
tección y fayor del Derecho de gentes (1). » 

Ofensa no menos grave que la conducción de oficiales, sol- 
dados y correspondencias, es la de armas ú otros materiales 
de guerra pertenecientes al Estado enemigo. 

7. 

Es una regla del Derecho de gentes reconocida por la Gran 
Bretaña, que si una potencia neutral se somete á las preten- 
siones injustas de un beligerante, perjudicando en ello al otro, 
tiene este el derecho ^e exigir que la potencia neutral se so- 
meta á iguales actos de su parte, de manera que su deferencia 
al uno, ya sea voluntaria ó forzada, no agrave las calamidades 
de la guerra para el otro, ni le ponga en una situación desven- 
tajosa. Si, por ejemplo, nuestro enemigo prohibiese al neutral 
comerciar con nosotros y visitar nuestros puertos, el neutral 
no3 baria grave injuria obedeciendo á un entredicho que nadie 
tiene facultad de imponerle. Si lo hace por parcialidad á nues- 
tro enemigo, ya deja de ser neutral ; y si por temor ó por cual- 
quiera otro motivo no hostil ni fraudulento, el derecho natural 
de la propia defensa nos autoriza para obligarle á que trate á 
las dos partes contendientes con entera igualdad y se allane á 
sufrir de nosotros lo que consiente á nuestro adversario : de 

(1) fíob. VI, 461. 
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otro modo conservaría sus relaciones con él á costa nuestra y 
obraría como instrumento suyo. 

Aunque esta especie de talion contra los neutrales parece 
fundada en justicia, no se puede negar qué en la práctica está 
sujeta á graves inconvenientes. Se alegan hechos particulares 
para autorizar medidas generales ; y aumentando á porfia los 
beligerantes la extensión y rigor de las restricciones y penas 
que imponen al comercio neutral, la aplicación del principio 
llega á no tener otro limite que la ftierza : de lo que nos ofrece 
repetidos ejemplos la historia de las guerras entre la Gran 
Bretaña y la Francia. Sobre la especie de talion de que se trata 
en este artículo, se fundaba en parte el célebre decreto de Ber- 
lín, de 21 de noviembre de 1806, en que el Emperador Napo- 
león prohibió todo comercio y comunicación con las islas bri- 
tánicas, declarándolas en estado de bloqueo, y ordenando que 
ningún bajel que procediese directamente de Inglaterra ó de 
dominios ingleses, ó que hubiese estado en cualquier punto 
sujeto á Inglaterra, fuese recibido en puerlo alguno. Esta ri- 
gurosa providencia, según el decreto imperial, era justificada 
por el derecho natural de oponer al enemigo las mismas armas 
de que él se servia ; y como la Gran Bretaña declaraba plazas 
bloqueadas no solo aquellas delante de las cuales no tenia ni 
un solo buque de guerra, sino costas dilatadas que todas sus 
fuerzas navales eran incapaces de bloquear, « hemos resuelto, 
decía Napoleón, aplicar á la Inglaterra los usos que ella ha 
consagrado en su legislación marítima. » El decreto, sin em- 
bargo, daba una exorbitante latitud al taüon, porque prescin- 
diendo de si eran 6 no exactos los hechos que se alegaban 
contra Inglaterra, nadie jamas había pretendido que los neu- 
trales contribuyesen á la ejecución de un bloqueo, real ó no- 
minal, cerrando sus puertos á las naves que lo hubiesen vio- 
lado. Condenábase ademas como buena presa no solo toda 
propiedad británica, sino toda mercadería de producción ó fá- 
brica inglesa, sin distinción alguna. No se limitaba, pues, aquél 
nuevo sistema á exigir de los neutrales lo que estos de grado 
ó por fuerza toleraban á la Inglaterra. 

La misma regla fué reconocida en la orden del Consejo bri- 
tánico de 7 de enero de 1807 expedida á consecuencia del de- 
creto citado. La Inglaterra alegaba tener un derecho irrecusable 
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par» retorcer contpa la> Francia la proscripción de todo oomer.- 
cío. Era repugnante, decia la orden, seguir semejante ejemplo, 
y llagar á u» extremo de que debia resultar tanto daño al co- 
mercio de las naciones que no babian tomado parte en ^ 
g«uera'a ; mas para proteger los derechos de la Gran Bretaña 
era necesario rechazar las medidas violentas de la Francia, 
haciendo recaer sobre ellas las consecuencias funestas de su 
propia injusticia» Se ordenó, pues», que no se permitiese á bjUr 
que alguno comerciar de uno á otro de los. puertos de Francia 
ó de sus aliados, ú. ocupados por sus armas,, ó sometidos de 
tal modo á su influjo que no admitiesen el Ubre comercia de 
las naves británicas. Con esta prohibición (seigun otra or- 
den del Consejo, á 11 de noviembre del mismo año) se habia 
propuesto la Gran Bretaña obligar al enemigo á retirar sus 
piiovidenciasy ó inducir á los neatrales á obtener la revocación ; 
pero no habiéndose logrado este objeto, se insistió en el mismo 
entredicho, añadiendo la confiscación de todo comercio, de. géf- 
ñeros producidos ó fabricados en.los dominios de la Francia,, de 
sus aliados, ó de los saberanos que sin deolarai* la^ guerrahar 
bian excluido de sus^puerlos.U bandera británica; y castigando 
con la misma pena el uso de los cer tincados de origen y expe- 
didos por los agentes consulares, del enemigo^.y de que se. ser- 
vían los comerciantes para hacer constar que las. mercaderías 
no eran de producción ó fábrica inglesa.. 

En esta misma orden y sobre todo en la de 25 de novienxhre 
se exceptuaban de aquel imaginario bloqueo las naves neutra- 
les q,ue hiciesen el comercio con el enemigo desde puertos- iíXr 
gloses,, obteniendo para, ello pasavantes del gobierno inglés, y 
pagando varios derechos de entrada y salida según las circuns- 
tancias; del viaje. Esto provocó el decreto de Milán de 17 d© 
dicierabre de 1807. El Emperador francés declaró desnaciona- 
lizada, y convertida en propiedad enemiga, y por tanto confis- 
cable, toda, nave que hubiese sufrido la visita de un bajel bri- 
tánico, ó sometidose á aquella escala, ó pagado cualquier iiftr 
puesto al enemigo : subsistiendo en toda su fuerza el bloqueo^ 
de las islas británicas, hasta, que el. gobierna inglés^ volwesa ^ 
loR principios del.Deí?dcho de gen¿es> 

Posteriormente (por la orden del Consejo de 26 de ahfü 
dff. 18Q9) se limitó el. bloqueo británico á la Francia, Holanday 
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reino de Italia- con las respectivas colonias. De esta* manera 
el sistema de represalias de la Gran Bretaña no^ se hacia senr 
tir indistintamente á todos los* pa4sies< donde estaban en vigo? 
los decretos de Berlin y Milán, sino: solamente á la. Francia y 
á los países, mas. inmediatamente sometidos á'su yugo,, y que^ 
eran ya en realidad partes^ integrantes del imperio francés^. 
Quísose caní esta metdédfit- acalLaír losi ju&tos clamoreis de loe* 
neutrales y particularmente de los Estados Unidos de Amé*? 
rica, que habían cortado toda comunicación comercial con la 
Francia y la Inglaterra. * 

Continuaron así las cosas hasta 1812. La Francia proclamó 
en aquel año un nue^o código de Derechofiaternacioiial. Fijóse 
como condición para- revocar su& decretos el reeonGciiüierto 
de los derechos marítimos de los neutrales,, que según: ella 
habían sido reglados, por el tratado de» Utrecht, y admitidos 
como ley común de las naciones ; es á saber : 

Que el pabellón cubre la mercancía, de i^oúo que- los efec- 
tos bsgo pabellón neutral son neutrales^.y bajo pabellón, enan 
migo, enemigos; 

Que las únicas mereancías no ciíbiertas por el palJejlon son 
las de contrabando, y las únieas de Goaijrabanda^ la& aarmase y 
municiones de guerra ; 

Que la visita de un buque neutral por un buque armado debe 
hacerse por un pecpieño número de hombres , . Baantenióndo^e 
el buque armado fuer» del alcance del cañón;; 

Que todo. buque aeutral puede comereiaur^ de un puerto ene*»^ 
migo á otro puerto enemigo,, y die un purria t enenwigo.á u» 
puprto neutral; 

Que se 'exceptúan de estareglalos.pa«!rtoaJalaqufiaáos,yq«0 
solo deben ctDnsiderarse como 'bloqueados los. puerto» que o^ 
tan sitiados y cuya comunicación se halla realmente intercepr 
tada por A»erzast enemigas, de manera q.u:elaS|.nftYie&neutraJli^$ 
no-puedan entrar en ellos sin peligroj(ljv 

La Inglatenra«trató de insensatas estas pnetensiones, que se 
suponían consagradas dei común acuerdo^ por/ el tratado d^ 

(1) Informe del Bliniátro dé Relaciones Exteriores dé- Francia al Bm* 
perador, coBKiiiicado al Salado GoasfrTadofi em a«pia» de 1.<^ de* nmm» 
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ütrecht : como si un pacto entre dos naciones que obran por 
miras especiales y reciprocas, que solo liga á los contratantes, 
y cuyos principios no hablan sido confirmados en el último tra- 
tado de paz entre las mismas potencias, debiese considerarse 
como un acto declaratorio del Derecho de gentes. La caída de 
Napoleón puso fin á esta contienda, y á una guerra marítima 
que ha sido de las mas vejatorias y desastrosas para el comer- 
cio neutral. 

8. 

Otra obligación impuesta á los neutrales es el abstenerse 
durante la guerra de aquellos ramos de comercio que las po- 
tencias beligerantes no acostumbraban conceder á los extran- 
jeros en tiempo de paz, como suelen ser el de cabotaje en sus 
costas y el de sus colonias. 

1. Ha sido de largo tiempo atrás la práctica de las naciones 
reservar para sus propios ciudadanos todo el comercio que se 
hace entre diferentes partes de sus costas, y solo las insupe- 
rables dificultades de la guerra han podido desviarlas acci- 
dentalmente de esta política. El neutral, pues, cuando se em- 
plea en este comercio, se nos presenta con el carácter, no de 
un neutral propiamente dicho, sino de un aliado del enemigo : 
hácese entonces un instrumento voluntario del uno de los be- 
ligerantes, librándole de los embarazos y dificultades á que 
el otro le tenia reducido. « ¿No es desviarse de los rígidos de- 
beres que impone la neutralidad, decía Sir W. Scott, entrome- 
terse á amparar á la parte que sufre, haciendo el comercio que 
era exclusivamente propio de ella, y cuya extinción entraba 
en el plan.de la guerra, como medio necesario de obtener 
una paz honrosa? ¿No es esto interponerse de un modo nue- 
vo, desconocido, prohibido, por el enemigo en el estado ordi- 
nario para frustrar los designios del vencedor, hacer inútil la 
superioridad de sus armas, y levantar el apremio con que es- 
trecha á su adversario y le obliga á que reconozca su' injusticia 
y la repare? Porque suponiendo que el comercio de cabotaje 
no esté abierto de ordinario á los extranjeros, ¿qué asistencia 
mas eficaz puede prestarse á una nación, que hacer este co- 
mercio en lugar de ella, cuando ella no lo pueble hacer por sí 
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misma? El comercio de cabotaje trasporta las producciones de 
un gran reino, de los distritos en que se crian y elaboran á los 
distritos en que se necesitan para el consumo ; y aunque es 
verdad que no introduce nada de afuera, produce los mismos 
efectos. Supongamos que la marina francesa tuviese una pre- 
ponderancia decidida sobre la nuestra, y hubiese cortado toda 
comunicación entre ia parte setentrional y la parte del sur de 
esta isla; y que en semejante estado de cosas se interpusieran 
los neutrales, trayendo, por ejemplo, el carbón de nuestras 
proviacias del norte para las manufacturas y los usos domés- 
ticos de esta capital; ¿pudiera, hacerse, fuera de la interven- 
ción á mano armada, una oposición mas abierta y efectiva á las 
operaciones bélicas de la Francia (1) ? 

a No es neutralidad aprovecharse de todas las ocurrencias 
de la guerra para hacer lucro, aunque sea con manitiesto daño 
de alguno de los beligerantes; sino observar una. imparciali- 
dad rigurosa, restringiendo nuestro comercio á su giro ordi- 
nario, de manera que no demos ayuda al uno de ellos contra el 
otro. La obligación del neutral es : non ínter poneré se bello ^ 
non hosli imminen ti hostem eripere (2). » 

En otro tiempo las Cortes de Almirantazgo de la Gran Bre- 
taña imponían la pena de confiscación á los buques neutrales 
empleados en el comercio de cabotaje del enemigo. Posterior- 
mente y hasta la época de las órdenes del Consejo menciona- 
das en el artículo anterior, solo recala sobre el buque la pér- 
dida del flete. Es justo indemnizar al neutral que obra de buena 
fe los perjuicios que le ocasionamos por la confiscación de las 
propiedades enemigas que lleva á su bordo ; pero cuando se 
ocupa en una especie de tráfico que no le es lícito, no tiene 
derecho á la misma indemnización, y se le trata con bastante 
indulgencia, absolviendo la nave. 

Esta relajación de la pena antigua no tiene lugar, cuando 
á la naturaleza del tráfico se juntan otras circunstancias que 
agravan la ofensa. En el caso de la Johannu Tholen (en que 
el abogado del rey cotejó y discutió las dos reglas, antigua y 
moderna) se decidió que el hacer un comercio propio del ene- 

(1) Caso del Emanwil, Roh, I, 296. Véase lambien el del Ehenezer^ liob^ 
VI, 252. 

(2) Lord Howick, citado por Chitly, Comm. Lavo, ch. 9. 
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migo ocm papeles falsos, sujetaba la itdve á x!X)iifíscacion (1). 
Forjar popeles para ocultar á los apresadopes «el verdadero 
«lestino del buque era, da sentir de la Corte, una agravación 
morme del reato coutraido por la ilegalidad del tráfico. 

La orden del Consejo de 7 de enero de 1807 puso otra vez 
en vigor la regla antigua de confiscación de la nave; pero 
siendo esta medida, según creo, una parte del extraordinario 
sistema de guerra adoptado en aqu^a época por la Gran Bre^ 
taña y la Francia, parece que no debe «ervir «de ejemplo para 
lo-sucesivo. 

2, Análoga ¿ la precedente en su principio es :hi regla que 
prohibe á los neutrales mezclarse en el eomeroio colonial pro- 
pio de los beligerantes. Sobre esta materia me parece conve- 
niente copiar aqui la exposición de la doctrina del Derecho 
de gentes, que hizo el juzgado del Aknirantazgo británico en el 
caso del Immanuel. « Al estallar la guerra (dijo Sir W. Scott) 
los neutrales tienen derecho para seguir haciendo &u- acos- 
tumbrado comercio, excepto en artículos de contrabando, ó 
con los puertos bloqueados. No quiero decir que ^con motivo 
de los accidentes de la guerra no se halle muchas veces envuelta 
en peligro la propiedad neutral. En la naturaleza de las cosas 
humanas apenas es posible evitar de téáo punto este inconve- 
niente. Habrá neuti^ales que hagan á sabiendas un comercio 
ilegitimo,>protegiendo las propiedadels enemigas, y habrá otros 
á quienes se imputará injustamente esta «ofensa. Este daño es 
nes que contrapesado por el beneficio que las diseosiones de 
otros pueblos acarrean al comercio neutral. La eircnlacion mer- 
cantil, obstruida en gran parte por la guerra, refluye en la jmís- 
ma proporción á los canales libi*68. Pero, prescindiendo de 
accidentes, la regla general es, que el neutral tiene derecho 
para seguir haciendo en tiempo )de guerra su «loostumbredí) 
tráfico, y aun para darle toda la extensión de que es suscep- 
tible. Muy diverso es el caso en que se halla un comercio ^ue 
el neutral no ha poseide jamas, queisolo debe al ascendiente 
de las armas de uno de4os beligerantes sobre el otro, y que 
cede to daño de aquel mismo beligerante, cuya preponderan- 
cia es la causa de que se haya concedido. En este caso se halla 

<1) Roh. VI, 73, 
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el'comerdo 'cíolsnigll, generalnaente hablando: porque este es 
uti comercio que la metrópoJi se Teserva extólusivamente con 
dos ftnes : abastecerse 'de los frtftos peculiares de las colomias, 
yTproporcionarBe un mercado ventajoso y seguro pai*a el ex- 
pendio de sus producciones propias. Guando la gtierra inter*- 
rumpe este caínbio, ¿cuáles son con respecto á la^ coloRias los 
deberes mtituos de los beligerantes y neutrales? 'Es un ácfre'- 
cho 'incontestable del beligerante apoderarse depilas, si puede; 
y tiene xm medio casi infalible de efectuarlo, si se hace dueño 
del mar. Las colonias ^ proveen de afuera ; y si cortando sos 
comunicaciones maintimafs, se logra privarlas de lo necesario 
para la subsistencia y defensa, les será forsíDSO entregarse. Su- 
poniendo, pues, que el beligerante ponga '\ú& «nedíospara obíte- 
ner este resultado,' ¿á qué titulo ^odrá utt neutral 'otítroítífe- 
ti^se á estorbarlo? 'El netítral no tiene derecho p«ra üonvertór 
en convemencia y lu'cro suyo las consecuencíaB de nn mer» 
acto del beligeraiíte : no tiene deredho paradeóírle: ete'!<rerdttli 
que tus armas han puesto en peligro la dominación de tu adver- 
sario en esos países ; pero es menester que yo participe ciel 
fmto de tus victorias, aunque esta participación las ataje y «mía- 
logre. Tú has arrancado al lenemigo por medios legítimos e»e 
monopolio, que había mantenido cofttra todo el mundo hasta 
ahora y que nunca presumhnos disputarle ; pero yo voy á m^ 
terponerme para impedir que completes tu triunfo. Yo traeré 
á las colonias de tu enemigo 'Ids artículos que necesitan y ex- 
piwrtaré sus^productos. Has expendido tu sangre y dinero, no 
para tu utilidad propia, sino para beneficio ajene. 

«'Nobray, pues, razón alguna (continuó Sir W. Scott) para 
qtte los neutrales se ingieran en un ramo de t5omercio, que se 
les lia redado conlstatrtemente, y que si ahora se Hes franquea, 
es por la urgencia de la guerra. Si el enemigo, inhabilitado 
para conncíerciar con'sus colonias, las ^bre á los extra«nj0tt5s, 
no es por su voluntad, sino por la apurada «ituacion *á '(jm 
nuestras armas le han reducido (í). » 

^stos fueron los principales fundamentos alegados pm* el 
tribunal para condenar al Immanuely y su doctrina ftaé plena- 
mente confirmada por la Corte de apelación en el caso de la 

(1) Roh. II, 186. 
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Wilhelminaj en que el Lord Canciller se expresó de ^te mo- 
do: «No es lícito á los neutrales, por el Derecho común de 
gentes, hacer en tiempo de guerra un comercio de qu3 antes 
no gozaban, y en esta virtud el tribunal es de sentir que se 
deben confiscar buque y carga (i). » 

La prohibición no se extiende á los casos en que el comercio 
de una colonia era permitido á los extranjeros en tiempo de 
paz. En el caso de la Juliana, buque neutral que navegaba 
entre la Francia y el Senegal, que era entonces colonia france- 
sa, habiéndose probado que este tráfico solia permitirse á los 
extranjeros antes y después de la guerra, se restituyó el bu- 
que á los propietarios neutrales (2). 

En año de 1756 fué cuando se estableció práctica y univer- 
salmente la regla que prohibe á los neutrales hacer en tiem- 
po de guerra un comercio que no les era permitido en la paz. 
Vamos ahora á referir las relajaciones que ha experimentado 
de entonces acá por el espíritu algo mas humano y benigno de 
la política moderna. 

Durante la guerra de la independencia de Norte-América 
estuvo suspenso el principio, porque la Francia, poco antes de 
comenzar las hostilidades, pareció abandonar el monopolio, 
permitiendo á los extranjeros el comercio con las Antillas 
francesas. Percibióse después que esta medida habia sido un 
mero artificio para eludir la regla : mas no por eso dejó de 
producir su efecto. Durante aquella guerra gozaron de tanta 
libertad los buques neutrales en este ramo de comercio como 
en otro cualquiera. 

En I is guerras que se originaron de la revolución francesa, 
las primeras instrucciones del gobierno inglés á los corsarios 
previnieron que se apresase toda nave cargada de efectos que 
fuesen producciones de cualquiera de las colonias de Francia, 
ó que . llevasen provisiones ú otros artículos destinados á al- 
guna de ellas. Las relajaciones que después se adoptaron han 
provenido principalmente de la mudanza que sobrevino en el 
comercio de las Américas por el establecimiento de un go- 
bierno independiente en esta parte del mundo. Á consecuencia 



(1) fíoh, IV, Aprenlix A. 
{i\ Rob. IV, 328. 
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de este suceso fueron admitidos los buques anglo-americanos 
á comerciar en varios artículos y con diferentes condiciones 
en las colonias francesas é inglesas. Este permiso vino á ser 
una parte del sistema comercial ordinario. Menoscababan, pues, 
aquellas instrucciones el comercio legítimo de los anglo-ame- 
ricanos. Su gobierno se quejó al británico ; y en 8 de enero 
de 1794 dio este nuevas instrucciones á sus buques armados 
para apresar toda nave cargada de frutos de las Antillas 
francesas, y que zarpase de cualquier puerto de ellas con 
destino á cualquier puerto de Europa. Mas como los neutrales 
europeos solicitasen igual franqueza, se relajó todavía mas la 
regla, y en 28 de enero de 1798 se ordenó á los corsarios que 
apresasen toda nave cargada de producciones de cualquiera de 
las colonias de Francia, España ú Holanda, y que zarpase de 
cualquier puerto de ellas para cualquier puerto europeo, que 
no fuese de la Gran Bretaña ó de la nación neutral á que per- 
teneciese la nave, ó á lo menos el dueño de la carga (1). 

Quedaron, pues, autorizados los neutrales para traficar di- 
rectamente entre una colonia del enemigo y su propio país : 
concesión tanto mas razonable, que aniquilado por los sucesos 
de la guerra el comercio francés, español y holandés, no te- 
nían los Estados de Europa medio alguno de proveerse de 
géneros coloniales en aquellos mercados. Pero subsistió la ile- 
galidad del tráfico directo entre una colonia enemiga y su me- 
trópoli : entre una nación enemiga y la colonia de su aliado : 
entre una y otra colonia enemiga, y una misma ó diversas 
naciones ; y entre una colonia enemiga y un puerto de Europa 
que no fuese de la Gran Bretaña, ó de la nación á que perte- 
neciese la nave. En rigor debió también condenarse el tráfico 
directo de los neutrales entre una colonia enemiga y una co- 
lonia neutral : mas en los casos de dos buques americanos 
que navegaban entre las Antillas enemigas y la isla neutral de 
Santómas, se ordenó la restitución. Rehusóse empero igual 
franqueza á un buque sueco que navegaba entre una colonia 
hostil y el territorio de los Estados Unidos, nación entonces 
neutral ; porque (como se dijo en la sentencia) « si no es lícito 
á un americano traficar entre Santo Domingo y la Suecia, no 

(1) Robin&o:i*8 ReportSy lY, Appendix A. 
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hay razón alguna para que se permita á un sueco traficar entne- 
Banto Domingo y América. * 

Hay circunstancias que hacen ilegítimo el tráfico de lo» 
neutrales compremdido al parecer en las excepciíoi^es mdk$a*> 
dan. En el casd del Rendshorg s^ haUa eelebmdKi »ftt cotttruta 
entre un comerciante neutral y la compftñiaf holandesa de la 
India oriental c^n el objeto declarado de aaiparafr tas propi«^ 
dades holandesas contra las armas de lAgkiterra. Aunque* la 
expedición era á Copenhague, puerto de la nacicm á qué pef<* 
teuecia la nave neutral, la Corte fué d« ienlir (|oe una opera- 
ción en grande emprendida ex profeso para fovorecer al ene^- 
n^ig^f y alentada por este, como aquella lo habia sido^ con 
privilegios peculiares, uo debia reputarse neutral, sin embargo 
de que la propiedad perteneda verdaderamente á ciudadano* 
de una t^mon amiga. « El comercio (Mfguu la exposición del 
juez) puede uo ser neutral, aunque la propiedad lo sea. Se 
dice que el comprador no tiene que ver con el motivo de la 
venta. No se exige ciertamente que escudriñe las miras de la 
persona con quien trata ; pero si ei^tas se descubren sin re*^ 
bo2;o» no debe deseniendei'se de ellasir Si un beUgerante soti*^ 
cita í^u ayuda para frustrar la diligencia del enermigo, no puede 
el neutral prestarla, sin hacerse reo de intervenoian en la 
guefl'á. Es cierto que el interés que le llirva uq es favorecer á 
nadie sino haoer m negocio ; pero tampoco el cfue envía ar*» 
liculos de contrabando al enemigo se pregone otro objeto que 
el lucro. £ls una sana máxima de Derecho de gentes, que no 
es licito ayudar á uno de los contendientes en peiguicio del 
otfo, y que la granjeria que pueda hacerse de este modo es 
ilegitima. Las leyes de la guerra permiten á tu enemigo des-^ 
truir tu comercio : segwi tu propia confesión, lo está efeo- 
luando : tiene de su parte el derecho y la fuerza : el neutral 
que en semejante estado de cosa*-, por utí motóvo de lucro ó 
de cualquiera otra especie, se íu^éíre é darte socorro y á sa- 
ciarte de las garras de tu adversario, obra ilegítimamente (1). » 

El comercio colonial prohibido no #e legítima aunque se 
haga circuitivamente 6 por rodeo. Á tiú neutral es permitido 
llevar á su naoion los prodftclos oolonirtes de un beligerante, 

(1) Roh. Rep.^W, 121, 
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y una- vez introducidos de buena fe, eixtraerio* de nuevos y 
llevarlos á cualquiera otra nación y al enemigo mismo. ¿ Pero 
qué linea puede trazarse en la práctica entre la importancia de 
buena fe, y la que solo es paliativa, y por tanta frauduleaata? 
Esta cuestión se ventiló detenidamente en el tribunal de los 
Lores Comisarios del Almirantazgo británico; y s& áecidió qae 
el hacer escala en un puerto cualquiera no muda la procedía»- 
eia de la nave, aunque pw los papeles- de navegación ó" por 
otros medios se dé color deviajes distinto» á tos varios traaii- 
tes de una misma expedición mercantil, y auinfae se deisent- 
barquen realmente los efectos para ñgurarla terminada. La 
regla general adoptada por aquel Almirantazgo es, que el 
desembarco de los efectos y pago de los derechos (te entrada 
en el país neutral, rompe la continuidad del viaje y constituye 
un» v^dadera importación, que legaliza las- optvsicioRes su&- 
ágmentes, aunque» los^ efectos vuelvan á embarcarse e» eí 
mismo buque, y por cuenta de los mismoB- propietarios netp* 
trales, con destino á metrópoli ó colonia enemigst. 

No se sigoe esta re^, cuando se desabre" que la iraposrf». 
cion ha sido aparente. • La verdad (según la doctrina de aquel 
jnizgado) puede no discernirse siempre, perO' si spwpeGe clara- 
mente, déb& sentenciarse con Éareglo á eüa y no at carácter 
ficticio de loe hechos. » Después de todo», no p^ieáei estable*- 
cersef un criterio definido y preciso para juzgar de^ la conté-- 
nuidad y consiguiente ilegitimidad ád. viaje, j siem^e es ne*-^ 
cosario tomar en consideiracion las circunstancias det caso 0). 

El castigo» que se impone á los neutrales que haceaa^ un 
comercio cotemaí é de otra especie, que no poedaír hacer, por- 
que les era vedado antes dé la guerra, es la» coiíffiscacioTf . For 
afguG tiempo había sido costumbre absoíver la nave, y con- 
fiscar solamente^ fe carga' ;• pero en estos' últimos' fiempos se 
ha vuelto al rigor del principio antiguo, eondeirando una y 
otra; lo que (según, se ha dicho hablando) del comercio efe 
cabotaje) debe tal vez mirarse como un* efecto pasajero d%l 
sistema extraordinario de guerra de quo se* hizo mención en 
el precedente articulo. 

He expuesto la doctrinado los tribunales y publicista» iiv- 

(1) Caso del Vüliúm, ñob, V, 387. 
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gleses (1). En la carta de Puffendorf á Groningio, publicada 
en 1701 y se dice que los holandeses é ingleses permitían á los 
neutrales el comercio que estaban acostumbrados á hacer ea 
tiempo de paz, pero no les tolerarían que se aprovechasen de 
la guerra para aumentarlo en perjuicio de sus respectivas na- 
ciones. Parece que en tiempo de Carlos lí era ya reconocida 
esta regla por la Inglaterra y la Holanda, que conminaban coa 
la pena de confiscación á los buques neutrales que la infrin- 
gían. Los holandeses alegaban entonces á favor de ella los 
principios generales de la razón y la prédica de los pueblos ; 
y se añade que en la guerra de 1741 fué sostenida por los (ri- 
bunales ingleses la prohibición del comercio de cabotaje, 
como fundada en el Derecho común de gentes. Según Valin, 
la Ordenanza francesa de 1704 envuelve el mismo principio. 
Pero en la guerra de 1756 fué cuando la regla de que se trata 
excitó la atención general. Mr. Jenkinson en su < Discurso 
acerca de la conducta de la Gran Bretaña respecto de las na- 
ciones neutrales, » publicado en 1757, condenó como ilegal é 
injusta la ingerencia de los neutrales en una especie de co- 
mercio que no les era permitido en la paz, y que solo se les 
franqueaba durante la guerra para hacer inútil é ilusoria la 
superioridad que el enemigo había sabido labrarse. Hubner 
mismo, que en el tratado que dio á luz en 1759 procuró eri- 
sanchar cuanto pudo las franquezas de los neutrales, confiesa 
que la legitimidad de este comercio es dudosa. 

Por otra parte los Estados Unidos han reclamado constante 
y vigorosamente contra, la legalidad de la regla, en la exten- 
sión que la Gran Bretaña ha querido darle, alegando que se 
trataba de introducir una novedad subversiva de principios 
que se habían mirado siempre como sagrados entre las na- 
ciones : que los neutrales podían hacer cualquiera especie de 
comercio con los beligerantes, menos con artículos de contra- 
bando ó con los puertos bloqueados, sin embargo de que no 
se les hubiese permitido antes de la guerra ; que era lícito á 
las naciones amigas recibir una de olra cualesquiera favores 
comerciales, y nada tenían que ver con los motivos de la con- 
cesión, cualesquiera que fuesen ; y que solo aquellas especies 

(1) Lo que signe se ha sacado de los Comentarios de Kcnt, p. I, lect. 4. 
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de comercio que tenían una conexión inmediata con la guerra, 
violaban la neutralidad. « Así que, la regla de 1756 (dice Kent) 
puede considerarse todavía como controvertible y dydosa. El 
juez mayor de los Estados Unidos en el caso del Commerceiiy 
se abstuvo de expresar juicio alguno sobre su legitimidad. Es 
muy posible que si los Estados Unidos llegan al alto grado de 
poder é influencia marítima á que sus circunstancias locales y 
su rápido incremento parecen llevarlos, di^ manera que un 
enemigo suyo se viese obligado á franquear su comercio do- 
méstico á las naíiones neutrales, diésemos mas importancia á 
los derechos de los beligerantes, é hiciesen mas impresión en 
nosotros los argumentos de los publicistas extranjeros á favor 
de la justicia de la regla. » 

9. 

Entre las cargas á que está sujeto el comercio neutral se 
cuenta el embargo forzado de sus buques para las expedicio- 
nes do guerra :. sobre lo cual solo tengo que remitirme á lo 
dicho en la primera parte de estas lecciones (1). 

10. 

Asimismo están sujetos los neutrales al gravamen de la vi- 
sita y registro de sus buques en alta mar por los buques ar- 
mados de los beligerantes. 

Los deberes de un neutral para con un beligerante existi- 
rían en vano, si este no se hallase revestido de la facultad de 
visitar y registrar las naves de aquel. ¿Cómo, por ejemplo, 
seria posible averiguar si una de ellas lleva ó no artículos de 
contrabando, si esta facultad no existiese? Los neutrales han 
hecho repetidos esfuerzos para limitarlo, principalmente por 
medio de la liga que con el título de neutralidad armada se 
formó en 1780 bajo los auspicios de la Emperatriz de Rusia. 
Pretendióse que si una ó mas naves neutrales eran convoya- 
das por un buque de guerra del Estado, y el comandante de 
este buque aseguraba que á bordo de aquella nave ó naves no 

(1) Cap. VI, ar. 6. 
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hsbia ningún articulo prohibido, el beligerante debía conten- 
tarse con esta declaración, y no le era lícito proceder á la vi- 
sita. La Gran Bretaña no quiso entonces insistir rigurosamente 
en la regla absoluta, pero no la abandonó. Otras tentativas^ 
hechas en épocas posteriores por los neutrales, han quedado 
sin efecto, y el derecho de visita subsiste en el dia teórica y 
prácticamente, sin otras limitaciones que ks establecidas por 
tratados especiales. 

La doctrina relativa á la visita de los buques neutrales fué 
expuesta con bastante claridad por Sir W. Scott en el juicio 
de la María. Redújola á tres proposiciones. Primera : c Que 
el visitar y examinar los buques mercantes en alta mar, sean 
cuales fueren los buques, cargas y destinos, es un derecho in- 
controvertible de los beligerantes ; porque mientras no se vi- 
siten y examinen los buques, es imposible saber si son verda- 
deramente neutrales, y cuál es su carga y destino. » Segun- 
da : < Que el empleo de la fuerza por parte de las naciones 
neutrales contra el ejercicio de este derecho, no lo altera ni 
menoscaba. » .« Dos soberanos, continuó, pueden estipular 
entre si, como recientemente lo han hecho algunos, que la 
presencia de sus buques de guerra signiftcará mutuamente la 
neutralidad de las naves mercantes escoltadas por ellos y la 
legitimidad de sus destinos y cargas ; y si los soberanos con- 
ti'atantes se avienen íá «oeptar el uno del otro esta prenda ú 
otra cualquiera, no tienen las demás potencias que ver en 
eso, ni se les da el menor motivo de queja. Pero ningún sobe- 
rano puede legalmente exigir que se admita semejante segu- 
ridad, no mediando pacto expreso, porque el Derecho común 
no reconoce otra que la visita y registro -ejecutados por 1«b 
beligerantes. » La tercera proposición es : « Que la pena im- 
puesta por el Derecho de gentes á los contraventores es la 
confiscación de las propiedades que se intenta sustraer al exa- 
men. » « Remitiéndome, añadió el juez, al dictamen de la recta 
razón, á la expresa autoridad de Vattel, á nuestras institucio- 
nes y á las de otras grandes potencias marítimas, sostengo 
con toda confonza que por el Derecho de gentes, según se en- 
tiende en el dia, la pena del neutral que opone una deliberada 
y continuada resistencia á la visita, es la confiscación (1). » 

(X) Rob. Rep,, I, 340. 
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La visita se hace de este modo. Un buque jüatis^a á otFO poflP 
medio de un cañonazo Ó de la bocina, que se detenga y aei 
acerque hasla .qu« el primero le euvíe un bote para ^xaiminar 
sus papeles y ísarga. Habiéndose hecho práctica universal te 
da navegar can difepe»ítes pabellones para disimular la nació» 
nalidad de la nave., con k mira de in^pira^ una falsa seguri^p 
dad á los enemigos o evitar «us ataques^ resulta que nadi^ 
tiene cooñanza en la bandera del que le llama, el cual puede 
ser, no solo un beligerante legítimo, sino un pirata, que jMirt 
mejor ejecutar su pérfido intento, ^arbola un pab^ellosfii amigQ^. 
Para ocurrir á este iacoavjenieíitíe se introdujo la x^.ostumbi'^ 
de afíanzar el pabellout tirando ua caSoníwo sin bak, por me*- 
dio del cual el comandante del buque arnisKlG asegura al otr^ 
que su divisa es sinoera y leaL Pero como es fiíicil que un p*» 
rata haga otro tanto, y como las potencias betli^rantes no hm 
observado escrupulosamente esta cost^ubre, y aun algunas 
no la reconocen^ el derecho convencional de la Europa ha esta- 
blecido que después del cañonazo no debe el buque armado 
abordar al neutral, sino permanecer ep facha á la distancia de 
uñ tiro ó medio tiro de cañón, y echar al agua su bote con uq 
oficial para que vaya á visitarlo. La visita debe hacerse con la 
menor incomodidad y violencia posible (1). 

Hé aquí algunas reglas relativas al ejercicio de este dere- 
cho según la práctica del Almirantazgo británico : 1^ El dere- 
cho de visita no se extiende 5i los buques de guerra, cuya in- 
munidad del ejercicio de toda especie de ^'urisdiccion, excepto 
la del soberano á quien pertenecen, ha sido umversalmente 
reconocida, reclamada y consentida. Los actos atentatorios 
contra esta inmunidad se han resistido y reprobado constan- 
temente. La doctrina contraria no tiene á su favor la opinión 
de ningún publicista, ni se la ha dado lugar en tratado algu- 
no. 2" La visita y registro debe hacerse con el debido cuidado 
y consideración á la seguridad del buque y á los derechos de 
los interesados en él. Si el neutral ha obrado de buena fe y la 
investigación se ha llevado mas allá de sus justos límites, el 
corsario es responsable de los daños y perjuicios que cause. 
3" Siempre que hay lugar á la pena, recae juntamente gobre 

(!) Azuni, Der, Marit., p. II, c. 3, art. 4. 
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la nave y la carga. 4' La disposición á la resistencia, no ha- 
biéndose llevado á efecto, no induce la pena. 5* Si el neutral 
no tiene suficiente fundamento para creer que hay guerra, la 
resistencia, por directa que sea, no da lugar á la pena, porque 
si no existe la guerra, no existe el carácter neutral, ni las 
obligaciones inherentes á él. G* El escape intentado antes de 
la actual tenencia de la nave por el beligerante, no induce la 
pena. 7' Si se detiene á una nave neutral y el beligerante la 
deja á cargo de su patrón ó capitán, sin que este se compro- 
meta expresamente á llevai*la á un puerto del beligerante para 
su adjudicación, el escape del neutral no es una resistencia 
ilegítima. 8* El recobro efectuado por la tripulación después 
que el beligerante se halla en tenencia de la nave, es un acto 
de resistencia que da lugar á la pena. 9* La resistencia de la 
nave convoyante se mira como resistencia de todo el convoy, 
que por consiguiente queda sujeto á la pena. 

11. 

Se exige en fin á los neutrales que vayan provistos de los 
documentos necesarios para probar la nacionalidad , proce- 
dencia y destino del buque, y de las mercaderías que lleva á 
su bordo. 

El primero de estos documentos es el pasaporte. Se llama 
así en términos de Derecho marítimo el permiso de un sobe- 
rano neutral, que autoriza al capitán ó patrón del buque para 
navegar en él. Deben por consiguiente expresarse en este do- 
cumento el nombre y domicilio nacional del capitán, y el nom- 
bre y designación del buque. Se puede ademas indicar, si se 
quiere, el destino del buque y su carga ; pero estas y otras 
circunstancias no son de la esencia del pasaporte. 

Este documento es absolutamente indispensable para la 
seguridad de toda nave neutral. Según los reglamentos de va- 
rias naciones, no sirve sino para un solo viaje, el cual se en- 
tiende terminar por el retorno de la nave al puerto de su pro- 
cedencia. Se puede dar por tiempo determinado ó sin limitación 
de tiempo. Es nulo, si á la fecha en que suena expedido, no se 
hallaba la nave en el territorio de la potencia que lo concedió, 
ó si ha hecho arribadas ó escalas que no se mencionan en él, 
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á menos que se pruebe por otros documentos auténticos que 
la nave se vio forzada á hacerlas. Finalmente, cuando la nave 
ha mudado de nombre, es necesario probar su identidad, con 
escrituras certificadas por las autoridades del puerto de donde 
procede (1). 

2. Letras de mar. Especifican la naturaleza y cantidad de la 
carga, su procedencia y destinó. Este documento no es nece- 
sai'io, cuando el pasaporte hace sus veces. 

3. Los títulos de propiedad del buque. Estos sirven para^ 
manifestar que el buque pertenece verdaderamente á un sub- 
dito de un Estado neutral. Si aparece construido en país ene- 
migo, se necesitan pruebas auténticas de haberlo comprado el 
neutral antes de declararse la guerra, ó de haberse apresado 
y condenado legalmente en el curso de ella ; y en este último 
caso debe acreditarse del mismo modo la venta. Los que na- 
vegan sin estos documentos se exponen á ser detenidos y á 
que se les dispute el carácter neutral. 

4. El rol de la- tripulación. Contiene el nombre, edad, pro- 
fesión, naturaleza y domiciho de los oficiales y gente de mar. 
Es útilísimo para probar la neutrahdad de la nave. Seria cir- 
cunstancia sospechosa que la tripulación se compusiese prin- 
cipalmente de extranjeros, y sobre todo, enemigos. Por los 
reglamentos de algunas naciones, se declaran buena presa las 
naves en que el sobrecargo ú oficial mayor es enemigo, ó en 
que mas de los dos tercios de la tripulación tienen este carác- 
ter, ó cuyo rol no está legalizado por los oficiales públicos del 
puerto neutral de donde ha sahdo la nave, á menos de pro- 
bai*se que ha sido necesario tomar oficiales ó marineros ene- 
migos para reemplazarlos muertos (2). 

Algunos Estados no usan otro rol que un certificado que 
expresa el número de la oficialidad y tripulación, y notifica 
que la mayor parte de ellos se compone de subditos de poten- 
cias neutrales. 

5. Carta-partida ó contrata de fletamento del buque. Es de 
la mayor importancia para calificar su neutralidad. 

6. Patente de navegación. Es un documento expedido por el 

(1) Ordenanza francein de 26 de julio de 1778, ele. 

(2) Of'denama francesa citada. 
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soberano ó jefe del E&tado, autorizando á ua bnque para na- 
vegar bajo su bandera y gozar de las preferencias anexas á su 
oacionalidad. Contiene el nombre y descripción del buque, y 
el nombre y residencia del propietario. Cuando se trasfíere la 
propiedad á un extranjero, se devuelve la patente al gobierno 
que la expidió. No varia de viaje á vicg^, y ttonque puede dar 
luz sobre el carácter del buque, no eis necesaria, segua el De^ 
recho de gentes, para caliñoar su neutralidad^ 

7. Conocimientos, Recibos de la carga otorgAdos por el ca- 
pitán, con promesa do entregarla al consigiMitario. De estos 
suele haber muchos ejemplares : uno conserva el capitán^ otro 
se entrega al cargador, y otro se trasmite al consignatario. 
Como son documentos privados, no producen el mismo grado 
de fe que la oontrata de fletamento. 

8. Facturas. Listas de los efectos, enviados por los ear^ 
dores á los consignatarios con exjH'esion de sus precios y ^ 
mas costos. Son documentos que se adulteran fácilmente v i 
que se da poco crédito. 

9. Diario. Llevado con exactitud, puede dar mucha luz «^ 
bre el verdadero carácter de la nave y del viaje, y cuando se 
falsifica, es fácil descubrir la impostura. 

10. Certiñcados consulares. Conviene mucho á los neutrales 
proveerse de certificados de los cónsules de las naciones beji" 
gerantes, si los hay en los puertos de donde navegan. 

El echarse de menos los papeles que se han señalado canw 
mas importantes, suministraría vehementes presunciones coor 
tra la neutralidad de la nave ó k carga ; pero ninguno áe 
ellos, según la práctica de los juzgados británicos y aaieri<5a' 
nos, es en tanto grado indispensable, que su falta «e fín^ 
como una prueba conclusiva que acarree necesariamente la 
condenación de la propiedad, cuyo carácter se disputó. */ 
aliquid ex solemnibus deñciat, cum sequitas poscit, subvenienr 
duní est. El ocultamiento de papeles de mar autoriza la deflfc^**^ 
cion de la nave, y aunque no bastarla para que -se condenase 
sin mas averiguación, cerraría la puerta á todo reeteino de p^^ 
juicios. El echar los papeles al agua, el desti»uirlos ó Imcerlos 
ilegibles son circunstancias en extremo agravantes y pernicio- 
sas. Por las Ordenanzas de Francia, todo buque, sea cual fuere 
su nación, en que se probase que se han arrojado pap^^^^^ 
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agua, ó se han destruido ú ocultado de cualquier otro modo, 
se declara buena presa junto con su carga, sin que sea nece- 
sario examinar qué papeles eran los arrojados, quién los echó 
al agua, ó si han quedado á bordo los suficientes para justifi- 
car que la nave ó su carga pertenecen á neutrales ó aliados. 
Pero la práctica de la Inglaterra y de los Estados Unidos, me- 
nos rígida en este punto, no desecha las explicaciones que pue- 
dan ofrecerse, ni dispensa ordinariamente de la concurrencia 
de otras pruebas para la confiscación de la presa. 
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CAPITULO IX. 

DE XAS GONVENGIQNfiS RELA.TIVAS AL ESTADO DE GUEHRA. 

1. Alianzas. -^ 2. Treguas. — 3. Capitulaciones. — 4. Salvoconducto. — 
5. Carteles y otras convenciones relativas al canje y rescate de prisione- 
ros, — 6. Tratado de paz. 

1. 

La alianza (1) es de modos : defensiva^ en que solo nos 
obligamos á defender al aliado invadido ; y ofensiva^ en que 
nos obligamos á hacer la guerra con él atacando á otra nación. 
Hay alianzas á ua mismo tiempo defensivas y ofensivas, y este 
segundo carácter comprende generalmente el primero ; pero 
las puramente defensivas son las mas frecuentes, asi como las 
mas naturales y legítimas. 

La alianza es también indeterminada , cuando ofrecemos 
ayuda á nuestro aliado contra cualquiera potencia, ó solamente 
exceptuamos una ú otra : ó determinada cuando el auxilio que 
prometemos es contra una potencia en particular. 

Hay alianza íntima^ en que los ahados hacen causa común 
y empeñan todas sus fuerzas : esta, especialmente si es ofen-- 
siva, constituye una verdadera sociedad de guerra. Hay otras 
en que el aliado no toma una parte directa en las operaciones 
hostiles, y solo está comprometido á dar cierto auxilio de tro- 
pas, naves ó dinero. 

(1) Se ha seguido á Vattel, 1. lil, ch. 6. 
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Estas tropas ó naves se llanian auxiliares^ y no puede ha- 
cerse de ellas otro uso que el permitido por el soberano que 
las presta. Si se dan pura y simplemente, podemos emplear- 
las en cualquiera especie de servicio, pero no tendi*íamos fa- 
cultad para trasferirlas como auxiliares á otra tercera potencia. 

El auxilio en dinero se llama subsidio. Dase también este 
nombre á la pensión anual que un soberano paga á otro por 
un cuerpo de tropas que este le suministra ó tiene" á su. dispo- 
sición. 

Todo tratado de alianza encierra la cláusula tácita de la jus- 
ticia de la guerra. El conjunto de circunstancias en que lo con- 
venido se debe llevar á efecto, se llama casas foederis, sea que 
estas circunstancias se mencionen de un modo expreso, ó solo 
se contengan implícitamente en el tratado. No hay, pues, ca- 
sas foBderis cuando la guerra es manifiestamente injusta. La 
injusticia debe ser manifíesta, para que podamos exonerarnos 
honrosamente de la obligación contraída; porque de otro modo 
no nos faltarían nunca pretextos para eludir un tratado de 
alianza. Pero no es lo mismo cuando tratamos de aliarnos con 
una potencia que está ya en armas ; porque entonces debemos 
tomar por única guia de nuestra conducta el juicio que hacemos 
de la justicia ó conveniencia de la guerra en que vamos á em- 
peñarnos. 

Una guerra justa en su origen deja de serlo cuando nues- 
tro aliado no se contenta con la reparación de la ofensa y los 
medios razonables de seguridad futura que le propone el ene- 
migo. Debemos en tal caso retirar nuestro auxilio. Debemos 
por la misma razón rehusarlo aun en una alianza defensiva, 
cuando nuestro aliado, por un acto manifiesto de injusticia, 
que no se allana á reparar, ha provocado la invasión ene- 
miga. 

Si nos ponemos bajo la protección de otro Estado y prome- 
temos asistirle en sus guerras, es necesario reservar nuestras 
alianzas existentes, porque de dos tratados que nos imponen 
obligaciones contrarias, tiene mas fuerza el mas antiguo. Lia 
excepción á favor de nuestros propios aliados cuando contrae- 
mos una alianza general é indeterminada, se limita siempre 
á los que entonces lo son : á menos que se estipule expresa- 
mente lo contrario, lo cual rebajaría mucho el valor del tra- 
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tada y lo haría fácil de eludir. Si de tres potencias ligadas por 
un pacto de triple alianza, las dos llegan á romper entre sí y 
hacerse la guerra, á ninguna de ellas se debe auxilio en virtud 
de tal pacto. 

Rehusar á nuestro aliado en una guerra justa el auxilio 
que le hemos prometido, es hacerle injuria. Debemos por con- 
siguiente reparar los daños que nuestrainfldelidad le causase. 

La alianza con uno de los beligerantes nos hace enemigos 
del otro. Pero si no empeñamos en la alianza todas ó la mayor 
parte de nuestras fuerzas, sí no la hemos contratado cuando 
la guerra existia ya ó amenazaba, si es indeterminada y no 
contra aquel enemigo en particular, y en ñn, si es puramente 
defensiva, Vattel es de sentir que no rompemos la neutrali- 
dad, ciñéndonos estrictamente á prestar el auxilio ofrecido. 
Sobre este punto, en que no están acordes las opiniones de 
los publicistas, he expuesto ya lo que me parece mas confor- 
me á razón (1). 

2. 

La guerra (2) seria demasiado cruel y funesta, y su termir 
nación imposible, si se rompiese toda comunicación con el ene- 
migo. Las circunstancias obligan á veces al uno de los belige- 
rantes á tratar y estipular con el otro, y ya hemos visto la 
obligación en que se hallan de guardar fe en sus contratos. 
Consideramos ahora algunos de ellos en particular. 

Se pacta algunas veces suspender las hostihdades por cierto 
tiempo. La interrupción de la guerra que se limita á las inme- 
diaciones de una ciudad ó campo, y á un breve espacio de 
tiempo, como las que se hacen para enterrar los muertos des- 
pués de un asalto ó combate, ó para una conferencia entre los 
jefes, se llama armisticio ó suspensión de armas. Si es por un 
tiempo considerable, y sobre todo si es general, so llama /re- 
gua, Pero muchos usan estas denominaciones indistintamente. 

La tregua ó armisticio no suspende el estado de guerra, 
sino solo sus efectos. Es ó general, que suspende totalmente 

(1) P. II. c. 7, art. 2. 

(á) La que sigue es doctrina de Vattel, I. III, ch. 16, § 233 y síg., y de 
los Elementos de Wbealon, p. IV, c. 2, § 18 y sig. 
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las hostilidades ; ó particular, que solo se Teriflca e& detenni* 
nado paraje, v. g. entre una plaza y el ejército sitiador; ó con 
respecto á cierta especie de hostilidades, ó con respecto á 
ciertas personas. Una tregua general y por muchos años no 
se diferencia de la paz sino en cuanto deja indecisa la cuestión 
que ha dado motivo á la guerra. Si la tregua es general^ solo 
puede estipularse por el soberano ó con especial aulorizaeion 
suya. Lo mismo so apUca aun á la» treguas particulares de 
largo tiempo, que un general no puede sgustar sino reservando 
la ratificación. Para las treguas particulares de corto término 
se hallan naturalmente autorizados lo9 jefes. El soberano queda 
igualmente obligado á la puntual observancia de todas ellas 
(siempi*e que hayan sido estipuladas por autoridad competente) 
y se hacen obligatorias á sus súbdito&á medida cpxe llegan á su 
noticia. Débense, pues, publicar, y para e\átar disputas se 
acostumbra en ellas, como en los tratados de paz^ fijar térmi- 
nos diferentes, según la situación y distancia de los lugares, 
para la suspensión de las hostilidades. Cuando asi se hace, es 
necesario indemnizar de todo perjuicio que resulte al enemigo 
de la infracción de la tregua después del momento en que de- 
bió empezar á observarse. P^o si no se ha hecho mas que 
publicarla sin fijar ese momento, nonos corroía obKgacion de 
reparar los daños ocasionados por las hostiKdades que ejecfu- 
tamos antes de saber que hay tregua, sino meramente I* de 
restituir los efectos apresados que se halíen en ser (1). Cuando 
por culpa de las autoridades que debieron pubRcar la tregua 
se ignorase su existencia, habría derecho para exigir una in- 
demnización completa. 

Si un particular contraviene á.Ia tregua, sabiéndola, no sofo 
debe ser compelido á la reparación de los danos hecho's, sino 
castigado severamente. Si el soberano se negase á ello, haría 
suya la culpa, y violaría la tregua. 

La violación de la tregua por uno de los^ contratantes auto- 
riza al otro para renovar las hostilidMes, sí no es que hajia 
estipulado que et infractor se sujete á una pena : en cuyo x^aso 
si se allana á sTTfrfrte, subsiste la tregua, y el ofendido no tiene 
derecho á mas. 

(1) Véase la nota de tapágraa i95 d< este capíttiio. 
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En los convenios de tregua es necesario determinar el tiempo 
eon la mayor precisión, señalando no solo el día, sino hasta la 
bora de su principio y terminadoii. Si; se dioe Je tal dia á tal 
dia^ es importante añadir inclusiva ó exelusivsaneiiie^ para qui- 
tar todo motivo de disputa. Cuando i^e habla de días, se debe 
entender el natural, que comienza y acaba al levantarse el sol. 
Si no se ha Qjado el principio de la suspensión de arms», se 
presume que empiexa^n el momento de publicarse. En todo caso 
de duda acerca de su principio ó su ñn^ debe interpretarse el 
convenio en el sentido mas favorable^ que es el que evita la 
aCusion de sangre^ prolongando la tregua. 

El efecto de toda la tregua es la soi^pension de las hostilida- 
des. Podemos por consiguiente hacer en ella, y en los luga- 
res de que somos dueños, ó dentro de los limites prescritos 
por la convención, todo lo que es licito durante la paz : levan- 
tar tropas, hacerlas marchar dé un punto á otro, llamar auxi- 
liares, reparar fortificaciones, etc. Pero no es licita, durante 
una tregua^ ninguna de aquellas operaciones que perjudica»! 
al enemigo y que no hubieran podido emprenderse sin peligro 
en medio de las hostiUdades ; v. gr. facilitar el ataque ó de- 
fensa de una plaza sitiAda, continuando aquellos trabajos 
exteriores, en que, si no fuese por la tregua, tendríamos que 
e^cponernos al fuego de nuestro enemigo* 

Si el objeto de la tregua es regiar los términos de una ea-*- 
pitulaciou» ó aguardar, órdenes de los sobónos respectivos, 
el sitiado no debe aprovecharse de ella para recibir socorro 6 
municiones en la placa, pues el espíritu de semejante pacto es 
que las cosas subsistan en el mismo estado en todo aquello 
que hubiera podido impedirse por la fuerza contraria. En una 
suspensión de armas para enterrar los muertos después de un 
ataque, nos seria permitido recibir socorro por un paraje dis- 
timte de aquel en que están los cadáveres, 6 mejorar la posi- 
ción de nuestras fuerzas haciendo mover la retaguardia, por^ 
que los efectos de una convención de esta especie se limitan 
y circunscriben á su objeto. No se prohibe, pues, valemos de 
este medio para adormecer la vigilancia del enemigo. Pero 
no tendríamos derecho para desfilar inpunemente á su vi^a. 
Y si la tregua no tiene un objeto particular y limitado, seria 
siempre un acto de mala fe, ó por mejor decir, una infracción 
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de la tregua, aprovechai'nos de ella para avanzar en país ene- 
migo ú ocupar un puesto importante. Por punto general, en 
los lugares cuya posesión se disputa, y que se hallan compren- 
didos en la tregua, debemos dejar las cosas como están, y 
abstenemos de toda empresa que pudiese perjudicar al ene- 
migo. 

Si una plaza ó provincia es abandonada verdaderamente por 
el enemigo, su ocupación no quebranta la tregua. El dar asilo 
á sus desertores tampoco la infringe. Pero mientras ella dura, 
no es lícito aceptar la sumisión de las plazas ó provincias que, 
estando comprendidas en la tregua, se entregan espontánea- 
mente á nosotros, y mucho menos instigarlas á la defección ó 
tentar la fidelidad de los habitantes. 

El derecho de postlímínío, como propio que es de la guerra, 
se suspende por la tregua. 

Puede prohibirse en ella, ó sujetarse á cualesquiera restric- 
ciones, la comunicación con el enemigo. Los que han venido 
durante la tregua al país que ocupan nuestras armas, pudieran 
á su espiración ser detenidos como prisioneros, aun cuando 
una enfermedad ú otro obstáculo insuperable les hubiese im- 
pedido volverse ; pero es mas generoso y humano darles un 
plazo en que les sea posible hacerlo. 

Espirando el término del armisticio, se renuevan las hoslili- 
dades sin necesidad de declaración. Pero si no se ha fijado 
término, es necesai'io denunciarlos. Lo mismo se acostumbra 
generalmente después de una larga tregua, para dar al ene- 
migo la oportunidad de precaver las calamidades de la guerra, 
prestándose á la satisfacción que pedimos. 

3. 

Otra especie (1) de convención relativa á la guerra es la ca- 
pitulación de un ejército ó plaza que se rinde á la fuerza ene-^ 
miga. Para que lo pactado en ella sea válido, de manera que 
imponga á los dos soberanos la obligación de cumplirlo, se 
requiere que los jefes contratantes no excedan las facultades 
de que por la naturaleza de su mando se les debe suponer rc- 

(1) Vattel, ¿6., J 261 y sig. 
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vestidos. Valdrá, pues, lo que contraten sóbrelas cosas que les 
están sujetas : sobre la posesión natural, no sobre la propie- 
dad del territorio que sus armas dominan. Concertarán legí- 
timamente los términos en que, ha de rendirse la plaza ó ejér- 
cito, y han de ser tratados los habitantes. Pero nt) pueden 
disponer de fortalezas ó provincias lejanas, ni renunciar ó ce- 
der ninguno de los derechos de su soberanos respectivos, ni 
prometer la paz a su nombre. Si el uno de los generales in- 
siste en exigir condiciones que el otro no cree tener facultad 
de otorgar, no les queda otro partido que ajustar una sus- 
pensión de armas para consultar al soberano y aguardar sus 
órdenes. 

Las capitulaciones obligan desde luego á los subditos de 
los jefes contratantes, y apenas es necesario advertir que 
cuando estos no han traspasado sus poderes, deben ser reli- 
giosamente observadas. 

Igual valor y firmeza deben tener las convenciones de los 
particulares con los jefes ú oficiales del enemigo acerca de 
contribuciones, rescates, salvaguardias, etc., siempre que las 
promesas de los unos ó de los otros no se extiendan á cosas 
de que no pueden disponer legítimamente (1). 

El seguro (2) ó salvoconducto es una especie de privilegio 
que se da á los enemigos para que puedan transitar con se- 
guridad. Llámase también pasaporte, aunque esta palabra se 
aplica mejor al permiso de tránsito que se concede indistin- 
tamente á todos aquellos que no tienen algún impedimiento 
particular. 

Se da salvoconducto no solo á las personas sino á las pro- 
piedades, eximiéndolas de captura en alta mar ó en territorio 
del Estado ; ni solamente al enemigo, sino á los convencidos ó 
acusados de algún crimen, para que puedan venir sin peligro 
de que se les castigue ó enjuicie. 

Todo salvoconducto debe respetarse como emanado del so- 

(1) Véase lo dicho sobre las convenciones de las potestades subalternas 
en la pan. I, cap. IX, art. 4. 

(2) Vattel, 1. III, ch. 17, § 265 y sig. 

19 
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beranfo, sea que este mismo lo ortogue, ó alguna de las potes- 
tades subálteraas que tienen facultad para ello por la natura- 
leza de sus funciones ordinarias ó por comisión especial. 

l^as reglas siguientes determinan las obligaciones mutnas 
que proceden de la naturaleza de este contrato : 1* El sahro- 
conducto 'se limita á las personas, efectos, actos, lugares y 
tiempos especificados en él. 2* Se entiende sin embargo com- 
prender el equipaje de la persona á quien se da y la comitiva 
proporcionada á su clase, aunque para evitar dificultades úo 
mejor es que especifiquen y articulen ambos puntos en el 
mismo salvoconducto. 3* El asegurado no tiene derecho para 
traer en su comitiva desterrados, fugitivos ú otras personas 
sospechosas. 4*^ Puede ser hecho prisionero, luego que se 
cumple el término del salvoconducto, á rnénos que una fuerza 
mayor le haya detenido en el pais, en cuyo caso es justo dai'le 
un plazo para su salida. 5* El salvoconducto no espira pm* la 
muerte ó deposición del que lo ha cowcedido. -6» El soberano 
puede revocarlo aun antes de cumplirse bu tiqrmino, pero dando 
fll portador 'la libertad -de 'retirarse. 7* Si rascones poderosas 
obligan á detenerle contra su voluntad por algún tiempo (como 
pudiera hacerse oon otro cualquier viajero, para impedir, v* g,, 
que llevase á nuestro enemigo una noticia importante) se le 
debe tratar bien y soltarle lo jnas pronto posible. 8* Si el sal- 
voconducto tiene la cláusula joor el tiempo de nuestra voluntad, 
puede ser revocado á cada momeilto y espira con la muerte 
del que lo ha concedido. 

5. 

Sobre los carteles ó convenciones entre soberanos© los ge- 
nerales -para él canje de prisioneros sdlo advertiremos que no 
.es'Kcrto trafficar á su sombra ni servirse de eflías para urdir 
esítratagemas hostiles. Tfeigun abuso es mas reprensible que 
é[ de aqui^los limitados medias de comtmicadion que existen 
entre enemigos y son tan necesarios para 'mitügar las cüIhihí- 
dades de^a 'guerra. 

Por lo que ioca alas conveoacianes gue puedaUihacerse entre 
particulares para el canje ó rescate de iprLsioaBroa, y^queon 
el modo antiguo de hacer la guerra ocurrían -mucho mas á me- 
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nudo que en el presente, la doctrina de Vattel (1) piiede vedm- 
cipse á estas reglas : 1» El derecho que uno tiene para exigir 
un rescjate, es trasferibie. 2» EH contrato de rescate no puede 
rescindirse é pretexAo de haberse descubierto que el prisionero 
es de* mas alta clase ó mas rico de le «que se habia creido al 
pa:«nderlo. 3* No están obligados los herederos á pagar el pre- 
cio del rescate, m el prisionero fallece después del contrato, 
pero antes de recdhir la libertad. 4"" Cuando se suelta á un pri- 
sionero á condición de que obtenga la libertad de otro, el pri- 
mero es obligado á ponerse otra vez en poder del enemigo, &i 
el segundo fallece antes de recibir la libertad, 5» El prisionei^o 
qtte ha recibido la «uya y entes de pagar el rescate cae de 
nuevo en poder del enemigo, no queda exento por eso de la 
obligación anteiñor ; y ei por el contrario, después de ajustado 
el rescaiíe y áates de recibir del enemigo la libertad, la reoohra 
por la suerte de las armas, queda disuelto -el contrato. B^Gcaao 
por iLa asnuerte del *pr¿sionero eqoira el dei^eciho que el enemigo 
tenia sobne «u persona, espira al mí^mo tiempo ia obligación 
de los rehenes ^e se hubiesen dado por él ; pero si estos mue- 
ren, subsiste la obUgAcion del primero. 7^ Si se ha sustituido 
un prisionero á otro, la muerte de cualquiera de «ellos no altera 
la condición dd Si&brevivifintie (S). 

6. 

El último de los tratados relativos á la guerra (3) es el de 
paz, que la termina; acerca del cual haremos las observaciones 
siguientes : 

i. Es privativo del soberano ajustar los tratados de paz. 
Sucede empero algunas vaoes que no es una misma la auto- 
ridad constitucional á quien está encomendado hacer la paz y 
la autoridad que declara y liace la guerra. En Suecia después 
de la muerte de Carlos XII, el rey podía declarar la guerra sin 

(1) Tb, g 579 y sig.. 

(!l) Ya DO eB 'co«tuntl>re "Vñ^t rttscsi^ ; ^ro «ft un «cafnje i^tfiíwal «le 
ílMNEkbrB p»r iionÉm f ^swáo ^r «meo, «t lia yim é w&mi 4iiiwtarM)iim 
ealdo en liiaaro para ^^oüpeosar el texjseso de jwmero ó Ja dilereooia de 
grado. 
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el consentimiento de la Dieta, pero hacia la paz con acuerdo 
del senado. En los Estados Unidos el presidente puede hacer 
la paz con el dictamen y consentimiento de dos tercios del se- 
nado ; pero está reservado al congreso de acuerdo con el pre- 
sidente, declarar la guerra. 

2. Todas las cláusulas del tratado de paz son óbhgatorias 
para la nación, si el gobierno no traspasa en ellas las faculta- 
des de que está revestido. El poder constitucional que hace 
la paz, tiene para este fin todas las facultades que la nación ha 
depositado en los varios jefes y cuerpos que administran la 
soberania. Los pactos que él celebra con el enemigo son una 
ley suprema para todos estos jefes y cuerpos Si se promete, 
por ejemplo, el pago de una suma de dinero, el cuerpo legisla- 
tivo se hallaría, en virtud de esta promesa, obligado á expedir 
el acta ó ley necesaria para llevarla á efecto, y no podría ne- 
garse á ello sin violar la fe pública. 

3. El tratado de paz no deja de ser obligatorio, porque lo 
haya celebrado una autoridad incompetente, irregular ó usur- 
padora, si tiene la posesión aparente del poder que ejerce, la 
cual basta para legitimar sus actos á los ojos de las naciones 
extranjeras. En los tratados de paz es aun mas preciso que en 
los otros atenerse á esta regla. Los sucesos de la guerra em- 
barazan á veces el orden politice de los Estados y á* veces lo 
alteran y dislocan ; y el exigir entonces la rígida observancia 
de las formas constitucionales seria dificultar el restableci- 
miento de la paz cuando es mas necesario, que es en estas 
épocas, desastrosas. 

4. En sentir de algunos el tratado es inmediatamente obli- 
gatorio aun cuando la autoridad que hace la paz haya excedido 
los poderes que le están señalados, sea por las leyes funda- 
mentales, sea por la naturaleza de las cosas. No es raro verse 
una nación en la necesidad imperiosa de comprar la paz con 
un sacrificio que en el curso ordinario ninguno de los poderes 
constituidos ni tal vez ella misma tiene facultad de hacer. Si 
la cesión inmediata de una provincia es lo único que pue- 
de atajar la marcha de un enemigo victorioso ; si la nación, 
exhaustos sus recursos, se halla en la alternativa de obtener la 
paz á este precio, ó de perecer ; un peligro inminente de tanta 
magnitud da á su conductor, por Umitadas que sean sus facul- 
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tades en otros casos, todas las necesarias para la salud co- 
mún. Esta es una de las aplicaciones mas naturales y legiti- 
mas de aquel axioma de Derecho público : salus popiili supre- 
ma lex esto. ¿Pero quién determinará el punto preciso en que 
el ejercicio de este poder extraordinario empieza á ser legi- 
timo ? Por la naturaleza de las cosas no puede ser otro que el 
mismo que ha de ejercerlo. A las potencias extranjeras no 
toca juzgar si el depositario de esta alta confianza abusa de 
ella. Por consiguiente, sus actos hgan en todos casos á la na- 
ción y empeña su fe. 

Esta doctrina tiene á su favor la práctica general. En mu- 
chos Estados se prohibe por las leyes fundamentóles la ena- 
jenación de los dominios de la corona. Sin embargo hemos 
' visto á los conductores de esos mismos Estados enajenar pro- 
vincias y territorios de grande extensión, aun en circunstan- 
.cias que no parecian autorizar el ejercicio de facultades ex- 
traordinarias. 

En el caso de un abuso monstruoso, la nación por sí misma 
ó por sus órganos constitucionales podria declarar nulo el tra- 
tado. Pero esto debe hacerse luego. Su aquiescencia aparente 
sanaría los vicios del tratado, cualesquiera que fuesen. 

5. El soberano cautivo puede negociar la paz ; pero sus pro- 
mesas no ligan á la nación, si no han sido ratificadas por ella, 
á lo menos tácitamente. 

6. El beligerante principal debe comprender en la paz á las 
naciones aliadas que le han prestado auxilios sin tomar otra 
parte en la guerra; pero el tratado de aquel no es obligatorio 
á las otras, sino en cuanto quieran aceptarlo : stilvo que le hayan 
autorizado para tratar á su nombre. 

7. Los soberanos que se han asociado para la guerra deben 
hacer la paz de concierto, lo cual no se opone á que cada uno 
pueda negociarla por sí. Pero un aliado no tiene derecho para 
separarse de la liga y hacer su paz particular, sino cuando el 
permanecer en la guerra pusiese en inminente peligro el Es- 
tado, ó cuando ofrecida una satisfacción competente por el 
adversario, los aliados no tuviesen ya de su parte la justicia. 

8. Para facilitar la paz suele solicitarse ó aceptarse la inter- 
vención de una tercera potencia como arbitra, mediadora ó ga- 
rante. 
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9^. El tratado de paz debe cansiderarse como una traasac^ 
cioñf en que no se decide coál de las dos partes ha obrado in-*- 
justamente) ni se sentencian con arreglo á derecbo* ks con** 
trotersias suscitadas entre ellas, si no se detoEmina de comirai 
acuerdo lo que debe darse ó dejarse á cada una pasa qua de 
allí en adelante queden extinguidas sus pretensiones.. 

iO» Por el tratado de paz cada una de las parles eontraioa- 
tes renuncia al derecho de cometer actos de hostilidad» sea 
por el motivo que ha dado ocasión á la guerra, ó á causa de 
lo que haya ocurrido en ella : á menos que uno de los coua*- 
tratantes pueda apoyar con nuevos fundasientos. sus. pretal- 
sienes á la cosa disputada» y que no la haya reiHuojdado ab- 
soluflamente en el tratado de paz. La aamistía ú olvido conx*» 
pleto de lo pasado , va envuelta necesariamente en él^ aun 
CTsandOi esto no se exprese, como casi siempre sa hace en. el 
primer articulo. 

11. Las pretensiones ó derechos acerca de Los cuales ei 
tralado de paz nada dice^ permanecen; en el mismo estado que 
antes ; y los tratados anteriores que se* eitan y confirman 
en üf recobran; toda su fuerzav eooifo si se insertaran literaL* 
mente. 

12. La cláusula que repon!» las cosas en el estado anterior 
á ta* guerra (in siatu qw» ante bellum) se entiende solanenlie' dir 
las propiedades territoriales y se limUai á las. mutaciones que 
lá» guerra ha producido en la posesifoa naturai de ellas ; y la 
base de la posesión actual (ali possidetis) se refiere á la ópoaa- 
señakda en el tratado de paz, ó á falla} ái& esta especifícacioB^ 
á la fecha misma del tratado»* El uti pMskietis se entiende' tá^ 
eitamente en todo aquello qu^j nO' abrazan* las esupulacioaes 
espresas* 

Las observaciones que^ sigu«n son rebatas á s«i egecttcion 4 
iaC^accion. 

i\ Goficluidiíi: el tlratad», es^ obligatorio á los subditos de cada 
una de las; partes irantrataiiítes desde el momento que llega á 
su neliicia^; y -las presas tM^ias después de la data del traiaa»^' 
d«^ i después- diBl términtf^ preüjadNi en él, se deben restituir 
ár tos prepteüarÍKN»^ dei mismei modo que- en la tregua. Por 
oooBiguieitt^ sí no» SO" Iurí ^íÁ!^ piases par» la cesación de \^sb 
hostihdades, los apresadores que han obrado de buena fe-* 
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tan solo, obligados á la'reatifcucioa de las pmpiedades. existerif- 
tea : ni e&tá obligado á masK el soberano^, swganieador que. hajra 
tomado las, medidas necesarias para hacer sabei' inmftdiatamea- 
te á sus subditos la tesrminaGioft de la guerra- (1)%. Pero si sft 
han fijado plazos difearentes seg^uía la vánia situacionr y distan^- 
cia.de los lugares, como el olgpto. de e^tamedida es ol)viar la 
excusa de ignorancia,. lQs;apresadores> ó el soberano de quieja. 
dependen, estáa obligados^, na solo, á la restitución da las pre- 
sas hechas en. tiempo inhábily sino, á la.indemnizacion.de. per- 
juicios. 

Suponiendo. qjua se. haya fijado cierto plazo. para. la. cesación, 
de. las hostilidades en un. lugar dado, y que,. sabiéndose, la. 
paz, se haya hecho alU. una presa. antes de espirar aquel pla- 
zo, se ha disputado entre los. publicistas, ^ si debia. restituirse la 
presa. Parece que el apresamiento, debe tenerse, por ilegal y 
nulo, pues (como advierte Emerigon) si el conocimiento pre- 
sunto de la paz, después, del término señalado para el lugar 
en que se hace la presa, es. bastante causa para declai*arla ile- 
^lima. y ordenar su restitución,, el conocimiento, positivo, lo 
será todavía mas. Pero los tribunales, franceses expresaron di- 
ferente concepto en. el caso, del Swinelierdrhuc^e británico, 
apresado por el. corsario, francés Belona, El 19 de octubre da 
18Di se firmaron pueliminares de paz. entr^. la. Francia y la. 



(17 La opiñio^H mas' fandMk parece ' ser que 1»« ignoraimK. dal' captor na< 
leí exime de la plena: indemnización, y qne> si obró da buena, fe. y no se 
le, puede imputar la ignorancia, toca á su gobierno indemnizarle á él. 

«c Si los oficiales del rey, por ignorancia, han ejecatsdo un* dañó (on ati' 
ofmUchiefy en- un lui^aír donde noi debida • oometerse nÍDgiiii.actoide hüfi-* 
tilídad, no por aso. se sigua qpa la. meca igporanoia. los exima de respon- 
sabilidad civil. Si por las estipulaciones un lugar ó distrito se hallaba eir 
paz, y durante ella s«' ha' perpett-ado allí' un actb dé hostilidad*, eV inte** 
rasado podrá aenrrir. á^un^ juzgado dé presas á. manifestáis la^ injuria, qua. 
se le ba inferido por esta, violación de la paz y reclamar compensación. 
Si el oficial obró por ignorancia, toca al" gobierno del rey sanearle, porque' 
loBi gobiernos, sob^ obligados áf dian notiáB do la. paz áilas; personas qpe 
deben ob^rvarla^.y si no sa ba dado. esta, noticia ó no se ha empleadoi 
la diligencia debida en comunicarla, y se comete por ignorancia una infrac- 
ción de la paz, Ibs que- Ik cometan deben^ seF'indtomizadOS' por su go^- 
biBisiD*.. yy{^\T W, Seoti,. ea el. oasai del M^B$Uott,.Mob, I^.iía.) Sogun.es(a^ 
doctrina^ los propietarios deben ser indemnizados por el captor, y el captor 
por su gobierno, en el caso db ignorancia inculpable; pero la reparación^ 
toca directamente al que cometió el daño, á menos que obrase bajo la 
autoridad inmediata de otra persona. 
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Inglaterra, y se estipuló por el artículo 11 que toda presa he- 
cha en cualquiera parte del mundo cinco meses después, fuese 
ilegítima y nula. El corsario salió de la isla de Francia el 
27 de Noviembre, antes de tenerse noticia del tratado, y apre- 
só al Swineherd el 24 de Febrero de 1802 en un lugar á que 
no correspondía para la cesación de las hostilidades menor 
plazo que el de cinco meses. La propiedad, pues, fué apresada 
en tiempo hábil. Pero se probó que el corsario habia visto 
varias veces en la gaceta de Calcuta, días antes del apresa- 
miento, la proclamación del rey de Inglaterra, notificando la 
paz y el contenido del artículo 11. El buque inglés, sin em- 
bargo, fué llevado á la isla de Francia, juzgado y condenado ; 
y el Consejo de presas de París confirmó la sentencia, fundán- 
dose por una parte, en que la proclamación del rey de Ingla- 
terra, desnuda de toda atestación francesa, no era para el cor- 
sario una prueba auténtica de la existencia de la paz, y por 
otra, en que no había espirado el término para la legitimidad 
de las hostilidades en los mares de Oriente (1). 

Si es ilegítima la presa en tiempo inhábil, no lo es menos 
la represa. Un buque dó guerra británico habia represado una 
nave mercante de su nación, apresada por un corsario ame- 
ricano. La presa, aunque no sentenciada, era válida, como 
hecha sin noticia del tratado de paz de 1814, y antes de espi- 
rar el plazo. Pero la represa era ilegal, porque le faltaba esta 
última circunstancia. El juzgado declaró que la posesión del 
captor ainericano era legítima, y que no se le podia despojar 
de ella después de la restauración de la paz, que sancionaba 
todas las adquisiciones béhcas ; porque la paz, llegado el mo- 
mento que se ha prefijado para que empiece á obrar, pone fin 
al uso de la fuerza, y extingue por consiguiente toda espe- 
ranza de recobrar lo que se ha llevado infra prmsidia, aunque 
no se haya condenado por ningún tribunal. 

2. Con respecto á la cesión de plazas ó territorios, el tratado 
de paz produce solamente un jus ad rem^ que no altera el ca- 
rácter de la cosa cedida, hasta quo su posesión se haya tras- 
ferido de hecho. El poseedor que no ha demorado la entrega 
estipulada por el tratado de paz, tiene derecho á los frutos 

(1) Merlin. lieperioire, \. Frise Marilime, 



DE DERECHO INTERNACIONAL. 297 

hasta el momento de verificarla. Pero como las contribuciones 
impuestas al país conquistado son actos de hostilidad, solo se 
deben al conquistador por el derecho de la guerra aquellas 
que se han devengado antes de la fecha del tratado de paz, ó 
antes del término prefijado en él para poner fin á las opera- 
ciones hostiles. 

3. Las cosas cuya restitución se ha estipulado simplemente, 
deben devolverse en el estado en que se tomaron, bien que 
con los deteriores y menoscabos que hayan sufrido por un 
efecto de la guerra. Las nuevas obras que el conquistador ha 
construido y puede demoler sin detrimento de las antiguas, no 
se incluyen en la restitución. Si ha arrasado las fortificaciones 
antiguas y construido nuevas, parece natural que estas mejo- 
ras se sujeten á la misma regla que. los daños y pérdidas oca- 
sionados por la guerra. Mas para evitar disputas, lo mejor es 
arreglar todos estos puntos con la mayor claridad posible en 
el tratado de paz. 

4. Los pueblos libres, ó los que abandonados por su sobe- 
rano se hallan en el caso de proveer á su salud como mejor 
les parezca, y que en el curso de la guerra se entregan volun- 
tariamente á uno de los beligerantes, no se comprenden en 
la restitución de conquistas estipulada en el tratado de paz. 

5. Entre este y los otros tratados hay una diferencia digna 
de notarse, y es que no lo vicia la circunstancia de haber sido 
obra de la fuerza. Declarar la guerra es remitirse á la decisión 
de las armas. Solo la extrema iniquidad de las condiciones 
puede legitimar semejante excepción. 

6. Importa distinguir entre una nueva guerra y la conti- 
nuación de la anterior por el quebrantamiento del tratado de 
paz. Los derechos adquiridos por este subsisten á pesar de una 
nueva guerra, pero se extinguen por la infracción del trata- 
do ; pues aunque el estado de hostilidad nos autoriza para des- 
pojar al enemigo de cuanto posee, con todo, cuando se trata 
de negociar la paz hay gran diferencia entre pedir concesio- 
nes nuevas ó solo la restitución de lo que ya se gozaba tran- 
quilamente, para lo cual no se necesita que la suerte de las 
armas nos haya dado una superioridad decidida. Añádese á 
esto, que la infracción del tratado de paz impone á las poten- 
cias garantes la necesidad de sostenerlo, reproduce el casus 
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fcederis para los aliados^ y da á la ofensa un carácter de per- 
fidia que la agrava. 

7. De dos modos puede romperse el tratado de paz : ó por 
una conducta contraria á la eseiusia de todo tratado* de pae 
(como lo sería cometer hostilidades sin motivo piaosiblie des- 
pués del plazo prefijado para su terminación, ó alegando piura 
cometerlas la misma causa que habia dado ocasión á la güera, 
ó alguno de los acontecimientos de ella) ; ó: por la infracción 
de alguna de las cláusulas del tratado, cada mía de las cua- 
les, segujL el principio de. Grocio, debe mirarse; como una 
condición de las otra6« 

8. La demora voluntaria en el cumplimento de unat promesa 
es una infracción del tratado. 

9. Si en el tratado se impone una pena por la infracción de 
una cláusula, y el infractor se somete á la pena, subsista en 
su fuerza el tratado. 

10. La conducta de los subditos no infringe el tratado sano 
cuando el soberano se la apropia, autorizádidolai ó< dejándola 
impune.. 

11. La conducta de un aliado, no e» imputable al otro, si este 
no toma parte en ella.. 

IS. Finalmente, si se ha contravenido' á. una cláusula: del 
iridiado de paz, el otro contratante es arbitro, ó de dejarlo^ sub- 
sistir, á de declararlo infringido ; y en el primer caso tiende 
dfiíreeho para la indemnización de. lo»^ perjuicios que lai con-- 

■ 

tiB«v«acion.le haya causado» 
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CAPITfJLO 3t. 

D£ LA GUERRA CIVIl, Y DE OTRAS ESPECIES DE GUERRA. 
1. Guerra civi\, — 2. Bandidbs. — 3, Piratas. 

1. 

Cuando (1) en el Estada se forma una facción' que toma las 
armas contra el soberano, para arrancarle el poder supremo^ 
d para imponerle condiciones, ó cuando una república se di- 
vide en dos bandos que se tratan mutuamente como enemigos-, 
esta guerra se llama civil, que^ quiere decir guerra entre ciu- 
dadanos. Las guerras civiles empiezan á menudo por tumuifios 
populares y asonadas, que en nada couciernen á las naciones 
extranjeras ; pero desde que una facción ó parcialidad domina 
un territorio algo extenso, le da leyes, establece en él un 
gobierno, administra justicia, y en una palabra, ejerce actos 
de soberanía, es una persona en el Derecho» de gentes ; y por 
mas que uno de los dos partidos dé al otro el titulo de rebelde^ 
ó tii*ánico, las potencias extranjeras que quieren mantenerse 
neutrales, deben considerar á entrambos como dos Estados 
independientes entre sí y de los demás, á ninguno de los 
cuales reconocen por juez de sus diferencias. 

En la primera época de la guerra de las colonias híspanos- 
americanas para sacudir el yugo de su metrópoli, la España 
solicitó de los otros Estados que mirasen á los disidentes como 
rebeldes, y no como beligerantes tegííimos ; pero no obstante 
la parcialidad de algunos dé fos antiguos gobiernos de Europa 
á Ta causa de Esparia, ninguno de ellos disputó- á las nwevas 
naciones el derecho de apresar las naves y propiedades de su 
enemigo en alta mar ; y las potencias que no estaban- infatua- 
das con los extravagantes y absurdVís principios de la Santa- 
alianza,, guardaron una rigurosa neutralidad- en la contiéndíF. 
La Corte Suprema dé los Estados Uníaos dteclaró el anodei^-8, 

(1) Vallel, 1. UI, ch. 18. 
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tpie € cuando se enciende la guerra civil en una nación, sepa- 
rándose una parte de ella del gobierno antiguo y erigiendo 
otro distinto, los tribunates de la Union debian mirar al nuevo 
gobierno como lo miraban las autoridades legislativa y ejecu- 
tiva de los Estados Unidos ; y mientras estas se mantenían 
neutrales reconociendo la existencia de una guerra civil, los 
tribunales de la Union no podían considerar como criminales 
los actos de hostilidad que la guerra autoriza, y que el nuevo 
gobierno ejecutase contra su adversario. » Según la doctrina 
de aquella Corte, c el mismo testimonio que hubiera bastado 
para probar que una persona ó buque estaba al servicio de una 
potencia reconocida, era suflciente para probar que estaba al 
servicio de uno de los gobiernos nuevamente creados. » Igual 
declaración se hizo en la causa de la Divina Pastora el año de 
1819. En la de A^ S. de la Caridad, el mismo año, decidió Ja 
Corte Suprema que « los apresamientos que se hacian por los 
corsarios de aquellos gobiernos debian mirarse como ejecuta- 
dos jure Lelli, de la misma manera que los que se hiciesen 
bajo la bandera de España, siempre que en ellos no se \iohse 
la neutralidad de los Estados Unidos ; que si la una ó la otra 
parte llevaba sus presas á puertos de jurisdicción americana, 
era un deber de los juzgados respetar la posesión de los cap- 
tores ; y que si esta posesión se turbaba por algún acto de ciu- 
dadanos de América, debian restituirse las cosas á la situación 
anterior (1). » 

Desde que un nuevo Estado que se forma por una guerra 
civil, ó de otro modo ejerce actos de soberano, tiene un dere- 
cho perfecto á que las naciones con quienes no está en guerra 
no estorben en manera alguna el ejercicio de su independen- 
cia. Las potencias extranjeras pueden no entrar en correspon- 
dencia directa con él bajo formas diplomáticas : esta especie 
de reconocimiento solemne depende de otras consideraciones 
que están sujetas al juicio particular de cada potencia ; pero 
las relaciones internacionales de Derecho natural no dependen 
de este reconocimiento, porque se derivan de la mera pose- 
sión de la soberanía. 

Considerándose las dos facciones civiles como dos Estados 

(1) Wheaton:s ñeports, III, 610; IV, 52, 497. 
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independientes, se sigue también que las naciones extranjeras 
pueden obrar bajo todos respectos con relación á ellas, como • 
obrarían con relación á los Estados antiguos ; ya abrazando 
la causa del uno contra el otro, ya interponiendo su media- 
ción, ya manteniéndose en una neutralidad perfecta, sin mez- 
clarse de ningún modo en la querella. En esto no tienen otra 
regla que consultar qne la justicia y su propio interés ; y si se 
deciden por la neutralidad, les es lícito manten^er las acostum- 
bradas relaciones de amistad y comercio con ambos, entablar 
nuevas, y aun reconocer formalmente la independencia de 
aquel pueblo que haya logrado establecerla por las armas. 

Dedúcese del mismo principio que los dos partidos conten- 
dientes deben observar las leyes comunes déla guerra. Si uno 
de ellos cree tener derecho para matar á los prisioneros, su 
adversario usará de represalias : si aquel no observase fiel- 
mente las capitulaciones y treguas, el otro no tendría confianza 
en sus promesas, y no habría modo alguno de abrir tratos y 
comunicaciones entre ellos, aun para objetos de común ínte- 
res : sí por una parte se hiciese la guerra á sangre y fuego, 
por la otra se baria lo mismo ; y de aquí resultaría un estado 
de cosas sumamente funesto y calamitoso para la nación, cuyos 
males no podrían tener fin sino por el exterminio completo de 
uno de los dos partidos. 

Cuando el soberano ha vencido al partido opuesto y le ha 
obligado á pedir la paz, es costumbre concederle una amnistía 
general, exceptuando de ella á los autores y cabezas, á los 
cuales se castiga según las leyes. Ha sido harto frecuente en 
los monarcas violar las promesas de olvido y clemencia con 
que lograban terminar una guerra civil, y no ha faltado legis- 
lación que autorizase expresamente la infidelidad, dando por 
nulo todo pacto ó capitulación entre el soberano y sus vasallos 
rebeldes ; pero en el día ningún gobierno culto osaría profesar 
semejante principio. • 

2. 

Llamamos aquí bandidos los delincuentes que hacen armas 
contra el gobierno establecido, para sustraerse á la pena de 
sus delitos y vivir del pillaje. Cuando una cuadrilla de facine- 
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rosofi se engruesa en ténmiikas de ser necesario atacarla «n 
. íorma y hacerle la guerra, no por «so se reconoce al enemigo 
como beligerante legitimo. Es lidto, por eonsiguiente, «olioi- 
tarlos á la defección : sus prisioneros no tienen dei^echo á nia- 
gima indulgencia : sus presas no alteran la propiedad : las 
naciomes extranjeras no les deben aaito; y aus naves pueden 
ser tratadas como piráticas por cualquier «buqué de guerra ó 
corsario que Las encuentre. 

Rácese siempre una gran diferencia -entre esta clase de de- 
lincuentes y los que toman armas para sostener opiniones po- 
líticas, aun cuando el furor de partido, como sucede á menudo 
mí las disenciones civiles, los arrastre á eoaaeter algunos actos 
ide atrocidad. 

Pero en ningún caso y contra ninguna especie de enemigos 
es peimitida la infidelidad en el cumplimiento de k»s pacbos. 

3. 

' / . ' • ha piratería (1) es un robo ó depredación ejecutada con vio- 
r ^ ' ' " ' ^ '^ lencia en alta mar, sin autoridad legítima. Los piratas son en 
^ ' '^-' / ^^^^-61 mar lo mismo que los bandoleros ó salteadores en tierra^ y 
/ ' ' Be miran como violadores atroces de las leyes universales de 

la sociedad humana y enemigos de todos los pueblos. Cual- 
quier gobierno «stá pues autonizado á perseguirlos y á impo- 
nenles ipeana de muerte ; sevenidad que no pariBcerá excesiva si 
se loma >en consideración la alarma general que esta especie 
de icrimen produce, la facilidad de perpetrarlo en la soledad 
del océano, la crueldad que por lo ^oonujn do acompaaa, la 
desampanada situación de sus victimas, y Jo diñcü que «es dds- 
•cubrirlo y aprehendei* á los reos. 

» Los piratas .pueden ser atacados y (exterminados sin ninguna 
deolaracáon de g^uerra ; y aunque llegmen á ibrKkar una es^te- 
cie de sociedad, que esté sometida á ciertas /regias de subordi* 
nación y practique en su régimen interior los principios de 
justicia que viola con el resto del mundo, sin. embargo no se 
les considera jamas como una asociación civil, ni como beli- 
gerantes legamos-: te .oonqukíla »e toBÁi>idaDediM»lg8M ; y 
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la ley común de ias nacsones autoriza á 'los despojados para 
Teclamar^su propiedad dondo 'qmera que larenouentren. 1 pi^ 
ratís et latronibmcaptndommima non -/Hzííflü?/, esnn'ppraciptt) 
umversalmente recílMd®. 

•J^o «puede haber duda^algwna ffoercadfe'lacoínpéteTióia de'te 
aiitoridad tegtólátiv^i 'd«e un Estaífe para establecer 'leyes afrre- 
glando el modo de proceder 'contra los piratas ; ni im-porUa 
contra quién x5 *en q^ lug^ir «e taya cometido un acto de pi- 
rateria, para qu« esté sujeto á la jurisdicción de cualquiera 
potencia. Pero ningún soberano tiene la facultad de calificar 
de tales los actos que no se hallan comprendidos en la deñni* 
cion de este delito, generalmente admitida. Un gobierno podrá 
declarar que esta ó aquella ofensa perpetrada á bordo de sus 
buques es piratería ; pero él solo podrá castigarla como tal, si 
la ofensa no es de aquellas que el Derecho de gentes consi- 
dera como un acto pirático. El congreso americano declaró el 
año de 1790 que era piratería todo delito cometido en el mar, 
qu^si lo' fuese en tierra, sujetarfa^us ejecutores á la pena de 
muerte. Sin embargo, como esta ley da una latitud excesiva á 
la definición del Derecho de gentes, no legitimaria la jurisdic- 
ción de los tribunales americanos sobre los actos cometidos 
bajo la bandera de otra nación, que no fuesen rigurosamente 
piráticos. 

• Ademas, como toda nación es juez competente para conocer 
en un crimen de piratería, la sentencia absolutoria de una de 
ellas es válida para las otras, y constituye una excepción irre- 
cusable contra toda nueva acción por el mismo supuesto delito, 
donde quiera que fuese intentada. 

• Un extranjero que obra en virtud de comisión legitima, no 
se hace culpable de piratería, mientras se ciñe al cumplimiento 
de sus instrucciones. Sus actos pueden ser hostiles, y su 
nación responsable por ellos; pero el que los ejecuta no es 
pirata. En una causa ante el Almirantazgo británico en 1801, 
se pretendió que el apresamiento y venta de un buque inglés 
por un corsario argelino no trasferia la propiedad, porque la 
presa era pirática. El tribunal, sin embargo, decidió que los 
Estados berberiscos habían adquirido de largo tiempo atrás el 
carácter de gobiernos establecidos ; que si bien sus nociones 
de justicia eran diferentes de las que regían entre los Estados 
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cristianos, no podia disputarse la legalidad de sus actos públi- 
cos ; y por consiguiente el titulo derivado de una captura ar- 
gelina era válido contra el primitivo propietario. 

En una causa juzgada en 1675 se declaró que un corsario, 
aunque tuviese patente legítima, podia ser tratado como pi- 
rata, si excedía los términos de sus instrucciones. Binkers- 
choek impugna esta peligrosa doctrina. Mientras que el corsa- 
rio no se despoja de su carácter nacional y obra como pirata, 
no se puede ejercer semejante especie de jurisdicción sobre 
sus actos. 



PARTE TERCERA. 



DERECHOS Y FUNCIONES DE LOS A6ENTES DIPLOMÁTICOS. 



CAPITULO L 



DE LOS MINISTROS DIPLOMÁTICOS. 



1. Diplomacia. -^ 2. Derecho de legación ó embajada. — 3. PrÍTilegios de 
los ministros diplomáticos. — 4. Sus varias clases. — 5. Docnmeotos 
relativos á sa carácter público. -— 6. Su recibimiento. — 7. De qué 
modo suelen terminar sos fondones. — 8. Sa despedida. 



1. 

No pudiendo (i) las naciones comunicar unas con otras por 
si mismas, ni ordinariamente por medio de sus conductores 
ó jefes supremos, se valen para ello de apoderados ó manda- 
tarios, que discuten ó acuerden entre si ó con los ministros de 
negocios extranjeros de los Estados á que se les envia, lo que 
juzgan conveniente á los intereses que se les han cometido • 
Estos mandatarios se llaman ministros ó agentes diplomáticos^ 
y también ministros públicos^ contrayendo este término, que 
de suyo significa toda persona que administra los negocios de 
la nación, á los que están encargados de ellos cerca de upa 
potencia extranjera. La diplomática era solo el arte de conocer 
y distinguir los diplomas^ esto es, las escrituras públicas ema* 
nadas de un soberano ; pero habiéndose dado aquella deno- 
minación á los embajadores ó légalos que los soberanos se 

(1 Para la materia de este y del signienle capitulo he tomado por guia á 
Valtei (1. iV, ch. 5 y sig.}, y el Manual Diplomáiieo de Martens. 
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acreditan mutuamente, hoy se llama también diplomática ó di- 
plomacia la ciencia que trata de los derechos y funciones de 
estos ministros; aunque el uso propio y autorizado, es decir, 
diplomática en el primer sentido, y diplomacia en el se- 
gundo (1). 

2. 

Todo soberano tiene derecho de enviar 7 recibir ministros 
públicos. Una alianza desigual, un tratado de protección, no 
despoja á los Estados de este derecho, si expresamente no lo 
han renunciado. Tampoco están privados de él (no habiendo 
intervenido renuncia expresa) los Estados federados, ni los 
feudatarios. Y lo que es mas, pueden gozar de esta facultad, 
por delegación dáA ^obemao é »por>oostumbfe, comunidades y 
jefes que no están revestidos del poder supremo; en cuyo caso 
•«e haÜÉiban los vireyes de Ñapóles, y los gobernadores <ie Mi- 
Uan y délos Países-Bsyoa, obrando en nombre ,y .por autoraÜad 
del rey de España, y tes ciudades de Suiza que eosno laside 
Neuchatel y Bienne tenian el derecho de bandera ó de levantar 
tropas y dar auxiliares á los principes extranjeros. 

En el caso de revolución, guerra civil ó soberanía disputada^ 
munque las naciones exlranjeras, estriotAinente ihahlando no 
suenen derecho para decidir en cuáhde los idos partidos ^reside 
<Ia I autoridad legítima, pueden,, según 'Su iprepio juíoíq, ionítft^ 
íblar i^dacimiiiie diplomáticos con el 'gobierno de heoho, y:CQii- 
aiinuar las afttíerioipes con el (Estado aiiiágiio, ó Buapendeirlastab- 
«solutamente conanü»o6.iGuando una {xrDviBaiaó.iOolonia^fie de- 
^t^tefaiináependieate tie d«i metrópoti, f iiamlGBiiB r^u iiid»p€fi^ 
tiÉsncia oon'la6mi[nflN&, k>6 Efttados.03tt^^ 
v6egun>lo <e6timdfn );jiiisito ó eonvemdi7lq,<H odntablar iFaiafibaÉs 
<^lomáUcafS eoni6lia(2). 

>Blideyeclio'de*emi}ajadaeBíuiia'VegaliHvq«si, como todas <kKs 
«etrais, reside opigitialmeiite en lamacimi.tLa Bjerc^n ipSD ^une 
-•tes depooitBifios de la^tíbu^ania plena, <y ^en ^Ftud.de«u.euAo- 
^dad conatiluftifitnal, dos ononaraas- qiiei0onknior«a coalas tftSMi- 

(i)t]3rccton9ll'ios ^ k !A!eayetttfia^#aiie«sa^y'1te^Ui'A^A]^6fála fispsñóla. 
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bleas de nobles y diputados del pueblo é la formación de tas 
leyes, y aun los jefes ejecutivos de las repúblicas, seaponsi 
solos ó con intervención de una parte ó de todo el cuerp© le- 
gislativo. Efl los inteiregnos el ejercicio de este jderecbo r^eae 
naturalmente en el gobierno provisional ó regencia, cii|ros 
agentes diplomáticos gozan de iguales facultades y prerogaii- 
vas que los del soberano ordinario. 

El Estado que tiene el derecho de enviar ministros públicos 
de diferentes clases, puede enviarlos de la clase que quiera; 
pero la costumbre pide que los Estados que mantienen lega- 
ciones permanentes entre si, envíen* y reciban ministros de 
igual rango. Un Elstado puede enviar á una misma corte th- 
rios ministros, y un. solo ministro á varias cortesu Puede tam- 
bién enviarse uno ó mas ministros á un congraso de represen- 
tantes de varios Estados, sin credenciales para ninguna corte 
en particular. 

Los cónsules'de las potencias cristianas en los países berJbe- 
riscos son acneditaiias y tratados como ministros públicos. 

Es costumbre conceder libre tránsito á los ministros quedos 
Estados envían uno á otro, y pasan por el territorio de un ter- 
cero. Si se rehusa á los de una potencia enemiga ó neutral en 
tiempo do guerra, es necesario justificar esta conducta con 
buenas razones ; y aun sena mas necesario hacerlo así ^i tiem- 
po de paz, cuando recelos vehementes de tramas secretas con- 
tra la seguridad del Estado aconsejasen la aventurada proví- 
-dencia de negar el tránsito á los agestes diplomáticos de una 
potencia extranjera. 

Se deben recibir los^miníatros de un soberano amigo (1); y 
asnque no estamos es^ctamente obligada á tolerar su resi- 
dencia perpetua, esta práctica es tan general en el día, que no 
pudiéramos separarnos de ella sin muy graves motivos. El 
ministro de un enemigo no puede venir á tratar con nosotros, 
si BO es eon permiso eepedal, y bajo lo protección de un pasa- 
porte ó saivocondu(5to; y es regla general concederlo, cuando 
no tenemos fuadam^ato para recelar que viene á introducir 



(1) Esta obHgadcm es impeffécta, 7 'paéde por tamo «mce d er se liajo 
dertas limitaciones y condiciones ía recepción del ministro permanente. 
Wheatan*s Elemenfg, p.lll, eh. 1, ¡ 2, 5. 



<^<i i-f c^'t^ «ira lodos los pueblos; á quienes interesa en alio grado la se- 
. /? /? /guridad de sus representantes, como necesaria para el desem- 
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discordia entre les ciudadanos ó los aliados, ó que solo trata de 
adormecemos con esperanzas de paz. 

Guando una nación ha mudado su dinastía ó su gobierno, la 
regla general es mantener con ella las acostumbradas rela- 
ciones diplomáticas. Portarnos de otro modo, seria dar á en- 
tender que no reconocemos la legitimidad del nuevo orden 
de cosas; lo que bastarla pai*a Justificar un rompimiento. 

8. 

Y ^ ' ^ ^^<^-^ La persona del ministro público se ha mirado siempre como 
ñ inviolable y sagrada. Maltratarle ó insultarle es un delito con- 

^^^p J :(^ 

i^t Lt ^¿xa^ .peño de las delicadas funciones que les están cometidas. 

Esta inviolabilidad del ministro público se le debe principal- 
mente de parte de la nación á quien es enviado. Admitirle como 
tal es empeñarse á concederle la protección mas señalada y á 
defenderle de todo insulto. La violencia en otros casos es un 
delito que el soberano del ofensor puede tratar con indulgen- 
cia ; contra el ministro público, es un atentado que infringe la 
fe nacional, que vulnera el Derecho de gentes, y cuyo perdón 
toca solo al principe que ha sido ofendido en la persona de su 
representante. Los actos de Violencia contra un ministro pú- 
blico pueden permitirse ó excusarse sino en el caso en que 
este, provocándolos, ha puesto á otro en la necesidad de re- 
peler la fuerza. Cuando el ministro es insultado por personas 
que no tenian conocimiento de su carácter, la ofensa desciende 
á la clase de los delitos cuyo castigo pertenece solamente al 
Derecho civil (1). 

(1) Si Fc comoie á sabiei.das un acto de violencia contra un ministro 
extranjero, ó cualqaicra persona de su comitira, no hay obligación de 
entregar ci delincuente á la nación ofendida, aun cuando sea ciudadano 
« de ella ; sin embargo de que puedan ocurrir casos en que, pro bono pu- 

.blicOt y para <{ue lus culpables de un crimen atroz no evadan el castigo, 
sea lílito entregarlos á la justicia del pais á que pertenecen ó rn que se 
conetió el delito. £n general la pena se aplica en el país «n que el di lito 
ha sido juzgarlo y sentenciado ; y como la sentencia debe ser cierta y de- 
t^minada bajo todos, respectos, r;o puede accederse á que la prisión del 
reo se pr(>longue hasta que el soberano ofendido declare estar satisfecho : 
Caso de República V. Lonch mps^ FiladelQa ; Dallas's ReportSy t. I. 
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La misma seguridad se debe á los parlamentarios ó troip- 
petas en la guerra ; y aunque no estamos obligados á recibir- 
los, sus personas son inviolables, mientras se limitan á obrar 
como tales, y no abusan de su carácter para dañarnos. Pero 
debe notarse que la comunicación por medio de parlamenta- 
rios solo tiene lugar eritre jefes. 

Otro privilegio del ministro público es el estar exento de la 
jurisdicción del Estado en que reside: independencia necesa- 
ria para el libre ejercicio de sus funciones, pero que no debe 
convertirse en licencia. Está, pues, obligado á respetar las 
leyes del país, las reglas universales de justicia, y los dere- 
chos del soberano que le dispensa acogida y hospitalidad. 
Corromper á los subditos, sembrar entre ellos la discordia, 
serian en un ministro público aclos de perfidia que deshonra- 
rían á su nación. ' 

Si un ministro delinque, es necesario recurrir á su sobe- 
rano para que haga justicia. Si ofende al gobierno con quien 
ha sido acreditado, se puede, según la gravedad de los casos, 
ó pedir á su soberano que le retire, ó prohibirle el presentarse 
en la corte, mientras que su soberano, informado de los he- 
chos, toma providencias, ó mandarle salir del Estado. Y si el 
ministro se propasa hasta el extremo de emplear la fuerza ó 
valerse de medios atroces, se despoja de su carácter y puede 
ser tratado como enemigo. 

En casos criminales no debe el ministro constituirse actor 
en juicio, sino dar su queja al soberano para que el personero 
público proceda contra el delincuente. 

Esta independencia de la jurisdicción territorial se verifica 
igualmente en materias civiles. Así es que las deudas que un 
ministro ha contraído antes ó en el curso de su misión, no pue- 
den autorizar su arresto, ni el embargo de sus bienes, ni otro 
acto de jurisdicción, cualquiera que sea ; á menos que el mi- 
nistro haya querido renunciar su independencia, ya tomando 
parte en alguna negociación mercantil, ya comprando bienes 
raíces, ya aceptando un empleo del gobierno cerca del cual 
reside. En todos estos casos se entiende que ha renunciado 
tácitamente su independencia de la jurisdicción civil sobre lo 
concerniente á aquel tráfico, propiedad ó empleo. Lo mismo 
sucede si para causas civiles se constituye actor en juicio, 
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coofi puede ejeaotatlo sin inconveniente por medie ole un pro- 
curador. 

Un subdito no puede aceptar el encargo de representante 
de^ un soberano extranjero sin permiso del suyo propio,. 4 
quien es libre el rehusarlo ó concederlo bajo la condición de 
que este nuevo carácter no suspenderá las obligaciones del 
subdito. Sin esta declaración expresa se presumiría la inde- 
pendencia del ministro. 

Para hacer eiectivaa las acciones ó dereehes civiles contra 
el ministro diplomático, es necesario recurrir á su soberano;, 
y aun en los casos en que por una renuncia explícita ó pre- 
sunta se halla sujeto á la jurisdicción local^ solo se puede pro- 
ceder contra él^ como contra una persona ausente. En efecto^ 
es ya un principio del derecho consuetudinario de las nacio- 
nes, que se debe considerar •al ministro público, en virtud de. 
la independencia de que goza, como si no hubiese salido del 
territorio de su soberano^ y continuase viviendo fuera del país 
ea que reside realmente. La extensión de esta exterritoria- 
lidsul depende del D^echo de grites positivo^ es decir, que 
puede ser modificada por la costumbre ó las convenciones, 
c(mu> efectiva«rente lo ha sido en varios Estados.. El ministra 
no puede ni extenderla mas allá de estos limites, ni reiMu^ 
ciarla en todo ó parte sin el consentinúeoto expreso del sober 
rano á quien representa. 

Los ministros diplomáticos gozan también de una plena li- 
bertad en el ejercicio de su religión, á lo menos privada. En 
la mayor parte délas cortes cristianas hay capillas para el ser- 
vicio de las diferej;ites legaciones; y no solo á la familia, sino 
á los extranjeros de su nación, se permite asistir en ellas al 
servicio divino. 

Otro de sus privilegios es la exención de todo impuesto per- 
sonal. En cuanto á la inmunidad de derechos de entrada y 
salida para los efectos de su uso y consumo,, es licito á los go- 
biernos arreglarla como mejor les parezca^ y los abusos á que 
ha dado- lugar han inducido en efecto á. muchas cortes á limi- 
tarla considerablemente ^ por lo que el ministro deberá con- 
tej&tai'se con gozar de los privilegios que en el país de su resir 
dencia se dispensa generalmente á los de sa grado ; á menos 
que por convención ó á titulo de reciprocidad crea tener dése- 



DE DERECI». ÍNTSimGIONAL 3c}lte 

cho á. algunoí distinieion pactiaular. Hay gaísea- &^ q\x&no st^ 
pcarmite á los ' ministros la introducción « daimeroaderías pmhit' 
bidas,,ó á lo menos s« les limita considéPaábtement^; y en.oat^ 
caso esián. obligados^ á'tolerar la vi&ita de Ipa efeofcoa qua re»* 
oibeu.de país ex4ranje]Po; pei^o nunoa'enrsuca^atr 

Suí8quipai©-eetág0ne«almente exento de visita; bien» que €». 
esta materia las leyes y ordenanzas.de cadapais varían, mucho. 

Los impuestos destinados alakunbrado y limpieza- de la^> 
calles,. á la conservación de aaminos^ puentes^ calzadas, canat*- 
lea^ etc., siendo una justaretribudon por el uso de ellos, na> 
se comprenden en la eicencion general de impuestos.. 

La^morada del ministro no está libre de los impuestos. oiv^ 
dinarios sobre los bienes inmuebles^.aun cuando sean peopiet«^ 
dad suya ó de sU' gobiecno ; peroJo^ está completamente de; lar» 
carga de alojamientosry de toda<otra servidumbre municipalv. 
ni es licito á los magistrados- entrar en ella de propia autori^» 
dad para registtrarlaó•extr¡aeI^p6rsonas y efectos^. El ministro i 
peor, otra partte, no debe abusar de esita inmunidad, dando, asiioi 
á/las edaemigos; del gobierno ó á Ijos maUíeehones. Sitalhir 
ciese, el soberano del país tendría, dei^chopsffai examinar ha«k8h 
qué puniO'debia respetai^so e^asilo^ty tratándose da delitosv de 
Estado, podría dar órdenes para qpa se Toáest»a de. guardias IfM 
casadai ministriO, para insistir en laentraga^del reoy aun pai» 
extraeriOi por? fuerza^ 

Las carrozas^ de los^miiüstros extranjjpros: están exentas<da> 
las. visitas ordinarias; de los- ollciales.de aduana^ pero les esité*. 
prohibido, servirse deellas- pana fitverecer^ la? evasión de reoa* 

Gozan de una inviolabilidad particular las cartas y* despft-r 
chos del ministro^ que solo pi&adeaaprahendersie y registrarla^, 
cuando: este viola el Deanecbo'de:^ gentes, tramando ó, favor^^ 
ciendo; oons^kii^acionesi eoatmi el Estada. 

Los privilegios del ministro se comuniean ásu;espQfta, hijos, 
y comitiva. Los tribunaLasr no puedto intentáis procoso conjfct*a 
las pensonaa que la.Qónmojaea;. paro sí enU:^ oUaSi hay natui« 
rale&dal país y alguno: diSreMasr^^ometa un delito^. es netcesanía;: 
solicitar la autorización del ministro para que el delincuente 
comparezca'á ser juzgado ;' y el' juicio no tiene lugarr, si^el 
agente diplomático no se presta á ello^^ó' si el reo. n© es deiS^ 
pedido de su servicio. EQ.materias civiles se acostumbra coii- 
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ceder á los ministros de primera y segunda clase una juris- 
dicción especial, aunque limitada, sobre los individuos de su 
comitiva y servidumbre. El jefe de la legación puede autori- 
zar sus testamentos, contratos y dema^ actos civiles ; y cuan- 
do es necesaria la declaración judicial de alguno de ellos, es 
costumbre pedir al ministro de relaciones exteriores, que le 
haga comparecer ante el tribunal, ó que se sirva recibir su 
declaración por si mismo ó por el secretario de la legación, y 
comunicarla en debida forma. La jurisdicción de los agentes 
diplomáticos sobre su comitiva y servidumbre en materias 
criminales (que tampoco se concede generalmente sino á los 
de primera ó segunda clase) es una materia que debe deter-- 
minarse entre las dos cortes, ó á falta de convenciones, por la 
costumbre, que sin embargo no es siempre suñciente para 
servir de regla (i). Solo en materia de delitos cometidos en el 
interior de la casa del ministro por las personas que la habi- 
tan ó contra ellas, y cuando ol reo es aprehendido en la mis- 
ma casa, se reconoce generahnente como una consecuencia 
de la exterritorialidad, que las autoridades locales no puedan 
demandar su extradición para juzgarle. 

Los mensajeros y correos de gabinete que una legación en- 
vía ó que son enviados á ella, gozan también de inviolabili- 
dad, en cuanto á no ser registrados ni detenidos en el territo- 
rio de las naciones amigas por las cuales transitan. Mas para 
esto deben estar provistos de un pasaporte que los designe 
como tales, expedido por su gobierno ó su ministro ; y si van 
por mar es necesario que -el buque ó aviso lleve también una 
comisión ó pase. En tiempo de guerra puede ser de necesidad 
la bandera parlamentaria con pasaportes de ambos beligeran- 
tes. Los ministros que residen en la corte de uno de ellos es- 
tán autorizados para enviar libremente sus despachos en em- . 
barcaciones neutrales (2). 

Los privilegios del ministro empiezan desde el momento 
que pisa el territorio del soberano para quien es acreditado, 
suponiendo que este se halle instruido de su misión ; y no ce- 

(1) La costambre moderna autoriza al ministro solamente para el arresto 
y para enviar los delincuentes á sa país, donde son jnzgados y castigados. 
{Wheaton*s ElementSy p. III, ch. 1, g 17.) 

(2) Whéaton't Elements, p. III. ch. 1, § 2(). 
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san hasta su salida, ni por las desavenencias que pueden ocur- 
rir entre las dos cortes, ni por la guerra^ misma. 

Los privilegios de inviolabilidad y exterritorialidad se ex- 
tienden por cortesía aun á los ministros diplomáticos que se 
hallan de tránsito ó por algún accidente en el territorio de 
una tercera potencia ; bien que para ello es necesaria la decla- 
ración expresa ó tácita del soberano territorial. El pasaporte 
de este soberano permitiéndoles el tránsito ó residencia con 
el carácter de ministros diplomáticos, es lo que hace las veces 
de aquella declaración, en la mayor parte de los Estados de 
Europa (1). 

4. 

• 

Hay varias especies demisiones diplomáticas runas' son per- 
manentes, otras temporales ó extraordinarias ; unas públicas, 
otras secretas; unas dirigidas á verdaderas negociaciones, 
otras de pura ceremonia ó de etiqueta, como para dar una en- 
horabuena ó pésame ó para notificar la exaltación de un prín- 
cipe al trono. 

Hay asi mismo varias clases de ministros. La primera com- 
prende los legados apostólicos (que son ó legados a latero^ siem- 
pre cardenales, ó legados de latero^ que no tienen la dignidad 
cardenaUcia, ó simples legados que son inferiores á los otros 
en grado) ; los nuncios^ que son también ministros pontificios 
de primera clase , y los embajadores. 

La segunda clase comprende losenviados^ los ministros ple- 
nipotenciarios^ y los internuncios del papa. Los ministros ple- 
nipotenciarios se miran ya como iguales á los enviados, y re- 
gularmente el primero de estos títulos va unido al de enviados 
extraordinarios. 



(1) Yattel lleva los privilegios de los ministros transeúntes mas allá de 
lo qne dictan la razón, la costumbre, y la autoridad de otros acreditados 
publicistas, como Grocio, Bynkerschoek y Wicquefort, que es uno do los 
mas denodados campeones de las inmunidades diplomáticas. El asesinato 
de un embajador en el territorio de una tercera potencia seria sin duda un 
acto atroz, agravado por la categoría de la persona ; pero no envolvecia 
la cuestión de la inviolabilidad diplomática, que solo puedo nacer de un 
pacto tácito entre el Estado que autoriza al ministro y el Estado qué le 
recibe. (Wh$atoíC$ EUfnents,p, III, ch. i, g 11.) 
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La tercera clase comprende los miniaíras^, los immstro&resi*- 
denles, los minisívos. encargados de negados^ los cánsuÍQ^qu»- 
ejercea funciones diplomáticas, como son Ios-de Ui co6ta< de 
Berbería,. y los encatgadoSfde negocios^ 

Peit) esta clasiñcaoion es ya anticuada» : la qué goneralmoite' 
so'úgue en el dia es la adoptada por los congresos da Vienau 
y de Aquisgran, de que se ha dado idea en el capitulo. Yül de 
la- Primera Parte. Según ella, pertenec^i á las dos primeras 
clases los agentes diplomáticos acreditados directamente por 
\m soberano áotro, y solo se distinguen entre si por la repre- 
sentación mas ó menos plena que se les atribuye : y la teccem 
clase comprende todos aquellos que bajo cualquier titulo son 
acreditados por el ministro de relaciones exteriores de una 
potencia al ministro del mismo departamento en' otra. Los tí- 
tulos que comunmente se usan son> los de embajadores^ mi- 
nistros plenipotenciarios^ y encargados de negocios. 

Los seoretarios de embajada ó de legación^ aunque no son 
ministros, gozan del fuero diplomático, no solo como depen- 
dientes del embajador ó ministros, sino por derecho propio : 
y en ausencia de estos jefes, hacen funciones de encargados- 
de negocios. 

^ ^ Los documentos que suele llevar consigo ei ministro* y cpiOu 
>)>u/ti^ ^ establecen su carácter público ó dicigea su conducta son la 

/ carta credencia^ \3iS.insirueeiou2esY \o» plenos^odeires. 

éf* L <Ra^^<^ ^ gjj clases de embajadores, ministi*os plenipotenciarios, y 
/ jlf ministros^ residentes, la credencial es una carta del' sobermia 

qpe constitayeali ministro para el soberano >oe»;a< del cual vía. 
Qy^AcL^ ti^u^ residir, expresando en términos generales el ol^eía^dala. 
. I misión, indicando el carácter diplomático del ministro, y ro- 
'¿^^''/V'^ gando se le dé entero crédito en cuanto diga de parte de su 

corte. Va femada por el soberano, y sellada con ei. gran seHoL» 
del Estado. Es costumbre darimacopia* legalizadk de ella* ai' 
ministro de relaciones exteriores al tiempo, de pedíb por. su» 
conducto una audienoia del príncipe ó jefe supremo para poner' 
en sus manos el original ; lo cual es de regla en tbdás las co- 
municaciones autógrafas que los at)baranos dirigeu^uKKá otfea' 
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en su carácter público. En la clase de los encargados de ne- 
gocios la carta credencial es firmada por el ministro de nego- 
cios extranjeros del Estado constituyente y dirigida al minis- 
tro del mismo departamento en el Estado en. que va á residir 
el enviado. 

No se debe confundir, la credencial con la carta de recdmenr 
dacion que á veces la acompaña para el ministro de negocios 
extranjeros, y que suele también darse á los cónsules. 

Como cesa el poder del ministro por la muerte del consti- 
yente ó del aceptante, es preciso en uno ^ otro caso que el 
ministro sea acreditado de nuevo, lo cual se hace muchas ve- 
ces, en el primer caso, por medio de la carta misma de notifi- 
cación que el sucesor escribe dando parte de la muerte de aa 
predecesor. En el segundo caso, la omisión de esta formalidad 
pudiera dar á entender que el nuevo príncipe no es reconocido 
por la potencia á quien representa el ministro. 

2.'Las instrucciones son para el uso del ministro solo, y 
tienen por objeto dh*igir su conducta. Se alteran ó adicionan. 
á menudo según las ocurrencias. El Elstado constituyente puede 
permitir su. comunicación,, en todo o parte» aLEstado con quiea 
traía. 

3. Los plenos-poderes se dan. al ministro para una geatioa 
ó negociación, particular. En ellos debe expresarse claramente 
el grado de autoridad que se le confía. Los ministros envia- 
dos á una dieta ó congreso no llevan, de ordinario credenciales 
sino plenos-poderes. 

Guando llega el caso de hacer uso de los plenos-poderes,, 
se canjean las copias de ellos cotejadas con los originales, ó 
se entregan al ministro director ó mediador. Hoy día se 
considera como suficiente la mutua exhibición de los plenns- 
podercs. 

Ademas de estos documentos, el ministro suele llevar una 
cifra para la seguridad de su correspondencia con el gobierno 
á quien representa ; pasaportes en forma expedidos por su pro- 
pio soberano y por Los gobiernos de los países, de su transita; 
y un salvoconducto en ti^ipo de gueír», si ha de tocar eMnsfr- 
ritorio de la potencia enemiga, ó está expuesto á ser detenido 
por sus naves. 
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6. 



Las formalidades para la recepción de los ministros son va- 
rias en cada corte. Lo sustancial es esto. El embajador ó mi- 
nistro de primera clase notifica su llegada al ministro de rela- 
ciones exteriores por medio del secretario ó de un gentil-hombre 
de la embajada, enviando copia de la credencial, y pidiendo se 
le señale dia y hora en que pueda tener audiencia del sobe- 
rano para entregársela en persona. El ministro de seguada 
clase puede hacer esta notificación del mismo modo ó por es- 
crito. El encargado de negocios, que regularmente no tiene 
secretario, participa por escrito su llegada al ministro de rela- 
ciones exteriores, y le entrega sus credenciales en la primera 
conferencia. 

Los embajadores y demás ministros de primera clase sue- 
len tener entrada solemne y audiencia pública del soberano ó 
jefe supremo, precedida por lo común de audiencia priva- 
da (1). Los ministros de segunda clase tienen solo audiencia 
privada. En estas audiencias se entregan las credenciales, yes 
costumbre pronunciar un discurso de cumplimiento , á que 
contesta el soberano. Los encargados de negocios, después de 
la recepción particular que es propia de ellos, son introduci- 
dos en la corte por medio del ministro de relaciones exterio- 
res, que los presenta al soberano ó jefe supremo el primer dia 
de corte. Los secretarios, cancilleres y gentiles-hombres de 
las embajadas ó legaciones son presentados por su embajador 
ó ministro. 

Al recibimiento del embajador ó ministro siguen las visitas 
de etiqueta á los miembros de la familia reinante, á los de^ 
gabinete y á los del cuerpo diplomático ; cuyo orden y forma- 
lidades son varias según la clase del ministro diplomático y 
la costumbre de cada corte. 

(1) En el dia la entrada solemne y audiencia pública han caiJo casi 
generalmente en desaso. Wheaton*t EUments^ p. III, ch. i, § 3. 
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7. 



Las funciones del agente diplomático empiezan uniforme- 
mente por el recibo y. aceptación de su credencial; pero cesan 
de varios modos : 1^, por la espiración del término señalado 
á la misión, si lo hay ; 2*», por la llegada ó vuelta del propie- 
tario, si la misión es interina ; S®, por haberse cumplido el 
objeto de la misión, si fué extraordinaria ó de etiqueta ; 4°, por 
la entrega de la carta de retiro de su constituyente ; 5', por la 
muerte del soberano á quien representa ; 6°, por la muerte del 
soberano en cuya corte reside ; 7°, por su propia muerte ; 
8°, cuando el ministro, á causa de alguna enorme ofensa con- 
tra su soberano, ó por alguna otra ocurrencia que lo exija, 
declara de su propio motivo que se debe mirar su misión como 
terminada ; 9®, cuando el gobierno con quien está acreditado 
le despide. En los casos 5® y 6*> suelen continuarse las gestio- 
nes y negociaciones sub spe rati, 

8. 

Una carta formal de retiro es necesaria cuando el objeto de 
la misión no se ha cumplido ó se ha malogrado; cuando el go- 
bierno á quien está acreditado el ministro, ofendido de su 
conducta pide que se le retire ; y siempre que el gobierno á 
quien el ministro representa, subsistiendo la amistad y buen^ 
armonía, tiene por conveniente retirarle. 

Si fallece, las ceremonias religiosas externas dependen de 
la costumbre del país. El secretario de legación, y en su de- 
fecto, el ministro de una corte amiga, sella sus papeles y efec- 
tos sin intervención de las autoridades locales, á no ser abso- 
lutamente necesaria. Su viuda , familia y servidumbre conser- 
van por algún tiempo las inmunidades diplomáticas de que 
gozaban durante la vida del ministro. 

La carta de retiro debe ser expedida, como la carta creden- 
cial, ya por el soberano ó jefe supremo, ya por el ministro de 
relaciones exteriores del Estado constituyente. 

Llegada la carta de retiro, en que el un príncipe ó jefe su- 
premo participa al otro que ha tenido por conveniente llamar 
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á su representante ó nombrar quien le suceda, el embajador 
6 ministro plenipotenciario soKcita por el de negocios extran- 
jeros, trasmitiéndole copia de esta carta, una audiencia pú- 
blica ó privada para poner el original en manos del príncipe 
6 jefe con quien estaba acreditado, y recibir sus órdenes. En 
esta audiencia, casi siempre privada, pronuncia un discurso 
fle despedidíi, adaptado á las circunstancias ; y después de ella 
hace las acostumbradas ^isitas de despedida á los otros miem- 
bros de la familia reinante, y á los del gabinete y cuerpo di- 
plomático. 

No es costumbre dar audiencia de despedida á los encarga- 
dos de negocios, que regularmente se limitan á entregar su 
carta de retiro al ministi'o de relaciones exteriores. 

A los unos y á los otros, cuando se retiran en la forma acos- 
tumbrada, se dan cartas recr.edencialeSy ya del soberano, ya áel 
ministro de negocios extranjeros, según su grado. En estas 
cartas se manifiesta la satisfacción que de la conducta del 
agente diplomático ha recibido el gobierno con quien estaba 
acreditado, y se añaden las expresiones de respeto y cortesía, 
que corresponden á la importancia relativa de las dos cortes y 
á la intimidad de sus relaciones. 

Algunas cortes acostumbran dar presentes al ministro di- 
plomático á su despedida ó en otras ocasiones especiales. Hay 
gobiernos que prohiben á sus agentes recibirlos. Tal era la 
práctica de la república de Venecia, y la misma observan los 
• Estados Unidos de América (1). 

Cuando el agente diplomático por una desavenencia ó rom- 
pimiento se retira ó es despedido ex abrupto, se limita á pe- 
dir pasaporte. 
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CAPITULO JL 



DE LAS FUNCIONES Y ESCRITOS DIPLOMÁTICOS. 

1 Deberes del ministro publico. —2. Nf^gociaciones. — 3. ^ctos públicos 

emanados del íobemao. 

d. 

El objeto mas eifi6ncial>.de las iinifiioaefi diplamátiQas ¡es jnao^ 
.tener la buena inldligencía entre Jos respectivos gobiernos, 
desvaneciendo la« proocaipaoiones desfavorablee, y so&tenien- 
.de los derechos .naoionafes con ;una firmeza templada por ila 
moderación. Es un deber del ministro estudiar los dntereses 
mutuos de los dos países, sondear las miras y disposicionaB 
.del gobierno á quien está «acreditado, y dar cuenta. á su sol»^ 
xano de todo ilo que pueda importarle. Debe asimismo velm* 
aobre la observancia de <los iti^ados, y defender á sas^oompcH 
.triotas de .toda vcyaoion .é injusticia. Gircunspecoioa, res^wa, 
decoro en rsu6 comunicaciones verbatei» ^ eaGi*itaS| son cuali- 
,dades absolutamente ineoesaúas para el buen. suceso de 6uen- 
.cargo. Aun «en los'oaBOS de positiva düsavenencia y declarado 
rompimiento, debe el miniatro ser medido en su lenguaje, "y 
.mucho mas >en ísxjs aociones, guardando puntualmente las re- 
alas die cAFtesia que «xige la independencia de la nación en 
cuyo £eno ^reside, y las iormaiidades de etiquete, 'que ¡la jaaer- 
«lumbre iha fintroducido. ^^ 

Importa no monos al oninistri) igranjeanae ia ¡confianza de los 
futres miembros rdíeluaierpo áiplomáticA, y peskalcar los idesig^ 
nios de ilas patanoias oE^dranjeras con xelaoion .a Ja corte eai 
que reside, para promoverlos ó oontr^riarlos ¡según tcosven^ 
.áiías interaaeside :&u nación; .punto delicado en ique no siem* 
.•|)iees fáoil oonciliar las jiuáxiaiasídal honor y d£ la moral con 
lia idfifiti^essa ¿ipkmáliiQa« , 
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2. 



Las negociaciones de que el ministro está encargado se con- 
ducen de palabra, ó, si el asunto es de alguna importanciat 
por escrito : á veces directamente con el soberano á quien está 
acreditado > de ordinario con su ministro de relaciones exte- 
riores, ó con los plenipotenciarios nombrados para algún ne- 
gocio particular por las potencias extranjeras, como sucede en 
los congresos y conferencias. La negociación puede ser direc- 
ta entre dos Estados que tienen alguna cuestión que discutir, 
ó por el conducto de una potencia mediadora. 

Las razones y argumentos en que han de consistir las nego- 
ciaciones, se deducen de los principios del Derecho de gentes, 
apoyados en la historia de las naciones modernas, y en el co- 
nocimiento profundo de sus intereses y miras reciprocas. El 
estilo debe ser, como el de las demás composiciones epistola- 
res y didácticas, sencillo, claro y correcto, sin excluir la fuer^ 
za y vigor cuando el asunto lo exija. Nada afearia mas los 
escritos de este género, que un tono jactancioso ó sarcástíco. 
Las hipérboles, las apostrofes y en general las ñguras del es- 
tilo elevado de los oradores y poetas deben desterrarse del len. 
guaje de los gobiernos y de sus ministros, y reservarse úni- 
camente á las proclamas dirigidas al pueblo, que permiten y 
aun requieren todo el calor y ornato de la elocuencia. 

Los escritos á que dan asunto las negociaciones entre mi- 
nistros son cartas ó notas. Se llaman propiamente notas las 
comunicaciones que un ministro dirige á otro, hablando de si 
mismo, y del sugeto á quien escribe, en tercera persona ; y se 
llaman cartas ú oñcios aquellas en que se usan primeras y se- 
gundas personas. Se emplea por lo común la forma de notas 
entre ministros que se hallan en una misma corte ó congreso, 
y la de cartas entre ausentes. 

Se da el título de nota verbal á una esquela en que se re- 
cue rda un asunto en que se ha dejado de tomar resolución ó 
de dar respuesta ; y cyando la una ó la otra se diñere todavía 
alguñ tiempo, la contestación que suele darse es otra nota 
verbal. Hay otras llamadas también memoranda ó minutas^ 
en que se expone lo que ha pasado en una conferencia, para 
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auxilio de la memoria, ó para fijar las ideas. Ni unas ni otras 
acostubran firmarse. 

Á las notas ó cartas acompañan á veces memorias ó deduc^ 
Clones. En ellas se expone ó discute un asunto á la larga. La 
memoria en que se responde á otra, se llama contra^memoria^ 

El ultimátum es el aspecto definitivo que una potencia da á 
las negociaciones que tiene entabladas con otra, determinando 
el minimo de sus pretensiones, de que ya no puede rebajar 
cosa alguna. 

El mandatario no puede fijar un ultimátum sin autorización 
expresa. 

Cuando varias potencias con el objeto de deliberar sobre un 
asunto de interés común ó de terminar amigablemente sus di- 
ferencias nombran plenipotenciarios para que se reúnan en 
conferencia ó congreso se elige de común acuerdo el lugar, y 
en la primera sesión se canjean ó se reconocen los plenos-po- 
deres. En las siguientes se arregla el modo de proceder y el 
ceremonial ; y á este respecto es digna de imitarse la conducta 
de los congresos de Utrecht en 1713 y de Aquisgran en 1748, 
que menospreciando la favoridad de las controversias sobre la 
etiqueta, acordaron no someterse á ninguií ceremonial, ni 
guardar orden fijo de asientos. La presidencia se da al minis- 
tro mediador, si le hay ; al ministro director^ que es el de la 
corte en que se verifica la reunión, ó el que se elige de acuerdo ; 
ó la tiene cada plenipotenciario por turno. Arreglados estos 
preliminares, se entra á discutir el asunto ; y se redactan los 
acuerdos en procesos-verbales ó protocolos de que cada ne- 
gociador trasmite una copia á su gobierno. Se puede enviar á 
estos congresos mas de un representante por cada potencia, 
para que si son muchos ó complicados los objetos que se co- 
meten ala deliberación de la junta, los repartan entre sí del 
modo mas conveniente á la celeridad del despacho. 

El idioma de que generalmente se hace uso en las confe- 
rencias entre ministros ó plenipotenciarios que no tienen una 
misma lengua nativa, es el francés. En las comunicaciones 
por escrito cada cprte emplea la suya, salvo que por mas co- 
modidad se convengan en el uso de otra distinta, que entonces 
suele ser también la francesa.. . . , 

En los tratados de las otras potencias con la Francia se 

21 
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tiene cuidado de insertar un articulo en que se declara que el 
uso hecho en ellos de la lengua francesa, no dehe servir de 
ejemplo ; reserv'ándose cada potencia el derecho de emplear en 
las negociaciones y convencionas futuras el idioma de que 
hasta allí se ha servido para su correspondencia diplomática. 
Son asimismo en esa lengua las comunicaciones que los 'mi- 
nistros de las potencias extranjeras, residentes en París, di- 
rigen al ministro francés. 

3. 

Resta hablar solamente de los actos públicos emanados de 
uno ó mas soberanos. Hé aqui los principales. 

Tratados ó convenciones. Documentos en que se ponen por 
escrito los pactos internacionales, ó de soberano á soberano. 
Alguna vez se mantienen secretos. Casi siempre se hacen por 
medio de plenipotenciarios. La Santa Atianza, celebrada en 
París entre los soberanos de Austria, Francia y Rusia, ofrece 
el raro ejemplo de un tratado hecho y firmado sin la intervención 
de agentes diplomáticos. 

El tratado de paz suele ser precedido de preliminares, pri- 
mer bosquejo, que encierra* sus principales artículos y debe 
servirle de base. 

Todos los tratados, menos aquellos que los soberanos acuer- 
den por sí mismo, necesitan de ratificarse. El acto de la rali- 
fícacion es un escrito firmado por el soberano ó jefe suprema, 
y sellfldo con sus armas, en aue se aprueba el tratado, y se 
promete ejecutarlo de buena fe en todas sus partes. Las rati- 
ficaciones se canjean entre las respectivas cortes dentro del 
término que se prefija en el tratado ; y cuando hay una poten- 
cia mediadora, el canje se hace de ordinario por su conducto. 
La observancia de los tratados no principia á ser obligatoria, 
sino desde el canje de las ratificaciones. 

Declaraciones, Documentos en que un gobierno hace ma- 
nifestación de su modo de pensar ó de la conducta que se pro- 
pone observar sobre alguna materia. Las principales son las 
de guerra y las de neutraUdad. Se contestan ó se impugnan 
por otros documentos de la misma especie, llamados contra'- 
declaraciones. Las expiden ya los soberanos mismos, ya los 
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ministros de negocios extranjeros, ó los agentes diplomáticos. 

Manifíestos. Declaraciones que los gobiernos publican para 
justificar su conducta al principio de una guerra, ó cuando 
apelan á una medida de rigor. 

Actos de garantía. Por ellos se empeña un soberano á man- 
tener á otra potencia en el goce de ciertos derechos, ó á hacer 
observar un convenio. Es indiferente que tengan la forma de 
declaraciones ó de tratados. 

Protestas, Declaraciones de un soberano ó de su mandatario 
contra la violencia de otro gobierno, ó contra cualquier acto 
que pueda interpretarse como derogatorio de los derechos de 
la nación. El ministro á quien se entrega la protesta, si no tiene 
instrucciones que le prevengan lo que ha de hacer ó respon- 
der, solo puede recibirla ad referendum^ esto es, para consul- 
tar al soberano sobre la conducta que le toca observar. A las 
protestas suele responderse por contra-protesta. 

Renuncias. Actos por los cuales abandona un soberano los 
derechos que actualmente posee ó que recaigan en él, ó á que 
puede alegar algún título. 

Abdicación. Renuncia que hace un soberano de los derechos 
personales de soberanía que actualmente posee. 

Cesión. Acto por el cual un soberano trasfiere á otro un de- 
recho, especialmente el de soberanía, sobre una porción de 
tierras ó aguas. Puede hacerse en forma de tratado ó de de- 
claración. En este segundo caso es necesario que sea confir- 
mado por la aceptación del cesionario. En la cesión la parte ó 
persona que trasfiere el derecho es la nación, y en la abdica- 
ción la parte que lo abandona es el príncipe. 

Reversales. Por ellas un soberano reconoce en otro un de- 
recho, no obstante las novedades introducidas por el primero, 
que lo pudieran hacer disputable. Así el emperador de Ale- 
mania, cuya coronación, según la Bula de Oro, debía solem- 
nizarse en Aquisgran, daba letras reversales á esta ciudad, 
cuando se coronaba en otra parte, declarando que no se había 
tratado de inferir perjuicio á sus derechos, y que aquel acto 
no debía servir de ejemplo. 
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